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1

INTRODUCCIÓN

Al hablar del mundo digital y la regulación pareciera que nos 
adentramos en un abismo, en una zona desconocida donde las 
reglas son diferentes y, a efecto de evitar detener la innovación, 
donde el derecho debe mantenerse ajeno.

Entre esa incertidumbre surge una pregunta fundamental: 
¿la tecnología está cambiando nuestra vida? La respuesta es de-
terminante: sí. Esto no es nuevo; por el contrario, como plantea 
Debora L. Spar desde la antigüedad la tecnología ha modificado 
la vida de las personas.1

La vida de las personas cambió cuando se inventaron la rue-
da, el teléfono, los aviones, etcétera. Las computadoras y el de-
sarrollo tecnológico han incidido en la vida de las personas; pero 
en muchos casos podemos referir que, por ejemplo, las leyes de 
aviación civil no existieron antes que los aviones; éstos se regula-
ron cuando la sociedad encontró la necesidad de hacerlo.

En este escenario aparecen los dos protagonistas: la memoria 
y el olvido. La memoria siempre ha estado presente, obsesionan-
do a distintas culturas con la forma de preservar su recuerdo para 
las futuras generaciones.

Como ejemplo, John Ruskin en 1858 hablaba de la misión 
evocativa del recuerdo en la arquitectura:

Es dentro de la primera de estas direcciones que podemos afirmar 
que la memoria es en verdad la sexta lámpara de la arquitectura, 
porque los edificios civiles y domésticos solo adquieren su plena 
perfección al apuntar la memoria y la monumentalidad; y ello 

1		 Spar, Deborah L., Work, Mate, Marry, Love, How Machines Shape Our Human 
Destiny, Nueva York, Picador, 2020, pp. 4-31.
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INTRODUCCIÓN2

porque, a tal efecto, son, por un lado, erigidos de un modo estable 
y, por el otro, sus motivos decorativos están impregnados de signi-
ficados históricos o metafóricos.2

Lo anterior refleja la vocación humana de alcanzar, a través 
de la monumentalidad de sus obras o acciones, la inmortalidad.

Algo similar sucede con Internet, que permite actualmente a 
todos estar conectados y comunicados en formas y niveles nunca 
conocidos por la humanidad, así como con la idea del recuerdo 
eterno y disponible a solo un clic, al buscar en Google (o en otros 
buscadores) y tener acceso inmediato a un sinfín de información.

Con ello se genera un cambio en nuestras vidas: todo es ac-
cesible y existe a través de Internet, lo que las moldea e incluso 
genera un impacto social que vemos reflejado en obras, no sólo 
de sociología o derecho, sino también poéticas, como la de Oc-
tavio Gallardo:

El notable desasosiego de la búsqueda desesperada de sustento y 
sentido, que se confirma en el desplome de las certezas y de los 
objetos, barridos por el propio accionar de los buscadores. Ello 
ocurre en los desiertos y en las megápolis, por la sequía o la sobre-
exposición del mercado del arte y el espectáculo.3

Luego, la información está a un clic de distancia de cual-
quier usuario, pero ¿qué pasa cuando esa información tiene que 
ver con una persona en particular?, y ¿qué pasa cuando esa in-
formación puede afectar la vida del individuo?, ¿cuándo revela 
aspectos de su vida privada?, o ¿cuándo esa información es falsa?

Ante estas interrogantes, el derecho se hace presente y busca 
dar una solución a las afectaciones en la vida y derechos de las 
personas en la era digital.

2		 Ruskin, John, La lámpara de la memoria, trad. de Antonio Lozano, Madrid, 
Taurus, 2022, p. 11.

3		 Gallardo, Octavio, Derecho al olvido, Santiago de Chile, Los Perros Román-
ticos, 2021, p. 85.
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En este contexto el reconocimiento del derecho al olvido sur-
gió como una respuesta en vía judicial a las afectaciones de un 
ciudadano al que se le habían negado distintos empleos debido a 
la información consultable en línea sobre su persona y adeudos 
ya saldados, y se le ordenó a Google, como buscador, desindexar 
los resultados de búsqueda.

En ese sentido, las respuestas y réplicas se han dado prácti-
camente en el ámbito global, distintas legislaciones locales han 
buscado adherirse y entender nuevas formas de regular los de-
rechos digitales. En distintas regiones del mundo se han resuelto 
casos judiciales relacionados con el tema, pero aún existe una 
gran controversia sobre sus alcances, que se han ido resolviendo 
en la casuística internacional, sin que se hayan analizado a deta-
lle todas las tensiones del derecho al olvido con otros derechos o 
bienes jurídicos tutelados, como son el acceso a la información y 
la libertad de expresión.

En México han existido importantes reformas en relación 
con los derechos humanos, incluida la protección de datos per-
sonales, un concepto con una importante evolución en el marco 
internacional, así como en la doctrina. No obstante, y pese a que 
la propia Constitución de los Estados Unidos Mexicanos recono-
ce los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición 
(ARCO), no existen alcances definidos para su aplicación ni pa-
rámetros para la protección del derecho al olvido.

El objetivo de este libro es definir si en verdad existe o no un 
derecho al olvido y su posible aplicación y vigencia en el contex-
to latinoamericano, partiendo de su posible relación e incluso 
confusión con derechos reconocidos actualmente por los ordena-
mientos locales, como es principalmente el derecho a la cancela-
ción en el marco de la protección de datos personales. Se anali-
zará si nos encontrarnos ante nuevos derechos en sede digital que 
pueden ser reconocidos y armonizados en los sistemas jurídicos 
de la región, permitiendo a las personas contar con un mecanis-
mo para ejercer este derecho humano y proteger su privacidad 
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en sede digital, sin vulnerar otros derechos, como el de acceso a 
la información, a la memoria y el derecho a la verdad.

De conformidad con lo anterior, en el primer y segundo capí-
tulos se expone un análisis del derecho al olvido en relación con 
los derechos a la privacidad, la autodeterminación informativa 
y la protección de datos personales, explicando su tratamiento, 
regulación y aplicación en el sistema jurídico mexicano y en el 
derecho internacional.

En el tercer capítulo se buscó delimitar los alcances del dere-
cho al olvido, considerando el entorno digital actual y las impli-
caciones que conlleva.

En el cuarto capítulo se presenta un análisis de la implemen-
tación del derecho al olvido a través de la resolución de casos ju-
diciales en distintos Estados del continente americano, principal-
mente en el mexicano, y las consecuencias de dichas resoluciones 
en los ámbitos legislativo y administrativo.

En el quinto capítulo se desarrolló un estudio comparativo 
del derecho al olvido frente a otros derechos, como la libertad de 
expresión, y su integración con otras áreas del derecho, a efecto 
de responder varias de las interrogantes que ha causado.

En el apartado final se presenta un análisis conclusivo de lo 
expuesto en este trabajo, en el que se busca responder a las pre-
guntas de investigación iniciales: ¿qué es y cómo se delimita el 
llamado derecho al olvido?, ¿son suficientes los mecanismos uti-
lizados para su implementación en los Estados, principalmente 
en el mexicano?

Entender los alcances de este derecho ayudará a comprender 
los límites de las nuevas tecnologías frente a la información que 
puedan vulnerar a una persona, sin llegar a tener nociones ex-
tremas de su restricción, así como tampoco ideas erróneas sobre 
su vigencia.

Como nota aclaratoria, debe señalarse que la investigación 
expuesta en este libro se desarrolló durante cuatro años y que se 
concluyó antes de la publicación de los decretos de simplificación 
administrativa que han tenido como consecuencia la extinción 
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del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Informa-
ción y Protección de Datos Personales (INAI) y, por ende, el cam-
bio del sistema de protección de datos personales en México. Por 
tanto, los distintos aspectos que se analizaron de forma compara-
tiva para determinar el reconocimiento y la vigencia del derecho 
al olvido se han mantenido con esa intención, dejando la puerta 
abierta a futuros análisis comparativos sobre los avances o retro-
cesos de los nuevos sistemas de protección que se establezcan
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Capítulo primero

LA AUTODETERMINACIÓN INFORMATIVA 
EN LA VIDA PRIVADA

Antes de hablar del derecho al olvido debemos entender los funda-
mentos jurídicos que nos permiten analizar este concepto al inda-
gar en su relación con la privacidad, el derecho a la privacidad, la 
autodeterminación informativa, la protección de datos personales 
y los derechos ARCO, así como sus mecanismos de protección.

Este recorrido es necesario para entender la evolución e im-
portancia de la protección de nuestra vida privada, particular-
mente en un mundo donde la tecnología ha evolucionado y los 
datos personales se han convertido en un factor que incide en el 
uso de servicios, aplicaciones y herramientas, lo que representa 
para los responsables de su tratamiento una ventaja competitiva y 
un poder de decisión en el desarrollo de la identidad tecnológica 
de las personas.

Por ello, en este primer apartado se busca entender y ahon-
dar en los conceptos de privacidad, derecho a la privacidad y au-
todeterminación informativa, como fundamentos y antecedentes 
de la configuración del derecho al olvido.

I. Antecedentes: privacidad y derecho 
a la privacidad

Los primeros antecedentes de los que podemos hablar son la pri-
vacidad y el derecho a la privacidad, en tanto nos acercan a la 
preocupación de finales del siglo XIX acerca de cómo podía pro-
tegerse la esfera íntima de la vida de las personas ante los nuevos 
inventos y formas de comunicación.

Libro completo en https://tinyurl.com/d33kth2r
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas,  
https://www.juridicas.unam.mx/  
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv



EDUARDO KANAHUATI FARES8

El concepto jurídico de privacidad ha evolucionado confor-
me los avances tecnológicos han tenido una mayor injerencia en 
nuestras vidas. Desde 1890 Samuel D. Warren y Louis D. Bran-
deis revolucionaron la concepción de lo privado con su texto ti-
tulado The Right to Privacy (El derecho a la privacidad), al hablar de 
las nuevas invasiones a la privacidad que implicaban las fotos 
instantáneas y sus publicaciones en los periódicos, lo que invadía 
los sagrados precintos de la vida privada.4

En el texto, los autores concluyen que “La protección de los 
pensamientos, sentimientos y emociones, expresados por medio 
de la escritura o las artes, en la medida en que consiste en impedir 
su publicación, es solamente una instancia de la aplicación del 
derecho general del individuo a ser dejado solo”.5

Abonan “que a su vez es parte de un derecho más general 
a la inmunidad de la persona —el derecho a la propia persona-
lidad—”.6

La privacidad tiene una relación directa con el derecho del 
individuo a desarrollar su propia personalidad, y ante las foto-
grafías instantáneas y su publicación en los periódicos, se traduce 
en ser dejado solo en la esfera de su vida privada. Es importante 
mencionar que dicha protección conoce límites que en todo mo-
mento deben ponderarse con el interés público de conocer dicha 
información.

En ese sentido, se establece que el principio que protege los 
escritos personales de su publicación en cualquier formato no es 
el principio de la propiedad privada, sino el derecho a una per-
sonalidad inviolable, que a su vez se equipara con el derecho a 
ser dejado solo.7

4		 Cfr. Warren, Samuel D. y Brandeis, Louis D., The Right to Privacy, Nueva 
Orleans, Quid Pro Law Books, 2010, p. 6. La traducción de la cita es mía.

5		 Ibidem, p. 11.
6		 Ibidem, p. 12.
7		 Cfr. Rouvroy, Antoinette y Poullet, Yves, “The Right to Informational 

Self-Determination and the Value of  Self-Development: Reassessing the Im-
portance of  Privacy for Democracy, en Gutwirth, Serge et al. (eds.), Reinventing 
Data Protection?, Nueva York, Springer, 2009, p. 62.
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La concepción de ser dejado solo se relaciona con un no ha-
cer por parte del individuo, que puede no ser molestado en su 
vida privada, pero el concepto de derecho a la privacidad como 
una decisión sobre la información personal que otros pueden co-
nocer es de Alan Westin, quien en su libro de 1967 Privacy and 
Freedom (Privacidad y libertad) la define como la facultad de “deter-
minar por sí mismo cuándo, cómo y hasta qué punto su informa-
ción personal se comunica a otros”.8

En suma, la privacidad se relaciona con la libertad del indi-
viduo para ejercer su autodeterminación informativa y decidir 
qué información personal o privada es comunicada a terceros, 
lo que implica no únicamente la facultad de no ser molestado y 
ser dejado solo, sino inclusive la decisión individual de elegir qué 
información comunica a otros en relación con el libre desarrollo 
de su propia personalidad e identidad.

En el mismo 1967 se resolvió el caso Katz vs. Estados Unidos, 
en el que se analizó la expectativa razonable de privacidad del in-
dividuo como elemento suficiente para garantizar la protección 
de ese derecho, estableciendo un parámetro de doble estándar 
para la protección de la privacidad:9

a) Que la persona tenga una expectativa real o subjetiva de 
privacidad.

b) Que dicha expectativa fuera tal que la sociedad estuviera 
preparada para reconocerla como razonable.

De esta forma, el concepto de privacidad es dinámico, se en-
cuentra en constante evolución, y puede ser clasificado en los 
siguientes rubros:10

1) El derecho a ser dejado solo.
2) El ámbito de acceso limitado a uno mismo.

 8		 Westin, Alan, Privacy and Freedom, Nueva York, Ig Publishing, 2015, p. 5. 
La traducción de la cita es mía.

 9		 Cfr. Quijano Decanini, Carmen, Derecho a la privacidad en Internet, México, 
Tirant lo Blanch, 2022, p. 63.

10		 Ibidem, p. 53.
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3) La facultad de secrecía o de ocultar ciertos asuntos.
4) El control de información personal.
5) La protección de personalidad, individualidad y la dig-

nidad.
6) El derecho a la intimidad o el control sobre las relaciones 

íntimas o sobre ciertos aspectos de la vida.

Es fundamental reiterar que la privacidad en relación con el 
control de información personal tiene un vínculo directo con los 
temas que se analizarán en el presente documento, sin obviar la 
interdependencia que existe entre todas las posibles acepciones 
de la privacidad.

Debemos enfatizar que desde la década de los setenta del 
siglo veinte la privacidad comenzó a redefinirse, cuando sur-
gió una interrogante en la portada de la revista Newsweek: “¿La 
privacidad ha muerto?”,11 que hacía manifiesta la preocupación 
que se tenía en dichos tiempos acerca de la información personal.

En ese sentido, la sección inicial del reporte sobre privacidad 
del Comité Younger del Reino Unido, de 1972, resumía una nue-
va concepción:

Hemos concebido el derecho a la intimidad con dos aspectos 
principales. El primero de ellos es la libertad del individuo de no 
ser molestado en su hogar, su familia y sus relaciones. El segundo 
es la privacidad de la información, es decir, el derecho a deter-
minar por uno mismo cómo y hasta qué punto se comunica la 
información sobre uno mismo a los demás.12

Debe precisarse que, en ocasiones, los distintos autores ana-
lizados utilizan los términos privacidad e intimidad como sinó-
nimos, aunque la diferencia estriba en que el derecho a la priva-
cidad puede abarcar en su protección a la intimidad, entendida 

11		 Cfr. Newsweek, 27 de julio de 1970.
12		 Reporte del Comité sobre Privacidad (Younger), Cmnd 5012, p. 10, citado 

por Vincent, David, Privacy, A Short Story, Cambridge, Polity Press, 2016, p. 114.
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esta última por el Tribunal Supremo con sede en Madrid como 
“la zona espiritual, íntima y reservada de una persona o de un 
grupo, especialmente de una familia”.13

Además de lo anterior, existe una distinción entre los con-
ceptos de privacidad negativa y positiva. El primero se refiere 
al “derecho de defensa para proteger un espacio reservado al 
individuo”,14 en una concepción clásica y previa a las nuevas tec-
nologías. Por otro lado, la privacidad positiva “es el mismo valor, 
pero adaptado al entorno de la sociedad de la información”,15 
conocido también como autodeterminación informativa y que 
“requiere de una posición activa del individuo para asegurar su 
protección”.16

Al hablar de privacidad en el contexto de las nuevas tecno-
logías es importante distinguir la evolución y aplicación del con-
cepto en respuesta a los cambios sociales y los avances tecnológi-
cos; el contexto actual no es igual al que existía cuando Samuel 
D. Warren y Louis D. Brandeis analizaban la relación de una fo-
tografía con la privacidad del individuo, ahora toda nuestra vida 
puede ser grabada y captada en cualquier espacio.

En este nuevo contexto tecnológico podemos encontrar 
distintas manifestaciones de la privacidad de los individuos en 
Internet:17

	— Privacidad de una persona. Hace referencia a aspectos re-
lacionados con la personalidad del individuo, como su 
nombre, imagen, voz, etcétera.

13		 Sentencia 398/2024 del 19 de marzo de 2024, Tribunal Supremo Espa-
ñol, Sala de lo Civil.

14		 Quijano Decanini, Carmen, Derecho a la privacidad en Internet, cit., p. 63.
15		 Idem.
16		 Idem.
17		 Cfr. Albert Márquez, José J., “Derechos fundamentales y nuevas tecnolo-

gías: el ‘derecho al olvido’ en Internet desde el marco europeo de protección de 
los derechos humanos”, Memorias Científicas del II Congreso Científico Internacional 
“Sociedad del Conocimiento: Retos y Perspectivas”, Guayaquil, Universidad Ecotec, 
2017, p. 8.
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	— Privacidad de datos con respecto a una persona. Se relaciona 
con la información recolectada y utilizada por terceros, 
como es el historial de gastos, de empleos, médico, entre 
otros, que pueden inferirse, por ejemplo, del historial de 
búsquedas en Internet.

	— Privacidad de las comunicaciones de una persona. Se obtiene a 
través de correos electrónicos, chats, videollamadas, et-
cétera.

Estas categorías nos hacen reflexionar acerca de cómo se 
puede ver vulnerada nuestra privacidad ante el uso de las nuevas 
tecnologías, y nos permiten visualizar que el respeto y la protec-
ción de nuestros derechos son más complejos ante una mayor 
interacción con esas herramientas.

En este orden de ideas, se vuelve importante distinguir entre 
los conceptos de privacidad y derecho a la privacidad:

•	 Privacidad. Es “el ámbito de la vida privada que se tiene 
derecho a proteger de cualquier intromisión”;18 la esfera 
personal de nuestra vida, que como individuos podemos 
mantener ajena a terceros y que “es un elemento consus-
tancial a la dignidad humana”.19

•	 Derecho a la privacidad. Se traduce en el derecho como ac-
ción para separar aspectos de la vida privada del escru-
tinio público, y a su vez contiene dos componentes esen-
ciales, “el derecho de aislarse y el derecho de controlar la 
información de carácter personal”,20 incluso después de 
haberla difundido.

Podemos distinguir ambos conceptos de la siguiente forma.

18		 Mendoza Enríquez, Olivia Andrea, “Privacidad”, en Davara Fernán-
dez de Marcos, Isabel (coord.), Diccionario de protección de datos personales, México, 
INAI, 2019, p. 672.

19		 Idem.
20		 Idem.
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Esquema 1 
Diferencia entre privacidad y derecho 

a la privacidad

Fuente: Elaboración propia.

Así, la privacidad y el derecho a la privacidad son conceptos 
fundamentales para entender al derecho al olvido, al ser el prin-
cipio y fundamento de protección y ejercicio de dicha prerrogati-
va; el objetivo en todo momento es proteger la esfera personal del 
individuo y su libertad de decidir qué información personal da a 
conocer a terceros, ejerciendo la autodeterminación informativa 
en su vida privada.

II. La autodeterminación informativa

Estamos ante un aspecto de la privacidad que se relaciona direc-
tamente con el control de nuestra información y la determinación 
de qué datos damos a conocer sobre nosotros a los demás.

Derecho
a la privacidad 

Ejercicio de la 
privacidad como 

un derecho; 
implica mantener 

aspectos
de la vida lejos

de terceros
y controlar los 
aspectos que
se le dan a 

conocer a otros.

Privacidad
Aspecto de la vida 

privada que se 
puede mantener 
ajeno a terceros.
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La primera vez que se hizo mención del término autodetermi-
nación informativa, fue en la resolución del Tribunal Constitucional 
Federal de Alemania, en la sentencia relativa a la Ley del Censo 
del 15 de diciembre de 1983.21

Dicha resolución refiere que la autodeterminación informa-
tiva garantiza “la capacidad de los individuos para determinar, 
en principio, la divulgación y empleo de sus datos personales”;22 
se deduce que la autodeterminación informativa es la “facultad 
del individuo, derivada de la idea de autodeterminación de de-
cidir básicamente por sí mismo cuándo y dentro de qué limites 
proceder a revelar situaciones referentes a su propia vida”.23

La resolución entiende el derecho a la intimidad como ex-
presión del derecho a la autodeterminación informativa, una fa-
cultad de la persona de “decidir básicamente por sí misma cuán-
do y dentro de qué límites procede revelar situaciones referentes 
a la propia vida”.24

De igual forma, es importante señalar que el Tribunal Cons-
titucional alemán señala que los límites a esa autodeterminación 
informativa sólo se permiten cuando así lo exija el interés público 
de conocer la información.25

21		 Cfr. Villalba Fiallos, Andrea, “Reflexiones jurídicas sobre la protección de 
datos y el derecho a la intimidad en la autodeterminación informativa”, Revista 
de Derecho Foro, Quito, núm. 27, 2017, pp. 23-42.

22		 Tribunal Constitucional Federal Alemán, “Sentencia BVerfGE 65,1 
[Censo de Población]”, en Schwabe, Jürgen (comp.), Cincuenta años de jurispruden-
cia del Tribunal Constitucional Federal, trad. de Marcela Anzola, 2009, p. 94.

23		 Tribunal Constitucional Federal Alemán, “Sentencia del 15 de diciem-
bre. Ley del Censo. Derecho de la personalidad y dignidad humana”, Boletín de 
Jurisprudencia Constitucional, Madrid, Dirección de Estudios y Documentación 
del Congreso de los Diputados, t. IV, núm. 3, trad. de D. Daranas, enero de 
1984, p. 152.

24		 Bazán, Víctor, “El habeas data y el derecho de autodeterminación infor-
mativa en perspectiva de derecho comparado”, Estudios Constitucionales, Univer-
sidad de Talca, año 3, núm. 2, 2005, p. 112.

25		 Cfr. Simone, Fischer-Hübner et al., “Online Privacy: Towards Informa-
tional Self-Determination on the Internet”, Manifesto from Dagstuhl Perspec-
tives Workshop 11061, Seminar 6–11, febrero de 2011, p. 5.
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En otro sentido, la resolución del Tribunal Constitucional 
Federal alemán “refleja el aspecto más característico de un de-
recho nuevo que ha ido cobrando cuerpo bajo distintas formas 
en los ordenamientos de los Estados democráticos: el control que 
ofrece a las personas sobre el uso por terceros de información 
sobre ellas mismas”.26

El concepto de autodeterminación informativa es relevan-
te, ya que permite a la persona conocer, acceder y controlar la 
información que le concierne, en relación directa con el libre 
desarrollo de su propia identidad.27 Por ello, la resolución re-
ferida reconoce por primera vez la evolución de la necesidad 
de protección de la privacidad en un nuevo contexto, como la 
facultad de ejercicio del derecho a delimitar la información so-
bre los aspectos de la vida privada que se decide dar a conocer 
a terceros.

La resolución del Tribunal Constitucional alemán sienta un 
claro antecedente y la definición del concepto de autodetermi-
nación informativa; sin embargo, se vuelve importante la evolu-
ción del concepto, para entenderlo en relación con los avances 
tecnológicos posteriores a su primera mención, comprendiendo 
que la privacidad en relación con las nuevas tecnologías de la 
información es una facultad de control de lo que se sabe de uno 
mismo, aunado a que dicho concepto cambia constantemente 
en relación con las nuevas formas de interactuar con estas he-
rramientas.

Para iniciar el análisis del concepto podemos citar la defini-
ción de autodeterminación informativa proporcionada por Isa-
bel Davara Fernández de Marcos en el Diccionario de protección de 
datos personales editado por el INAI:

26		 Lucas Murillo de la Cueva, Pablo, El derecho a la autodeterminación informati-
va, México, Fontamara, 2011, p. 11.

27		 Cfr. Quijano Decanini, Carmen, Derecho a la privacidad en Internet, cit., 
p. 65.



EDUARDO KANAHUATI FARES16

El derecho a la autodeterminación informativa es un derecho 
fundamental que habilita a la persona para decidir, por sí sola, 
sobre la difusión y utilización de sus datos personales con un fin 
determinado y con independencia del tipo de soporte (físico o 
electrónico) en el que se encuentren los datos personales.28

Aunque la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos no reconoce expresamente el derecho a la autodetermina-
ción informativa, el Poder Judicial29 ha interpretado que éste es 
una prerrogativa reconocida por los artículos 6o., base A, frac-
ción II, y 16, segundo párrafo, constitucionales. La autodetermi-
nación informativa faculta a las personas para decidir sobre la 
difusión y el uso de su información, sin importar el soporte en el 
que se encuentre.

En cuanto a los elementos de ese derecho humano, podemos 
referir de forma expresa las siguientes características específicas.

Esquema 2 
Características de la autodeterminación 

informativa

Fuente: Elaboración propia.

28		 Davara Fernández de Marcos, Isabel et al., “Dato personal”, en Davara 
Fernández de Marcos, Isabel (coord.), Diccionario de protección de datos personales, 
cit., p. 84.

29		 Cfr. tesis aislada P. XXII.1o.1 CS (10a.), Tribunales Colegiados de Circui-
to, febrero de 2016.

a. Es un derecho humano.

b. Es un derecho que habilita a la persona a decidir.

c. El objeto del derecho a la autodeterminación informativa.

d. Independencia del soporte en que se encuentre.
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1. El derecho a la autodeterminación informativa como derecho humano

La primera pregunta que surge y debe responderse es si, en 
efecto, el derecho a la autodeterminación informativa es un de-
recho humano independiente, o si es una extensión y aplicación 
de protección del derecho a la privacidad. “Todo indica que el de 
autodeterminación informativa es un derecho autónomo con una 
doble dimensión sustancial, como derecho en sí mismo, e instru-
mental, es decir, como soporte para la cobertura tuitiva de otros 
derechos, por ejemplo, del de intimidad, honor, dignidad”.30

Si bien existe una relación innegable entre el derecho a la pri-
vacidad y el derecho a la autodeterminación informativa como la 
materialización de uno de sus componentes esenciales, la impor-
tancia de su correlación con la dignidad y el desarrollo de la iden-
tidad individual hacen indispensable su reconocimiento como de-
recho autónomo para hacer efectiva la protección objeto de éste.

Resulta importante la opinión de Giulio Adinolfi, quien re-
fiere que “La relevancia actual de la especie de autodetermina-
ción informativa respecto al género del derecho a la vida privada, 
no ha sido tan rápida como el ejemplo que ha podido mostrar-
nos; al contrario, la evolución y el desarrollo se han enfrentado a 
problemas y matrices de naturaleza conceptual”.31

En efecto, el problema de conceptualizar y seccionar este ele-
mento esencial del derecho a la privacidad ha devenido en una 
confusión que ha complicado en algunos casos su entendimiento 
y protección, al argumentarse que el derecho a la autodetermi-
nación informativa es la especie, y el derecho a la vida privada, el 
género; sin embargo, lo sustancial es entender que por la impor-
tancia del objeto que protegen la calidad de derechos humanos 
es reconocida a ambos conceptos.

30		 Bazán, Víctor, op. cit., p. 117.
31		 Adinolfi, Giulio, “Autodeterminación informativa. Consideraciones acer-

ca de un principio general y un derecho fundamental”, Cuestiones Constitucionales. 
Revista Mexicana de Derecho Constitucional, México, núm. 17, julio-diciembre de 
2017, p. 7.



EDUARDO KANAHUATI FARES18

A modo de cierre, cobran sentido las palabras de Claudio P. 
Grosso: “La conclusión de estas ideas sería que el contenido del 
derecho a la privacidad, bajo esta interpretación de la dignidad 
humana, es la autodeterminación informativa, presunta conse-
cuencia lógica de un sujeto autónomo que se autolegisla”.32

2. Un derecho que habilita a la persona a decidir

Al hablar de autodeterminación, la capacidad del individuo 
de decidir y ejercer su voluntad se vuelve un atributo fundamen-
tal, ya que le otorga la capacidad de elegir qué información com-
parte libremente para construir su propia identidad.

El derecho a la autodeterminación informativa es un típico coro-
lario de la sociedad moderna, en la cual las informaciones pueden 
dañar de la misma manera que la violencia física; sin embargo, 
el elemento caracterizador de este derecho es la autonomía del 
consentimiento, la posibilidad de autorizar, bloquear, oponerse, 
ratificar, de quedarse indiferente respecto a las circulaciones de 
voces, rectius informaciones, acerca de la persona misma.33

De lo anterior se infiere la importancia para el ejercicio de la 
autodeterminación informativa del elemento consciente de de-
cisión del individuo de controlar o no el flujo de su información 
personal.

3. El objeto del derecho a la autodeterminación informativa

El objeto del derecho es permitir a las personas decidir so-
bre la difusión y uso de su información; éste es aceptado y rei-

32		 Grosso, Claudio P., “Fundamento iusfilosófico de la privacidad y del de-
recho subjetivo de protección de datos personales”, Prudentia Iuris, Buenos Aires, 
núm. 68/69, 2010, p. 321.

33		 Adinolfi, Giulio, op. cit., p. 7.
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terado por distintos autores: “La autodeterminación informati-
va presupone la capacidad de dominio y control del individuo 
sobre su propia información y respecto del estatus que el titular 
del derecho le quiere dar a ésta, ya sea conservarla dentro de su 
acervo privado o constituirla como información de conocimiento 
público”.34

Es importante reiterar que el derecho a la autodetermina-
ción informativa se ejerce sobre los datos personales. Por ello, 
y a reserva de que posteriormente se abordará el tema de datos 
personales y su relación con la autodeterminación informativa 
y el derecho al olvido, resulta relevante observar que existe una 
discrepancia entre los autores consultados respecto a la relación 
entre autodeterminación informativa y la protección de datos 
personales.

En primer lugar, se refiere otra definición, aportada por An-
drea Villalba Fiallos en el Diccionario de protección de datos personales, 
que en su alcance limita la autodeterminación informativa como 
la capacidad de decidir sobre el control de los datos personales: 
“Este derecho reconoce la facultad de las personas para decidir 
sobre el tratamiento de sus datos personales y así garantizar de-
rechos conexos como el derecho a la no discriminación y al libre 
desarrollo de la personalidad”.35

En ese sentido, “el derecho a la autodeterminación informa-
tiva queda subsumido dentro del derecho de protección de datos 
personales como la faceta que reconoce el papel del titular y su 
poder de decisión en el tratamiento, manifestándose concreta-
mente en el ejercicio de los derechos ARCO”;36 que en esta lógica 
podría establecer que existe una relación estrecha entre el derecho 
a la autodeterminación informativa y el derecho a la protección 
de datos personales, ya que el primero atiende a la voluntad del 
individuo de controlar la divulgación y uso de sus datos persona-

34		 Villalba Fiallos, Andrea, op. cit., pp. 23-42.
35		 Mendoza Enríquez, Olivia Andrea, op. cit., p. 672.
36		 Davara Fernández de Marcos, Isabel et al., op. cit., p. 84.
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les, y el segundo, a los medios legales necesarios para garantizar la 
autodeterminación informativa a través de los derechos ARCO.

Resulta relevante señalar que el alcance y reconocimiento 
del derecho a la autodeterminación informativa no debe limitar-
se al ejercicio del derecho de protección de datos personales, ya 
que son derechos independientes, que a su vez están ligados de 
forma interdependiente, pero que buscan un efecto de protec-
ción distinto.

De igual forma, como refiere Víctor Bazán, la autodetermi-
nación informativa “se trata de un derecho a saber y también un 
derecho a la transparencia del procesamiento de datos, el cual 
a su vez es una parte fundamental del concepto moderno de 
democracia”.37

Además, es posible relacionar la autodeterminación informa-
tiva con el procesamiento de datos, pero incluyendo el elemento 
de conocimiento del tratamiento y uso de dicha información por 
terceros como un elemento que permite la decisión consciente 
del individuo. En otro sentido, Rouvroy y Poullet, señalan que

Lo que protege la privacidad es irreductible a la información 
personal. La privacidad y la protección de datos se entrecruzan, 
pero también son herramientas diferentes para posibilitar la au-
tonomía reflexiva individual y, en consecuencia, la democracia 
deliberativa colectiva. Estas herramientas no deben ponerse en 
el mismo plano.38

Al respecto, si bien existe una lógica operativa en la explica-
ción que se observa en el Diccionario de protección de datos personales 
acerca de la relación entre autodeterminación informativa y da-
tos personales, es importante considerar que aquella es innegable 
y estrecha, y que es necesaria para comprender y aplicar los me-
canismos de protección establecidos por los llamados derechos 
ARCO; sin embargo, no necesariamente debemos encontrar una 

37		 Cfr. Bazán, Víctor, op. cit., p. 134.
38		 Cfr. Rouvroy, Antoinette y Poullet, Yves, op. cit., p. 51.
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relación jerárquica entre ambos para reconocer su validez y per-
mitir su interoperabilidad.

De igual forma, aunque la privacidad y la protección de da-
tos tienen una relación estrecha, no se sobreponen, sino que tie-
nen independencia para permitir la autonomía del individuo; 
por ello, reducir el ejercicio de la autodeterminación informativa 
al marco de operación de los derechos ARCO, sería minimizar 
la importancia del desarrollo de la vida privada, constriñendo el 
control de nuestra vida privada al ejercicio de una garantía de 
protección, y no a la búsqueda de protección más amplia del bien 
jurídico tutelado, que en este caso es nuestra autodeterminación 
informativa y el derecho a la privacidad.

4. Independencia del soporte en que se encuentre

Como último elemento de la definición citada inicialmente, 
no importa el soporte en que se encuentre la información —reto-
mo la preocupación del Tribunal Constitucional Federal alemán 
de reconocer las nuevas formas en que podría procesarse la in-
formación de forma autónoma—; más allá de su soporte en un 
archivo físico, se le da importancia a la protección del individuo 
y no al medio en donde se plasme la información; es decir, lo 
importante para la protección es distinguir entre la información, 
el tratamiento y la afectación, pero no reparar en las diferencias 
que puede implicar el soporte físico o digital que la contenga, 
ya sea que exista actualmente o que se produzca posteriormente 
con los avances tecnológicos.

Con base en los anteriores apartados, podemos indicar que 
la autodeterminación informativa es el derecho del individuo 
de decidir qué información comparte o no con terceros, lo que 
se vincula con la formación de su propia identidad y el libre 
desarrollo de su personalidad y tiene una relación estrecha con 
la protección de datos personales, pero que excede los alcances 
de protección de los derechos ARCO.
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III. La vigencia de la autodeterminación 
informativa

Después de citar los antecedentes que nos llevan a hablar de la 
autodeterminación informativa como un derecho que protege 
la privacidad como bien jurídico tutelado, es importante anali-
zar la vigencia de dicho concepto en la actualidad. Es necesa-
rio reconocer que la evolución del concepto de privacidad y sus 
acepciones nos permite adaptarlo al contexto actual, entendién-
dolo como un concepto dinámico que requiere la voluntad del 
individuo para ejercerlo.39

Ya desde 1890 Samuel D. Warren y Louis D. Brandeis se 
preocupaban por las oportunidades que los dispositivos moder-
nos podían otorgar para la perpetración de actos que implicaran 
abusos de confianza o conductas similares y afectaran a terceros 
que no tuvieran alguna injerencia directa en dicha acción, cues-
tionando si la ley entonces vigente podía invocarse para defe-
rencia de la privacidad del individuo y, en su caso, qué tipo de 
protección podría brindar.40

De igual forma, en la resolución del Tribunal Constitucional 
Federal de Alemania del 15 de diciembre de 1983 se planteaba la 
importancia de considerar las condiciones presentes y futuras del 
procesamiento autónomo de datos, ya que en ese entonces se mi-
graba de registros y archivos recopilados manualmente a proce-
samientos automáticos prácticamente ilimitados e instantáneos, 
lo que podía implicar el desconocimiento del individuo sobre qué 
datos o información personal era recabada y por lo tanto conoci-
da, lo cual podría tener impacto en su desarrollo y en el bien co-
mún, ya que la autodeterminación informativa es una condición 
elemental y funcional de una sociedad libremente democrática, 
basada en la capacidad de sus ciudadanos de actuar y cooperar.41 

39		 Cfr. Quijano Decanini, Carmen, Derecho a la privacidad en Internet, cit., p. 66.
40		 Cfr. Warren, Samuel D. y Brandeis, Louis D., op. cit., p. 7.
41		 Cfr. Rouvroy, Antoinette y Poullet, Yves, op. cit., p. 52.
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Asimismo, la preocupación del Tribunal se relacionaba con la 
posibilidad de convertir al ciudadano en un hombre de cristal, 
otorgando una imagen total pormenorizada de la persona.42

Sin duda alguna, las preocupaciones planteadas por Warren 
y Brandeis, al igual que las señaladas por el Tribunal Consti-
tucional Federal de Alemania en 1983, siguen vigentes. Actual-
mente el procesamiento y la recolección de datos forma parte 
de nuestra vida diaria, y la entrega de nuestra información se ha 
vuelto indispensable para acceder a los servicios y posibilidades 
que otorga Internet.

Desde finales del siglo XX se ha vuelto necesario que el indi-
viduo tenga control de su propia información, pero el acelerado 
uso y avance de las tecnologías de la información y la comunica-
ción hacen imposible que pueda controlarla, por lo que el dere-
cho a la autodeterminación informativa y la urgente necesidad 
de hacer efectivo su objetivo cobran mayor relevancia.

El derecho a la autodeterminación informativa es de especial 
importancia para la privacidad en Internet, debido a la natura-
leza de las comunicaciones digitales y a las opciones que brindan 
las nuevas tecnologías. Pese al reconocimiento de este derecho 
y a la institucionalización de mecanismos para su protección, el 
control sobre la recolección, divulgación y uso de los datos per-
sonales se ha vuelto una tarea prácticamente imposible para los 
individuos.43

El uso de tecnologías de la información ha sido considera-
do, desde el inicio, como un problema de distribución de po-
deres y derechos entre los titulares de la información y los con-
troladores de ésta; se distinguen distintas situaciones que los 
avances tecnológicos han producido:44

a) No existe un límite respecto de la cantidad de información 
que puede ser guardada.

42		 Davara Fernández de Marcos, Isabel et al., op. cit., p. 85.
43		 Cfr. Simone, Fischer-Hübner et al., op. cit., p. 8.
44		 Cfr. Rouvroy, Antoinette y Poullet, Yves, op. cit., p. 68.
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b) No existe un límite del rango de análisis que puede hacerse 
de la información.

c) La información puede ser guardada por siempre.

Estos desarrollos tecnológicos han tenido un impacto directo 
en la autonomía de los titulares de la información, porque per-
miten a los controladores de datos tomar decisiones que afectan 
a los individuos, basados únicamente en la información recolec-
tada y procesada sobre ellos, sin posibilidad para las personas de 
inferir o conocer qué información será usada, para qué propósito 
y por cuánto tiempo.

En ese sentido, una primera solución de conflictos normati-
vos en Internet apuntaba a recurrir a los términos y condiciones 
impuestos por las plataformas y redes sociales en la forma de au-
torregulación, o regulación comunitaria,45 permitiendo una au-
torregulación de los controladores de datos.

No obstante, la experiencia de delegar todas las facultades 
de autorregulación de contenido a las plataformas ha implicado 
riesgos para los usuarios, ya que aquellas pueden buscar prote-
ger los intereses económicos y de expansión de las compañías y 
no respetar los derechos de los usuarios. Por ello los Estados y la 
comunidad internacional han mostrado preocupación, por ser 
totalmente ajenos a estos límites y regulaciones, ya que los in-
termediarios se han convertido en muchos casos en juez y parte.

Ante ello, se vuelve aún más importante tener como indivi-
duos la libertad de autodeterminarnos informativamente y deci-
dir qué información de nuestra vida privada damos a conocer a 
otros.

IV. El derecho a la privacidad y la autodeterminación 
informativa en el sistema universal

Es importante señalar que la privacidad, incluido el contexto de 
Internet, es un derecho humano reconocido por múltiples instru-

45		 Ibidem, p. 35.
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mentos internacionales, y es un elemento indispensable para el 
desarrollo personal y social de los usuarios.46

El derecho a la privacidad es reconocido internacionalmente 
en los siguientes ordenamientos.

	ο Artículo 12 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos del 10 de diciembre de 1948: “Nadie será ob-
jeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su fami-
lia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataque a su 
honra o su reputación. Toda persona tiene derecho a la 
protección de la ley ante tales injerencia o ataques”.47

	ο Artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos: “1. Nadie será objeto de injerencias arbitra-
rias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio 
o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra 
y reputación. 2. Toda persona tiene derecho a la protec-
ción de la ley contra esas injerencias o esos ataques”.48

De igual forma, en la resolución de 2013 titulada Derecho a 
la privacidad en la era digital, la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas estableció que “los derechos de las personas también 
deben estar protegidos en Internet, incluido el derecho a la priva-
cidad, en el contexto de las comunicaciones digitales”.49

El Grupo de Trabajo del Artículo 29 de la Directiva 95/46/
CE24, en su documento de trabajo sobre el tratamiento de datos 
personales en Internet, de 1999, estableció que no había un vacío 
jurídico, y que el tratamiento de los datos personales en la red 

46		 Cfr. Piñar Mañas, José Luis y Recio Gayo, Miguel, “La privacidad en 
Internet”, La Constitución en la sociedad y economía digitales, México, Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, 2016, p. 40.

47		 Artículo 12, Declaración Universal de los Derechos Humanos.
48		 Artículo 17, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
49		 Cfr. García, Aristeo, “El derecho al olvido digital de los políticos en el 

Estado de México: análisis y propuesta desde una perspectiva comparada”, 
Apuntes Electorales, Estado de México, año XIV, núm. 52, enero-junio de 2015, 
p. 116.
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debía respetar los principios de protección de datos al igual que 
en el mundo real (off line).50

En ese tenor de ideas, la privacidad reconocida en el mundo 
cibernético es una preocupación de origen, con la premisa de 
respetarla en ese nuevo terreno, pero que ha fallado en enten-
der los avances tecnológicos y evolucionar normativamente para 
proteger a los usuarios.

Aunado a lo anterior, resulta relevante referir fuentes del 
continente europeo que contienen el derecho a la privacidad.

	— Artículo 8 del Convenio Europeo para la Protección de 
los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamenta-
les del 4 de noviembre de 1950:
1. Toda persona tiene derecho al respeto de su vida pri-
vada y familiar, de su domicilio y de su correspondencia. 
2. No podrá haber injerencia de la autoridad pública en 
el ejercicio de este derecho, sino en tanto esta injerencia 
esté prevista por la ley y constituya una medida que, en 
una sociedad democrática, sea necesaria para la seguri-
dad nacional, el bienestar económico del país, la defensa 
del orden y la prevención del delito, la protección de la 
salud o de la moral, o la protección de los derechos y las 
libertades de los demás.51

	— Artículo 7 de la Carta de los Derechos Fundamentales de 
la Unión Europea de 2000: “Toda persona tiene derecho 
al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y 
de sus comunicaciones”.52

	— Considerando cuarto del Reglamento (UE) 2016/679 
del Parlamento Europeo y del Consejo, del 27 de abril 
de 2016, relativo a la Protección de las Personas Físicas 
en lo que respecta al Tratamiento de Datos Personales 

50		 Cfr. Piñar Mañas, José Luis, y Recio Gayo, Miguel, op. cit., p. 45.
51		 Artículo 8, Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Huma-

nos y de las Libertades Fundamentales.
52		 Artículo 7, Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea.
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y a la Libre Circulación de estos Datos, y por el que se 
deroga la Directiva 95/46/CE (RGPD), reconoce que 
deben respetarse:

todos los derechos fundamentales y ...las libertades y los principios 
reconocidos en la Carta conforme se consagran en los tratados, en 
particular el respeto de la vida privada y familiar, del domicilio y 
de las comunicaciones, la protección de los datos de carácter per-
sonal, la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión, la 
libertad de expresión y de información, la libertad de empresa, el 
derecho a la tutela judicial efectiva y a un juicio justo, y la diversi-
dad cultural, religiosa y lingüística. 53

	— Punto sexto del artículo 51 del Reglamento (UE) 
2022/2065 del Parlamento Europeo y del Consejo, 19 
de octubre de 2022, relativo a un Mercado Único de 
Servicios Digitales y por el que se Modifica la Directiva 
2000/31/CE (Reglamento de Servicios Digitales):

los Estados miembros establecerán normas y procedimientos es-
pecíficos para el ejercicio de las facultades… y velarán por que 
todo ejercicio de estas facultades se someta a salvaguardias ade-
cuadas establecidas en el derecho nacional aplicable de conformi-
dad con la Carta y con los principios generales del derecho de la 
Unión. En particular, solo se adoptarán esas medidas de confor-
midad con el derecho al respeto de la vida privada y los derechos 
de defensa, incluidos los derechos a ser oído y a tener acceso al 
expediente, y supeditadas al derecho a la tutela judicial efectiva 
de todos los afectados.54

De lo anterior puede observarse que se reconoce amplia-
mente el derecho a la vida privada como un derecho humano 

53		 Cuarto considerando del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, 27 de abril de 2016.

54		 Punto sexto del artículo 51 del Reglamento (UE) 2022/2065 del Parla-
mento Europeo y del Consejo, 19 de octubre de 2022.
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elemental, lo que garantiza la inviolabilidad de la esfera más ínti-
ma de la persona y sus comunicaciones, así como la no interven-
ción de la autoridad y de terceros en ella.

Por su parte, no se localizó ninguna referencia expresa al de-
recho a la autodeterminación informativa en el sistema universal.

V. El derecho a la privacidad 
y la autodeterminación informativa 

en el sistema interamericano

Un primer antecedente lo encontramos en los artículos V, IX y X 
de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hom-
bre del 2 de mayo de 1948, en los cuales se señala que “Toda per-
sona tiene derecho a la protección de la ley contra los ataques abu-
sivos en su honra, a su reputación y a su vida privada y familiar”,55 
“Toda persona tiene derecho a la inviolabilidad de su domicilio”,56 
y “Toda persona tiene derecho a la inviolabilidad y circulación de 
su correspondencia”.57

De igual forma, es importante decir que el artículo 11 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos del 22 de no-
viembre de 1969, suscrito por México en 1981 (Pacto de San José) 
reconoce que

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al recono-
cimiento de su dignidad. 2. Nadie puede ser objeto de injerencias 
arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su 
domicilio o en su correspondencia, ni ataques ilegales a su honra 
o reputación. 3. Toda persona tiene derecho a la protección de la 
ley contra esas injerencias o esos ataques.58

55		 Artículo V, Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre.

56		 Ibidem, artículo IX.
57		 Ibidem, artículo X.
58		 Artículo 11, Convención Americana sobre Derechos Humanos.
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Respecto a la adopción y el reconocimiento de este dere-
cho en el sistema interamericano, resulta relevante recordar que 
existe un proyecto titulado Convención Americana para la Au-
todeterminación Informativa, “que consagra el derecho de toda 
persona a controlar sus datos personales existentes en ficheros 
públicos o particulares, señalando que la garantía y el procedi-
miento judiciales para ejercer tal control es el habeas data”;59 sin 
embargo, dicho proyecto constituye solo una idea que no ha sido 
suscrita por los Estados parte de la Organización de los Estados 
Americanos.60

Sobre la inclusión en la Convención del término habeas data, 
Pablo Murillo refiere que es una nueva situación jurídica cualifi-
cada por los derechos y deberes que operan en el marco objetivo 
ofrecido por los principios de calidad de los datos.61

Existen distintos antecedentes y criterios resueltos por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, que reconoce en 
los casos De las Masacres de Ituango vs. Colombia y Tristán Donoso vs. 
Panamá, resueltos en 2006 y 2009, respectivamente, el derecho a 
la privacidad como el derecho a ser dejado solo y no ser molesta-
do por terceros o por la autoridad.62

En ese sentido, en 2011, en la sentencia de Fondo, Repa-
raciones y Costas del caso Fontevecchia y D’Amico vs. Argentina, la 
Corte Interamericana amplió el reconocimiento del derecho a 
la privacidad, al señalar que “el ámbito de la privacidad… com-
prende, entre otras dimensiones, tomar decisiones relacionadas 
con diversas áreas de la propia vida libremente, tener un espacio 
de tranquilidad personal, mantener ciertos aspectos de la vida 

59		 Bazán, Víctor, op. cit., p. 93.
60		 Cfr. borrador de la Convención Americana para la Autodeterminación 

Informativa, citado por Bazán, Víctor, op. cit., p. 93.
61		 Cfr. Lucas Murillo de la Cueva, Pablo, op. cit., p. 18.
62		 Cfr. García Ricci, Diego, “Artículo 16 constitucional. Derecho a la priva-

cidad”, Derechos humanos en la Constitución. Comentarios de jurisprudencia constitucional 
e interamericana I, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación-UNAM-
Fundación Konrad Adenauer, 2013, p. 1050.



EDUARDO KANAHUATI FARES30

privada y controlar la difusión de información personal hacia el 
público”.63

Por otro lado, en el caso Cajar vs. Colombia, resuelto en 2023, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos reconoció la 
configuración del derecho a la autodeterminación informativa 
como un derecho autónomo, contenido en la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, en el artículo 11 (protección a 
la honra y dignidad); es decir, pese a la falta de reconocimiento 
expreso por un ordenamiento en la región, la Corte Interameri-
cana ha señalado que el derecho autónomo a la autodetermina-
ción informativa participa en la protección de la vida privada y 
en general de la dignidad de la persona.64

Con lo anterior puede indicarse que la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos ha reconocido el ejercicio del derecho a 
la autodeterminación informativa como un derecho autónomo y 
directamente exigible, que puede relacionarse con el derecho a la 
privacidad y la capacidad del individuo de controlar la difusión 
de información concerniente a su vida privada ante terceros.

VI. El derecho a la privacidad 
y la autodeterminación informativa en esfuerzos 

transnacionales

En el contexto tecnológico y global actual, de un mundo conec-
tado, se vuelve relevante señalar los documentos que han bus-
cado regular la privacidad, la autodeterminación informativa, 
así como el tratamiento y el flujo de datos personales de forma 
transnacional.

	— Directrices de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE) que Regulan la Protec-

63		 Ibidem, p. 1051.
64		 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Miembros de la 

Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” vs. Colombia, Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, sentencia del 18 de octubre de 2023, Excepcio-
nes Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, p. 179.
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ción de la Privacidad y el Flujo Transfronterizo de Datos 
Personales, del 23 de septiembre de 1980.
Este documento define como flujos transfronterizos de 
datos personales “los desplazamientos de datos persona-
les más allá de las fronteras nacionales”.
Estas directrices fueron un esfuerzo pionero que busca-
ba regular el flujo y uso de los datos transfronterizos, 
reconociendo entre otros principios, el de limitación de 
uso de los datos, de limitación de recogida y de especifi-
cación de los fines.

	— La Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo del 24 de octubre de 1995, actualmente dero-
gada.

	— Esta Directiva buscaba establecer reglas de respeto a la 
vida privada, en relación con la libre circulación de mer-
cancías, personas, servicios y capitales de la Unión Eu-
ropea, ante el aumento del flujo transfronterizo de datos 
personales.

	— El Convenio 108 del Consejo de Europa, denominado 
Convenio para la Protección de las Personas con respec-
to al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter 
Personal, del 28 de enero de 1981.
Fue suscrito por México en 2018.65 Tiene como objeto 
el respeto del derecho a la vida privada de los individuos 
en el tratamiento automatizado de los datos personales. 
Es importante señalar que el artículo quinto prevé lo si-
guiente:

Artículo 5. Calidad de los datos Los datos de carácter personal 
que sean objeto de un tratamiento automatizado: a) Se obtendrán 
y tratarán leal y legítimamente; b) se registrarán para finalidades 
determinadas y legítimas, y no se utilizarán de una forma incom-

65		 Cfr. Robles Osollo, Ana Gloria, “El derecho a la privacidad y la protec-
ción de datos personales transfronterizos”, Revista Eurolatinoamericana de Derecho 
Administrativo, Santa Fe, Argentina, vol. 8, núm. 1, enero-junio de 2021, p. 44.
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patible con dichas finalidades; c) serán adecuados, pertinentes y 
no excesivos en relación con las finalidades para las cuales se ha-
yan registrado; d) serán exactos y si fuera necesario puestos al día; 
e) se conservarán bajo una forma que permita la identificación de 
las personas concernidas durante un periodo de tiempo que no 
exceda del necesario para las finalidades para las cuales se hayan 
registrado.66

	— El Protocolo Adicional relativo a las Autoridades de Con-
trol y a los Flujos Transfronterizos de Datos, del 8 de no-
viembre de 2001.
Este documento busca establecer a los responsables de ga-
rantizar el cumplimiento del Convenio al interior de los 
Estados, así como extender los alcances a aquellos que no 
sean parte del Convenio 108, pero que hacen uso de la 
transferencia de datos.

VII. El derecho a la autodeterminación 
informativa en México

En primer lugar es necesario citar los párrafos primero y segundo 
del artículo 16 constitucional, que disponen lo siguiente:

Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, pa-
peles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la 
autoridad competente, que funde y motive la causa legal del pro-
cedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de 
juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con 
que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza 
de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos per-
sonales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así 

66		 Artículo 5, Convenio para la Protección de las Personas con respecto al 
Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal.
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como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la 
cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que 
rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, 
disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para 
proteger los derechos de terceros.67

Dicho precepto reconoce la protección de datos personales, 
sin hacer referencia expresa a la privacidad, como sucede en los 
tratados internacionales referidos anteriormente, pero sí men-
ciona el derecho a no ser molestado en la esfera íntima sin un 
mandamiento de autoridad que lo faculte. Además, cabe señalar 
que conforme al artículo primero constitucional “todas las perso-
nas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Cons-
titución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte”,68 por lo que dichos tratados internaciona-
les tienen vigencia y aplicación en el derecho interno mediante la 
implementación de ejercicios jurisdiccionales de interpretación 
conforme.

Por su parte, el artículo primero de la abrogada Ley Federal 
de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares 
(LFPDPPP) disponía:

La presente Ley es de orden público y de observancia general en 
toda la República y tiene por objeto la protección de los datos 
personales en posesión de los particulares, con la finalidad de re-
gular su tratamiento legítimo, controlado e informado, a efecto 
de garantizar la privacidad y el derecho a la autodeterminación 
informativa de las personas.69

Se refería expresamente como objetivo de dicho ordena-
miento jurídico garantizar el derecho a la privacidad y el derecho 
a la autodeterminación informativa de las personas.

67		 Artículo 16, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
68		 Ibidem, artículo 1.
69		 Artículo 1, LFPDPPP, 2010.
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En ese sentido, resulta relevante la tesis VII-CASR-CEI-23 
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, del 1 de 
abril de 2019, en la que se indica lo siguiente:

Vida privada y el derecho a la autodeterminación in-
formativa de las personas. Concepto y alcances a la 
luz de la Ley Federal de Protección de Datos Perso-
nales en Posesión de los Particulares. La connotación del 
concepto de vida privada puede dimensionarse a partir de los 
rasgos característicos de la noción de lo “privado”, dentro del 
ámbito personal de cada ser humano y se relacionan con: a) lo 
que no constituye vida pública, b) el ámbito reservado frente a la 
acción y el conocimiento de los demás, c) lo que se desea compar-
tir únicamente con aquellos que uno elige, d) las actividades de las 
personas en la esfera particular, relacionadas con el hogar y la fa-
milia y, e) aquello que las personas no desempeñan con el carácter 
de servidores públicos. Por su parte, el derecho de autodetermina-
ción se define como la posibilidad de la persona para determinar 
el nivel de protección de los datos referentes a ella, ya sea porque 
ha decidido hacerlos de la opinión pública, o porque se trate de 
información o datos relacionados con responsabilidades públicas, 
al tratarse de asuntos que atañen al régimen democrático de un 
Estado. Bajo esas dimensiones, ambas prerrogativas se asocian 
con los llamados derechos —fundamentales— de la personali-
dad, en tanto encuentran su fundamento en la dignidad humana, 
entre ellos, el de intimidad y, comprendido en este, el de vida pri-
vada —que es un concepto más general, y abarca el honor, la pri-
vacidad e intimidad—, pues lo que protege es precisamente la 
esfera privada, interna, íntima, de una persona, es decir, aquellos 
aspectos personales y/o familiares que se desea mantener fuera 
del conocimiento de los demás, salvo que la persona voluntaria-
mente desee compartirlo, en la medida y con quienes decida ha-
cerlo. Por tanto, si el artículo 1 de la Ley Federal de Protección 
de Datos Personales en Posesión de los Particulares reconoce el de-
recho fundamental a la protección de datos personales, con el 
propósito de garantizar la privacidad y la prerrogativa a la auto-
determinación informativa de las personas, se concluye que dicha 
legislación protege de manera especialmente enérgica el derecho 
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a la privacidad, que como ya se precisó, no se trata únicamente de 
un conjunto de datos relativos a la persona, sino también, todos 
aquellos aspectos o hechos que las personas deciden mantener 
fuera del conocimiento de los demás, ciertas manifestaciones o 
dimensiones de su existencia —conducta, datos, información, ob-
jetos—, de su familia u hogar. De ahí que cualquier publicación 
periodística sobre sucesos que solo atañen a la esfera íntima de 
una persona o su familia, es susceptible para ejercer los derechos 
de acceso, rectificación, cancelación u oposición —denomina-
dos por su acrónimo como derechos ARCO— de conformidad 
con lo dispuesto en esa ley. Por tanto, si en un juicio contencioso 
se impugna una resolución emitida por el Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales, donde se desechó por improcedente la solicitud de 
protección de derechos en contra de una publicación periodística 
que vulnera la esfera íntima de una persona o de su familia, según 
los parámetros antes señalados, es procedente declarar su nulidad 
con base en el derecho fundamental de protección de datos per-
sonales, con independencia de que esa publicación obre en la red 
de comunicación universal denominada Internet, o que se tenga 
acceso a través de los llamados motores de búsqueda, y los alcan-
ces de esa nulidad deben ser para efecto de que el mencionado 
Instituto realice las gestiones necesarias para que esa información 
sea suprimida de esa red, incluidas las acciones —de oficio— ante 
cualquier motor de búsqueda a través del cual se tenga acceso a 
esa información.70

En este interesante criterio se relaciona la privacidad con la 
autodeterminación informativa, así como con la protección de 
datos, refiriendo que la autodeterminación informativa tiene que 
ver con el nivel de protección que otorga una persona a sus datos, 
y observa la relación entre la vida privada y la autodetermina-
ción informativa como un argumento suficiente para justificar 
la protección de datos personales a través del ejercicio de los de-

70		 Tesis VII-CASR-CEI-23 del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi-
nistrativa, Revista del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, octava época, año 
IV, núm. 33, abril de 2019, p. 291.
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rechos ARCO, y por ende, ordenar que se realicen las gestiones 
necesarias para eliminar información y solicitar a los motores de 
búsqueda que se limite el acceso a ésta, alcances que se analiza-
rán a lo largo de este trabajo en relación con el derecho al olvido.

De igual forma, resulta relevante la tesis aislada P. LX-
VII/2009 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia, del 1 de 
diciembre de 2009, en la que se refiere lo siguiente:

Derechos a la intimidad, propia imagen, identidad per-
sonal y sexual. Constituyen derechos de defensa y ga-
rantía esencial para la condición humana. Dentro de los 
derechos personalísimos se encuentran necesariamente compren-
didos el derecho a la intimidad y a la propia imagen, así como a 
la identidad personal y sexual; entendiéndose por el primero, el 
derecho del individuo a no ser conocido por otros en ciertos as-
pectos de su vida y, por ende, el poder de decisión sobre la publici-
dad o información de datos relativos a su persona, familia, pensa-
mientos o sentimientos; a la propia imagen, como aquel derecho 
de decidir, en forma libre, sobre la manera en que elige mostrarse 
frente a los demás; a la identidad personal, entendida como el de-
recho de todo individuo a ser uno mismo, en la propia conciencia 
y en la opinión de los demás, es decir, es la forma en que se ve a 
sí mismo y se proyecta en la sociedad, de acuerdo con sus carac-
teres físicos e internos y sus acciones, que lo individualizan ante 
la sociedad y permiten identificarlo; y que implica, por tanto, la 
identidad sexual, al ser la manera en que cada individuo se pro-
yecta frente a sí y ante la sociedad desde su perspectiva sexual, no 
sólo en cuanto a sus preferencias sexuales sino, primordialmente, 
en cuanto a cómo se percibe él, con base en sus sentimientos y 
convicciones más profundos de pertenencia o no al sexo que le-
galmente le fue asignado al nacer y que, de acuerdo a ese ajuste 
personalísimo en el desarrollo de cada individuo, proyectará su 
vida en todos los ámbitos, privado y público, por lo que al ser 
la sexualidad un elemento esencial de la persona y de su psique, 
la autodeterminación sexual forma parte de ese ámbito propio 
y reservado de lo íntimo, la parte de la vida que se desea man-
tener fuera del alcance de terceros o del conocimiento público. 
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Por consiguiente, al constituir derechos inherentes a la persona, 
fuera de la injerencia de los demás, se configuran como derechos 
de defensa y garantía esencial para la condición humana, ya que 
pueden reclamarse tanto en defensa de la intimidad violada o 
amenazada, como exigir del Estado que prevenga la existencia 
de eventuales intromisiones que los lesionen por lo que, si bien 
no son absolutos, sólo por ley podrá justificarse su intromisión, 
siempre que medie un interés superior.

En este criterio se menciona el derecho del individuo a no 
ser conocido por otros en ciertos aspectos de su vida y, por ende, 
el poder de decisión sobre la publicidad o información de datos 
relativos a su persona, lo que se relaciona con el derecho a la 
autodeterminación informativa y, posteriormente, se reconocen 
estos derechos como inherentes a la persona, que se traducen en 
derechos de defensa y garantía esencial para la condición huma-
na, pudiendo exigir la defensa de la intimidad o la prevención de 
intromisiones futuras que los lesionen; en ese sentido, se reconoce 
la relevancia de su protección con base en el respeto a la dignidad 
humana.

Por ello, el ejercicio y la protección de la autodeterminación 
informativa podrían estimarse vigentes en ese momento en el 
marco jurídico mexicano, en relación estrecha con el respeto a 
la dignidad humana.

Resulta relevante la Ley de Responsabilidad Civil para la 
Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia 
Imagen en el Distrito Federal, que reconoce como vida privada 
“aquella que no está dedicada a una actividad pública y, que, por 
ende, es intrascendente y sin impacto en la sociedad de manera 
directa; y en donde, en principio, los terceros no deben tener ac-
ceso alguno, toda vez que las actividades que en ella se desarro-
llan no son de su incumbencia ni les afecta”.71 Un problema con 
la definición es que hace referencia a aquella información intras-

71		 Artículo 9, Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho 
a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal.
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cendente y sin impacto en la sociedad de manera directa, por lo 
que resulta arbitrario y difícil ponderar si una actividad puede o 
no resultar importante que se conozca por terceros.

El artículo 12 establece que “Los hechos y datos sobre la 
vida privada ajena no deben constituir materia de información. 
No pierde la condición de íntimo ni de vida privada aquello que 
ilícitamente es difundido”.72 Si bien esa Ley se emitió en relación 
con la propia imagen y el honor, no contempla los supuestos del 
uso de datos sobre la vida privada por terceros con fines comer-
ciales y se limita a considerar la comercialización de su imagen 
de forma tradicional, mediante fotografías, videos o similares sin 
su consentimiento, por lo que si bien es un reconocimiento ex-
preso del derecho a la vida privada y otros derechos conexos, no 
se observa en el ordenamiento una lógica de la vida privada en el 
mundo del ciberespacio.

En conclusión, la autodeterminación informativa permite al 
individuo decidir de forma consciente sobre qué información dar 
a conocer a terceros, protegiendo el derecho a su privacidad y al 
libre desarrollo de su personalidad.

Desde el punto de vista analizado, limitar el ejercicio de la au-
todeterminación informativa al marco de los derechos ARCO im-
plica una reducción del ámbito de protección de los individuos y 
no corresponde a un ejercicio ponderado de dichos bienes jurídi-
co-tutelados, coincidiendo los criterios analizados en la relevancia 
de su protección y respeto en relación con la dignidad humana. 
Además, la autodeterminación informativa tiene un peso relevan-
te en el desarrollo de nuestra identidad digital en un mundo inter-
conectado por las distintas herramientas tecnológicas disponibles 
actualmente y en los años venideros.

72		 Ibidem, artículo 12.
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Capítulo segundo

LOS DERECHOS ARCO

I. La protección de los derechos ARCO 
en el ámbito de lo privado y lo público

Una vez entendidos los conceptos de privacidad, derecho a la pri-
vacidad y autodeterminación informativa, en la ruta para acer-
carnos al derecho al olvido se vuelve indispensable ahondar en 
el concepto de protección de datos personales y de los derechos 
ARCO. Para ello, se presenta un análisis conceptual y evolutivo 
de los distintos conceptos relacionados con los datos personales, 
así como de los antecedentes y vigencia del reconocimiento de su 
protección.

1. ¿Qué es un dato?

Podemos comenzar el análisis cuestionando qué es un dato y 
cómo podemos estudiarlo u observarlo para buscar su protección.

El dato es “la información en su dimensión más reducida”,73 
que a su vez es una información aislada, excluida de cualquier 
contexto interpretativo y singular, que tendrá un único valor pro-
pio e informativo intrínseco.

En ese sentido, los datos que son divulgados públicamente 
no afectan la vida de ninguna persona, pero el valor intrínseco 
extraíble de ellos puede ser devastador.

73		 Drummond, Víctor, Internet, privacidad y datos personales, trad. de Isabel Es-
pín Alba, Madrid, Reus, 2004, p. 49.

Libro completo en https://tinyurl.com/d33kth2r
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas,  
https://www.juridicas.unam.mx/  
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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Un aspecto que ha buscado explicar primeramente la teoría 
de las esferas, dividiendo la información de las personas en la 
esfera privada, la confidencial y la del secreto, así como poste-
riormente la teoría de los mosaicos, que señala que existe una 
delgada línea entre la información pública y la privada, pero que 
al juntarse pueden revelar gran información de la persona, como 
las piedras que forman un mosaico, es que en realidad no impor-
ta la categorización individual del dato, sino la relación que éste 
tiene con el individuo y lo que puede revelarnos de él.74

Es necesario distinguir entre dato e información, el primero 
es una especie de bloque de construcción de la información, y 
la segunda es el dato procesado, que revela su significado. En-
tonces, el dato es una pieza de información individualizada que 
puede no decir nada por sí sola, pero que una vez procesada pue-
de revelar información significativa sobre una persona, hecho o 
circunstancia.

2. ¿Qué es un dato personal?

Existen distintos ordenamientos nacionales e internacionales 
que han delimitado el concepto de dato personal.

a) En el inciso c del artículo 2.1 de los Estándares de Protec-
ción de Datos Personales para los Estados Iberoamerica-
nos se señala que los datos personales son “cualquier in-
formación concerniente a una persona física identificada 
o identificable, expresada en forma numérica, alfabética, 
gráfica, fotográfica, alfanumérica, acústica o de cualquier 
otro tipo”.75

74		 Cfr. Márquez Gómez, Daniel, “Derechos humanos: lo público y lo pri-
vado. Intimidad, privacidad y libertad de expresión”, en Cienfuegos Salgado, 
David y Rodríguez Lozano, Luis Gerardo (coords.), Temas selectos de derecho público 
contemporáneo, México, Universidad Autónoma de Nuevo León, El Colegio de 
Guerrero y Editora Laguna, 2012.

75		 Estándares de Protección de Datos Personales para los Estados Ibe-
roamericanos, capítulo 1, punto 2.1, inciso c, p. 8, disponible en: https://www.
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b) En el Convenio 108 del Consejo de Europa del 28 de ene-
ro de 1981 para la Protección de las Personas con respecto 
al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Per-
sonal se define como la información relativa a una perso-
na física identificada o identificable.76

c) El artículo 4 del Reglamento General de Protección de 
Datos de la Unión Europea (RGPD) refiere que los datos 
personales son toda la información sobre una persona físi-
ca identificada o identificable.77

d) En la opinión 4/2007 emitida por el Grupo de Trabajo so-
bre Protección de Datos del Artículo 29 se refiere que los 
datos personales también son aquellas piezas de informa-
ción individual que cuando son combinadas pueden llevar 
a la identificación de una persona.78

e) En la Ley Federal de Protección de Datos Personales en 
Posesión de Particulares (LFPDPPP) se definía “como 
cualquier información concerniente a una persona física 
identificada o identificable”.79

f) La Ley General de Protección de Datos Personales en Po-
sesión de Sujetos Obligados (LGPDPPSO) señalaba que 
“datos personales son cualquier información concerniente 
a una persona física identificada o identificable. Se consi-
dera que una persona es identificable cuando su identidad 

infoem.org.mx/doc/publicaciones/EPDPEI_2017.pdf, consultado el 3 de marzo de 
2021.

76		 Cfr. artículo 2, inciso a, Convenio 108 del Consejo de Europa del 28 de 
enero de 1981 para la Protección de las Personas con respecto al Tratamiento 
Automatizado de Datos de Carácter Personal.

77		 Cfr. artículo 4, inciso 1, del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, 27 de abril de 2016.

78		 Cfr. Odlanicka-Poczobutt, Monika y Szyszka-Schuppik, Aleksandra, 
“The Right To Be Forgotten As an Element of  the Personal Data Protection 
System in the Organization”, Organization & Management Quarterly, vol. 51, núm. 
3, julio de 2020, pp. 57–71, DOI: 10.29119/1899-6116.2020.51.5, disponible 
en: KN-51Odlanicka-Poczobutt-Szyszka-Schuppik.pdf.

79		 Artículo 3, fracción V, LFPDPPP.
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pueda determinarse directa o indirectamente a través de 
cualquier información”.80

En suma, y a reserva de analizar posteriormente los alcances 
y elementos de las definiciones referidas y la normatividad del 
Estado mexicano, podemos concluir que dato personal es cual-
quier información que independientemente de su formato está 
relacionada con una persona identificada o identificable.

De igual forma, para revisar el concepto de dato personal 
podemos partir del análisis de los siguientes elementos.81

Esquema 3 
Elementos del dato personal

Fuente: Elaboración propia.

A. Cualquier información…

Referida en el sentido más amplio a efecto de otorgar la ma-
yor protección y pudiendo considerar, a su vez, la naturaleza de la 
información (incluida información objetiva, como el grado de es-
tudios, y subjetiva, como una evaluación de desempeño), su con-

80		 Artículo 3, fracción IX, LGPDPPSO.
81		 Cfr. Davara Fernández de Marcos, Isabel et al., op. cit., p. 212.

a. Cualquier información…

b. …concerniente a…

c. …una persona física...

d. ...identificada o identificable.



DERECHO AL OLVIDO... 43

tenido (sobre qué versa, por ejemplo, médica o académica) y el 
formato (numérica, alfabética, gráfica, fotográfica, alfanumérica, 
acústica o de cualquier otro tipo, en formato físico o digital).

B. …concerniente a…

Sobre este rubro es indispensable que los datos se vinculen 
con la persona.

Al respecto, el Grupo de Trabajo del Artículo 29 ha determi-
nado que “Dato se refiere a una persona si hace referencia a su 
identidad, sus características o su comportamiento o si esa infor-
mación se utiliza para determinar o influir en la manera en que 
se la trata o se la evalúa”.82

Para determinar si hay o no vinculación del dato con la per-
sona, el mismo Grupo de Trabajo ha señalado que deben existir 
un elemento de contenido, uno de finalidad o uno de resultado, 
explicados de la siguiente forma.

	— Elemento de contenido. Se acredita cuando se otorga infor-
mación concreta sobre una persona, independientemente 
de la finalidad o repercusiones del tratamiento de datos.

	— Elemento de finalidad. Se certifica cuando la información 
se utiliza, o podría utilizarse, en las circunstancias del 
caso para evaluar, tratar de cierta manera o influir en la 
situación o comportamiento de la persona.

	— Elemento de resultado. Se confirma cuando, pese a la au-
sencia de un elemento de contenido o de finalidad, la 
persona puede ser tratada de forma diferente por el tra-
tamiento de sus datos personales.

82		 Grupo de Trabajo del Artículo 29, Dictamen 4/2007 sobre el concepto 
de datos personales, adoptado el 20 de junio, disponible en: http://ec.europa.
eu/justice/article-29/documentation/opinion-recommendation/files/2007/wp136_es.pdf, 
consultado el 3 de marzo de 2024.
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Elementos que resultan fundamentales para cuestionarnos si 
un dato se relaciona o no con la persona y, por ende, configura 
un dato personal o solo un dato aislado.

C. …una persona física…

Sólo las personas físicas, como titulares de derechos y obli-
gaciones, pueden hacer valer este derecho, independientemente 
de que una persona moral o jurídica puede hacer valer la cali-
dad de confidencial de cierta información cuya titularidad co-
rresponda a sus socios, trabajadores y clientes, entre otros.

Aunado a esto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ha señalado que las personas morales no son titulares 
de datos personales, pero que en algunos casos el contenido del 
derecho a la vida privada puede extenderse a la protección de 
cierta información de las personas jurídicas colectivas, al contar 
con información que, en caso de ser revelada, puede afectar su 
libre y correcto desarrollo.83

D. ...identificada o identificable

Para que un dato sea considerado personal es indispensable 
que exista una relación directa entre la información y la persona, 
en caso de que sea necesario realizar una averiguación mayor 
para acreditar este vínculo puede cuestionarse la existencia del 
dato como personal.

No obstante, al analizar si un dato se relaciona con la per-
sona deben considerarse los factores objetivos, tiempos y herra-
mientas necesarias para poder relacionarlo, en consideración de 
la tecnología disponible; por ejemplo, de primer momento el nú-
mero de credencial de elector de una persona podría no hacerla 

83		 Cfr. tesis aislada P. II/ 2014 (10a.), Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, enero de 2014.
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identificable, pero si se obtuviera acceso a la base de datos del 
Instituto Nacional Electoral —lo que ha ocurrido por su venta y 
filtraciones— podríamos identificarla, por lo que puede conside-
rarse un dato personal al poder ser relacionado con la persona 
titular.84

En conclusión, el dato personal es cualquier información que 
se vincula con una persona física identificada o identificable.

3. Protección de datos personales

Al hablar de protección de datos en el contexto actual po-
demos distinguir las siguientes dimensiones, entendiendo que el 
flujo de información que se crea y comparte a través de Internet 
se incrementa día con día.85

a) La protección de datos como una actividad de almacenaje 
y recuperación.

b) La protección de datos como una actividad de seguridad.
c) La protección de datos como una actividad de privacidad.

Las dimensiones identificados como a) y b) tienen una rela-
ción directa con la importancia de preservar la información para 
evitar su pérdida y asegurar su conservación y protección; sin 
embargo, la dimensión de actividad de protección de datos que 
tiene relación con el objeto de estudio de la presente obra es el de 
la protección de datos como una actividad de privacidad; lo ante-
rior en relación con el derecho a la privacidad y el ejercicio de la 
autodeterminación informativa, consistente en el derecho a ele-
gir la información sobre nosotros mismos que damos a conocer a 

84		 Cfr. García, Carina, “El INE investiga nueva filtración del padrón electo-
ral y presenta denuncia”, Expansión, 19 de julio de 2021, disponible en: https://
politica.expansion.mx/mexico/2021/07/19/el-ine-investiga-nueva-filtracion-del-padron-
electoral-y-presenta-denuncia, consultado el 3 de marzo de 2021.

85		 Cfr. Guise, Preston de, Data Protection: Ensuring Data Availability, Boca 
Ratón, Auerbach Publications, 2020.
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terceros y la posibilidad de construir nuestra propia personalidad 
en línea y también fuera del ciberespacio.

En ese sentido, se puede indicar que la protección de datos 
en relación con la privacidad tiene cada vez mayor atención, da-
dos los alcances y afectaciones que puede generar para los indi-
viduos el uso indebido de su información, así como la importan-
cia financiera de dichos datos para el desarrollo de la economía 
digital.

Por su parte, la protección de datos personales en específico 
y en relación con la privacidad se define como:

El derecho humano que protege a la persona física identificada 
o identificable frente al tratamiento ilícito de sus datos persona-
les, otorgándole, en la medida de lo posible dado el actual estado 
de la técnica, la facultad de decidir y controlar de manera libre 
e informada las condiciones y características del tratamiento de 
sus datos personales, permitiéndole, además, el ejercicio de de-
terminados derechos y medios de tutela jurídicos para garantía y 
eficacia práctica de estos últimos.86

De igual forma, resulta relevante la sentencia 292/2000 del 
Tribunal Constitucional español, la cual refiere a que el derecho 
de protección de datos personales se traduce en un poder de dis-
posición y control que forman parte del contenido del derecho 
humano a la protección de datos.

El derecho a la protección de datos personales es un derecho 
humano reconocido, autónomo e independiente, que habilita la 
autodeterminación informativa y permite a las personas físicas 
decidir, disponer y controlar, de manera libre e informada, el 
tratamiento de sus datos personales por parte de terceros. Impli-
ca el ejercicio de derechos de tutela específicos para asegurar su 
respeto y protección, como son los derechos ARCO.

Es innegable la correlación entre el derecho a la privacidad 
y el derecho a la protección de datos personales; sin embargo, la 

86		 Davara Fernández de Marcos, Isabel et al., op. cit., p. 687.
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regulación de datos personales es muy detallada, y sólo se relacio-
na con algunos aspectos de la información de las personas, por lo 
que no se puede afirmar que el objeto de tutela del derecho a la 
privacidad se agote con la protección de datos personales.87

A. Antecedentes y evolución

El concepto de protección de datos personales surge en la 
década de los setenta del siglo veinte, en el contexto de desarro-
llo de los sistemas de computación, principalmente en Europa, y 
con el objeto de proteger a los individuos titulares de datos per-
sonales, no así la información personal como un objeto o propie-
dad individual.88

En un inicio, el Comité de Ministros del Consejo de Europa 
emitió resoluciones entre 1973 y 1974 que señalaban los están-
dares mínimos relacionados con la información almacenada en 
bases de datos.89 En 1980, la OCDE introdujo las directrices que 
Regulan la Protección de la Privacidad y el Flujo Transfronterizo 
de Datos Personales, buscando establecer principios para evitar 
que las leyes de datos personales se convirtieran en un obstáculo 
para la actividad económica. 90 En ese año, la mitad de los Esta-
dos miembros de la OCDE ya habían emitido o formulado leyes 
de protección de datos.91

Posteriormente, el 28 de enero de 1981 se celebró el Conve-
nio 108 del Consejo de Europa para la Protección de las Personas 
con respecto al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter 
Personal, que tomaba como punto de partida una aproximación 

87		 Cfr. Quijano Decanini, Carmen, Derecho a la privacidad en Internet, cit., p. 55.
88		 Cfr. Gutwirth, Serge; Ronald, Leenes y De Herte, Paul (eds.), Reloading 

Data Protection, Dordrecht, Springer Netherlands, 2014.
89		 Cfr. Lynskey, O., The Foundations of  EU Data Protection Law, Oxford, Oxford 

University Press, 2015, pp. 46-88.
90		 Idem.
91		 Cfr. Guise, Preston de, op. cit.
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a la privacidad como derecho humano, pero abarcaba sólo el 
tratamiento automatizado de datos y no el manual. En octubre 
de 1995 el Parlamento Europeo adoptó la Directiva 95/46/EC 
que consideraba el procesamiento manual y automático de datos 
en los sectores público y privado. Ulteriormente, en 2018 entró en 
vigor el RGPD, que tomó en consideración la evolución de la tec-
nología hasta ese momento y que ha impactado en países dentro 
y fuera de la Unión Europea por sus alcances extraterritoriales.92

B. Protección de datos personales en México

En México la protección de datos personales se introduce en 
2009; el dictamen de la Ley Federal de Protección de Datos Per-
sonales en Posesión de Particulares (LFPDPPP) señalaba:

Los avances tecnológicos repercuten generalmente de forma po-
sitiva en la calidad de vida del ser humano, mas sería ingenuo 
desconocer que también con ellos nacen nuevos conflictos e inte-
rrogantes a los que el derecho debe dar respuesta. La tecnología 
no ha de permanecer ajena al derecho ni, evidentemente, a la 
Constitución.

Por esa razón y desde hace décadas, cada vez más países 
aprueban nuevas leyes sobre privacidad o protección de datos, 
esto en atención al menor o mayor grado de importancia que a 
la privacidad se le asigne, ya que está ligada al pasado cultural e 
histórico de cada sociedad.93

Lo anterior refleja la preocupación del legislador por obtener 
una respuesta jurídica clara para los titulares de datos personales 
e incorporarse a la tendencia global de regular el tratamiento y 
uso de los datos personales.

92		 Cfr. Lynskey, O., op. cit.
93		 Dictamen con proyecto de Decreto por el que se Expide la Ley Fede-

ral de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares, 28 de 
abril de 2009, disponible en: http://www3.diputados.gob.mx/camara/content/down-
load/226764/597201/file/datos_personales.pdf, consultado el 3 de marzo de 2021.
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En el caso de México, para Alfonso Oñate existen dos fun-
damentos constitucionales del derecho a la protección de datos 
personales.94

•	 En el artículo sexto constitucional, como un principio 
que se debe observar en el ejercicio del derecho de acce-
so a la información, como un límite a sus alcances.

•	 En el artículo 16, reconocido como un derecho humano 
independiente, oponible tanto ante las autoridades como 
ante los particulares.

En ese sentido, al momento de elaborar la investigación refe-
rida se encontraban vigentes distintas leyes sobre el tema.

	— Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública (LGTAIP), publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 4 de mayo de 2015, reglamentaria del artícu-
lo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y cuyo objeto era

establecer los principios, bases generales y procedimientos para 
garantizar el derecho de acceso a la información en posesión de 
cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los pode-
res Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos 
políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier 
persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos pú-
blicos o realice actos de autoridad de la Federación, las entidades 
federativas y los municipios.95

	— La LGPDPPSO, publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 26 de enero de 2017, reglamentaria de los artícu-
los 6o., Base A, y 16, segundo párrafo, de la Constitución 

94		 Cfr. Manrique, Miguel, “Alfonso Oñate Laborde, ¿quién controla los da-
tos personales de los usuarios?”, El Mundo del Abogado, México, núm. 176, di-
ciembre de 2013, pp. 34-39.

95		 Artículo 1, Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública.
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Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que tenía 
entre sus objetivos “establecer las bases mínimas y con-
diciones homogéneas que regirán el tratamiento de los 
datos personales y el ejercicio de los derechos ARCO, 
mediante procedimientos sencillos y expeditos”,96 y “ga-
rantizar que toda persona pueda ejercer el derecho a la 
protección de los datos personales”.97

	— La LFPDPPP, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 5 de julio de 2010, cuyo objeto era “la protección de 
los datos personales en posesión de los particulares, con 
la finalidad de regular su tratamiento legítimo, contro-
lado e informado, a efecto de garantizar la privacidad 
y el derecho a la autodeterminación informativa de las 
personas”.98

De la comparación podemos ver que las normas citadas bus-
caban referirse a la protección de datos personales en la doble di-
mensión reconocida por la Constitución, como un límite ante el 
ejercicio del derecho de acceso a la información pública y como 
un derecho humano independiente que se relaciona con la priva-
cidad y el derecho a la autodeterminación informativa.

Cabe señalar que la LGPDPPSO establecía que son sujetos 
obligados a cumplir con dicha norma “en el ámbito federal, esta-
tal y municipal, cualquier autoridad, entidad, órgano y organis-
mo de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autó-
nomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos”,99 y la 
LFPDPPP era vinculante para “los particulares sean personas físi-
cas o morales de carácter privado que lleven a cabo el tratamiento 
de datos personales”,100 lo que establece un sistema de responsabi-
lidad para entes públicos y privados.

96		 Artículo 2, fracción II, LGPDPPSO.
97		 Ibidem, artículo 2.
98		 Ibidem, artículo 1.
99		 Ibidem, artículo 1, párrafo quinto.
100		 Ibidem, artículo 2.
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En dichos textos jurídicos se definían los datos personales 
como “cualquier información concerniente a una persona física 
identificada o identificable”.101 “Se considera que una persona 
es identificable cuando su identidad pueda determinarse directa 
o indirectamente a través de cualquier información”.102 Por su 
parte, la LGTAIP señalaba que “se considera información con-
fidencial la que contiene datos personales concernientes a una 
persona identificada o identificable”.103 Dichos instrumentos ju-
rídicos nos podían conducir a las siguientes dos interpretacio-
nes de la protección de datos personales por el sistema jurídico 
mexicano.

1) La protección de datos personales como limitante de los 
derechos de libertad de expresión y acceso a la información pú-
blica gubernamental, acorde con la LGTAIP.

Lo anterior debido a que, en términos de la LGTAIP, los da-
tos personales se relacionaban con información de carácter con-
fidencial, lo cual es una excepción o limitante al derecho de ac-
ceso a la información pública, ya que el acceso a la información 
puede ser negado por encontrarse clasificada en ese supuesto.

En cuanto a esta interpretación, Miguel Carbonell sostiene 
que lo que establece la Constitución “no es directamente un de-
recho, sino un mandato al legislador para que sea la ley la que 
proteja los bienes jurídicos que consisten en la vida privada y los 
datos personales”.104

Se trataba de un límite impuesto por el legislador a otros de-
rechos, a efecto de proteger un bien jurídico tutelado que son los 
datos personales de un individuo.

2) La protección de datos personales como un derecho huma-
no, reconocido por la Constitución, la LGPDPPSO y la LFPDPPP.

101		 Ibidem, artículo 3, fracción II.
102		 Ibidem, artículo 3, fracción IX.
103		 Artículo 116, fracción II, Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública.
104		 Carbonell, Miguel, Los derechos fundamentales en México, México, Porrúa, 

2011, p. 599.
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La protección de datos personales es un derecho humano au-
tónomo reconocido por la Constitución, que señala en el artículo 
6, apartado A, fracciones II y III, los siguientes principios y bases.

•	 La información que se refiere a la vida privada y los da-
tos personales será protegida en los términos y con las 
excepciones que fijen las leyes.

•	 Toda persona tendrá acceso a sus datos personales o a la 
rectificación de éstos.

El párrafo segundo del artículo 16 constitucional, adicionado 
el 1 de junio de 2009, reconoce el derecho que tiene toda persona 
a la protección de sus datos personales, así como al acceso, rec-
tificación, cancelación y oposición de éstos, que son conocidos, 
como ya se señaló anteriormente, como derechos ARCO.

Distinguir esta doble acepción de la protección de los datos 
personales en México se vuelve fundamental para entender la 
ponderación necesaria en cada caso, como límite al ejercicio de 
un derecho humano y como un ejercicio humano en sí mismo. No 
obstante, en el presente documento se busca principalmente ana-
lizar la protección de datos personales como un derecho humano 
reconocido e independiente y su relación con el llamado derecho 
al olvido. Colateralmente haré referencia al estudio de la protec-
ción de datos personales como límite al ejercicio del derecho hu-
mano de acceso a la información cuando esto sea necesario.

Cabe señalar que mediante la publicación en el Diario Oficial 
de la Federación el 20 de diciembre de 2024 del Decreto por el que 
se Reforman, Adicionan y Derogan Diversas Disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Ma-
teria de Simplificación Orgánica, se extinguió al Instituto Nacio-
nal de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales, y se promulgó posteriormente, el 20 de marzo 
de 2025 en el mismo Diario Oficial de la Federación, el Decreto por 
el que se Expiden la Ley General de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, la LGPDPPSO, la LFPDPPP, y se refor-
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ma el artículo 37, fracción XV, de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal, quedando abrogadas la LGTAIP, la 
LGPDPPSO y la LFPDPPP, así como la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública.

Las reformas tienen un profundo impacto en la continuidad 
de la protección, el respeto y la garantía del derecho a la protec-
ción de datos personales en nuestro país. Su análisis excede los 
límites de la presente investigación, que busca responder si en 
verdad el ejercicio del derecho al olvido se encontraba subsumi-
do al derecho de cancelación de datos personales. No obstante, 
los siguientes puntos del presente capítulo abren la puerta para 
continuar comparando los alcances e impactos que las reformas 
recientes tienen para el ejercicio de dicho derecho humano.

4. Los derechos ARCO

Una vez entendida la protección de datos personales confor-
me a su reconocimiento como derecho humano, es importante 
analizar los derechos ARCO como un elemento de dicha protec-
ción, al constituir la forma de ejercer este derecho, así como para 
poder analizar la correlación que se les atribuye, en específico, al 
derecho de cancelación y al derecho al olvido.

El ejercicio de la protección de los datos personales y el po-
der de las personas de controlar su información se garantiza con 
el ejercicio de los derechos ARCO,105 establecidos en el segundo 
párrafo del artículo 16 de la Constitución, que son el acceso, rec-
tificación, cancelación y oposición.

Los derechos ARCO son “una garantía del derecho de auto-
determinación de las personas como titulares de datos personales 
que les permite mantener el control y disponer de sus datos per-
sonales frente a los responsables pertenecientes al sector público 
y privado”.106

105		 Cfr. Manrique, Miguel, op. cit.
106		 Gómez, Sofía, “Derechos ARCO”, en Davara Fernández de Marcos, Isa-

bel (coord.), Diccionario de protección de datos personales, cit., p. 273.
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A continuación se explica el contenido y alcance de los lla-
mados derechos ARCO, tomando en consideración lo estableci-
do por la normatividad vigente en México al momento de reali-
zar la presente investigación,107 y en relación con el RGPD como 
punto de referencia actual en el avance y reconocimiento nor-
mativo de estos derechos relacionados, a efecto de concluir si el 
derecho al olvido está comprendido en el reconocimiento y ejer-
cicio de los derechos ARCO.

A. Acceso108

Sobre el derecho de acceso es importante señalar que se ejerce 
en una doble vía. Por un lado, el derecho de obtener información 
para determinados fines a partir de la recopilación de datos que 
son propios en un marco legal adecuado y, por otro, el derecho 
de acceder a la fuente responsable del manejo de dichos datos.109

Por su parte, en el RGPD el derecho de acceso tiene una rela-
ción directa con el consentimiento otorgado para el tratamiento 
de datos personales, pues se debe informar al titular de los datos 
personales:110

a. Los fines del tratamiento.
b. Las categorías de datos personales de que se trate.

107		 Cfr. Artículo 22, LFPDPPP, p. 6.
108		 Cfr. Guía práctica para ejercer el derecho de protección a datos persona-

les, pp. 8 y 9, disponible en: http://inicio.ifai.org.mx/Publicaciones/01GuiaPracticaEj
ercerelDerecho.pdf, consultado el 3 de marzo de 2021.

109		 Cfr. Tenorio Cueto, Guillermo y Rivero del Paso, María, “Análisis crítico 
de la protección de datos en México” Los datos personales en México, perspectivas y 
retos de su manejo en posesión de particulares, México, Porrúa, 2012, p. 62.

110		 Cfr. artículo 15, Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, 27 de abril de 2016.

ACCESO

• Los titulares de los datos personales pueden acceder a la información personal sobre
ellos, en posesión de terceros, para verificar si la misma es correcta y actualizada, así
como para conocer los fines para los que se utiliza.
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c. Los destinatarios.
d. El plazo de conservación o los criterios que serán utiliza-

dos para determinar el plazo.
e. La existencia de los derechos de rectificación, supresión y 

limitación de tratamiento o de oposición.
f. El derecho a presentar una reclamación.
g. Cuando los datos no se obtengan de su titular, información 

sobre su origen.
h. La existencia de decisiones automatizadas o de la elabora-

ción de perfiles.

El derecho de acceso generalmente es el principio del ejerci-
cio de los derechos de protección de los datos personales, al per-
mitir al usuario conocer el tratamiento de éstos.

En este caso no se observa una relación directa entre el de-
recho al olvido y el derecho de acceso a datos personales, ya que 
este último busca conocerlos y el primero, suprimirlos.

B. Rectificación111

El derecho de rectificación consiste en obligar al responsable 
de los datos personales a corregirlos en caso de que sean: a) erró-
neos o inexactos, es decir, que no corresponden a la información 
real; b) equívocos, que conducen a interpretaciones poco claras, 
o c) incompletos, si la información sólo es parcialmente cierta.112 
Aunado a ello, la LGPDPPSO preveía la corrección de datos 
personales cuando no se encuentren actualizados.113

111		 Cfr. Guía práctica para ejercer el derecho de protección a datos personales, cit.
112		 Cfr. Tenorio Cueto, Guillermo y Rivero del Paso, María, op. cit., p. 63.
113		 Cfr. artículo 45, LGPDPPSO.

• Cuando los datos personales resulten inexactos o incompletos se puede solicitar
al responsable de su tratamiento que los datos se corrijan.

RECTIFICACIÓN 
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Es el derecho de solicitar que la información relacionada con 
la persona sea correcta, lo cual tiene una gran trascendencia si se 
consideran las posibles consecuencias de tener un dato erróneo 
en la vida de las personas. Tampoco se observa alguna posible 
confusión entre el derecho de rectificación y el derecho al olvido, 
ya que su objeto es corregir la información personal y no supri-
mirla.

C. Cancelación114

La cancelación es el derecho que tiene el titular de los datos 
personales de solicitar la supresión o eliminación de éstos en los 
registros del responsable, a efecto de que dejen de ser tratados.

La LFPDPPP, sin embargo, preveía que la cancelación no sea 
inmediata, sino que entren primero en un periodo de bloqueo, 
para que sean eliminados posteriormente;115 por tanto, en Méxi-
co el derecho de cancelación tiene que ver más con un bloqueo 
del dato que con su eliminación.116

No obstante, la LGPDPPSO establecía de forma amplia que 
el titular de datos personales podrá solicitar su cancelación en los 
archivos, registros, expedientes y sistemas del responsable, a fin 
de que no estén en su posesión y dejen de ser tratados, sin remitir 
a la figura del bloqueo.117

De igual forma, en el RGPD se prevé un derecho similar, con 
el nombre de supresión o de derecho al olvido, estableciendo que 
el titular de los datos personales tendrá derecho a obtener del con-

114		 Cfr. Guía práctica para ejercer el derecho de protección a datos personales, cit.
115		 Cfr. Gómez, Sofía, op. cit., p. 289.
116		 Cfr. Tenorio Cueto, Guillermo y Rivero del Paso, María, op. cit., p. 63.
117		 Cfr. artículo 46, LGPDPPSO.

• Se refiere a solicitar la eliminación de los datos personales en caso de que no
se utilizen o traten conforme a los fines señalados.

CANCELACIÓN
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trolador la eliminación de sus datos personales sin dilación, cuan-
do aplique alguno de los siguientes principios:118

	— Los datos personales que ya no sean necesarios para los 
fines para los que fueron recolectados o para otro trata-
miento.

	— El titular de los datos personales retire su consentimiento 
y no exista otro fundamento legal para su procesamiento.

	— El titular de los datos personales se oponga a su trata-
miento y no existan otros fundamentos jurídicos para su 
tratamiento.

	— Los datos personales se hayan tratado ilícitamente.
	— Los datos personales deban eliminarse para cumplir con 

una obligación conforme al derecho de la Unión Euro-
pea o de los Estados miembros a los que el controlador o 
responsable esté sujeto.

	— Los datos personales hayan sido recolectados para ofre-
cer servicios de la sociedad de la información conforme 
al artículo 8 del RGPD, apartado 1; es decir, cuando se 
trate de una oferta de servicio a menores de dieciséis 
años el tratamiento de datos personales es considerado 
como ilícito, salvo autorización de quien ostente la patria 
potestad del niño, niña o adolescente.

De igual forma, dicho artículo del RGPD establece que cuan-
do el responsable de tratamiento de los datos personales los haga 
públicos, estará obligado a suprimirlos, considerando la tecnolo-
gía disponible y los costos correspondientes, adoptando medidas 
razonables, que incluyan aquellas técnicas necesarias para infor-
mar a los responsables de la solicitud de supresión de cualquier 
enlace a los datos personales, o cualquier copia o réplica de éstos.

Finalmente, dicho precepto establece los casos en que no se 
puede hacer valer el derecho de supresión y que son aquellos en 
que el tratamiento es necesario para:

118		 Cfr. artículo 17, Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, 27 de abril de 2016.



EDUARDO KANAHUATI FARES58

•	 Ejercer el derecho a la libertad de expresión e informa-
ción.

•	 El cumplimiento de obligaciones legales impuestas por 
el derecho de la Unión Europea o de los Estados miem-
bros, o para el cumplimiento de alguna tarea relacionada 
con el interés público o en el ejercicio de los poderes pú-
blicos conferidos al controlador de datos.

•	 Lo relacionado con razones de interés público en el ám-
bito de la salud pública.

•	 Temas con fines de archivo e interés púbico, de investi-
gación científica o histórica o estadísticos, en tanto que el 
derecho de supresión pueda imposibilitar u obstaculizar 
el cumplimiento de los objetivos del tratamiento.

•	 Para la formulación del ejercicio de defensa de reclama-
ciones.

En consecuencia, se vuelve fundamental la comparación en-
tre el derecho de cancelación y el derecho de supresión o dere-
cho al olvido, observando que en el marco jurídico mexicano sus 
alcances son limitados y poco claros, pues en el caso de relacio-
nes entre particulares procede un bloqueo en tanto finalizan las 
responsabilidades nacidas del tratamiento. En el caso estatal, lo 
que procede es que la dependencia o entidad pública elimine los 
datos de sus archivos, aunque en todo caso deberá analizarse la 
utilidad pública de preservar o no dichos datos.

De igual forma, el RGPD desarrolla causales específicas de 
eliminación y conservación, buscando un balance entre la protec-
ción de la vida privada y la utilidad pública de conocer la informa-
ción, aunque, como se analizará posteriormente, existen críticas 
respecto a los alcances y ejercicio de este derecho en particular.

Otra distinción importante es que el RGPD impone la obli-
gación al controlador de los datos de buscar suprimir los datos 
personales que pudieran ser copiados o replicados por terceros, 
por lo que la norma mexicana se limita a agotar la obligación 
con la supresión del dato en sus propios archivos únicamente.
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En suma, el efecto de la cancelación de datos personales o 
de la supresión mediante el derecho al olvido pareciera ser el 
mismo, pero lo que se buscará analizar en el capítulo tercero es 
si efectivamente nos encontramos ante derechos distintos y autó-
nomos o análogos.

D. Oposición119

Este derecho concede al titular de los datos la facultad para 
limitar su tratamiento salvo que éste sea esencial para la relación 
jurídica; en particular, acerca de obligaciones contractuales o dis-
posiciones normativas.120

No obstante, es fácil confundir el derecho de oposición con 
el derecho de cancelación y bloqueo, pues la ley no determina 
de forma clara sus diferencias.121 La LGPDPPSO definía al blo-
queo como la obligación de conservar los datos personales por 
los entes públicos una vez cumplida su finalidad o después de re-
cibir una solicitud de oposición, a efecto de determinar posibles 
responsabilidades durante su tratamiento.122 El bloqueo entonces 
operaba en las relaciones entre particulares y en las relaciones 
con autoridades o sujetos obligados, y la conservación para este 
efecto puede tener consecuencias de afectación para su titular.

Por otro lado, los supuestos en los que era procedente la opo-
sición conforme a la normatividad citada pueden resumirse en 
los siguientes:123

119		 Cfr. Guía práctica para ejercer el derecho de protección a datos personales, cit.
120		 Cfr. Gómez, Sofía, op. cit., p. 293.
121		 Cfr. Tenorio Cueto, Guillermo y Rivero del Paso, María, op. cit., p. 64.
122		 Cfr. artículo 3, fracción IV, LGPDPPSO.
123		 Cfr. Gómez, Sofía, op. cit., p. 293.

OPOSICIÓN 

• Es el caso en que se requiere el cese del uso de cierta información personal
para evitar un daño a su persona, o simplemente para que la información no sea
utilizada para ciertos fines específicos o por  ciertas personas. 
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•	 Cuando existe una causa legítima que justifica el cese del 
tratamiento para evitar un daño y perjuicio.

•	 Cuando el titular de los datos personales manifiesta su 
intención de que su información no sea utilizada para 
ciertos fines comerciales o publicitarios.

•	 Cuando se requiera el cese del tratamiento automatiza-
do para evitar resultados que produzcan efectos jurídicos 
no deseados que afecten al titular.

Los puntos anteriores son ampliados en el RGPD, que reco-
noce además los siguientes supuestos:

•	 El derecho independiente a no ser sujeto automatizado 
de tratamiento de datos personales y el derecho a no ser 
sujeto a este proceso para la creación de perfiles.124

•	 La limitación del tratamiento de datos personales cuan-
do sean inexactos, hasta en tanto se resuelva dicha cues-
tión.125

•	 Cuando el titular de los datos personales se opone a su 
supresión y opta por la limitación de uso de éstos.126

•	 Cuando los datos personales ya no sean necesarios para 
las finalidades del tratamiento, pero sea necesario con-
servarlos para el ejercicio futuro de sus derechos.127

Como decía, es en ese sentido que el derecho de oposición 
puede confundirse con el bloqueo, porque no busca la supre-
sión definitiva de los datos, sino sólo limitar su uso; por eso tam-
poco tendría una analogía directa con los alcances del derecho 
al olvido.

124		 Artículo 22, Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, 27 de abril de 2016.

125		 Ibidem, artículo 5.
126		 Ibidem, artículo 18.
127		 Ibidem, artículo 17.
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E. Otros derechos relacionados con la protección 
de datos personales

Si bien los derechos ARCO ya han sido mencionados, exis-
ten otras figuras afines que son relevantes al hablar de la protec-
ción de datos personales, como el derecho de portabilidad de 
datos personales, reconocido por la antes vigente LGPDPPSO: 
“derecho a obtener del responsable una copia de los datos objeto 
de tratamiento en un formato electrónico estructurado y común-
mente utilizado que le permita seguir utilizándolos”.128

Por su parte, el RGPD reconoce los derechos ARCO, auna-
dos a los de portabilidad de datos, el de limitación de tratamien-
to, el derecho al olvido y el derecho a no ser sujeto de decisiones 
exclusivas basadas en procesos automatizados, incluida la elabo-
ración de perfiles.129

Otro aspecto importante es que no era aplicable la nor-
matividad de datos para actividades personales, por lo que no 
podrán aplicarse los derechos ARCO en ese contexto;130 esto 
resulta fundamental, ya que en ese supuesto los datos conside-
rados en estas actividades escaparían a la protección de datos 
personales, pero sin duda mantienen una relación directa con 
la esfera más íntima que busca proteger la privacidad. Con ello, 
tendríamos una primera distinción fundamental entre la pro-
tección de datos personales en sentido estricto, en específico, el 
derecho de cancelación, y el derecho al olvido, al estar limitado 
el primero a las actividades de orden comercial o institucional, 
pudiendo cuestionarnos si la supresión debe ser ajena a la esfera 
más íntima del individuo.

En definitiva la protección de datos personales cobra cada 
vez mayor importancia en México y en el mundo, por lo que 
entender sus alcances y figuras de protección puede ayudar a los 

128		 Artículo 57, fracción IX, LGPDPPSO.
129		 Cfr. Gómez, Sofía, op. cit., p. 293.
130		 Cfr. Quijano Decanini, Carmen, Derecho a la privacidad en Internet, cit., p. 154.
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individuos a salvaguardar su privacidad y a ejercer su autodeter-
minación informativa, así como a conocer qué información co-
rresponde a un dato personal y cómo es procesada por quienes la 
recaban con fines registrales o comerciales, entre otros.

En México existe una distinción entre la protección de datos 
personales ante particulares y ante figuras estatales, lo cual obe-
dece a una distinción normativa entre las obligaciones de cada 
parte a las que le aplican leyes distintas; sin embargo, la defensa 
del derecho a la protección de datos personales en términos del 
artículo 16 de la Constitución Política como derecho humano no 
necesariamente requiere realizar una distinción tan puntualiza-
da entre los sujetos responsables de su tratamiento; por ello sería 
posible cuestionar si esta forma de regular los derechos de los 
usuarios no genera una mayor confusión entre las obligaciones 
correspondientes, por lo que pensar en una nueva regulación que 
clarifique los alcances de protección y delimitación, basada en la 
protección de los derechos de los titulares de datos personales y 
no en los entes que los traten, podría favorecer su comprensión, 
protección y respeto.

En este contexto, la regulación mexicana vigente, antes de la 
reforma de simplificación administrativa, buscaba establecer es-
tándares de protección de datos personales, lo cual es importante 
analizar y comprender a la espera de las nuevas disposiciones 
normativas que regularán la protección, el respeto y la garantía 
de este derecho humano.

II. Mecanismos de protección 
de los derechos ARCO

En este apartado se analizará el concepto habeas data para con-
textualizarlo en el sistema jurídico mexicano, y posteriormente se 
hará referencia a los mecanismos de protección de los derechos 
ARCO en México y su vigencia en el contexto social.
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1. Procedimiento de protección de datos personales

El ordenamiento nacional y las mencionadas LFPDPPP y 
LGPDPPSO preveían distintas figuras y procedimientos para 
asegurar la protección de los datos personales, por lo que distin-
guiré entre los mecanismos previstos en la primera para el sector 
privado y en la segunda para el sector público. Haré, de igual 
forma, mención del juicio de amparo como figura de protección 
y su relación con el habeas data, a efecto de poder concluir si es 
posible observar el reconocimiento y ejercicio de un derecho al 
olvido en México.

A. Entre particulares

La LFPDPPP reconocía tres tipos de procedimientos de pro-
tección de datos.

a. Protección de derechos

Se iniciaba a petición de parte ante el INAI cuando el so-
licitante no recibía respuesta del sujeto obligado en el término 
establecido en la ley aplicable o no se entregaba la información 
al titular de los datos personales, la respuesta era incomprensible, 
se respondía negativamente a la solicitud de realizar correcciones 
o modificaciones de los datos personales, o el solicitante no esta-
ba conforme por recibir una respuesta incompleta o que no co-
rresponda a lo solicitado; el INAI podía buscar una conciliación 
entre las partes y resolver sobre la procedencia de la solicitud de 
ejercicio de los derechos ARCO.131

b. Verificación

Era el procedimiento por el cual el INAI podía verificar el 
cumplimiento de la LFPDPPP y la normatividad entonces vigen-

131		 Cfr. capítulo VII, LFPDPPP.
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te de oficio o a petición de parte. Dicha verificación era de oficio 
cuando existía incumplimiento a resoluciones dictadas con mo-
tivo de procedimientos de protección de derechos o existía una 
presunción fundada y motivada de violaciones a la normatividad 
vigente.132

c. Imposición de sanciones

Era el proceso que podía iniciar el INAI cuando resolvía so-
bre la existencia de infracciones a la LFPDPPP derivados de los 
procedimientos anteriores, con el fin de determinar la sanción 
correspondiente.133

Los procedimientos mencionados no constituían un habeas 
data, al ser sólo administrativos de carácter conciliatorio y san-
cionador, sin implicar una intervención jurisdiccional.134 Tam-
poco tenían como fin buscar la conciliación entre las partes o 
sancionar al responsable del tratamiento de los datos personales 
por su incumplimiento ante la solicitud de ejercicios de derechos 
ARCO y el respeto a la normatividad vigente.

En contra de las resoluciones que resulten podía proceder el 
juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-
ministrativa; sin embargo, éste sólo tiene los alcances de calificar 
la legalidad del acto administrativo, pero no de asegurar la pro-
tección de derechos del individuo, por lo que tampoco constituye 
un procedimiento de habeas data. El siguiente criterio jurispruden-
cial es congruente con lo anterior:

Control difuso. Su ejercicio en el juicio contencio-
so administrativo. Si bien es cierto que, acorde con los ar-
tículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para 
hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia 

132		 Ibidem, capítulo VIII.
133		 Ibidem, capítulo IX.
134		 Cfr. Tenorio Cueto, Guillermo y Rivero del Paso, María, op. cit., p. 66.
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Constitución y en los tratados internacionales de los que el Esta-
do Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que 
constituye un control difuso de su constitucionalidad y conven-
cionalidad, también lo es que subsiste el control concentrado de 
constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya competen-
cia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la Federación, 
a través del juicio de amparo, las controversias constitucionales y 
las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos 
medios de control (concentrado y difuso), estriba en que, en el 
primero, la competencia específica de los órganos del Poder Ju-
dicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamen-
te el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, 
por tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición 
de carácter general impugnada expresamente es o no contraria 
a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la 
obligación de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan 
por las partes; en cambio, en el segundo (control difuso) el tema 
de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis, 
pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzga-
dor por razón de su función, prescindiendo de todo argumento 
de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en el juicio 
contencioso administrativo, la competencia específica del Tribu-
nal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de 
legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este tribunal 
puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula con-
ceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo 
el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de 
existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad 
y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición res-
pectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si 
considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bas-
tará con que mencione que no advirtió violación alguna de de-
rechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso 
y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus 
sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación 
jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argu-
mentos del actor, pues además de que el control difuso no forma 
parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo 
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convierte este control en concentrado o directo, y transforma la 
competencia genérica del tribunal administrativo en competencia 
específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión de 
estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio de control 
difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar ineficaces 
los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto 
que la Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que 
se conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el que se 
ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial 
de la Federación tiene competencia primigenia respecto del con-
trol de constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede 
abordar su estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda 
de amparo se aduce como concepto de violación la inconstitucio-
nalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará de-
clarar inoperantes los conceptos de violación relacionados con el 
control difuso y analizar los conceptos de violación enderezados 
a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto 
en el sistema concentrado.135

Criterio que reitera que la competencia del Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa es de legalidad y si bien puede 
ejercer un control difuso en tutela de los derechos humanos, esto 
no implica la obligación de realizar un estudio específico sobre 
la protección de los derechos humanos del titular de los datos 
personales.

No obstante, la siguiente tesis aislada señala que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación puede conocer de recursos de re-
visión en materia contenciosa administrativa cuando se realice 
control difuso de constitucionalidad de una norma general.

Facultad de atracción. La Suprema Corte de Justicia 
de la Nación puede ejercerla para conocer de un re-
curso de revisión en materia contenciosa administra-
tiva, cuando en la resolución reclamada se realizó el 

135		 Tesis 2a./J.16/2014 (10a.), Suprema Corte de Justicia, Segunda Sala, 
abril de 2014.
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control difuso de constitucionalidad de una norma 
general. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación sostiene que, por regla general, no puede atraer para 
su conocimiento el recurso de revisión previsto en el artículo 104, 
fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en virtud de que no goza de la misma naturaleza del 
recurso de revisión previsto en la Ley de Amparo, habida cuenta 
que constituye un medio de defensa previsto a favor de las auto-
ridades para defender la legalidad de sus actos. Sin embargo, la 
regla general en comento admite como excepción la atracción 
de un recurso de revisión en materia contenciosa administrativa, 
cuando en la resolución reclamada se realizó el control difuso de 
constitucionalidad de una norma general y en los agravios se im-
pugna la decisión respectiva, siempre que a juicio de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación la naturaleza intrínseca del caso 
revista un interés superlativo reflejado en la relevancia del tema 
(importancia), así como un carácter excepcional o novedoso que 
entrañe la fijación de un criterio normativo para casos futuros 
(trascendencia), de conformidad con lo previsto en el penúltimo 
párrafo de la fracción VIII del artículo 107 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.136

Lo anterior permitiría llegar a la conclusión de que en al-
gunos casos sí podría ser aceptado un análisis de control difuso 
de tutela de derechos humanos en las resoluciones del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, revisando su constitu-
cionalidad y convencionalidad. No está claro si dicho criterio da 
la posibilidad de constituir un procedimiento de habeas data, por 
lo que es fundamental tener claridad en la procedencia de los 
mecanismos jurídicos disponibles.

Aunado a que posteriormente la Segunda Sala de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación determinó la improcedencia 
del juicio de nulidad en contra de las resoluciones del ahora ex-
tinto INAI, “porque de acuerdo con la reforma constitucional 

136		 Tesis 2a. XLVII/2019 (10a.), Suprema Corte de Justicia, Segunda Sala, 
agosto de 2019.
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publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7 de febrero de 
2014, la única vía para combatir estas resoluciones es el juicio 
de amparo”.137

Finalmente la LFPDPPP preveía sanciones pecuniarias y pe-
nales para los responsables que incumplían con la normatividad 
vigente; no obstante, dichas sanciones y penas eran consecuen-
cia de las violaciones normativas que determinaba el INAI, mas 
no un mecanismo de protección de derechos, ya que su fin era 
evitar que se cometieran conductas que atentaran contra los de-
rechos de los titulares de los datos personales, no se preveía la 
reparación del daño, misma que podía exigirse a través de otros 
mecanismos.

Aunado a lo anterior, no existían medidas cautelares que 
prohibieran la transmisión de la información personal, lo cual 
en el ecosistema digital sucede de forma inmediata, masiva y sin 
retorno, y puede generar un daño de imposible reparación.

B. Entre sujetos obligados

Por su parte, la LGPDPPSO preveía dos procedimientos de 
protección de datos.

a. De ejercicio de los derechos ARCO

En este caso los responsables habrían de establecer un pro-
cedimiento sencillo y gratuito para el ejercicio de los derechos 
ARCO, respetando los tiempos y principios reconocidos por la 
LGPDPPSO; los titulares de los datos personales debían hacer 
la solicitud a través de la Unidad de Transparencia correspon-
diente.138

137		 Tesis 2a./ J.31/ 2020 (10a.), Suprema Corte de Justicia, Segunda Sala, 
octubre de 2020.

138		 Cfr. capítulo II, LGPDPPSO.
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La LGPDPPSO establecía requisitos adicionales a la LFPD 
PPP para la procedencia de la solicitud de cancelación de datos 
personales y requería señalar las causas que motivaban la su-
presión. También en el caso de la oposición se requería señalar 
la causa legítima o situación que llevaba a solicitar el cese en el 
tratamiento, así como el daño o perjuicio que causaría su persis-
tencia, y las finalidades en las que se requería ejercer el derecho 
de oposición.139

Los requisitos anteriores implicaban una carga probatoria 
y argumentativa para el titular de los datos personales, porque 
imponían la obligación de justificar el ejercicio de los derechos 
ARCO y no así una carga para la autoridad de justificar la res-
tricción o improcedencia de su ejercicio.

De igual forma, se preveían dos procesos de impugnación en 
relación con el proceso de protección de derechos ARCO.140

1) Recurso de revisión. Era resuelto por los organismos garan-
tes establecidos por la LGPDPPSO, que podían corresponder al 
INAI en caso de que el recurso se presentara en contra de reso-
luciones de Unidades de Transparencia de entes que formaran 
parte de la administración pública federal, y de los institutos es-
tatales, en caso de resoluciones que impliquen a organismos es-
tatales o municipales.

Este recurso procedía en contra de resoluciones de solicitud de 
ejercicio de derechos ARCO con las siguientes características:141

a) Se clasificaban como confidenciales los datos personales 
que no cumplían las características señaladas en las leyes 
que resultaban aplicables.

b) Se declaraba la inexistencia de los datos personales.
c) Se declaraba la incompetencia por el responsable.
d) Se entregaban datos personales incompletos.

139		 Ibidem, artículo 52.
140		 Ibidem, título noveno.
141		 Ibidem, artículo 112.
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e) Se entregaban datos personales que no correspondían con 
lo solicitado.

f) Se negaba el acceso, rectificación, cancelación u oposición 
de datos personales.

g) No se daba respuesta a una solicitud para el ejercicio de 
los derechos ARCO dentro de los plazos establecidos en la 
normatividad.

h) Se entregaban o ponían a disposición datos personales en 
una modalidad o formato distinto al solicitado, o en un 
formato incomprensible.

i) El titular se inconformaba con los costos de reproducción, 
envío o tiempos de entrega de los datos personales.

j) Se obstaculizaba el ejercicio de los derechos ARCO, a pe-
sar de que fuera notificada la procedencia de éstos.

k) No se daba trámite a una solicitud para el ejercicio de los 
derechos ARCO.

 l) En los demás casos que disponían las leyes.

2) Recurso de inconformidad. Era procedente en contra de las 
resoluciones del recurso de revisión emitidos por los organismos 
garantes estatales y sería resuelto por el INAI.

Este recurso era procedente en contra de resoluciones 
de solicitud de ejercicio de derechos ARCO con las siguientes 
características:142

a) Clasificaban los datos personales sin que se cumplieran las 
características señaladas en las leyes que resultaran apli-
cables.

b) Determinaban la inexistencia de datos personales.
c) Declaraban la negativa de datos personales, es decir: se 

entregaban incompletos; que no correspondían con los 
solicitados; se negaba el acceso, rectificación, cancelación 
u oposición; se entregaban o ponían a disposición en un 
formato incomprensible; el titular se inconformaba con 

142		 Ibidem, artículo 118.
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los costos de reproducción, envío o tiempos de entrega, 
o se orientaba a un trámite específico que contravenía lo 
dispuesto por el artículo 54 de la LGPDPPSO, esto es, 
cuando existía un trámite específico para solicitar el ejer-
cicio de derechos ARCO se debía informar al titular de 
los datos personales en máximo cinco días posteriores a 
la presentación de la solicitud para que decidiera cómo 
ejercerlos.

En el esquema 4 se explican los recursos previstos por la 
LGPDPPSO en relación con la resolución del procedimiento de 
ejercicio de derechos ARCO.

Esquema 4 
Recursos de resolución

Fuente: Elaboración propia.

b. Procedimiento de verificación

Correspondía al INAI y a los organismos garantes, según sea 
el caso, vigilar y verificar el cumplimiento de la LGPDPPSO,143 
pudiendo iniciarse de oficio cuando existían indicios que permi-
tieran presumir de forma fundada y motivada la existencia de vio-

143		 Ibidem, artículo 146.

Recurso de revisión.
Resolvía el INAI o los
organismos garantes

en contra de resoluciones
de unidades

de transparencia.

Recurso
de inconformidad.

Resolvía el INAI
en contra de resoluciones

de organismos
garantes.
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laciones a la normatividad vigente, o por denuncia del titular de 
los datos personales o cualquier persona que tenga conocimiento 
de hechos que violentaran lo dispuesto por la LGPDPPSO.144

Durante el proceso podían ordenarse medidas cautelares 
para proteger al titular de los datos personales145 y concluía con 
la resolución que establecía las medidas a seguir por el respon-
sable.146

Finalmente, se preveía la imposición de medidas de apremio, 
como la multa y la amonestación pública,147 así como sanciones 
de carácter administrativo, aunado a las que podían corresponder 
en el orden civil o penal.148

En el caso de los procedimientos establecidos por las enti-
dades públicas como responsables de tratamiento, tampoco se 
preveía la figura específica de habeas data, sino procedimientos 
administrativos de revisión de cumplimiento de la LGPDPPSO.

C. Responsables de atender solicitud de ejercicio de derechos ARCO

Es importante establecer la distinción de quiénes eran los res-
ponsables del tratamiento de los datos personales y, por ende, de 
atender las solicitudes de ejercicio de los derechos ARCO: los en-
tes privados debían designar a un oficial responsable, incluida la 
posibilidad de que dicha función fuera realizada por un tercero.149

En el caso de entes de naturaleza pública, los sujetos obliga-
dos podían designar a un responsable o a un oficial de protección 
de datos personales que formara parte de la unidad de transpa-
rencia.

En capítulos posteriores se ahondará en el tema de los res-
ponsables del tratamiento de datos personales.

144		 Ibidem, artículo 147.
145		 Ibidem, artículo 149.
146		 Ibidem, artículo 150.
147		 Ibidem, artículo 153.
148		 Ibidem, artículo 165.
149		 Cfr. Gómez, Sofía, op. cit., p. 276.
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D. Organismos garantes

Un aspecto fundamental en los mecanismos de protección de 
datos personales era el de los organismos garantes, definidos por 
la fracción XXIV del artículo 3 de la LGPDPPSO como “aque-
llos con autonomía constitucional especializada en materia de 
acceso a la información y protección de datos personales, en tér-
minos de los artículos 6 y 116, fracción VIII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos”.150 Dichos artículos 
6 y 116, fracción VIII, indicaban lo siguiente, respectivamente:

La Federación contará con un organismo autónomo, especializa-
do, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio 
propio, con plena autonomía técnica, de gestión, capacidad para 
decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su orga-
nización interna, responsable de garantizar el cumplimiento del 
derecho de acceso a la información pública y a la protección de 
datos personales en posesión de los sujetos obligados en los térmi-
nos que establezca la ley.151

VIII. Las Constituciones de los Estados establecerán organis-
mos autónomos, especializados, imparciales y colegiados, respon-
sables de garantizar el derecho de acceso a la información y de 
protección de datos personales en posesión de los sujetos obliga-
dos, conforme a los principios y bases establecidos por el artículo 
6o. de esta Constitución y la ley general que emita el Congreso de 
la Unión para establecer las bases, principios generales y procedi-
mientos del ejercicio de este derecho.152

Los organismos garantes correspondían al INAI y a los dis-
tintos organismos estatales. Conforme a la LGPDPPSO tenían 
funciones recíprocas a la competencia de las unidades de trans-
parencia y a los responsables del tratamiento de los datos perso-

150		 Artículo 3, fracción XXIV, LGPDPPSO.
151		 Artículo 6, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
152		 Ibidem, artículo 116.
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nales, y en el recurso de inconformidad el INAI tenía la autori-
dad para resolver, y en la LFPDPPP el Instituto era el facultado 
para vigilar la observancia y cumplimiento del ordenamiento 
normativo.153

E. Ejercicio de los derechos ARCO en México

Sobre el ejercicio de los derechos ARCO en México es im-
portante puntualizar que acorde con los resultados de la En-
cuesta Nacional de Acceso a la Información Pública y Protec-
ción de Datos Personales 2019, 95.9% de la población manifestó 
haber otorgado sus datos personales a alguna organización,154 
mientras que sólo 55.1% señaló que conoce o ha escuchado de 
la existencia de una ley encargada de garantizar la protección 
de datos personales; de ese 55.1%, 65.8% dijo no recordar el 
nombre y 18.6% refirió la LFPDPPP, lo que representa 10.2% 
total de la población. A su vez, 4.5% refirió leyes estatales de 
protección de datos personales para el sector público y 1.8%, la 
LGPDPPSO.

Otro dato relevante es que 3.9% de los encuestados presen-
tó una queja por uso indebido de sus datos personales y 18.6% 
declaró haber ejercido algún derecho ARCO: 48.3% el derecho 
de rectificación, y 45.1% el de oposición, con los siguientes por-
centajes específicos.

153		 Artículo 38, LFPDPPP.
154		 Cfr. Principales resultados de la Encuesta Nacional de Acceso a la Infor-

mación Pública y Protección de Datos Personales 2019 (ENAID), disponible en: 
https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enaid/2019/doc/enaid_2019_princi-
pales_resultados.pdf, pp. 74-94, consultado el 3 de marzo de 2021.
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Gráfica 1

Fuente: Principales resultados de la Encuesta Nacional de Acceso a la Infor-
mación Pública y Protección de Datos Personales 2019 (ENAID), p. 95, dis-
ponible en: https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enaid/2019/doc/enaid_ 
2019_principales_resultados.pdf, consultado el 3 de marzo de 2021.

Gráfica 2

Fuente: Principales resultados de la Encuesta Nacional de Acceso a la Infor-
mación Pública y Protección de Datos Personales 2019 (ENAID), p. 95, dis-
ponible en: https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/enaid/2019/doc/enaid_ 
2019_princi pales_resultados.pdf, consultado el 3 de marzo de 2021.
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Cabe señalar que la acepción de origen hace referencia al co-
nocimiento de la forma en que se obtuvieron los datos personales 
por parte del responsable de su tratamiento.

De dicha encuesta obtenemos resultados interesantes sobre 
el poco conocimiento en México de los derechos ARCO y de la 
protección de datos personales.

Por otro lado, podemos encontrar información interesante 
y relevante sobre el ejercicio de estos derechos en la página del 
extinto INAI.

Cuadro 1 
Resoluciones en materia de protección 

de datos personales

Tipo de resolución Periodo Número

Protección de derechos 2012-2021 647

Verificación 2012-2021 1036

Imposición de sanciones 2012-2021 554

Fuente: Resoluciones en materia de Protección de Datos Personales en pose-
sión de particulares (sector privado), INAI, disponible en: http://inicio.inai.org.
mx/SitePages/Resoluciones_PDP.aspx, consultado el 3 de marzo de 2021.

De dichos datos podemos observar que las resoluciones emi-
tidas en procedimientos de protección de datos personales entre 
particulares representaban un número pequeño que puede no 
ser proporcional a la cantidad de titulares de datos personales en 
el país y de responsables respecto de su tratamiento.

Por otro lado, se obtuvieron los siguientes datos en relación 
con la LGPDPPSO.
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Cuadro 2 
Procedimientos derivados de la Ley General 

de Protección de Datos Personales en Posesión 
de Sujetos Obligados

Año Total

2017 1

2018 7

2019 6

2020 13

2021 13

40

Fuente: Resoluciones en materia de Protección de Datos Personales derivadas 
de la LGPDPPSO (sector público), INAI, disponible en: https://home.inai.org.
mx/?page_id=1641&op=2, consultado el 3 de marzo de 2021.

Es importante señalar que dichos procedimientos se compu-
tan a partir de 2017, año de publicación de la LGPDPPSO, por 
lo que no se revisó información anterior, aunado a que sólo se 
obtuvo información del INAI y no de otros organismos garantes.

En ese sentido, podemos señalar que el número de resolu-
ciones de procedimiento relacionados con los mecanismos de 
protección de datos en México, tanto en el sector público como 
en el privado, es aún pequeño, tomando como comparativo que 
en 2020 la Agencia Española de Protección de Datos, creada en 
1993, analizó más de 10,000 reclamaciones en el ámbito de su 
competencia, incluyendo la resolución de reclamaciones de ejer-
cicio de derechos.155

155		 Cfr. Memoria Agencia Española de Protección de Datos 2020, disponible 
en: https://www.aepd.es/es/documento/memoria-aepd-2020.pdf, consultado el 3 de 
marzo de 2021.
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Por lo que el ejercicio de los mecanismos de protección de 
nuestros datos personales y de los derechos ARCO parecen me-
nores en comparación con el crecimiento exponencial de su uso 
y tratamiento por entidades públicas y privadas.

En suma, los procedimientos antes vigentes en México para 
la protección de datos personales y en particular para el ejerci-
cio de los derechos ARCO tenían una naturaleza administrativa, 
con fines conciliatorios y de sanción, y no eran procedimientos 
ampliamente utilizados por la población.

Este panorama resulta relevante para entender el sistema es-
tablecido con resultados medibles sobre la protección de los datos 
personales en México, lo que lleva a preguntarse si existe otra 
vía además de la administrativa para proteger la privacidad y la 
autodeterminación informativa. Sobre todo ante el escenario de 
reformas en proceso que plantean modificar los alcances y enfo-
que de la protección de datos personales en México, lo que en el 
futuro deberá estudiarse de forma comparativa para concluir los 
avances o retrocesos en relación con el reconocimiento de dicho 
derecho humano.

2. Habeas data

Al hablar de los mecanismos legales que facultan el ejercicio 
y protección de los derechos ARCO debemos referirnos de igual 
manera a la figura del habeas data como una vía judicial de pro-
tección de datos personales, privacidad y la autodeterminación 
informativa.

Cabe señalar que el habeas data no está reconocido como tal 
por la legislación mexicana, y que si bien el derecho a la privaci-
dad puede garantizarse ante tribunales, incluso a través del jui-
cio de amparo, no existe una herramienta judicial efectiva para 
hacer valer el derecho a la autodeterminación informativa en la 
era digital.

Al referirnos al concepto de habeas data debemos iniciar se-
ñalando la importancia de su figura en América Latina, cómo lo 
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indicó Héctor Fix-Zamudio en su reconocimiento por la Consti-
tución paraguaya de 1992 y la Constitución Federal brasileña de 
1988, esta última, en relación con el conocimiento y rectificación 
de información en registros públicos o bancarios.156

Por su parte, Cyrus Farivar relaciona el habeas data con el ha-
beas corpus, al señalar que faculta al individuo para obtener infor-
mación personal de actores públicos o privados con el propósito 
de verificarla, modificarla e inclusive eliminarla.157 Esta relación 
es interesante y se asemeja a lo revisado anteriormente respecto 
al contenido de los derechos ARCO, en particular con el acce-
so, rectificación y cancelación, sin observarse la posibilidad de 
limitar los alcances del tratamiento de los datos a través de la 
oposición.

Al hablar de habeas corpus se hace referencia en su terminolo-
gía a tener el cuerpo (ante el juez), y el habeas data podría enten-
derse literalmente como tener los datos.158

El habeas corpus como concepto jurídico surge en Inglaterra 
en el siglo XII al buscar proteger la libertad corporal, y fue repli-
cado a través de la historia en distintos países; aunque en el caso 
de México no se prevea su concepción jurídica de forma expresa, 
el habeas corpus se encuentra subsumido en la protección que bus-
ca brindar el juicio de amparo, que protege la libertad como bien 
jurídico tutelado.

En ese sentido, Héctor Fix-Zamudio refiere que en el juicio de 
amparo existen distintos sectores, uno de ellos enfocado a la liber-
tad individual que busca proteger la libertad corporal y la integri-
dad, entre otros bienes jurídicos tutelados, llamado amparo-libertad o 
amparo-habeas corpus.159 Entonces, al hablar de habeas data en compa-

156		 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor y Valencia Carmona, Salvador, Derecho constitu-
cional mexicano y comparado, México, Porrúa, 1999, pp. 194 y 195.

157		 Cfr. Farivar, Cyrus, Habeas data, Nueva York, Melville House Publishing, 
2018, p. XVII.

158		 Bazán, Víctor, op. cit., p. 19.
159		 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor, Ochenta años de vida constitucional en México, Mé-

xico, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 1998, p. 411.
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ración con el habeas corpus lo que se busca proteger es la autodeter-
minación informativa del individuo. Consecuentemente, para te-
ner un habeas data efectivo existen dos requisitos: la existencia de un 
ordenamiento que prevea dicha figura y la existencia de órganos 
de control específico que cuenten con garantías de independencia 
e imparcialidad.160

Sobre la figura de habeas data en Argentina, Néstor Pedro 
Sagüés señala que en el orden nacional tiene cinco fines funda-
mentales:161

a. Acceder al registro de datos.
b. Añadir datos omitidos o actualizarlos.
c. Corregir información inexacta.
d. Asegurar la confidencialidad de información que no deba 

trascender a terceros.
e. Cancelar los datos que puedan contener información sen-

sible, potencialmente discriminatoria o que afecta la pri-
vacidad de la persona.

Como podemos observar, en comparación con los derechos 
ARCO, el autor se refiere al acceso, rectificación y cancelación, 
sin mencionar la oposición, pero sí nombra la confidencialidad 
de la información como un fin del habeas data, lo cual se asemeja 
en el ordenamiento mexicano con la restricción prevista para el 
ejercicio del derecho de acceso a la información pública con-
forme al artículo 6 de la Constitución Política, y a la obligación 
de confidencialidad prevista por el artículo 21 de la abrogada 
LFPDPPP.

Resulta también relevante que este autor limita la cancela-
ción sólo a aquellos datos que contengan información sensible, 
que pueda provocar discriminación o afectar la privacidad de 
la persona, elementos que no era necesario acreditar para soli-

160		 Cfr. Suñé Llinás, Emilio, La constitución del ciberespacio, México, Porrúa, 
2015, p. 2301.

161		 Cfr. Sagüés, Néstor Pedro, “El habeas data argentino (orden nacional)”, 
Derecho PUCP, núm. 51, 1997, pp. 177-191.
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citar la cancelación de un dato personal conforme a la norma-
tividad abrogada en México, ya que el titular de los datos tiene 
derecho a solicitar su cancelación en todo momento,162 excepto 
“por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden pú-
blico, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de 
terceros”.163

Constituye la opinión del autor un referente interesante de 
los alcances de la protección de datos personales en el continente, 
pero es riesgoso considerar el presupuesto de calificar la afecta-
ción a la privacidad de la persona o provocar discriminación, y 
luego cancelarlos, ya que este elemento subjetivo podría dilatar 
su ejercicio y condicionarlo a determinaciones arbitrarias que 
impidan su garantía, respeto y protección.

En la tesis aislada I.4o.A.790 A se refiere lo siguiente:

Transparencia y acceso a la información pública gu-
bernamental. El director general de Comunicación 
Social de la Procuraduría General de la República 
está obligado a procurar que los datos personales 
que divulga sean exactos y actualizados, así como a 
sustituir, rectificar o completar oficiosamente aque-
llos que publique y resulten inexactos o incompletos. 
El derecho fundamental de acceso a la información se encuentra 
previsto en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y su ejercicio está asociado, a manera de 
excepción o límite, con la acción conocida como habeas data, que 
se define como el derecho que asiste a toda persona a solicitar, 
mediante un proceso determinado, la exhibición de la informa-
ción contenida en registros —públicos o privados— en los cuales 
estén incluidos datos personales, para tomar conocimiento de su 
exactitud y, de ser pertinente, requerir la corrección o supresión 
de los inexactos u obsoletos, con sustento en el segundo párrafo 
del artículo 16 constitucional, que contempla los denominados 

162		 Cfr. artículo 25, LFPDPPP.
163		 Artículo 16, segundo párrafo, Constitución Política de los Estados Uni-

dos Mexicanos.
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derechos ARCO. Por otra parte, en relación con la información 
que se encuentra en poder de las dependencias gubernamentales, 
el artículo 20, fracciones IV y V, de la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental esta-
blece una serie de obligaciones que deben observar en cuanto 
al manejo o disposición de la información que hacen pública, y 
su artículo 3, fracción XIV, inciso a), prevé que la Procuraduría 
General de la República es un sujeto obligado al cumplimiento 
y observancia de la propia ley. En este contexto, se concluye que 
el director general de Comunicación Social de la Procuraduría 
General de la República está obligado a procurar que los datos 
personales que divulga sean exactos y actualizados, así como a 
sustituir, rectificar o completar oficiosamente aquellos que publi-
que y resulten inexactos o incompletos. 164

De lo anterior se colige que, en interpretación del Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir-
cuito, el habeas data es un derecho para solicitar, a través del pro-
ceso establecido, que se exhiban los datos personales contenidos 
en registros, a efecto de conocerlos y requerir su corrección o 
supresión, limitándolo al derecho a conocer la información, y no 
así a la protección del titular de los datos personales.

Después de esta breve comparación de referencias al habeas 
data como concepto jurídico, en cuanto a su adopción en el mun-
do, es importante señalar que no todos los países lo reconocen 
con dicha denominación; sin embargo, su utilización es recurren-
te en la doctrina; entendiendo que el principal objetivo del habeas 
data es proteger a los titulares de los datos personales de potencia-
les abusos en cuanto a su recolección y tratamiento.165

Por lo anterior, podemos concluir que al hablar de habeas data 
nos referimos a los mecanismos de protección jurídica del indivi-
duo para ejercer su autodeterminación informativa mediante un 
proceso judicial.

164		 Tesis Aislada P.I.4o.A.790 A, Tribunales Colegiados de Circuito, sep-
tiembre de 2011.

165		 Cfr. Bazán, Víctor, op. cit., pp. 62 y 63.
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Es importante analizar como medida de protección la figura 
del habeas data y ahondar en si realmente el amparo constituye un 
medio de protección idóneo para los objetivos que se busca con 
dicho concepto jurídico.

Ignacio Luis Vallarta preveía desde 1881 que el habeas cor-
pus busca proteger la libertad personal contra toda detención y 
prisión arbitrarias de la autoridad, mientras que el amparo es el 
proceso legal intentado para recuperar los derechos del hombre, 
concluyendo que el amparo era mucho más amplio conceptual-
mente, al no limitarse únicamente a la protección de la libertad 
personal.166

Aunado a ello, y como se señaló anteriormente, Héctor Fix-
Zamudio refiere que en el juicio de amparo existe el denominado 
amparo-libertad o amparo-habeas corpus, en conjunto con el amparo 
contra leyes, el amparo judicial, el amparo de lo contencioso ad-
ministrativo y el amparo agrario. En ese sentido, el amparo habeas 
corpus busca tutelar la libertad e integridad personales; entonces, 
si bien existen claras diferencias entre los dos conceptos y su de-
sarrollo y tradición histórica, el amparo implica la protección de 
la libertad e integridad personal.167

Al ver la similitud entre las figuras de habeas corpus y habeas 
data podría formularse la interrogante de si el amparo sería la 
forma efectiva de acercarse en México a un proceso de habeas 
data, ya que el control de nuestros datos personales y ejercicio 
de la autodeterminación informativa cobra cada vez una mayor 
relevancia en el orden social, o si el ejercicio de los derechos 
ARCO y de cualquier otro derecho relacionado con los datos 
personales, incluido al derecho al olvido, debe limitarse a proce-
dimientos de índole administrativa y de verificación de cumpli-
miento normativo.

Resulta que, en el caso mexicano, el amparo funge como un 
habeas data, que busca otorgar protección a los individuos y es la 

166		 Vallarta, Ignacio Luis, El juicio de amparo y el writ of  habeas corpus, México, 
Imprenta de Francisco Díaz de León, 1881, pp. 37 y 39.

167		 Cfr. Fix-Zamudio, Héctor, op. cit., pp. 413-415.
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garantía jurídica idónea para ejercer y exigir el respeto de los de-
rechos violentados cuando los procedimientos administrativos no 
permitan y tutelen su pleno goce y ejercicio.

Es importante considerar que el fin último del habeas data es 
asegurar la protección de los titulares de datos personales y el 
ejercicio del derecho a la autodeterminación informativa, sin li-
mitarse al ejercicio de los llamados derechos ARCO.

El ejercicio de los derechos ARCO a través de los meca-
nismos previstos para ello parece menor en relación con la re-
levancia y uso generalizado de nuestros datos personales en el 
contexto actual. Por ello, en México pudiera tener cabida el re-
conocimiento y ejercicio del derecho al olvido, más allá de la 
protección de datos personales y los derechos ARCO, a través del 
juicio de amparo.

En estos primeros capítulos se buscó entender los derechos 
o circunstancias que pueden relacionarse o ser un antecedente 
para hablar del derecho al olvido como un derecho independien-
te, y conocer el estado de las cosas, en México en particular, res-
pecto al reconocimiento y ejercicio de estos derechos.

Lo anterior si se parte del análisis de los conceptos de priva-
cidad, derecho a la privacidad, autodeterminación informativa, 
protección de datos personales y derechos ARCO, y se compren-
de que no se agota el ejercicio del derecho a la privacidad o la 
autodeterminación informativa con los procedimientos de pro-
tección de datos personales, ya que son derechos independientes 
y autónomos que no se limitan a su agotamiento con los recursos 
disponibles.

Es posible inferir que los recursos administrativos disponibles 
para la protección de datos personales y la figura de habeas data, 
o en este caso los recursos judiciales que pudieran resultar simi-
lares, permiten cierta protección del ámbito de otros derechos 
humanos reconocidos, pero no agotan el ejercicio y disfrute de su 
contenido y alcance.

El ejercicio de la protección de datos personales en Méxi-
co aún enfrenta retos y cuestionamientos, inclusive derivados del 
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conocimiento generalizado de la posibilidad de su ejercicio, así 
como de la necesidad de especialización de un instituto que los 
regule exclusivamente, pero no es dable suponer que el estableci-
miento de ese sistema de protección y la creación de los órganos 
garantes de la protección de datos personales asegure y agote la 
protección de otros derechos, como el de la privacidad y la auto-
determinación informativa. En el capítulo subsecuente se anali-
zarán la naturaleza y los alcances del llamado derecho al olvido.
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Capítulo tercero

EL DERECHO AL OLVIDO

Para analizar el derecho al olvido se partió del concepto de priva-
cidad y derecho a la privacidad en relación con la autodetermi-
nación informativa, para posteriormente ahondar en el concepto 
de datos personales y su protección, y finalmente en los derechos 
ARCO, conforme a la siguiente relación conceptual.

Por derecho al olvido (en inglés the right to be forgotten, es decir, 
el derecho a ser olvidado) se puede entender la atribución que tie-
ne la persona de solicitar que se suprima o elimine información 
personal que se publicó en algún medio, y que puede causarle 
una afectación.

Como se ha establecido, la protección de datos personales se 
reconoce como un derecho autónomo e independiente incluso 
del derecho a la privacidad, por lo que el objetivo principal de 
este capítulo es analizar el derecho al olvido como concepto jurí-
dico y sentar las bases para determinar si corresponde al derecho 
de cancelación en el marco de los derechos ARCO, o a un dere-
cho autónomo e independiente, para determinar si ese derecho 
pertenece a alguna de las siguientes formas.

Privacidad Derecho a
la privacidad

Autodeterminación
informativa

Protección de
datos personales

Derechos
ARCO

Libro completo en https://tinyurl.com/d33kth2r
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas,  
https://www.juridicas.unam.mx/  
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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a. Como una variante del derecho de cancelación

En este rubro, el ejercicio del derecho al olvido se subsumiría 
en el derecho de cancelación y se agotaría con la supresión de los 
datos personales previa solicitud del titular. En mi opinión, esta 
opción se limita a buscar encuadrar el ejercicio de un derecho 
en los efectos similares que tiene con otro, desvinculando a cada 
derecho de la propia lógica interna de protección que conlleva su 
reconocimiento en favor del individuo.

b. Como un derecho independiente al de cancelación, 
pero derivado de la protección de datos personales

Protección de
datos personales

Derechos
ARCO

Acceso

Rectificación

Cancelación Derecho
al olvido

Oposición

Protección
de datos

personales

Derechos
ARCO

Acceso

Rectificación

Cancelación

Oposición

Derecho
al olvido
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En este esquema, el derecho al olvido no es independiente 
de la protección de datos personales, pero sí se advierte una na-
turaleza distinta a la de los derechos ARCO, ya que tiene otro 
alcance para la protección de datos personales, sin limitarse a 
los ejercicios tradicionales de acceso, rectificación, cancelación y 
oposición de su titular. Aunque el ejercicio y los alcances del de-
recho al olvido seguirían estando contenidos en la protección de 
los datos considerados como personales.

c. Como un derecho independiente al de cancelación y a la protección 
de datos personales, relacionado directamente con la privacidad, 
el derecho a la privacidad y la autodeterminación informativa

Bajo esta figura, el derecho al olvido va más allá del control 
de los datos personales del individuo y se relaciona directamente 
con la autodeterminación informativa, es decir, con la capacidad 
de la persona de controlar la imagen que proyecta y da a conocer 
ante terceros. En este esquema se escapa de la figura de los datos 
personales y el individuo tiene la posibilidad de controlar la in-
formación disponible sobre su persona, sea o no sea considerada 
un dato personal, pero que incidide en la forma en que se auto-
determina informativamente. Si bien los alcances de protección 
se expanden bajo esta concepción, todavía se limitarían al con-
trol de la información del individuo.

Privacidad Derecho a
la privacidad

Autodeterminación
informativa

Protección
de datos

personales
Derechos
ARCO

Acceso

Rectificación

Cancelación

Oposición

Derecho
al olvido
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d. Como un derecho autónomo que se relaciona con otros derechos 
autónomos como la autodeterminación informativa, que son directamente 

exigibles, y que se relacionan con la protección de la privacidad 
sin que exista necesariamente una relación directa entre ellos

En esta última posible esquematización, el reconocimiento 
del derecho al olvido tiene un fin distinto al de la autodetermi-
nación informativa y a la protección de datos personales, ya que 
no son sinónimos, sino que cada derecho tiene una lógica distinta 
que, sin duda, está relacionada con el derecho a la privacidad, 
que constituye el fundamento para su vigencia, pero que busca 
permitir al individuo prerrogativas distintas. Según esta lógica, 
los alcances de este derecho tienen que ver con la posibilidad del 
individuo de ejercer el derecho a la privacidad positiva en sede 
digital, más allá de la naturaleza, clasificación o forma de obten-
ción de la información que vulnere este derecho.

En ese sentido, el derecho al olvido tiene una relación directa 
y estrecha con la privacidad, el derecho a la privacidad, la au-
todeterminación informativa, la protección de datos personales 
y los derechos ARCO; sin embargo, su reconocimiento y con-
figuración jurídica no han sido aislados, y parten de diferentes 
momentos históricos en los que existían necesidades distintas de 
protección a la vida privada, mismas que en la actualidad han 
sido potencializadas por la mayor utilización de los datos perso-

Privacidad Derecho
a la privacidad

Protección
de datos

personales

Derecho
al olvido

Autodeterminación
informativa
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nales. La relevancia de este derecho ante los retos que presenta 
la tecnología, actualmente nos lleva a analizar el concepto no 
sólo como una acepción del derecho de cancelación conforme 
a la abrogada normatividad mexicana, sino como un derecho 
autónomo e independiente que pretende coexistir con otros en la 
búsqueda de la mayor protección de la persona.

Para efectos de lo anterior, se realizará un análisis histórico, 
normativo y conceptual del derecho al olvido, así como de su 
vigencia y relevancia; ello a través de un análisis doctrinario y 
jurisprudencial de las posiciones al respecto.

I. Nuestras huellas digitales

La persistencia de la memoria en Internet y de nuestras huellas en 
el mundo digital comienzan a tomar cada vez mayor relevancia, 
al ser factores que inciden positiva o negativamente en muchos de 
los aspectos de nuestra vida.

Hablar de olvido parece contradictorio en Internet, que tie-
ne como virtud el acceso rápido a información a través de bús-
quedas sencillas y veloces que como usuarios nos otorgan la ca-
pacidad de conocer sobre cualquier tema sin la necesidad de 
volvernos expertos o investigadores de ello.

El conocimiento ilimitado al que podemos acceder con un 
solo clic y a través de servicios gratuitos en realidad tiene un cos-
to que hemos empezado a conocer: la pérdida de nuestra pri-
vacidad, pues nos volvemos moneda de cambio y producto al 
generar contenidos de interés para terceros a través de nuestra 
propia actividad en línea o la actividad en línea de terceros que 
nos involucra.

En la era digital, la interacción en la red se ha vuelto indis-
pensable para el desarrollo de nuestra vida personal y profesio-
nal; al utilizar redes sociales, buscadores web, sitios de compras 
en línea, e inclusive sitios de consulta de información y noticias, 
dejamos huellas que son rastreables y que nos identifican.
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Los atentados de septiembre de 2001 en Estados Unidos de 
América y la digitalización expansiva de nuestras vidas provoca-
ron que el conocimiento de las personas se modificara, dejaron 
de relacionarse con identidades y localizaciones fijas para ras-
trear nuestras huellas por el ciberespacio, lo que permite trazar 
atlas de nuestros pasos, considerando los comportamientos y re-
laciones, a efecto de servir a funciones de seguridad y ventas.168

Esta serie de huellas derivada de nuestra interacción en la 
web se entrelaza con las de terceros que pueden mencionar nues-
tro nombre en algún texto o difundir una imagen de nuestro ros-
tro en una fiesta o cualquier otro tipo de actividad social, lo que 
genera una identidad digital en la cual podemos tener o no par-
ticipación, pero que sin duda puede incidir en muchos factores 
de nuestra vida, sin que tengamos siquiera conocimiento de ello.

Cada vez es más común escuchar historias de algún conoci-
do a quien le han negado un empleo, crédito, beca, beneficio e 
inclusive la entrada a otros países a causa de alguna información 
que se encontró de él en línea.

En relación con ello, desde 2009 Viktor Mayer-Schönberger 
advertía que las nuevas tecnologías buscan recordarlo todo, lo 
cual tiene un profundo impacto que podemos resumir en dos fac-
tores principales: poder y tiempo; aquellos que tienen el acceso a 
la información tienen poder sobre otros, un control panóptico,169 
cuyo efecto mayor se traduce en un estado consciente y perma-
nente de visibilidad que garantiza el funcionamiento automático 
del poder.170

Conjuntamente, Zygmunt Bauman refiere que las comuni-
caciones baratas de nuestros tiempos inundan y ahogan la me-
moria en lugar de alimentarla y estabilizarla, ya que la informa-

168		 Cfr. Sadin, Éric, La humanidad aumentada. La administración digital del mundo, 
trad. de Javier Blanco y Cecilia Paccazochi, Buenos Aires, Caja Negra, 2019, 
p. 34.

169		 Cfr. Mayer-Schönberger, Viktor, Delete. The Virtue of  Forgetting in the Digital 
Age, Princeton, Princeton University Press, 2009, p. 97.

170		 Cfr. Foucault, Michel, Vigilar y castigar, 2a. ed., trad. de Aurelio Garzón del 
Camino, México, Siglo Veintiuno Editores, 2019, p. 233.



DERECHO AL OLVIDO... 93

ción se genera en distintos lugares y con fuentes contradictorias 
que se cancelan mutuamente.171

Entonces, resulta conveniente preguntarnos cuál es el papel 
de la información en nuestra era y cómo debemos asumirla en 
nuestra sociedad, ya que por primera vez en la historia de la hu-
manidad la tecnología ha permitido tener un acceso inmediato 
e inconmensurable a todo tipo de contenidos, los cuales pueden 
fácilmente ser falsos, engañosos, maliciosos o descontextualiza-
dos, lo que puede incidir de forma injusta y atemporal en los 
juicios de la sociedad sobre la identidad de los individuos; es de-
cir, inclusive los actos documentados de nuestra adolescencia o 
niñez, incluidos aquellos que nuestra memoria biológica pudo 
haber olvidado o superado, pueden emerger en cualquier mo-
mento como un recordatorio de que lo digital permanece en la 
memoria colectiva.

Desde 1998 (año que coincide con la creación de Google)172 
ya se encontraban artículos en los cuales se hablaba de que la red 
no olvida, en los que se ponderaba los beneficios de estar conec-
tados en relación con los riesgos, pero puntualizando que las hue-
llas digitales son permanentes, lo que puede traducirse en una 
bendición y una maldición, al estar nuestro pasado unido como 
un tatuaje de nuestras pieles digitales.173 Existen diversos cuestio-
namientos sobre esta relación, en apariencia eterna, de Internet 
y la permanencia de sus contenidos, así como de las virtudes del 
olvido trasladado a la memoria digital.

Sobre ello, el citado autor Viktor Mayer-Schönberger refiere 
que como formas de prevenir los riesgos de una memoria digital 
eterna podemos encontrar las siguientes:

1) Abstinencia digital, dejar de lado Internet y las redes para 
no proporcionar información.

171		 Cfr. Bauman, Zygmunt, La globalización, 3a. ed., trad. de Daniel Zadunais-
ky, México, Fondo de Cultura Económica, 2020, p. 23.

172		 Cfr. Thomsen, María Rubal, “Google, una historia de éxito”, La Vanguar-
dia, 25 de septiembre de 2018.

173		 Cfr. Lasica, J. D., “The Net Never Forgets”, Salon, noviembre de 1998.
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2) Derecho de protección a la privacidad, con la autodeter-
minación informativa para moldear nuestra participación 
en la sociedad.

3) Infraestructura para hacer valer los derechos digitales de 
protección de la privacidad, con opciones de programa-
ción que faciliten el olvido.

4) Ajuste cognitivo, como ese entendimiento de la forma en 
que se registra la memoria digital para evitar que afecte 
profundamente nuestra vida y toma de decisiones.

5) Ecología de la información, que defina qué información 
debe recolectarse, guardarse y ser recordada, así como por 
quién y por cuánto tiempo.

6) Contextualización perfecta, es decir, entender la informa-
ción a la que tenemos acceso en el contexto en que fue ge-
nerada, sin permitir que influya erróneamente en nuestras 
decisiones.

Las propuestas del autor se pueden resumir de la siguiente 
forma.

Cuadro 3 
Respuestas potenciales a la desaparición del olvido

Poder de la información (incluida 
la privacidad de la información)

Cognición, toma de decisio-
nes y tiempo

Individuos Abstinencia digital Ajuste cognitivo

Ley Derechos de privacidad Ecología de la infor-
mación

Tecnología Infraestructura para derechos 
de privacidad digital

Contextualización 
completa

Fuente: Elaboración propia con base en Mayer-Schönberger, Viktor, Delete. 
The Virtue of  Forgetting in the Digital Age, Princeton, Princeton University Press, 
2009, p. 168.
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En este contexto, el derecho al olvido nace como una res-
puesta en vía judicial, otorgada inicialmente por la Agencia de 
Protección de Datos Española ante las afectaciones de un ciuda-
dano al que se le habían negado distintos empleos debido a la 
información consultable en línea acerca de su persona y adeudos 
ya saldados.

La resolución C-131/12 del Tribunal de Justica de la Unión 
Europea, identificada como caso Costeja, es la primera en la que 
se reconoce este derecho. Ahí se analizan las obligaciones de los 
buscadores web, como Google, ante sitios que contienen infor-
mación que puede vulnerar a terceros; es el caso principal de la 
jurisprudencia comunitaria de la Unión Europea sobre el dere-
cho al olvido, sin ser un caso aislado.174

En la resolución se determinó que, como motor de búsque-
da, Google realiza un tratamiento de datos personales que puede 
afectar los derechos a la vida privada y la protección de datos 
personales cuando se busca la información de una persona física, 
ya que, como resultado, se pueden inferir y crear percepciones 
sobre la vida de una persona, lo que puede repercutir en ella, sin 
que se permita establecer un perfil detallado de quien se trate. 
Por lo que el gestor de un motor de búsqueda tiene la obligación 
de eliminar de los resultados de las búsquedas efectuadas los co-
rrespondientes a sitios web publicados por terceros que conten-
gan información relativa a las personas que se opongan a si dicha 
información se relaciona con ellos.

Cabe señalar que el reconocimiento del derecho al olvido 
en relación con la protección de datos personales se pudo dar 
no debido a una relación lógica de reconocimiento progresivo 
de derechos, sino a que simplemente, al ser la legislación más 
desarrollada, al momento en que se dieron los casos, resultaba 
más sencillo buscar solucionar los problemas y los riesgos de las 

174		 Cfr. Martínez Otero, Juan María, “El derecho al olvido en Internet: deba-
tes cerrados y cuestiones abiertas tras la STJUE Google vs. AEPD y Mario Cos-
teja”, Revista de Derecho Político, Madrid, núm. 93, mayo-agosto de 2015, p. 116.
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nuevas tecnologías con esa legislación vigente, adaptando los he-
chos al derecho y no el marco normativo a las nuevas realidades.

Este derecho se incluyó posteriormente en el Reglamento 
(UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, del 27 de 
abril de 2016, estableciendo los alcances y restricciones del ejer-
cicio del derecho al olvido o supresión de información.

La resolución del caso Costeja y su posterior materialización 
en el Reglamento (UE) 2016/679 constituyen una idea innova-
dora con mucho potencial, pero con una aplicación limitada,175 
por lo que al día de hoy existen críticas y cuestionamientos sobre 
el origen, utilidad y eficacia del derecho al olvido, así como res-
pecto de su internacionalización y adopción en otros regímenes 
jurídicos. Por ello en esta obra se busca analizar su naturaleza ju-
rídica, su reconocimiento como un derecho humano, su relación 
con la autodeterminación informativa, la privacidad y la protec-
ción de datos personales, su eficacia o ineficacia, su contraposi-
ción con otros derechos como el acceso a la información, la liber-
tad de expresión y el derecho a la memoria, y principalmente su 
utilidad como una posible respuesta en vía judicial y legislativa a 
la necesidad de adaptación social ante la proliferación de fuentes 
de información atemporales y descontextualizadas que pueden 
afectar el desarrollo de la identidad de cualquier individuo.

II. Teorías y posturas sobre el olvido digital

El derecho al olvido digital es un tema novedoso al que todos los 
autores atribuyen el mismo origen: el caso Costeja que inició con la 
Agencia de Protección de Datos de España (resolución del 30 de 
julio de 2010) y que trascendió al Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea (resolución del 13 de mayo de 2014), en el cual se recono-
ció en favor del demandado el derecho a que Google desindexara 
de su resultados de búsqueda aquellos relacionados con un medio 

175		 Cfr. Jones, Meg Leta, Ctrl+Z, The Right To Be Forgotten, Nueva York, New 
York University Press, 2018, p. 21.
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noticioso que se referían a una deuda de Costeja saldada desde ha-
cía años. Sobre la efectividad de la sentencia, debe precisarse que 
aun cuando obtuvo una resolución favorable a sus pretensiones, el 
señor Costeja se volvió mundialmente famoso y en lugar de que 
se olvidara su deuda, los efectos fueron más bien reivindicativos 
sobre las afectaciones que sufrió por la persistencia descontextua-
lizada de la información. Algo similar al llamado “efecto Strei-
sand”, ya que cuando la famosa cantante Barbra Streisand intentó 
que se eliminara de una página de Internet una fotografía de su 
domicilio, esta imagen se volvió mucho más popular y conocida, 
obteniendo el efecto contrario.176

Se afirma que el análisis académico del derecho al olvido 
comenzó en 2013. Antes era percibido como un deporte para 
los maniáticos de la privacidad y aquellos que no entendían bien  
Internet.177 De igual forma, ese derecho se incluyó en 2016 en el 
RGPD.

La afirmación anterior tiene validez ya que el universo de 
artículos localizados que ahondan en el tema se incrementa a 
partir de 2013 (en relación directa con el análisis del caso Costeja 
por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea), aunque fueron 
localizadas obras importantes que desde antes presentaban du-
das y posturas distintas respecto a la permanencia de los archivos 
digitales. Estas posturas pueden definirse como conservacionistas 
y delecionistas,178 con las siguientes características.

1. Conservacionistas

El recuerdo total es el porvenir del mundo, en el que la memo-
ria digital mejorará a la biológica y será un cambio tan dramá-

176		 Cfr. Freire, Noelia, “Efecto Streisand: el gran aliado de los ciberbulos,”, 
National Geographic, Madrid, 2 de diciembre de 2023, disponible en: https://www.
nationalgeographic.com.es/ciencia/efecto-streisand-gran-aliado-ciberbulos_21131, consul-
tado el 17 de mayo de 2025.

177		 Cfr. O’hara, K., “The Right To Be Forgotten: The Good, the Bad, and 
the Ugly”, IEEE Internet Computing, vol. 19, núm. 4, julio de 2015, pp. 73-79.

178		 Cfr. Jones, Meg Leta, op. cit., p. 21.
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tico para las nuevas generaciones como fue la era digital para la 
presente generación. Con ello cambiarán la forma en que tra-
bajamos y aprendemos, al liberar nuestra creatividad y mejorar 
nuestra salud. Asimismo, cambiarán nuestras relaciones íntimas 
con los que amamos, vivos y muertos, inclusive, lo que significa 
ser humano.179

2. Delecionistas180

Con las nuevas tecnologías la regla es recordarlo todo y esto 
tiene consecuencias que se pueden resumir en poder y tiempo. 
Quien tiene acceso a la información tiene poder sobre otros, un 
control panóptico del que habla Michel Foucault. Quien tiene 
el control de la información puede influir en nuestro comporta-
miento como sociedad. Por ello la información en algún momen-
to debe olvidarse por regla general y recordarse por excepción, 
incluida la información en Internet con fecha de expiración, ya 
que con el tiempo pierde vigencia y utilidad.181

Estas dos posturas marcan los extremos de la discusión sobre 
la preservación de la memoria en el mundo digital, unos apues-
tan por el recuerdo absoluto como perfeccionamiento de la me-
moria humana, y otros, por el olvido como virtud para el desa-
rrollo de las personas.

Los conservacionistas, sin embargo, reconocen que un re-
cuerdo absoluto puede ser aterrador, ya que el gobierno puede 
acceder a todos nuestros datos, aunque en una versión demo-
crática el control de grabación no es ejercido por una autori-
dad central, sino por millones de individuos y entidades privadas. 

179		 Cfr. Gemmell, Jim et al., Total Recall, Nueva York, Dutton, 2009, p. 4.
180		 El origen del vocablo es la palabra en inglés delete, que se traduce como 

ʻsuprimirʼ o ʻborrarʼ y debido a la cual se ha reconocido al movimiento que 
promueve esta corriente como delecionismo, en relación con la vocación de 
suprimir o borrar la información disponible en línea.

181		 Cfr. Mayer-Schönberger, Viktor, op. cit.
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Ante ello, afirman que nuestro sentido de privacidad continuará 
evolucionando y que nuestra cultura deberá desarrollar nuevas 
reglas de qué, a quién y cuándo grabar.182

Se reconocen los riesgos de un control absoluto de los recuer-
dos, aunque se inclinan por las ventajas de un recuerdo absolu-
to por sobre los posibles problemas que esto generaría, mientras 
que la postura delecionista observa que los alcances de recordar 
todo lo que pase en nuestras vidas y la facilidad de que cualquier 
persona pueda consultarlo en cualquier momento tiene profun-
das consecuencias.

Mientras nuestra información se mantenga disponible en 
Internet, es más probable que en algún momento tenga un efec-
to negativo en nuestras vidas,183 aunado a que olvidar puede 
ser en ocasiones una necesidad que ayude a los individuos a to-
mar riesgos, explorar nuevas identidades, adoptar nuevas ideas 
y crecer.184

En relación con estos planteamientos, podemos entender el 
derecho al olvido como un derecho reconocido inicialmente en 
vía judicial, que busca contrarrestar los efectos negativos en la 
vida de las personas provocados por la permanencia de la memo-
ria en Internet, accesible a través de los buscadores web.

Si consideramos que es necesario que exista un balance entre 
las posturas, no debemos recaer en los extremos de olvidar todo 
ni de recordar hasta el último detalle; sin embargo, los ejes de 
dicho balance deben ser la persona, su dignidad y el bien común. 
En el ejercicio del derecho al olvido hay que ponderar las posi-
bles consecuencias de eliminar la información al buscar proteger 
el desarrollo de la persona y el ejercicio de su autodeterminación 
informativa, teniendo como límite la posible afectación de ter-
ceros.

182		 Cfr. Gemmell, Jim et al., op. cit., p. 15.
183		 Cfr. Véliz, Carissa, Privacy Is Power, Why and How You Should Take Back Con-

trol of  Your Data, Londres, Bantam Press, 2020, p. 92.
184		 Cfr. Eichhorn, Kate, The End of  Forgetting. Growing Up with Social Media, 

Cambridge, Harvard Univeristy Press, 2019, p. 143.
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III. El olvido digital en el derecho

Otro punto relevante y sobre el cual no existe consenso es el origen 
y naturaleza del derecho al olvido. En la literatura analizada se 
observaron las siguientes características:

1) El derecho al olvido como un derecho nuevo. Al hablar del 
derecho al olvido, podríamos estar ante un nuevo derecho 
de la personalidad, que nace en respuesta a Internet y sus 
implicaciones en nuestra vida, considerando la memoria 
absoluta de la red y la universalización de la información 
que en ella se encuentra.185

2) El derecho al olvido como un derecho preexistente. En con-
traposición con lo anterior, para algunos autores el derecho 
al olvido no es nuevo, sino que es una evolución de dere-
chos anteriores, de los cuales se identifican los siguientes:
a) El derecho al olvido en sentido estricto (right to oblivion o 

droit à lˊoubli), aplicado sobre todo en casos de difama-
ción o violaciones a la privacidad,186 o de sujetos que no 
desean ser relacionados con acciones anteriores,187 invo-
cado muchas veces en casos de condenas penales cuan-
do los convictos habían cumplido con su tiempo de re-
clusión y buscaban desligarse de su historia criminal.188

En ese sentido, Marion Barbezieux atribuye la adop-
ción del término derecho al olvido al profesor Gérard 
Lyon-Caen en el caso Landru de 1965 (relacionado con 

185		 Cfr. Aguilar Sandoval, Emiliano, “El derecho al olvido”, en Flores Ávalos, 
Lucía Elvia et al. (coords.), Praxis de los derechos de la personalidad, México, v-lex, 
2017.

186		 Cfr. Tamó, Aurelia et al., “Oblivion, Erasure and Forgetting in the Digital 
Age”, JIPITEC. Journal of  Intellectual Property, Information Technology and E-Com-
merce Law, 2014, pp. 71-87.

187		 Cfr. Jones, Meg Leta, op. cit., p. 96.
188		 Cfr. Tardif  Chalifour, Eric, “El derecho al olvido digital: entre el derecho 

a la privacidad y el derecho a la libertad de expresión”, Foro Jurídico, núm. 159, 
diciembre de 2016, pp. 36-39.
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la demanda de la amante de un asesino en serie men-
cionada en un filme, que posteriormente fue desechada 
ya que ella había publicado previamente su relación),189 
pero este derecho tenía como objetivo un olvido im-
puesto por una norma para asegurar la paz y la cohe-
sión social a través de la prescripción, el perdón o la 
amnistía; ya en la era digital se reivindica el enfoque del 
derecho al olvido no para descubrirlo o revelarlo por 
primera vez, sino para reivindicarlo como un derecho 
subjetivo y reconocerlo como un derecho humano.190

b) El derecho a eliminar (right to erasure), relacionado con el 
derecho de los titulares de datos personales de solicitar 
a terceros que los eliminen.191

El derecho al olvido en realidad ha existido en mu-
chas formas, aplicando cotidianamente un balance en-
tre el derecho a la privacidad y la libertad de expresión; 
en éste, los sistemas de common-law han otorgado un ma-
yor peso a la libertad de expresión, y los de civil-law, a 
la privacidad, lo que afecta el balance entre derechos.192 
En conclusión, el derecho al olvido digital se reconoce 
en la actualidad como un derecho humano ante la nece-
sidad de protección de los titulares de datos personales.

3) El derecho al olvido como un derecho relacionado con la 
protección de datos personales.

El derecho al olvido es una manifestación concreta y 
real del derecho fundamental a la protección de datos 
personales; para algunos, debe tutelarse en relación con 

189		 Cfr. Moreno Bobadilla, Ángela, “El olvido previo a Internet: los orígenes 
del actual derecho al olvido digital”, Cuestiones Constitucionales. Revista Mexicana de 
Derecho Constitucional, México, núm. 43, julio-diciembre de 2020, p. 211.

190		 Cfr. Barbezieux, Marion, Le droit à lˊoubli numérique: bilan et perspectives, 
Saarbrücken, Éditions Universitaires Européennes, 2016, p. 11.

191		 Cfr. Tamó, Aurelia et al., op. cit.
192		 Cfr. Kelly, Michael J. et al., “The Right To Be Forgotten”, University of  Il-

linois Law Review, 2017, pp. 1-64.
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el derecho al honor o la intimidad, pero lo que ocurre es 
un tratamiento de datos personales, a pesar de que éste 
pueda o no tener consecuencias o impactos con otros de-
rechos.193

Cabe señalar que, en opinión de Juan Manuel Romero 
Martínez, los derechos ARCO no contemplan el derecho 
al olvido digital, ya que éstos se ejercen frente a terceros 
que han recabado los datos personales, lo que deja en 
duda la posición de los motores de búsqueda, que funcio-
nan únicamente como intermediarios entre el usuario y el 
contenido de las páginas web.194

Por ello, la relación que existe entre protección de da-
tos personales y derecho al olvido en muchas ocasiones 
obedece a la necesidad de encontrar una justificación le-
gal y positiva del reconocimiento de un derecho humano; 
puede darse primero el reconocimiento de su existencia y, 
posteriormente, la determinación de la normatividad que 
prevea su ejercicio y sus correspondientes límites.

4) El derecho al olvido como un derecho relacionado con la 
privacidad y la autodeterminación informativa.

El derecho al olvido es una evolución del derecho a la 
privacidad,195 y su balance se relaciona con el derecho a 
saber o de libertad de expresión. Conforme a esta teoría, el 
derecho al olvido puede verse como el derecho de una per-
sona a tener un estado o reputación limpia que puede ejercer 
ante individuos que procesen información sobre su pasado, 
evitando que información específica se use en su contra; 
este aspecto poco estudiado en la literatura puede asociarse 
más con el derecho a la privacidad, en relación con la liber-

193		 Cfr. Davara Fernández de Marcos, Isabel, El derecho al olvido en relación con 
el derecho a la protección de datos personales, México, InfoDF, 2014, p. 51.

194		 Cfr. Romero Martínez, Juan Manuel, “El derecho humano al olvido digi-
tal”, Hechos y Derechos, México, núm. 21, mayo-junio de 2014.

195		 Cfr. Tardif  Chalifour, Eric, op. cit.
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tad de construcción de la identidad que con la protección 
de datos personales.196

De igual forma, el derecho al olvido es distinto de los 
derechos de oposición y cancelación de datos, ya que éstos 
se oponen frente a personas que tratan datos recabados 
para un fin específico y aquel se hace valer frente a busca-
dores o a cualquier usuario que publique información en 
Internet.197

De esta manera, el derecho al olvido es una extensión 
y protección máxima del derecho a la privacidad, que se 
puede proteger con otra prerrogativa que actúa como ga-
rantía, por su doble dimensión jurídica, es decir, el dere-
cho al olvido se puede materializar en la medida que se 
haga efectivo el derecho a la cancelación y oposición de 
los datos personales, pero esto no agota su vigencia y ejer-
cicio como derecho autónomo.198

En suma, no existe un consenso sobre el origen del de-
recho al olvido ni su relación con otros derechos, aunque 
todo derecho humano reconocido es producto de una evo-
lución histórica y de su necesidad de protección ante una 
violación. Por ello podemos hablar de este derecho en el 
contexto digital, donde las personas han tenido la necesi-
dad de proteger su privacidad y sus datos personales, en 
balance con el acceso a la información y la libertad de 
expresión, ya que la facilidad de acceso a los documentos 
se ha incrementado por las nuevas herramientas tecnoló-
gicas, lo que aumenta la posibilidad de que los individuos 
se vean afectados.

196		 Cfr. Koops, Bert-Jaap, “Forgetting Footprints, Shunning Shadows. A Cri-
tical Analysis of  the ʻRight To Be Forgottenʼ in Big Data Practice”, Tilburg Law 
School Legal Studies Research, núm. 3, 2011, p. 29.

197		 Cfr. Quijano Decanini, Carmen, La privacidad en Internet, tesis doctoral, 
México, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigacio-
nes Jurídicas, 2019, p. 286.

198		 Cfr. tesis No VII-CASR-CEI-21, Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-
ministrativa, 1 de abril de 2019.
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Así las cosas, restringir el ejercicio del derecho al olvi-
do al derecho de cancelación resulta limitado, pues no es 
efectivo para proteger el libre desarrollo de la identidad 
digital del individuo ni la autodeterminación informativa 
y, en suma, aun cuando una parte se puede ejercer a través 
de la cancelación, no se debe emplear el concepto como 
sinónimo, pues sus alcances van mucho más allá de un 
procedimiento administrativo, y tiene una relación directa 
con la dignidad humana. Además, el derecho de cancela-
ción, conforme a la legislación de datos personales abro-
gada en México, no podía hacerse valer en el ámbito do-
méstico, porque escapa del objeto de aplicación de la ley.

En México no se encuentra regulado el derecho al ol-
vido, y aunque como se ha señalado tiene relación con el 
derecho de cancelación y oposición, así como con el prin-
cipio de proporcionalidad, que refiere que los datos sólo 
pueden utilizarse para los fines para los que fueron obte-
nidos durante el tiempo necesario para ello, no se vincu-
lan directamente, ya que desde su concepción estas figuras 
jurídicas no consideraban el entorno actual de Internet, 
no contemplaron su tratamiento por terceros ni la inmen-
sidad de fines para los que pueden utilizarse. Las normas 
de protección de datos fueron diseñadas originalmente en 
la década de los setenta del siglo veinte, por lo que es nece-
saria una regulación actualizada que tenga en considera-
ción las condiciones actuales y, en la medida de lo posible, 
las venideras.199

IV. Los responsables del olvido digital

Otro aspecto fundamental que debe analizarse y sobre el cual no 
existe un acuerdo consensuado es la responsabilidad de los ges-
tores de búsqueda con respecto a los resultados de las búsquedas 

199		 Cfr. Quijano Decanini, Carmen, Derecho a la privacidad en Internet, cit., p. 159.
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efectuadas en sus aplicaciones como principales actores en los al-
cances de la delimitación judicial del derecho al olvido.

Al respecto, en la resolución C-131/12 del Tribunal de Justicia 
Europeo, en contra de Google Spain, S. L. y Google Inc., se de-
terminó que el tratamiento de datos personales efectuado por el 
gestor de un motor de búsqueda puede afectar los derechos a la 
vida privada y a la protección de datos personales cuando se bus-
ca la información de una persona física, ya que como resultado 
se pueden inferir y crear percepciones sobre su vida que pueden 
repercutir en ésta, sin que ello permita establecer un perfil deta-
llado de quien se trate.200

Por lo anterior, el gestor tiene la obligación de eliminar de 
los resultados de la búsqueda todos aquellos sitios que, aunque 
hayan sido publicados por terceros, contengan datos personales 
a los que titulares se opongan que sean públicos.201 Con ello, en 
opinión de Juan Manuel Romero Martínez, en dicha resolución 
se definen los alcances del derecho a la protección de datos per-
sonales y los operadores de motores de búsquedas en Internet.202

No obstante, resultan relevantes los Principios de Manila203 
(iniciativa de la sociedad civil), que entre otras disposiciones es-
tablecen que los intermediarios de comunicaciones en Internet 
—como los proveedores de acceso y motores de búsqueda— no 
deben ser obligados a restringir contenidos sin una orden judicial 
de por medio, ya que se considera que de inicio esas solicitudes 
pueden vulnerar la libertad de expresión.204 Sobre el tema, en el 

200		 Cfr. sentencia C 131-2 del 13 de mayo de 2014, Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, Gran Sala.

201		 Idem.
202		 Cfr. Romero Martínez, op. cit.
203		 Los Principios de Manila son una iniciativa global de la sociedad civil 

signada el 24 de marzo de 2015, que busca ser una guía de buenas prácti-
cas para delimitar la responsabilidad de los intermediarios de contenidos en 
la promoción de la libertad de expresión e innovación. Disponible en: https://
manilaprinciples.org/es/principles.html.

204		 Cfr. Sociedad Civil, Principio de Manila sobre Responsabilidad de los Intermedia-
rios. Versión 1.0, 24 de marzo de 2015.
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capítulo cuarto se analizará la relación que puede existir entre la 
libertad de expresión y el derecho al olvido.

De igual forma, al considerar que el acceso a un sitio de 
Internet puede darse en cualquier lugar, los operadores de la 
información podrían verse obligados a cumplir reglas de juris-
dicciones ajenas a la suya al suprimir información, afectando a 
ciudadanos de otras latitudes, por lo que los operadores de in-
formación como Google deberían tener derecho a decidir qué 
opción utilizar para hacer valer el derecho al olvido: remover la 
información identificada, eliminar la entrada completamente o 
desindexar el resultado de la búsqueda.205

Desde la resolución del caso Costeja, Google implementó un 
sistema para que los ciudadanos de la Unión Europea tuvieran la 
posibilidad de solicitar que fuera desindexada información ina-
decuada, irrelevante o que ya no fuera relevante o excesiva, y re-
cibió el primer día 12,000 solicitudes de remoción de resultados 
de búsqueda específicos.206

En ese sentido, Google reporta que del 29 de mayo de 2014 
al 16 de mayo de 2021 (última fecha de consulta) había reci-
bido 1,079,038 (un millón setenta y nueve mil treinta y ocho) 
solicitudes de retirada de información que se relacionan con 
4,192,876 (cuatro millones ciento noventa y dos mil ochocien-
tos setenta y seis) URL indexados a los resultados de búsqueda; 
de dichos URL ha retirado 47.3% y negado 52.7% en la Unión 
Europea.207

En esta tesitura, existe una preocupación manifiesta entre 
académicos por la respuesta a las solicitudes de ejercicio de de-
recho al olvido de particulares ante Google y la falta de trans-
parencia de la empresa en este proceso, ya que si bien no es el 

205		 Cfr. Jones, Meg Leta, op. cit., p. 184.
206		 Cfr. Buresh, Donald L., “A Comparison Between the European and the 

American Approaches to Privacy”, Indonesian Journal of  International & Compara-
tive Law, Yakarta, núm. 22, abril de 2019, pp. 257-285.

207		 Cfr. Google, Retiradas de resultados de búsqueda en aplicación de la normativa 
europea sobre privacidad, s. f., disponible en: https://transparencyreport.google.com/eu-
privacy/overview, consultado el 16 de mayo de 2021.
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único buscador, sin duda es el que más solicitudes recibe en este 
sentido.208

Además, la decisión del caso Costeja incrementa la responsa-
bilidad y el poder del sector privado, que puede discernir sobre 
qué contenido indexar y cuál suprimir, y al ejercer este sistema 
Google se está unilateralmente adjudicando el derecho al olvido 
de las personas.209

Si bien Google no genera la información que se indexa en el 
buscador, es un intermediario que incrementa exponencialmente 
la posibilidad de consulta de la información. Para dimensionar 
los alcances de ello, acorde con información del sitio www.internet-
livestats.com, en Google se realizan más de 3.5 billones de búsque-
das por día y 1.2 trillones por año.210 Si bien no existe manera de 
confirmar esta información, sí nos ayuda a dimensionar lo que 
implica que un sitio web se encuentre indexado al buscador.

Google no es el único motor de búsqueda o buscador, exis-
ten otros, como Bing, Qwant o Yahoo, cuya función es indexar 
el contenido disponible en Internet y hacer posible su consulta 
ordenada por los usarios.211

Además, se ha discutido que el derecho al olvido puede ge-
nerar obstáculos para el avance tecnológico, al imponer cargas y 
obligaciones excesivas a los motores de búsqueda u otros presta-
dores de servicios en Internet, lo que puede vulnerar el llamado 
principio de neutralidad de la red.212

208		 Cfr. Goodman, Ellen P., “Open Letter to Google From 80 Internet Scho-
lars: Release RTBF Compliance Data”, 13 de mayo de 2015, disponible en: 
https://ellgood.medium.com/open-letter-to-google-from-80-internet-scholars-release-rt-
bf-compliance-data-cbfc6d59f1bd, consultado el 3 de marzo de 2021.

209		 Cfr. Friesen, Jessica, “The Impossible Right To Be Forgotten, Rutgers Com-
puter & Technology”, Law Journal, Nueva Jersey, enero de 2021, pp. 173-196.

210		 Cfr. internet live stats, “Google Search Statistics”, 3 de mayo de 2021, 
disponible en: https://www.internetlivestats.com/google-search-statistics/, consultado 
el 3 de mayo de 2021.

211		 Cfr. Martínez Otero, Juan María, op. cit., p. 108.
212		 Cfr. Quijano Decanini, Carmen, Derecho a la privacidad en Internet, cit., p. 158.
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Al respecto de este principio, resulta relevante el siguiente 
criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de México, 
en el que se reconoce el derecho de las personas a acceder a las 
tecnologías de la información y comunicación, incluido Internet, 
y como un elemento fundamental de ese derecho a la neutralidad 
de igualdad de la red.

Principio general de igualdad. Su contenido y alcance.
[…]
De lo anterior se advierte, que toda persona tiene derecho a 

acceder a las tecnologías de la información y comunicación, in-
cluido el Internet, debido a que éste se convierte cada vez más en 
un mecanismo indispensable para el pleno disfrute de los dere-
chos, incluido el de libertad de expresión e información.

De ahí que el señalado derecho requiera: a) calidad del ser-
vicio, el cual evolucionará acorde con el avance de las posibili-
dades tecnológicas; b) libertad del usuario de elegir el sistema 
utilizado así como el software respectivo; c) inclusión digital, esto 
es, la disposición del Internet para la ciudadanía en puntos pú-
blicos de acceso; y, d) neutralidad e igualdad de la red, esto es, la 
protección y promoción del Internet como herramienta para el 
intercambio libre, abierto, equitativo y no discriminatorio de la 
información, la comunicación y la cultura, sin que existan privi-
legios especiales u obstáculos por razones económicas, sociales, 
culturales o políticas.213

Por su parte, el Pleno del Instituto Federal de Telecomunica-
ciones expidió los Lineamientos para la gestión de tráfico y administración 
de red a que deberán sujetarse los concesionarios y autorizados que presten el 
servicio de acceso a Internet, que son obligatorios para los concesio-
narios y autorizados que presten el servicio de acceso a Internet, 
servicio distinto al de los motores de búsqueda, aunque resulta 
relevante su mención en relación con el reconocimiento del prin-
cipio de neutralidad de la red.

213		 Amparo en revisión 1242/2015 del 17 de junio de 2016, Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, Segunda Sala.
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En dichos Lineamientos se indica que es importante el reco-
nocimiento para favorecer la innovación y los principios de un 
Internet abierto, y que su objetivo principal es garantizar el prin-
cipio de neutralidad de la red a los usuarios finales del servicio, 
a la par de brindar certeza de las políticas de gestión de tráfico y 
administración de red que pueden implementar los proveedores 
de servicios de Internet para garantizar el funcionamiento de las 
redes públicas de telecomunicaciones.214

Al hablar de neutralidad de la red, la Declaración Conjunta 
Sobre Libertad de Expresión e Internet establece que es un prin-
cipio acorde con el cual “el tratamiento de los datos y el tráfico de 
Internet no debe ser objeto de ningún tipo de discriminación en 
función de factores como dispositivos, contenido, autor, origen 
y/o destino del material, servicio o aplicación”.215

Por su parte, la Relatoría Especial Para la Libertad de Ex-
presión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
señala que el fin de dicho principio es que “la libertad de acceso y 
elección de los usuarios de utilizar, enviar, recibir u ofrecer cual-
quier contenido, aplicación o servicio legal por medio de Inter-
net no esté condicionada, direccionada o restringida, por medio 
de bloqueo, filtración o interferencia”.216

214		 Cfr. Acuerdo mediante el cual el Pleno del Instituto Federal de Teleco-
municaciones expide los Lineamientos para la gestión de tráfico y administración de red 
a que deberán sujetarse los concesionarios y autorizados que presten el servicio de acceso a 
Internet.

215		 Relator Especial de las Naciones Unidas (ONU) para la Libertad de Opi-
nión y de Expresión; Representante para la Libertad de los Medios de Comu-
nicación de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa 
(OSCE), Relatora Especial de la Organización de Estados Americanos (OEA) 
para la Libertad de Expresión y Relatora Especial sobre Libertad de Expresión 
y Acceso a la Información de la Comisión Africana de Derechos Humanos y 
de los Pueblos (CADHP), Declaración conjunta sobre libertad de expresión e Internet, 1 
de junio de 2011, disponible en: https://www.oas.org/es/cidh/expresion/showarticle.
asp?artID=849&lID=2, consultado el 3 de marzo de 2021.

216		 Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos, Informe anual de la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos 2013, p. 500, disponible en: http://www.oas.org/es/cidh/expresion/
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Ello implica que el principio de neutralidad de la red resulta 
un presupuesto indispensable para el uso libre y democrático de 
Internet, así como para la protección de todos los derechos hu-
manos involucrados.

No se habla de la ausencia absoluta de un marco regula-
torio; al contrario, constituye un principio que guía las políti-
cas que deben establecerse en Internet, tanto nacional como 
internacionalmente,217 y los Estados, como México, buscan la 
forma de adoptarlo e incorporarlo. Lo relevante es contar con 
un marco que permita el flujo de información, en beneficio de la 
economía y la sociedad, maximizando el uso y explotación de las 
tecnologías de la información.218

Por ello resulta relevante cuestionar la naturaleza y propó-
sitos de los buscadores, ya que tienen un prominente fin comer-
cial. “Vivimos el tiempo eufórico de una economía digital en 
pleno despliegue destinada a monetizar cada circunstancia espa-
cio temporal singular. Porque lo que se denomina ʻeconomía del 
datoʼ —aplicada a largo plazo a todos los fenomenos del mundo 
y de la vida— es inagotable”.219

Aunque es verdad que Internet fue creado como un nuevo 
campo de acción y comunicación ajeno a fines económicos o gu-
bernamentales, en tiempos recientes se han creado intereses que 
han llevado a distintos actores a buscar controlar dicha red con-
forme a sus propias prioridades.220

Ya desde 1968, en la Conferencia Internacional de Derechos 
Humanos de Teherán, se discutieron cuáles eran los límites que 
debía establecer una sociedad democrática para proteger los de-

docs/informes/anuales/2014_04_22_IA_2013_ESP_FINAL_WEB.pdf, consultado 
el 3 de marzo de 2021.

217		 Cfr. Triviño, Roberto et al., “Regulación de la neutralidad de red en Sud-
américa: una revisión del progreso”, Latin American Journal of  Computing, vol. 6, 
núm. 1, mayo de 2019, p. 19.

218		 Cfr. Quijano Decanini, Carmen, Derecho a la privacidad en Internet, cit., p. 189.
219		 Sadin, Éric, La silicolonizacion del mundo. La irresistible expansión del liberalismo 

digital, trad. de Margarita Martínez, Buenos Aires, Caja Negra, 2018, p. 27.
220		 Cfr. Triviño, Roberto et al., op. cit., p. 18.
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rechos individuales frente al uso de la electrónica;221 sin embargo, 
los cambios tecnológicos avanzaron a una velocidad sin prece-
dente, recabando nuestra información personal sin que pudiéra-
mos darnos cuenta de los alcances de ello.

En la actualidad nuestros datos se han vuelto un activo im-
portante para las empresas de la era digital, como son Alphabet o 
Meta Platforms, entre muchas otras, y sus alcances y explotación 
es inimaginable. Sólo es posible visualizarlo a la par de cómo 
se materializan nuevas aplicaciones y herramientas tecnológicas, 
que con el uso de la inteligencia artifical hacen inconmensurables 
las formas y usos distintos que se le pueden dar a nuestra infor-
mación. Ya que “la potencia de la inteligencia artificial se basa en 
la reducción del mundo a modelos computacionales”,222 lo que 
implica la reducción de nuestra identidad al servicio de un algo-
ritmo que facilite monetizar nuestra vida privada. Esto sucedió a 
fines de la primera decada del siglo XXI:

y a la inversa de lo que ocurría en la precedente, quedaron defi-
nidos con claridad tres modelos industriales estructurantes: 1) la 
constitución de bases de datos respecto de los comportamientos; 
2) la organización algorítmica de la vida colectiva; 3) la concep-
ción de aplicaciones destinadas a los individuos. De cada uno de 
estos modelos se derivaban perspectivas virtualmente ilimitadas.223

Estos modelos representan tres tipos de explotación concebi-
dos actualmente: explotación económica de nuestros patrones de 
conducta; esquematización en algoritmos de la colectividad y su 
monetización, y aplicaciones cuyo fin principal sea la monetiza-
ción del usuario y de la información que genere. En ese sentido, 
a diferencia de los medios de comunicación que buscan generar 
información periodística, el buscador no tiene esa misión, sólo 

221		 Cfr. Albert Márquez, José J., op. cit., p. 2.
222		 Hui, Yuk, Fragmentar el futuro, ensayos sobre tecnodiversidad, trad. de Tadeo 

Lima, Buenos Aires, Caja Negra, 2020, p. 178.
223		 Sadin, Éric, op. cit., p. 85.
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quiere ordenar e indexar la información para consulta del usua-
rio, pero con un fin comercial, buscando un lucro al crear bases 
de datos, alejado de los derechos comunicativos, teniendo inclu-
sive la opción de ofrecer privilegiar enlaces de anunciantes que 
paguen por dicho servicio. No obstante, debemos considerar otro 
elemento en esta ponderación, que es el acceso libre a la infor-
mación, lo que beneficia a los usuarios y facilita la creación de 
una opinión pública libre en un Estado democrático.224

Por consiguiente, en cada caso deberían ponderarse estos dos 
valores, el derecho al olvido y la autodeterminación informati-
va del titular de los datos, en relación con el interés público de 
conocer la información; sin embargo, asegurar que los motores 
de búsqueda actúan en relación con el principio de neutralidad 
resulta ajeno a la realidad económica de nuestros tiempos, y sus 
acciones tienden a promover la defensa y creación de intereses 
económicos por sobre el bien social de conocer la información 
disponible.

Es relevante el caso Delfi vs. Estonia de 2013 y 2015, en el que 
se establece que inclusive hacer responsable de contenidos ilíci-
tos al intermediario es una restricción a la libertad de expresión, 
pero puede ser admisible cuando esté prevista por ley, tenga 
una finalidad legítima y sea necesaria en una sociedad demo-
crática.225

Es innegable que Google no genera la fuente primaria de in-
formación, por lo que carece de facultades para suprimirla, pero 
al ser indexados los resultados en el buscador se maximiza la po-
sibilidad de que se puedan consultar los datos y, en ese caso, de 
vulnerar a las personas a quienes se refiere en dichos documen-
tos, por ello es lógico y efectivo que las empresas como Google se 

224		 Cfr. Martínez Otero, Juan María, op. cit., p. 127.
225		 Cfr. Cotino Hueso, Lorenzo, “Responsabilidad de intermediarios y pres-

tadores de servicios de Internet en Europa y Estados Unidos y su importancia 
para la libertad de expresión”, Revista de Derecho Comunicaciones y Nuevas Tecnolo-
gías, Bogotá, núm. 17, enero-junio de 2017, p. 13.
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vuelvan responsables de los datos que se tratan de forma indirec-
ta al ofrecer sus servicios web. No obstante, es un riesgo desme-
dido atribuir a una empresa privada la facultad absoluta de pon-
derar derechos humanos e inclusive de favorecer uno sobre otro, 
lo cual, de igual manera, implica un reto logístico desmedido por 
la cantidad de solicitudes para desindexar resultados, aunado a 
que si todas se resolvieran en vía judicial sería una carga excesiva 
para los tribunales y para los ciudadanos interesados. Por ello la 
mejor opción sería apuntar a una respuesta tecnológica y técnica 
que pueda ayudar de forma automática a procesar las solicitudes 
o, en su caso, que se establezcan parámetros exhaustivos y preci-
sos de la forma en que las empresas privadas deben asegurar la 
protección del derecho al olvido.

De igual manera, podemos observar dos tipos de responsa-
bilidad de los intermediarios, la objetiva, del motor de búsqueda 
por contenidos que causen daño, independientemente de si co-
noce la licitud o no del material, y la subjetiva, que requiere un 
análisis de la conducta, para saber si actuó correctamente o no, 
aunque este tipo de responsabilidad no está bien definido.226

Es relevante considerar que las medidas legales que busquen 
la efectividad del derecho al olvido requieren estar soportadas en 
medidas tecnológicas, así como éstas requieren un soporte legal 
que permita su implementación.227

En suma, y como se ahondará posteriormente, debe anali-
zarse en detalle el papel de los gestores de búsqueda en el dere-
cho al olvido y las posibles soluciones para la materialización del 
derecho, y considerar a los buscadores como los intermediarios 
que pueden potencializar el daño en relación con el desarrollo de 
los individuos.

Aunque la responsabilidad no es sólo de los motores de bús-
queda, para encontrar una verdadera solución se debe involucrar 
a las empresas de Internet y gobiernos, así como a los propios 

226		 Cfr. Quijano Decanini, Carmen, Derecho a la privacidad en Internet, cit., p. 163.
227		 Cfr. Koops, Bert-Jaap, op. cit.
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usuarios, quienes deben ser conscientes de los riesgos de Internet 
y actuar con medidas de seguridad que los protejan, haciendo 
valer su derecho a la autodeterminación informativa.228

V. Los resultados del ejercicio del derecho 
al olvido

Otro punto que debemos considerar es la concepción del derecho 
al olvido como un acierto o, en su caso, como un error, según los 
siguientes argumentos.

1. El derecho al olvido como un error

El derecho al olvido nació muerto, existen otros caminos, 
pero éste pone en conflicto a la libertad de expresión e informa-
ción y los derechos individuales del sujeto;229 ello en relación con 
que en la resolución del caso Costeja se favoreció el derecho a la 
protección de datos personales sin realizar un balance o test de 
proporcionalidad con otros derechos.230

Además, la propuesta de la Unión Europea aporta un con-
cepto vago que no está incorporado a una estrategia de cómo 
debe utilizarse,231 ya que la resolución del caso Costeja obliga a 
borrar un hipervínculo, pero no la información, por lo que la 

228		 Cfr. Piñar Mañas, José Luis y Recio Gayo, Miguel, op. cit., p. 70.
229		 Cfr. Touriño, Alejandro, El derecho al olvido y a la intimidad en Internet, Ma-

drid, Catarata, 2014, p. 45.
230		 Cfr. Kropf, John W., “Personal Data Protection of  Individual Privacy-

Right To Be Forgotten-Responsibility of  Internet Search Engine Operators-Eu-
ropean Data Protection Directive 95/46/EC”, American Journal of  International 
Law, Cambridge, Nueva York, vol. 108, núm. 3, julio de 2014.

231		 Cfr. Weber, Rolf  H., “The Right To Be Forgotten: More than a Pandoras 
Box?”, JIPITEC. Journal of  Intellectual Property, Information Technology and E-Com-
merce Law, núm. 2-2, julio de 2011, pp. 120-130.
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decisión muestra que aún no existe una clara delimitación del 
derecho al olvido.232

Finalmente, la experiencia del caso nos demuestra que el 
derecho al olvido es ineficaz, ya que en la práctica Google ha 
utilizado geobloqueadores; así, la información suprimida sigue 
existiendo, pero evita el acceso a ésta en la Unión Europea, 
aunque cualquier ciudadano que cambie su dirección IP puede 
localizarla,233 lo que prueba que eliminar la información pública 
en Internet es imposible, porque se disemina de forma veloz.234

En ese sentido, la Commission Nationale de l’Informatique 
et des Libertés de Francia condenó a Google en el caso Google vs. 
CNIL235 a extender la restricción de acceso a contenidos al res-
to del mundo, y no limitarse sólo al buscador .fr destinado a ese 
país.236 Posteriormente, el Tribunal de Justicia de la Unión Eu-
ropea determinó que los gestores de un motor de búsqueda no 
están obligados a retirar el acceso a contenido respecto de la to-
talidad de los nombres de dominio de su motor, con lo que limitó 
la obligación de suprimir enlaces a la Unión Europea y validó la 
técnica del bloqueo geográfico dentro de dicho territorio.237

232		 Cfr. Weber, Rolf  H., “On the Search For An Adequate Scope of  the Right 
To Be Forgotten”, JIPITEC. Journal of  Intellectual Property, Information Technology 
and E-Commerce Law, núm. 6-1, mayo de 2015, pp. 2-10.

233		 Cfr. Friesen, Jessica, op. cit.
234		 Cfr. Sarkis Velázquez, Humberto Manuel, “Censura de la información 

pública y el síndrome Costeja”, El Mundo del Abogado, México, núm. 223, no-
viembre de 2017, pp. 58-62.

235		 En este caso, la Commission Nationale de l’Informatique et des Libertés (CNIL), 
órgano garante de la protección de datos personales en Francia, impuso una 
sanción de $100,000.00 euros a Google LLC, ante la negativa de retirar en-
laces de su motor de búsqueda a nivel mundial. Posteriormente se presentó 
una petición de decisión prejudicial ante el Tribunal de Justicia Europeo por 
el Conseil d’État (Consejo de Estado, actuando como Tribunal Supremo de lo 
Contencioso-Administrativo, Francia), mediante resolución del 19 de julio de 
2017.

236		 Cfr. Albert Márquez, José J., op. cit., p. 13.
237		 Cfr. Sentencia C-507/17 del 24 de septiembre de 2019, Tribunal de Jus-

ticia de la Unión Europea, Gran Sala.
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No obstante, aún quedan muchas dudas sobre la viabilidad 
de que un Estado pueda obligar a una empresa global a restrin-
gir a otros fuera de su jurisdicción, lo que representa uno de los 
mayores retos de la aplicación del derecho al olvido.

Otra posible solución técnica, ajena a los bloqueadores de 
geolocalización, pudiera ser utilizar herramienta de no indexa-
ción, como la etiqueta .txt, que puede evitar que ciertos conte-
nidos sean incluidos en buscadores, pudiendo de origen evitar 
su acceso por esta vía. Asimismo, existe la tecnología vanish, que 
puede programar a los contenidos para autoeliminarse después 
de un tiempo o, en su caso, puede programarse la aparición de 
una etiqueta que después de un tiempo evite su indexación a bus-
cadores. Otra propuesta consiste en vincular los contenidos con 
aquellos que sean más recientes o actualizados, completando así 
noticias o documentos del pasado que permitan contextualizar-
los con todos los hechos posteriores a su publicación; por ejem-
plo, si se absuelve a un acusado, la noticia de su absolución puede 
vincularse con la de su aprehensión.238

Estas opciones, sin embargo, agregarían costos para los ge-
neradores de contenido y motores de búsqueda, por lo que existe 
resistencia a implementarlas, aunque técnicamente son viables. 
De igual modo, los casos analizados presentan soluciones ante un 
problema que imposibilita controlar la dispersión de la informa-
ción en dos vertientes: la inmediatez con que puede ser difundida 
y el acceso global interconectado a la misma.

2. El derecho al olvido como un acierto

El derecho al olvido busca un equilibrio entre la libertad in-
formática, el derecho a la identidad y una debida gestión del ma-
nejo de datos personales;239 de la misma forma, en el caso Costeja 

238		 Cfr. Martínez Otero, Juan María, op. cit., p. 136.
239		 Cfr. Perilliat, Rigoberto et al., “El derecho al olvido”, El Mundo del Abogado, 

núm. 176, diciembre de 2013, pp. 52-56.
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se hace un balance del derecho a la privacidad y el derecho a 
saber, y se resolvió que el derecho a la privacidad es superior a la 
utilidad de indexación de la información en motores de búsque-
da, así como que debe ponderarse con el derecho de la sociedad 
a informarse.240

Además, el derecho al olvido no se define en el caso Coste-
ja como un derecho a suprimir información (ello sucede en el 
RGPD), sino como un derecho que dificulta el acceso a la infor-
mación, fungiendo como un instrumento que facilite un balance 
entre el titular de la información que puede desaparecer en el olvi-
do y los intereses de la sociedad en conservarla.241

Esta perspectiva nos lleva a observar el derecho al olvido tal 
como fue reconocido en el caso Costeja, como un primer intento 
de balance y ponderación de derechos entre la vida privada de 
los individuos y su reputación, en contraposición a la vocación 
de memoria eterna y disponible de las redes.

En suma, el derecho al olvido reconocido por el caso Costeja 
y el RGPD es un tema que causa controversia, en gran medida 
por su mismo nombre y por las dudas sobre sus implicaciones en 
la innovación y libertad informática; sin embargo, tanto los argu-
mentos que lo fundamentan como aquellos que lo critican care-
cen de fuerza argumentativa para probar o negar su veracidad.242 
Constituye sin duda un primer paso para garantizar los derechos 
humanos y la protección de la información de las personas en 
Internet y contrarrestar el poder de los entes públicos y privados 
que controlan dicha información, respondiendo a la vulneración 
de las personas en la actualidad por la falta de control sobre la 
información sobre ellos disponibles en la red e Internet.

240		 Cfr. Buresh, Donald L., op. cit.
241		 Cfr. Thouvenin, Florent et al., Remembering and Forgetting in the Digital Age, 

Nueva York, Springer, 2018, p. 53
242		 Cfr. Tavani, Herman T., “Should We Have a Right To Be Forgotten? A 

Critique of  Key Arguments Underlying this Quest”, Journal of  Information Ethics, 
2018, pp. 26-46.
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VI. Ámbitos de aplicación

Por cuanto hace al aspecto geográfico, debemos distinguir entre el 
derecho al olvido desde la perspectiva europea, al ser el lugar en 
donde se desarrolló en un primer momento, y la posible interna-
cionalización y adopción en otros Estados.

En ese sentido, su adopción en Estados Unidos se considera 
imposible, ya que en los sistemas de derecho civil que predomi-
nan en Europa es fundamental el respeto y la dignidad, mientras 
que en sistemas de common-law, como Estados Unidos, es esen-
cial la libertad,243 aunado a que su aplicación sería contraria a 
la Primera Enmienda y los criterios legales preestablecidos por 
los tribunales; no obstante, esto no es motivo para evitar la apro-
piación cultural del derecho al olvido en cada país para resolver 
problemas sociotecnológicos.244

En el régimen estadounidense, el primer antecedente norma-
tivo de los intermediarios o intermediarios de Internet lo encon-
tramos en la sección 230 de la Communications Decency Act de 
1996, que establece la figura de puerto seguro (safe harbor) para los 
proveedores de servicios en relación con el discurso y contenidos 
ilícitos de sus usuarios.245

Este documento ha establecido que los operadores de Inter-
net no pueden ser equiparados con los editores de otros medios, 
porque no son responsables de los comentarios divulgados por 
sus usuarios a través de sus plataformas.246

Es interesante considerar que la Communications Decency 
Act no se propuso inicialmente para proteger a los proveedores 
de servicios de Internet de la responsabilidad por contenidos di-

243		 Cfr. Moreno Bobadilla, A., “El derecho al olvido digital: una brecha entre 
Europa y Estados Unidos”, Revista de Comunicación, Piura, Perú, vol. 18, núm.1, 
marzo-agosto de 2019, pp. 259-276.

244		 Cfr. Jones, Meg Leta, op. cit., p. 138.
245		 Cfr. Cotino Hueso, Lorenzo, op. cit., p. 7.
246		 Cfr. Coronado Contreras, Laura, La regulación global del ciberespacio, México, 

Porrúa, 2017, p. 18.
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famatorios; en cambio, el proyecto de ley comenzó como un es-
fuerzo para proteger a los menores de la pornografía en línea.247

Lo anterior, a efecto de evitar la censura colateral (colateral 
censorship) y en consiguiente un efecto amenazante (chilling effect), 
poniendo sobre la balanza de forma general la libertad de expre-
sión sobre la legalidad de contenidos y la protección a la privaci-
dad de los usuarios. 248

La doctrina del llamado chilling effect reconoce que el siste-
ma legal es imperfecto y demanda la formulación de reglas que 
reflejen una preferencia por los errores cometidos en favor de 
la libertad de expresión, en relación directa con la Primera En-
mienda.249

Pese a la postura señalada, encontramos un interesante an-
tecedente en Estados Unidos, en el caso Melvien vs. Reid de 1931, 
acerca de una mujer que se había dedicado a la prostitución y fue 
juzgada y absuelta por el delito de asesinato y cambió su vida, 
se mudó a otra ciudad y formó una familia. Posteriormente, su 
historia se utilizó para el guion de la película The red kimono, la 
cual se señaló que correspondía a una historia real, en la que se 
identificaba a la protagonista con su nombre.

En la resolución del caso se consideró que divulgar el nom-
bre de la mujer junto con los hechos de su vida era una invasión 
de su privacidad, aun cuando habían sido públicos antes, por lo 
que debían ser considerados como elementos privados, aunado a 
su derecho de perseguir su propia felicidad.250

Si bien en Estados Unidos se busca proteger la libertad de 
expresión como bien social sobre el derecho individual a la pri-

247		 Cfr. Murcia, E. Alex, “Section 230 of  the Communications Decency Act: 
Why California Courts Interpreted it Correctly and What that Says about How 
We Should Change it”, Loyola of  Los Angeles Law Review, vol. 54, núm. 1, diciem-
bre de 2020, p. 242.

248		 Cfr. Cotino Hueso, Lorenzo, op. cit., p. 8.
249		 Cfr. Schauer, Frederick, “Fear, Risk and the First Amendment: Unraveling 

the Chilling Effect”, Boston University Law Review, vol. 58, núm. 685, 1978, p. 688.
250		 Cfr. García, Aristeo, op. cit., p. 127.
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vacidad, también existen antecedentes interesantes, como el caso 
The Red Kimono, que se resolvió en favor del derecho a la autode-
terminación informativa en relación con el libre desarrollo de la 
personalidad, prácticamente con la misma intención de la con-
dena del caso Costeja y el derecho al olvido.

Ante ello, el derecho al olvido es una respuesta a una red 
global que, pese a las diferencias entre criterios jurídicos, se in-
corpora lentamente en distintas regiones del mundo, buscando 
proteger a los titulares de la información.251

En ese orden de ideas, la solución respecto a la eficacia del 
derecho al olvido deberá considerar y desarrollarse en el estable-
cimiento de normas internacionales, o por lo menos en la inte-
gración legislativa de normas que protejan a los titulares de datos 
personales sin considerar la ubicación geográfica del responsable 
de su tratamiento, sino en función de los sujetos titulares de datos 
personales.252

Su aplicación e interpretación en los distintos Estados se ha 
dado inicialmente a través del Poder Judicial. Ante ello, podría-
mos encontrarnos frente a un caso de trasplante jurídico,253 en el 
que en vía judicial se replica el criterio de una corte europea en 
distintos lugares del mundo, independientemente de la legisla-
ción vigente en cada región.

En el caso de México, el artículo 16 constitucional reconoce 
el derecho de las personas a la protección de sus datos personales, 
así como los derechos ARCO, y a un espectro de privacidad, de no 
ser molestados en su intimidad sin mandamiento judicial de por 
medio.

251		 Cfr. Leturia L., Francisco J., “Fundamentos jurídicos del derecho al olvi-
do. ¿Un nuevo derecho de origen europeo o una respuesta típica ante colisiones 
entre ciertos derechos fundamentales?”, Revista Chilena de Derecho, Santiago de 
Chile, vol. 43, núm. 1, 2016, pp. 91-113.

252		 Cfr. Barbezieux, Marion, op. cit., p. 81.
253		 Cfr. Backenköhler Casajús, C. J., “Transplante jurídico = Legal tras-

plant”, EUNOMÍA. Revista en Cultura de la Legalidad, Madrid, núm. 17, 2019, pp. 
262-275.
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A su vez, el artículo 6 constitucional fundamentaba la exis-
tencia de organismos garantes con competencia para conocer de 
los temas de acceso a la información pública y protección de da-
tos personales.

La existencia de estas normas y el reconocimiento constitu-
cional del derecho de protección de datos personales no es por 
sí solo suficiente para garantizar el ejercicio de estos derechos, 
sobre todo ante un fenómeno tecnológico de expansión tan veloz 
como lo ha sido el uso de Internet, ya que las distintas formas de 
navegar y la nueva información disponible cada día complican 
las posiciones respecto al uso de estas nuevas tecnologías y sus 
implicaciones en nuestra vida privada.

Es importante recordar la importancia en la actualidad del 
derecho internacional, en el que los tratados internacionales 
adoptados se implementan en los Estados y obtienen, en muchos 
casos, como es el de México, en materia de derechos humanos, 
un plano de igualdad con la Constitución. En el tema de estudio 
tenemos una particularidad, la internacionalización del derecho 
al olvido en nuestro sistema no viene de tratados internacionales, 
viene de la casuística y los parámetros de resolución (ya imple-
mentados en algunos casos concretos) que se establecen citando 
resoluciones de otros Estados. No obstante, sí existen tratados 
que reconocen el derecho a la privacidad, aun cuando no refie-
ren expresamente al derecho al olvido.

La Constitución reconoce el derecho a la protección de da-
tos personales y, con la reforma de simplificación administrativa, 
se elimina la referencia a los institutos garantes. No obstante, la 
tendencia en las resoluciones nacionales viene de las internacio-
nales, principalmente de la Unión Europea, que se aplican de 
forma similar, pero que no tienen el mismo efecto porque no se 
dan en el mismo marco legal ni contextual.

En conclusión, para que el derecho al olvido sea vigente y 
eficaz en un mundo y una red globalizados es necesario empezar 
a hablar de su adopción e incorporación a un marco jurídico in-
ternacional que permita, con reglas claras, delimitar los alcances 
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de ese derecho, así como su extraterritorialidad y el equilibro con 
otros derechos de la personalidad, garantizando a los titulares de 
datos personales que son divulgados en Internet una protección 
en relación con su privacidad y autodeterminación informativa, 
sin obviar el derecho de acceso a la información, a la memoria y 
la libertad de expresión.

VII. Jurisdicción en Internet

Internet tiene una naturaleza y vocación global; desde su creación 
la world wide web busca conectar universalmente a los individuos, lo 
cual ha permitido romper fronteras de conexión y tener acceso a 
personas de cualquier sitio del mundo.

Ello también ha generado retos para los operadores jurídicos 
y los usuarios, ya que no es fácil definir la competencia cuando 
pueden interceder distintas jurisdicciones en un mismo acto; por 
ejemplo, una persona en México puede comprar un bien a un 
vendedor ubicado en República Checa a través de una platafor-
ma creada en Reino Unido, y aquél puede ser enviado a través 
de un servicio de mensajería de origen estadounidense que ope-
ra en todo el mundo. En este caso, ¿a quién podría hacer una 
reclamación o solicitar una devolución si el producto no cum-
ple con estándares de calidad o de servicio?, ¿podría presentarse 
ante la Procuraduría Federal del Consumidor o una reclamación 
en la plataforma? Incluso la plataforma podría vetar de su pági-
na al usuario que incumpla y podría otorgarle una mala reseña 
que afectaría sus ventas a futuro, pero hasta qué punto obtendría 
claridad de las opciones para poder hacer válidos sus derechos 
como consumidor.

Lo anterior puede complicarse al hablar de datos personales, 
ya que no son tangibles, como un producto. No podemos sopesar 
la calidad del tratamiento de forma sencilla, y puede utilizar-
se la información en distintas bases de datos con distintos fines 
sin nuestro consentimiento, inclusive sin nuestro conocimiento, 
mientras las empresas buscan vinculaciones con jurisdicciones 
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que impongan menos obligaciones que otras a los responsables 
del tratamiento de datos personales.

Correlativamente, buscando explicar las relaciones jurídicas 
de los individuos en la red, Lawrence Lessig estableció cuatro 
modalidades para regular nuestro comportamiento en Internet: 
ley, normas, mercado y arquitectura.254

Al hablar de ley se refiere a ésta en su concepción clásica. 
En el comportamiento en línea nos adherimos a diferentes leyes 
vigentes en nuestro país, que implican la obligación de aceptar 
las reglas del Estado sobre nuestra actividad en el ciberespacio.

En cuanto a las normas, cuando formamos parte de un grupo 
de Facebook o WhatsApp los miembros de la comunidad o los 
proveedores de servicios imponen sus propias reglas sociales, es 
decir, los términos y condiciones, a los cuales nos adherimos para 
formar parte de la plataforma o para poder utilizar los servicios 
informáticos, ya que en muchas ocasiones si no los aceptamos no 
es posible acceder a ellos.

En relación con los mercados, como consumidores decidimos 
qué comprar en función de nuestro presupuesto y de la calidad 
del producto que deseamos, pero, por ejemplo, si queremos com-
prar productos más baratos de otro país y están sujetos a impues-
tos de camino a nuestro hogar reconsideraríamos la compra, por 
lo que las leyes del mercado influyen y regulan el comportamien-
to de los consumidores en la red.

Por último, la arquitectura del ciberespacio se refiere al código 
que puede afectar nuestras acciones; por ejemplo, si queremos 
comprar cien consolas PlayStation 5 en preventa para revender-
las, los sitios imponen un límite del número de bienes que pode-
mos adquirir, para evitar esas prácticas.

En ese sentido, podemos analizar nuestro ejemplo inicial a 
la luz de estas relaciones, para buscar la forma de interactuar en 
el ciberespacio,255 partiendo de considerar las normas comunita-

254		 Cfr. Lessig, Lawrence, Code Version 2.0, Nueva York, Basic Books, 2006.
255		 En una primera impresión, las modalidades captan con precisión la regu-

lación de nuestras actividades diarias en línea, ya que éstas pueden clasificarse 
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rias, las leyes del mercado y el propio código de programación 
o arquitectura256 como una parte fundamental que incidirá en 
nuestro comportamiento.

En este apartado, sin embargo, se busca reflexionar sobre la 
primera de las modalidades referidas por Lessig y que correspon-
de a la ley en sentido estricto. Surgen las preguntas ¿cómo puede 
definirse la ley?, ¿de qué Estado se puede aplicar a un caso con-
creto, sobre todo cuando puede tener relación con la violación o 
ejercicio de un derecho humano como es la protección de datos 
personales?

Al respecto, con Internet los Estados tienen menos facultades 
para aplicar la ley, al convertirse en un procedimiento más com-
plejo y costoso, que requiere mayores recursos. Por ello, una solu-
ción que ha cobrado relevancia consiste en buscar su aplicación a 
través de los intermediarios locales, como son los proveedores de 
servicios de telecomunicaciones, las herramientas de búsqueda o 
los proveedores de servicios de pago establecidos en la misma ju-
risdicción que la autoridad que busca aplicar el marco normativo 
correspondiente.257

Resultan relevantes las palabras de Jack Balkin al referir que 
“la infraestructura, largamente retenida por manos privadas, es 
el campo de batalla central para la libertad de expresión en la 
era digital”.258

Estos intermediarios locales son conocidos como porteros (en 
inglés, gatekeepers), y aunque no son responsables del contenido 
ilegal de la información o las actividades realizadas a través de 
sus servicios, sí pueden minimizar su distribución, lo que puede 

fácilmente con las modalidades que expone Lessig; sin embargo, como afirma 
Viktor Mayer-Schonberger en su artículo titulado “Desmitificando a Lessig”, 
la propuesta de Lessig es una visión simplista de la relación entre la sociedad y 
la tecnología.

256		 Posteriormente se hablará del modelo privacy by design.
257		 Cfr. Hörnle, Julia, Internet Jurisdiction. Law and Practice, Londres, Oxford, 

2021, pp. 14-34.
258		 Ibidem, p. 34.
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reducir el impacto o daño en la persona titular de la información 
o víctima de algún delito.

En esta tesitura, la responsabilidad de los intermediarios tie-
ne una relación directa con el hecho de que facilitan e interme-
dian en el acceso a contenidos; aun cuando no sean responsables 
de ellos, sí lo son de su difusión y acceso.259

De igual manera, el conflicto de normas puede resolverse de 
dos formas fundamentales: a) buscar factores locales de conexión 
con la regulación nacional que permitan aplicar la ley del Esta-
do, en tanto no se resuelva de forma internacional cómo regular 
la actuación de intermediarios en una red global, o b) recurrir 
a los términos y condiciones impuestos por las plataformas y 
redes sociales en la forma de autorregulación, o regulación co-
munitaria.260

Por ello, se vuelve fundamental explorar la aplicación de la 
ley a través de los intermediarios, buscando puntos de contac-
to para aplicar la jurisdicción estatal, ante los retos que implica 
generar un consenso para establecer una regulación global de 
Internet.

De igual forma, existen otros regímenes de responsabilidad 
que se han desarrollado en relación con Internet. Uno de ellos 
está vinculado con la propiedad intelectual, establecida en la Di-
gital Millennium Copyright Act, aprobada en octubre de 1998,261 
con lo cual se puede solicitar la retransmisión de obras por parte 
de sus titulares, así como la existencia de algoritmos como el de 
YouTube, que en automático restringe la reproducción de conte-
nidos con obras cuya titularidad sea de terceros y que se extiende 
al uso de canciones o fragmentos de obras audiovisuales.

Asimismo, existe el ámbito penal, como el Convenio sobre 
Ciberdelincuencia celebrado en Budapest en 2001, en el que se 
reconoce la necesidad de cooperación entre los Estados y el sec-
tor privado en la lucha contra la ciberdelincuencia, así como la 

259		 Cfr. Cotino Hueso, Lorenzo, op. cit., p. 4.
260		 Cfr. Hörnle, Julia, op. cit., p. 35.
261		 Cfr. Cotino Hueso, Lorenzo, op. cit., p. 9.
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necesidad de proteger los intereses legítimos en la utilización y el 
desarrollo de las tecnologías de la información.262 Aunque Méxi-
co no se ha adherido a dicho Convenio ha fungido como obser-
vador de éste.263

En México uno de los casos más relevantes en relación con 
la jurisdicción aplicable en Internet y el derecho al olvido es el 
del abogado Ulrich Richter, quien entabló una demanda por 
daño moral contra Google, solicitando la eliminación de blogs 
que en su opinión contenían información ilícita y falsa sobre su 
persona. Al respecto, Google buscó acreditar la incompetencia 
de los juzgados mexicanos para conocer del asunto, con el argu-
mento de que el buscador era operado por una sociedad extran-
jera; empero, tras varias instancias legales, se le negó un amparo 
solicitando la validez de dicha excepción, por lo que se generó 
un interesante antecedente de la vía jurisdiccional para solicitar 
la protección del Estado mexicano.264 Si bien este caso no trata 
sobre el ejercicio del derecho al olvido, sino de difamación, re-
sulta un precedente interesante sobre otras posibles respuestas a 
las distintas vulneraciones que pueden darse en casos de infor-
mación falsa o maliciosa que puede encuadrar en el tipo penal 
del delito de calumnia y sobre la forma de reparar el daño a la 
reputación de la víctima.

Resulta relevante cuestionarnos si existen otras respuestas a 
la protección de la privacidad en Internet, ya que la regulación 
ha sido más exhaustiva en cuanto a la protección de datos perso-
nales; sin embargo, sería importante considerar si la protección 
de este derecho humano podría ser fuente de otros mecanismos y 
herramientas de protección.

262		 Cfr. Convenio sobre Ciberdelincuencia, Budapest, 23 de noviembre de 
2011.

263		 Cfr. Proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secre-
taría de Relaciones Exteriores a valorar la viabilidad de adhesión de México al 
Convenio de Budapest, suscrito por el Senado de la República el 22 de febrero 
de 2023.

264		 Cfr. Richter Morales, Ulrich, El ciudadano digital, México, Océano, 2018, 
p. 141.
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VIII. Derecho al olvido y su relación 
con la dignidad humana

El derecho al olvido surge ante la necesidad de posibilitar en el 
contexto del mundo moderno e interconectado el ejercicio del de-
recho a la privacidad, y representa, al igual que la autodetermi-
nación informativa y la protección de datos personales, una nueva 
concepción del control de las personas sobre su vida privada.

Al hablar de derecho al olvido debemos sentar las bases para 
su discusión, entendiendo su estrecha relación con los concep-
tos analizados en este capítulo, reconociéndolo como un derecho 
autónomo e independiente a la autodeterminación informativa, 
a los derechos ARCO y a la protección de datos personales que 
puede materializarse a través de éstos, en particular del derecho 
de cancelación sólo en algunos casos, pero cuyo contenido y rele-
vancia supera al contenido del procedimiento administrativo de 
protección de datos personales contemplado hasta ahora.

Para Indalfer Infante, el derecho al olvido constituye una

Noción novedosa o emergente con la pretensión de configurar un 
nuevo derecho o, más precisamente, un derecho en proceso de 
construcción, que tiene por objeto ocultar, suprimir o desindexar 
información disponible en los motores de búsqueda en Internet o 
en sitios web, a partir del nombre y los apellidos de una persona 
cuando, por el paso del tiempo, los datos han dejado de tener in-
terés público y se han vuelto obsoletos, o cuando han cumplido su 
finalidad inicial y su exposición permanente o preponderante en 
la red afecta la dignidad de la persona implicada.265

El derecho al olvido como idea novedosa busca proteger la 
dignidad de la persona, que puede ser agraviada por informa-
ción desactualizada u obsoleta pero disponible en la red y acce-
sible a través de los buscadores. Es entonces que debemos acer-

265		 Infante González, Indalfer, Los claroscuros del derecho al olvido en la era digital, 
México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2023, p. 161.
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carnos a hablar de la dignidad del individuo, lo cual se encuentra 
estrechamente ligado con la protección de sus derechos en sede 
digital.

Desde la Declaración Universal de Derechos Humanos se 
refiere que “la dignidad es la fuente y la raíz de aquellos bienes 
jurídicos que todo ser humano porta como atributos inherentes a 
su condición de tal”.266

En otras palabras, que la dignidad de la persona tiene una 
relación indudable con la protección de sus derechos humanos, 
que deviene en el contexto histórico de la posguerra que dio 
marco a la adopción de la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos en 1948, pero que, en la evolución del mundo di-
gital, esos principios protegidos por la comunidad internacional 
siguen vigentes y presentes en sede digital. Siempre resulta un 
reto definir de forma concreta la dignidad humana. Habermas 
refiere que

“Dignidad humana” es un concepto normativo fundamental y 
sustantivo, a partir del cual los derechos humanos pueden ser de-
ducidos mediante la especificación de las condiciones en que son 
vulnerados, o si, por el contrario, se trata de una expresión que 
simplemente provee una fórmula vacía que resume un catálogo 
de derechos humanos individuales no relacionados entre sí.267

Al respecto, debemos entender los derechos humanos en las 
condiciones en que son vulnerados. Si en este caso nos limitára-
mos a listar el derecho al olvido como un sinónimo del derecho 
de cancelación en relación con la protección de datos persona-

266		 Corlazzoli, Juan Pablo, Intervención del señor Juan Pablo Corlazzoli, represen-
tante en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
en el acto de homenaje “Y la muerte no tendrá señorío”, organizado por la Universidad de 
Antioquia, Medellín, Naciones Unidas, Alto Comisionado para los Derechos Hu-
manos, Oficina en Colombia, 2007, p. 1.

267		 Habermas, Jürgen, “El concepto de dignidad humana y la utopía realista 
de los derechos humanos”, Revista de filosofía DIÁNOIA, México, vol. 55, núm. 
64, mayo de 2010. p. 6.
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les, nos restringiríamos entonces a incluirlo en un catálogo sin 
contenido ni efectos reales para la protección del individuo, que 
mientras tanto queda indefenso ante las condiciones que propi-
cian la vulneración de sus derechos en el mundo actual. Si bien 
el derecho al olvido puede materializarse a través de los derechos 
ARCO, en particular del derecho de cancelación, su contenido y 
relevancia supera al del procedimiento administrativo de protec-
ción de datos personales.

Desde 1968, en la Primera Conferencia Internacional de De-
rechos Humanos en Teherán, se incluyó en la agenda el tema de 
los derechos humanos y el desarrollo científico y tecnológico, que 
permitió reconocer que los avances tecnológicos tienen grandes 
beneficios para todos, pero también presentan nuevos retos y 
problemas para los derechos humanos, imprevistos para aquellos 
que redactaron la Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos, así como advertir las afectaciones a la privacidad que 
podrían darse, para lo cual debieron establecer los limites en so-
ciedades democráticas, y considerar los complejos problemas éti-
cos y legales que podrían generarse por el avance tecnológico.268

Para poder proteger la dignidad del individuo en sede digi-
tal debemos posicionarnos y buscar comprender cómo pueden 
darse estas afectaciones en el contexto tecnológico actual, para lo 
cual resulta necesario pensar nuevas formas de proteger y garan-
tizar el ejercicio de los derechos humanos.

Asimismo, al hablar del concepto de privacidad y derecho a 
la privacidad insistamos que está vinculado al de intimidad269 e 
inclusive, ante la falta de consenso internacional, muchas veces 
se utiliza como sinónimo, del cual existen distintos pronuncia-

268		 Cfr. Jensen, Steven L. B., “The 1968 United Nations Debate on Hu-
man Rights and Tech”, Open Global Rights, 30 de agosto de 2022, disponible 
en: https://www.openglobalrights.org/the-1968-United-Nations-debate-on-human-rights-
and-tech/, consultado el 3 de marzo de 2024.

269		 Cfr. León Batista, Hernán Antonio de, “La dignidad humana en la era di-
gital”, Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano, Bogotá, año XXVI, 2020, 
pp. 671-695.
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mientos, como lo señalado por el Tribunal Supremo de Canadá, 
que vincula la intimidad con el “derecho a la dignidad personal 
y a un derecho de un área de privacidad o soberanía individual 
en donde el Estado no debe hacer intromisiones arbitrarias o 
injustificadas”.270

Giancarlo Rolla relaciona el derecho a la intimidad y la dig-
nidad con tres aspectos:

a) El derecho a proteger aspectos de la vida que son manifes-
tación de la propia intimidad.

b) El derecho a controlar el uso de las informaciones privadas 
que le conciernen.

c) El derecho a desarrollar la propia personalidad.

Todos ellos vinculados con los puntos que se han desarrolla-
do en esta obra y particularmente con el derecho al libre desarro-
llo de la personalidad. Lo anterior fue reafirmado por la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al determinar 
que el derecho a la privacidad garantiza la protección de la dig-
nidad humana, la autonomía y la libertad personal.271

De los señalamientos anteriores, podemos concluir que 
existe una estrecha relación entre esta línea de derechos expues-
ta que lleva a entender el contexto de necesidad de protección 
en que es reconocido el derecho al olvido, y su relación con la 
dignidad humana, en tanto busca dar respuesta a la violación 
de los derechos relacionados con la esfera íntima y vida privada de 
las personas.

Recordemos que la autodeterminación informativa surge de 
la jurisprudencia alemana, y en opinión de Juan Díaz Romero 
“la filosofía kantiana, específicamente la parte en que fundamen-

270		 Rolla, Giancarlo, “El valor normativo del principio de la dignidad hu-
mana. Consideraciones en torno a las Constituciones iberoamericanas”, Anuario 
Iberoamericano de Justicia Constitucional, núm. 6, 2022, p. 475.

271		 Cfr. tesis aislada 1a. IX/2024 (11ª.), Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, Primera Sala, 31 de mayo de 2024.
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ta la idea de la dignidad humana, ha influido notablemente en la 
jurisprudencia, especialmente en la alemana”.272

Al hablar de dignidad humana debemos recordar a Imma-
nuel Kant, quien señala que la persona es un fin en sí mismo,273 y 
que la dignidad tiene un carácter absoluto, por lo que no puede 
negociarse o mancillarse, buscando un falso equilibrio de bienes 
que supuestamente beneficiaría más que la vulneración a la dig-
nidad de la persona.274

Ante esto, debemos considerar que los datos e información de 
una persona forman parte fundamental y esencial de su esfera ín-
tima y vida privada, por lo que no podemos desligarlos del indivi-
duo. Desligar los datos e información de la persona, otorgándoles 
un valor utilitario o económico, lo convierte en un instrumento 
del mercado digital, alejando al individuo de ser un fin en sí mis-
mo, vulnerando su dignidad.

Por ello se vuelve fundamental reconocer el derecho al olvido 
como un derecho autónomo e independiente a la autodetermi-
nación informativa y a la protección de datos personales, ya que 
esta última surge para proteger el tratamiento de la información 
que las personas entregan a una empresa o instancia guberna-
mental con un fin específico; por su parte, la autodeterminación 
informativa tiene relación con la capacidad del individuo de con-
trolar la información que da a conocer a terceros, mientras que el 
derecho al olvido busca permitir a las personas proteger su esfera 

272		 Díaz Romero, Juan, “El principio de la dignidad humana y su repercu-
sión en la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos”, en Molina Suárez, 
César de Jesús y Ferrer Mac-Gregor, Eduardo (coords.), El juez constitucional en el 
siglo XXI, México, Universidad Nacional Autónoma de México-Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, 2009, t. I, p. 196.

273		 Cfr. Jiménez Redondo, Manuel, “El hombre como fin en sí: una aproxi-
mación kantiana a la idea de persona”, Teoría & Derecho. Revista de Pensamiento 
Jurídico, núm. 14, mayo de 2020, pp. 15-33.

274		 Cfr. Siferet, Josef, “Dignidad humana: dimensiones y fuentes en la per-
sona humana”, Actas del III Simposio Internacional fe cristiana y cultura contemporánea 
“Idea cristiana del hombre”, Pamplona, Eunsa, 2002, pp. 17-37.
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íntima de terceros y el libre desarrollo de su personalidad, aco-
tando el acceso de la información disponible sobre ellos.

Se debe considerar que, conforme al criterio señalado por 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Cajar 
vs. Colombia, existe un derecho a defender los derechos humanos 
como autónomos y directamente exigibles, y que el derecho al 
olvido se ha configurado como independiente y autónomo de 
la propia autodeterminación informativa y la protección de da-
tos personales, relacionado directamente con la protección de la 
vida privada y la dignidad humana.275

El interés principal de proteger el derecho a la privacidad es 
tener un control razonable de las formas en que presentamos as-
pectos de nuestra vida íntima a otros, el interés de proteger nues-
tros datos personales tiene más que ver con proteger algo que nos 
pertenece, que es de nuestra propiedad. Cuando alguien toma 
algo nuestro sin permiso viola nuestro derecho a la propiedad, no 
a la privacidad.276 En esa lógica, los derechos a la privacidad y al 
olvido surgen como esferas que buscan proteger algo íntimo del 
individuo y que puede afectar realmente su desarrollo, no sólo la 
posesión o legalidad de la entrega de sus datos personales.

El derecho al olvido se relaciona con la pretensión de cada 
persona de que no se recuerden hechos inherentes que no tienen 
un interés público actual, sino que forman parte de experiencias 
de la vida pasada, ya superadas.277

Podemos referir al derecho al olvido, más allá de los prejui-
cios y conclusiones que puede generar su nombre controversial, 
como la posibilidad del individuo de controlar información re-
ferente a su persona en sede digital, limitando su acceso cuando 
la afectación causada a su privacidad, autodeterminación infor-

275		 Cfr. op. cit. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear 
Restrepo” vs. Colombia, p. 179.

276		 Cfr. Marmor, Andrei, “Privacy in Social Media”, en Véliz, Carissa (ed.), 
Oxford Handbook of  Digital Ethics, Oxford, Oxford Handbooks, 2021, pp. 575-589.

277		 Cfr. Infante Gonzalez, Indalfer, op. cit., p. 477.
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mativa y libre desarrollo de su personalidad, sea mayor al interés 
público de conocerla.

Los límites a su ejercicio están en conflicto con otros derechos 
humanos. Se debe resolver que en muchos casos este derecho será 
minimizado frente a la libertad de expresión y el derecho a la me-
moria, pero que ello deberá resolverse con ejercicios de pondera-
ción caso por caso, sin juicios o conclusiones generalizadas.

Un reto ineludible es entender el campo global donde se uti-
lizan los datos personales y no sólo ceñir la vigencia del derecho 
al olvido a la apropiación cultural y regional del concepto, así 
como su interpretación jurisdiccional, y las distintas tensiones 
que pueden enfrentarse frente a otros derechos humanos y bie-
nes jurídico-tutelados.

Por ello, en los capítulos venideros se buscará efectuar un 
análisis de la ciber regulación global, de las resoluciones rele-
vantes del derecho al olvido y sus implicaciones, así como de los 
principios rectores que deben regir este derecho.
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Capítulo cuarto

ANÁLISIS CRÍTICO DE RESOLUCIONES 
RELEVANTES EN MATERIA DE DERECHO 

AL OLVIDO

En este capítulo se analiza la formación de criterios relevantes que 
han propiciado la materialización del derecho al olvido en sede ju-
risdiccional, comparando resoluciones para entender sus elemen-
tos y diferencias.

Lo anterior se hará mediante el análisis comparativo de dis-
tintas resoluciones emitidas en relación con el derecho al olvi-
do, la mayoría de ellas en contra de Google como empresa, pero 
también se han considerado resoluciones que puedan resultar 
relevantes aun cuando la parte demandada sea distinta a dicha 
empresa.

Para la selección de casos se ha recurrido a referencias de la 
literatura consultada como parte de la investigación realizada, 
intentando encontrar las emitidas por el Poder Judicial, princi-
palmente, por las cortes supremas nacionales, así como de otros 
órganos estatales, tanto en el continente europeo como en el 
americano.

Se ha elegido la observación de resoluciones europeas en tan-
to que en dicho continente se desarrolló primeramente la apli-
cación del derecho al olvido, y donde se ha reconocido de for-
ma expresa en la legislación vigente, esto en comparación con el 
continente americano, para entender sus alcances en esta región 
y tener un marco de comparación de lo realizado en México por 
las autoridades competentes.

Como elementos de dicha comparación se han analizado los 
que configuran la ratio decidendi, como aquellos que fundamen-

Libro completo en https://tinyurl.com/d33kth2r
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas,  
https://www.juridicas.unam.mx/  
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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tan de forma genérica la decisión,278 señalando los distintos argu-
mentos expuestos en cada caso, así como la referencia u opinión 
sobre el caso Costeja.

I. Resoluciones y criterios de tribunales 
del continente europeo

En el continente europeo podemos observar la formación y evolu-
ción de una línea jurisprudencial en la que se han ido definiendo 
los alcances del derecho al olvido.

Esquema 5 
Derecho al olvido 

Línea jurisprudencial / Unión Europea

Fuente: Elaboración propia.

278	 	Cfr. Bernal Pulido, Carlos, “El precedente y la ponderación”, en Bernal 
Pulido, Carlos et al. (coords.), El precedente en la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2018, p. 108.

Caso 5525/2012

Se resuelve que el
buscador es sólo un

intermediario y no controla
el contenido, pero tiene que

prevenir su indexación
cuando sepa que el
contenido es ilegal.

Caso Costeja

Motores de búsqueda tienen la
obligación de eliminar resultados
que contengan datos personales

y sus titulares se opongan a que la 
información sea pública cuando sea 

inadecuada, irrelevante, ya no 
relevante, o excesiva en relación

con los propósitos
para los que fue creada

Caso Delfi vs Stonia
(2015)

Se reitera la importancia del balance 
entre la libertad de expresión y

el respeto a la vida privada, así como 
se analiza la responsabilidad de
los motores de búsqueda en los 

derechos fundamentales
de la persona, los cuales prevalecen 

sobre los intereses económicos
de los operadores y los intereses

de otros usuarios.

C507-2017
(2019)

Se determinó que la solución de Google
de geobloquear los resultados en ciertas 

regiones resultaba insuficiente, por
lo que deben tomarse medidas suficientes

para desindexar los resultados
en todas las versiones del buscador.

Caso Dl-2018-9274
(2020)

Se señala que la práctica de 
Google de informar a

los sitios web la desindexación 
de resultados de los listados

de busqueda inhibe
el cumplimiento efectivo
del derecho al olvido, al

poderse listar la información
de nueva cuenta. 

Corte de
Casación
italiana

Tribunal de
Justicia de la

Unión Europea
Tribunal de

Justicia de la
Unión Europea

Corte Europea
de Derechos
Humanos

Autoridad de
Protección

de Datos Sueca

1 32

Se ordena desindexar
apellido y nombre

de Diana Z de google.com 
y google.fr

Tribunal de
Gran Instancia

de París

Caso Diana Z

Antecedentes
(2012)

Leading Case
(2014)

Casos consolidados de línea
(2015-2020)
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Para esta breve exposición y análisis consideraré que una lí-
nea jurisprudencial es una idea abstracta279 que puede ayudarnos 
a responder una pregunta fundamental conforme a los criterios 
jurisprudenciales: ¿qué es y cómo se delimita el llamado derecho 
al olvido? Ello a efecto de identificar los patrones en el desarrollo 
de la decisión de reconocer el derecho al olvido en el continente 
europeo.

En un primer momento, en 2012, dos resoluciones de Fran-
cia e Italia pavimentaron el camino para la configuración del 
derecho al olvido, introduciendo el concepto de balance de inte-
reses entre el derecho a la protección de datos personales y a la 
información.

En particular, en el caso Diana Z vs. Google Inc, resuelto por el 
Tribunal de Gran Instancia de París el 15 de febrero de 2012, se 
determinó ordenar la desindexación del apellido y del nombre de 
la señora Diana Z en relación con todos los sitios de naturaleza 
o tendencia pornográfica en los motores de búsqueda de Google 
accesibles en www.google.com y www.google.fr.280

Por otro lado, en el caso 5525/2012 resuelto por la Corte de 
Casación de Italia el 5 de abril de 2012, una persona declarada 
culpable de cometer un delito solicitó que se eliminara su infor-
mación de un artículo al que era posible acceder por Internet, ya 
que no se mencionaba que finalmente fue encontrado inocente. 
En este caso, la Corte resolvió que el buscador sólo es un inter-
mediario y no controla el contenido. Asimismo, estableció que 
cuando se trate de información ilegal debe prevenir su indexa-
ción cuando sepa de la ilegalidad de su contenido.281

Estos dos casos comienzan a visualizar la protección de datos 
personales como un interés legítimo para que sus titulares soli-

279		 Cfr. López Medina, Diego Eduardo, El derecho de los jueces: obligatoriedad del 
precedente constitucional, análisis de sentencias y líneas jurisprudenciales y teoría del derecho 
judicial, Bogotá, Universidad de los Andes, 2006, p. 141.

280		 Cfr. resolución del 15 de febrero de 2012, Tribunal de Gran Instancia de 
París.

281		 Cfr. resolución 5525/2012 del 5 de abril de 2012, Corte de Casación de 
Italia, tercera sección.
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citen a los motores de búsqueda la desindexación de resultados, 
sobre todo si la información es ilegal o afecta a la persona, pero 
distinguiendo los alcances de la responsabilidad del intermedia-
rio respecto al contenido de los sitios web disponibles a través de 
los motores de búsqueda.

Posteriormente, el 13 de mayo de 2014 el Tribunal de Jus-
ticia de la Unión Europea resolvió el afamado caso Costeja282 de 
Google vs. la Agencia Española de Protección de Datos, que correspon-
de a la sentencia hito del reconocimiento del derecho al olvido, 
en la cual se determinó que el tratamiento de datos personales 
efectuado por el gestor de un motor de búsqueda (Google) puede 
afectar los derechos a la vida privada y a la protección de datos 
personales cuando se busca la información de una persona física, 
ya que como resultado se pueden inferir y crear percepciones 
sobre su vida que pueden repercutir en ella, sin que ello permita 
establecer un perfil detallado de quien se trate.

Por lo anterior, se resolvió que el gestor de un motor de bús-
queda tiene la obligación de eliminar de los resultados de sus si-
tios todos aquellos que, aunque hayan sido publicados por terce-
ros, contengan datos personales y sus titulares se opongan a que 
dicha información sea pública.

En opinión de Juan Manuel Romero Martínez, en dicha re-
solución se definen los alcances del derecho a la protección de 
datos personales y los operadores de motores de búsquedas en 
Internet.283

En este caso se reconoció por vez primera de forma expresa 
la existencia del derecho al olvido, señalando que si bien es im-
posible que se elimine de forma total la información que se ha 
difundido a través de la web, sí es posible evitar el acceso a ésta 
al eliminar los sitios de los resultados de los motores de búsqueda 
electrónicos.

282		 Cfr. resolución C-131/12 del 13 de mayo de 2014, Tribunal de Justicia 
Europeo.

283		 Cfr. Romero Martínez, op. cit.
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Asimismo, se deja de lado la importancia de analizar la ile-
galidad del contenido de los sitios web disponibles a través del 
motor de búsqueda, y es suficiente legitimidad para solicitar la 
desindexación la titularidad de los datos personales publicados 
en los casos en que la información sea inadecuada, irrelevante o 
ya no relevante, o excesiva en relación con los propósitos para los 
que fue procesada.

Posteriormente, en el caso 64569/09 Delfi AS vs. Estonia, re-
suelto por la Corte Europa de Derechos Humanos el 16 de junio 
de 2015, se analizó la responsabilidad de Delfi AS, uno de los 
portales electrónicos de noticias más grandes de Estonia, al per-
mitir que se publicara contenido ilegal y ofensivo en su página 
por parte de los usuarios.284

En esta resolución se reiteró que los artículos 10 (libertad de 
expresión) y 8 (derecho al respeto a la vida privada y familiar) 
de la Convención Europea de Derechos Humanos merecen igual 
respeto y debe existir un balance que permita mantener la esencia 
de ambos.

De igual forma, se volvió a retomar la importancia de ana-
lizar la responsabilidad por la difusión de discursos difamatorios 
u otros tipos de discursos ilícitos, atendiendo al contenido de la 
información para realizar un ejercicio de ponderación entre los 
derechos en tensión.

Sobre el criterio del caso Costeja y la responsabilidad de los 
motores de búsqueda, señaló que los derechos fundamentales de 
la persona, por regla general, prevalecen sobre los intereses eco-
nómicos del operador de un motor de búsqueda y los intereses de 
otros usuarios de Internet.

En la misma resolución resulta relevante el voto particular 
conjunto de los jueces Sajó y Tsotsoria, quienes hacen referencia 
a que los derechos de un intermediario activo incluyen el dere-
cho a permitir a otros impartir y recibir información. Asimismo, 

284		 Cfr. resolución 64569/09 del 16 de junio de 2015, Corte Europea de 
Derechos Humanos.
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afirman que si bien el intermediario activo puede ejercer un con-
trol sobre los comentarios que aparecen en su sitio y también que 
al crear una sección de comentarios e invitar a los usuarios a par-
ticipar realiza una actividad expresiva que conlleva responsabili-
dad, la naturaleza del control no implica la identificación con un 
editor tradicional. Ante ello, el deber de eliminar los comentarios 
ofensivos sin tener conocimiento real de su existencia e inmedia-
tamente después de su publicación significa que el intermediario 
activo tiene que proporcionar supervisión las veinticuatro horas 
del día, lo que implica una responsabilidad absoluta y estricta, 
que no difiere en ningún sentido de la restricción previa genera-
lizada.285

Lo anterior resulta interesante al preguntarnos cuáles son los 
alcances de la responsabilidad de los intermediarios, ya que final-
mente los foros de opinión, al igual que en los buscadores, no son 
ellos los responsables del contenido de la información, pero sin su 
intervención no existirían los canales para su difusión.

Otro caso relevante es el C-507/17 Google vs. la Commission 
Nationale de L’informatique et des Libertés de Francia, resuelto por el 
Tribunal de Justicia Europea el 24 de septiembre de 2019, en 
el que se analizó si las medidas implementadas por Google en 
atención al criterio derivado del caso Costeja resultaban suficien-
tes para permitir el respeto y ejercicio del derecho al olvido. Se 
determinó que la propuesta de Google de geobloquear los resul-
tados de búsqueda era insuficiente, ya que el intermediario, sin 
importar el lugar donde la búsqueda sea iniciada, aun cuando 
sea dirigida de un lugar ajeno al territorio de la directiva, debe 
asegurar que no sea posible ingresar, atendiendo a que Internet 
es una red global sin fronteras.286

Asimismo, se establece que el balance entre el derecho a la 
privacidad y la protección de datos personales y la libertad de 

285		 Cfr. resolución 64569/09 del 16 de junio de 2015, Corte Europea de 
Derechos Humanos, voto particular conjunto de los jueces Sajó y Tsotsoria.

286		 Cfr. resolución C-507/17 del 24 de septiembre de 2019, Tribunal de Jus-
ticia Europea.
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información de los usuarios de Internet pueden variar mucho 
alrededor del mundo; sin embargo, Google debe tomar medi-
das suficientes, y el afectado tiene derecho a que se desindexe 
el resultado de búsqueda de todas las versiones del buscador. Se 
condenó a Google a restringir el acceso en todas las versiones del 
buscador de los países miembro de la Unión Europea.

En otras latitudes europeas, el 10 de marzo de 2020 la Auto-
ridad de Protección de Datos de Suecia impuso una multa de 75 
millones de coronas suecas (aproximadamente 7 millones de eu-
ros) a Google por incumplimiento del Reglamento General de 
Protección de Datos de la Unión Europea, ya que cuando elimi-
naba un listado de resultados de búsqueda lo notificaba al sitio 
web al que se dirigía el enlace, de forma que el propietario del si-
tio supiera qué enlace de página web se había eliminado y quién 
estaba detrás de la solicitud de eliminación, lo cual le permitía 
volver a publicar la página en otra dirección web que se mostra-
ra entonces en una nueva búsqueda de Google; por ello, la auto-
ridad sueca ordenó que cesara y se desistiera de esa práctica.287

Esta resolución resulta relevante porque expone las acciones 
de Google ante las solicitudes de desindexación de ese periodo, 
que limitaban la eficacia del ejercicio del derecho al olvido.

En conclusión, el reconocimiento del derecho al olvido tiene 
el objetivo de establecer límites a la difusión atemporal y excesi-
va de información, y busca que los usuarios tengan la posibilidad 
desarrollar su propia identidad digital. Aunque no ha sido senci-
llo hacer valer este derecho, los distintos tribunales y autoridades 
buscan constantemente la forma de hacer efectivos los alcances 
de las decisiones que pretenden proteger eficazmente y de forma 
extraterritorial a los titulares o afectados por la difusión no con-
sentida de su información.

287		 Cfr. resolución DI-2018-9274 del 10 de marzo de 2020, Autoridad Sueca 
de Protección de Datos.
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II. Resoluciones y criterios de tribunales 
del continente americano

Como se señaló anteriormente, el reconocimiento del derecho al 
olvido en vía judicial se desarrolló en el continente europeo. El 
caso Costeja fue el hito en el rubro, al buscar proteger el derecho in-
dividual a la privacidad como un límite ante las grandes empresas 
tecnológicas, principalmente Google, mientras que en otras latitu-
des, como Estados Unidos, se prioriza la protección de la libertad 
de expresión sobre la consideración individual.

Por otro lado, resulta interesante referir que el criterio adop-
tado por el caso Costeja ha sido analizado y en ocasiones aplicado 
en el continente americano, ya que, al operar los motores de bús-
queda de forma global, las reglas establecidas en ese caso pueden 
replicarse en otras latitudes.

Resulta interesante observar las diferencias en los distintos 
sistemas y culturas jurídicas, que han dialogado con el criterio 
adoptado por el caso Costeja en el marco estatal correspondiente. 
Cabe aclarar que no existe una línea jurisprudencial desarrolla-
da en el continente americano, sino que cada Estado ha anali-
zado desde distintas perspectivas los argumentos en favor o en 
contra del reconocimiento del derecho al olvido, sin que exista 
un acuerdo evidente.

En términos generales, se obtuvieron resoluciones de tribu-
nales nacionales y otras autoridades administrativas de Argen-
tina, Brasil, Chile, Colombia, México y Perú, que reconocen o 
niegan el ejercicio del derecho al olvido, conforme a la gráfica 3.
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Gráfica 3

Fuente: Elaboración propia.

Es importante señalar que en algunos de los países referidos se 
reconoció el derecho al olvido en un primer momento por autori-
dades administrativas, como es el caso de México, por el entonces 
Instituto Federal de Acceso a la Información Pública y Protección 
de Datos, o de las propias cortes nacionales, como en el caso de 
Argentina, pero posteriormente fue negado su reconocimiento y 
ejercicio, por lo que para efectos de la gráfica se consideró única-
mente el sentido de las últimas resoluciones localizadas.

En ese orden de ideas, podemos observar una tendencia al 
no reconocimiento del derecho al olvido, salvo en Perú, donde 
ha sido confirmado en distintas instancias por autoridades admi-
nistrativas y judiciales; no obstante, su reconocimiento continúa 
siendo un tema constante en la agenda pública, en la que fre-
cuentemente se discute en distintos escenarios su posible incor-
poración a los sistemas jurídicos nacionales.
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En los siguientes apartados se revisarán los posicionamientos 
en el continente respecto de algunas de las preguntas fundamen-
tales que se han analizado al buscar la vigencia del derecho al 
olvido, como ¿cuál es la responsabilidad de los intermediarios 
u operadores?, ¿qué relevancia tiene el contenido lícito o ilícito 
de la información?, ¿cómo se armoniza el derecho al olvido con 
la libertad de expresión y la libertad de información?, y ¿qué 
alcances tiene el caso Costeja en las resoluciones?

1. ¿Cuál es la responsabilidad de los intermediarios u operadores?

Gráfica 4

Fuente: Elaboración propia.

En primer lugar, respecto de la responsabilidad de los moto-
res de búsqueda, en los casos resueltos por autoridades judicia-
les y administrativas de Brasil, Colombia, Chile y Argentina, fue 
coincidente el criterio de que no tienen responsabilidad sobre el 
contenido de la información y, por tanto, no están obligados a 
eliminar los resultados de búsqueda.

En el caso de los razonamientos de la Corte Constitucional 
colombiana, dar a los motores de búsqueda una responsabilidad 
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la propia arquitectura de Internet, al negar el acceso en condicio-
nes de igualdad, no discriminación y pluralismo.288

Coincidentemente, la Tercera Sala de la Corte Suprema de 
Chile precisa que la información de los motores de búsqueda es 
creada por los usuarios al amparo de su libertad de opinión y de 
información, lo que limita a los buscadores a indexarla.289

Contrario a ello, la Dirección General de Protección de Datos 
Personales de Perú determinó que las actividades de los motores 
de búsqueda no se limitan a indexar la información publicada por 
terceros, sino que en sí mismo constituye un tratamiento de datos 
propio, posterior y diferenciable de los administradores de sitios 
web, que ha incluso generado su propio verbo: googlear.290

En el caso mexicano, el antes Instituto Federal de Acceso 
a la Información Pública y Protección de Datos resolvió que el 
prestador de un servicio de motor de búsqueda es responsable del 
tratamiento de los datos personales que aparecen en páginas web 
publicadas por terceros, por lo que los titulares pueden solicitar 
directamente a los gestores del motor de búsqueda eliminar los 
enlaces de la lista de resultados.291

En sentido contrario, la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación determinó que asignar a las empresas 
gestoras de motores de búsqueda la obligación de vigilar y de-
terminar si la información debe o no conocerse al cumplir una 
función pública, es contrario a los artículos 7 y 14 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, aunado a que la 
opción de eliminar información en manos de particulares puede 
generar excesos y abusos ante cualquier solicitud de ejercicio del 

288		 Cfr. resolución T-277 del 12 de mayo de 2015, Corte Constitucional de 
Colombia.

289		 Cfr. resolución Rol N 54-2020 del 10 de junio de 2020, Tercera Sala de la 
Corte Suprema de Chile.

290		 Cfr. resolución 012-2015-PTT del 11 de marzo de 2016, Dirección Gene-
ral de Protección de Datos Personales del Perú.

291		 Cfr. resolución PPD.0094/14 del 26 de enero de 2015, Instituto Federal 
de Acceso a la Información y Protección de Datos de México.
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derecho al olvido, lo que a su vez puede derivar en un mecanis-
mo que propicie la censura indirecta.292

Como podemos observar, el debate respecto de la responsa-
bilidad de los motores de búsqueda en cuanto al tratamiento de 
datos personales forma parte de la ratio decidendi para ordenar o 
no la desindexación de resultados; sin embargo, debemos recal-
car que la configuración del derecho al olvido se presenta como 
una nueva vía de protección de la privacidad de las personas, 
que aunque busca una conexión con el tratamiento de datos 
personales puede perseguir algo distinto y su vigencia puede re-
conocerse y va más allá del origen del tratamiento de los datos 
personales.

Considerar la falta de responsabilidad de los motores de bús-
queda y la incapacidad de acción equivaldría a negar el poder e 
influencia de esas empresas en la actualidad, y dejaría en estado 
de indefensión a los titulares, ya que el consentimiento, obten-
ción y tratamiento de datos personales se da en formas distintas 
a las inicialmente conceptualizadas; sólo ampliado el horizonte 
normativo podemos tener medidas efectivas de protección.

Asimismo, y como bien se señala en los razonamientos de la 
Dirección General de Protección de Datos Personales de Perú 
y el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública y Pro-
tección de Datos, deben esclarecerse con certeza los límites en los 
cuales puede o no desindexarse un resultado, ponderando los dis-
tintos derechos en tensión, pero siendo conscientes de que los 
intermediarios como los motores de búsqueda hacen accesible a 
millones de personas información personal de forma inmediata y 
descontextualizada. Es necesario evitar caer en el error de deter-
minar categóricamente que garantizar un derecho humano pue-
de impulsar la violación generalizada de otros, sin considerar una 
ponderación caso por caso.

292		 Cfr. resolución de amparo en revisión 341/2022 del 23 de noviembre de 
2022, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, México.
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2. ¿Qué relevancia tiene el contenido lícito o ilícito de la información?

Gráfica 5

Fuente: Elaboración propia.

Otro aspecto relevante en algunas de las resoluciones es el 
contenido lícito o ilícito de la información, lo cual en principio y 
en los términos fijados por el caso Costeja no tiene relación directa 
con el derecho al olvido; sin embargo, en distintas latitudes se ha 
discutido si sería un elemento necesario para su ejercicio.

Como ejemplo, el Tribunal Superior de Justicia de Brasil se-
ñala que si la víctima de difusión de contenido ilegal identifica 
al autor de su difusión, es decir, del acto ilícito, no tiene motivos 
para demandar al motor de búsqueda que facilita el acceso al 
contenido.293

A su vez, la Suprema Corte de Justicia de México ha deter-
minado que siempre que los intermediarios actúen como vehí-
culos neutros del contenido de terceros no serán responsable del 
contenido de la información, salvo en aquellos casos en que sean 
creadores o desarrolladores de ésta, por lo que podemos asumir 
que sí otorga relevancia al contenido ilícito para el ejercicio del 
derecho al olvido, pero sólo cuando el motor de búsqueda es par-
tícipe de la creación del contenido.294

293		 Cfr. resolución del recurso especial N 1.316.921–RJ (2011/0307909-6) 
del 26 de junio de 2012, Tribunal Superior de Justicia de Brasil.

294		 Cfr. resolución de amparo en revisión 341/2022 del 23 de noviembre de 
2022, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, México.
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Por su parte, la Corte Superior de Justicia de la Nación de 
Argentina prevé la ilicitud de los contenidos como un supuesto 
que permita la tutela preventiva, ya que permitir restringir re-
cuerdos del acervo público sin más sería una violación directa 
a la libertad de expresión. Por ello, para conceder el ejercicio 
del derecho al olvido es necesario que se trate de información 
ilícita, y resulta infundado argumentar que la permanencia de 
la información por largos periodos podría lesionar el derecho al 
honor.295

En un caso similar, la Corte Constitucional colombiana ha 
establecido que si bien Google Inc. no es responsable de lo que 
se publica en su subsidiaria Blogger.com, sí tiene la facultad de eli-
minar información cuando exista violación a sus políticas de con-
tenido, atendiendo directamente a la ilicitud.296

En cuanto a la veracidad de la información, como señala 
Ulrich Richter,297 la mayoría de las veces el derecho al olvido no 
tiene que ver con información falsa;298 por el contrario, este de-
recho surge ante las afectaciones desmedidas que puede tener en 
la vida de las personas la permanencia estática de información 
descontextualizada e inmediata sobre una persona, sin importar 
la licitud o ilicitud de su contenido; existen otros mecanismos le-
gales de protección complementarios en caso de ser afectado por 
información intencionalmente maliciosa o engañosa.

Presuponer una condición de tales características al ejercicio 
del derecho al olvido, sería un despropósito y una restricción in-
debida de su ejercicio, ya que en caso de que la información sea 

295		 Cfr. resoluciones CIV 50016/2016 y CIV 50016/2016/1/RH1, 28 de 
junio de 2022, Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina.

296		 Cfr. resolución T-063A/17 del 3 de febrero de 2017, Corte Constitucio-
nal de Colombia.

297		 Entabló un largo proceso legal en México en contra de Google Inc. por 
la difusión de fake news en la plataforma Blogspot, inició una demanda por daño 
moral y obtuvo una indemnización por $250,000,000.00 (doscientos cincuenta 
millones de dólares 00/100).

298		 Cfr. Richter Morales, Ulrich, op. cit., p. 43.
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ilícita pueden activarse otros mecanismos de protección y repa-
ración del daño, que resultan relevantes y complementarios, pero 
que no deben confundirse con la respuesta y necesidad a la que 
se busca responder con el reconocimiento e implementación del 
derecho objeto de la presente investigación.

3. ¿Cómo se armoniza el derecho al olvido con la libertad 
de expresión y la libertad de información?

Un aspecto importante para analizar consiste en la respues-
ta de las cortes locales al derecho al olvido en relación con su 
armonización con la libertad de expresión y libertad de infor-
mación. En la gráfica subsecuente se otorgó valor de un punto 
por cada uno de los argumentos observados en las sentencias en 
favor de los tres derechos humanos cuando éstos se inclinaban 
a maximizar la privacidad, la libertad de expresión o la liber-
tad de información. Cuando un derecho se minimizaba frente 
a los otros se otorgaba el valor cero. Se encontraron puntajes 
equilibrados cuando se exponían argumentos que buscaban un 
equilibrio entre el ejercicio y las restricciones de los derechos 
referidos.
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Gráfica 6 
¿Cómo se armoniza el derecho al olvido 
con la libertad de expresión y la libertad 

de información?

Fuente: Elaboración propia.

En la gráfica 6 podemos observar que en la mayoría de los 
países estudiados existe una maximización argumentativa en fa-
vor de la libertad de expresión o, en su caso, de información, 
como dos bienes jurídicos en tensión con la privacidad, la prime-
ra con el creador o titular del contenido como sujeto activo y la 
segunda con el receptor de la información como titular del dere-
cho en cuestión. Resalta el caso del Tribunal Constitucional del 
Perú, donde se propone un balance caso por caso de la libertad 
de información, la libertad de expresión y la privacidad.

En los distintos países del continente está presente la im-
portancia de ponderar los distintos derechos en tensión; entre 
otros, la protección de datos personales, la privacidad, la auto-
determinación informativa y el honor, en contraposición con la 
libertad de expresión, la libertad de información y neutralidad 
de la red.
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Para el Tribunal Superior de Justicia de Brasil la balanza 
debe “inclinarse por la libertad de información, tomando en 
cuenta que Internet es un importante vehículo de comunicación 
social de masas”.299

Por su parte, la Corte Constitucional colombiana hace hinca-
pié en que imponer a los motores de búsqueda el deber de restrin-
gir el acceso a la información atenta contra los principios de neu-
tralidad de Internet, afecta su arquitectura y vulnera la libertad de 
expresión y el derecho a la información, y puede dar a los interme-
diarios el poder de regular la información que circula en la red.300

A su vez, la Corte Suprema de Justicia de la Nación de Ar-
gentina señala que la prevalencia de la libertad de expresión tie-
ne un papel fundamental en el funcionamiento de una república 
democrática y para el ejercicio del autogobierno colectivo.301

En ese sentido, la Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación de México refiere que el derecho al olvido es 
incompatible con la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues su ejercicio es contrario a la libertad de expre-
sión y de información, principios básicos de una sociedad demo-
crática.302

Para el Tribunal Constitucional de Perú no se debe obviar 
que el derecho al olvido está sujeto a restricciones o limitaciones 
en relación con la libertad de información, lo que favorece al 
principio de máxima divulgación, por lo que, por ejemplo, en un 
caso de investigación de delitos de narcotráfico y terrorismo debe 
privilegiarse el interés público de conocer la información.303

299		 Resolución del recurso especial N 1.316.921–RJ (2011/0307909-6) del 
26 de junio de 2012, Tribunal Superior de Justicia de Brasil.

300		 Cfr. resolución T-277 del 12 de mayo de 2015, Corte Constitucional de 
Colombia.

301		 Cfr. resoluciones CIV 50016/2016 y CIV 50016/2016/1/RH1 del 28 de 
junio de 2022, Corte Suprema de Justicia de la Nación de Argentina.

302		 Cfr. resolución de amparo en revisión 341/2022 del 23 de noviembre de 
2022, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, México.

303		 Cfr. resolución 119/2022 del 17 de junio de 2022, Tribunal Constitucio-
nal de Perú.
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Lo cierto es el que derecho al olvido debe ser armonizado 
con otros derechos, analizando caso por caso la maximización 
o minimización de un derecho humano frente a otro, y conside-
rando los elementos fácticos correspondientes, sin que se emitan 
juicios generales de la prevalencia de un derecho frente a otro, 
ya que ello atenta directamente contra el goce y ejercicio de los 
derechos humanos, supeditándolos a un criterio de relevancia je-
rárquica, sin considerar que lo óptimo es elegir la solución menos 
lesiva y más protectora para las personas.

4. ¿Qué alcances tiene el caso Costeja en las resoluciones?

Gráfica 7

Fuente: Elaboración propia.

Conforme a los criterios adoptados, se ha analizado en la 
mayoría de los casos si es correcto o no el criterio adoptado en el 
caso Costeja. Debemos recordar que el análisis del derecho al olvi-
do en distintas latitudes se relaciona directamente con el diálogo 
jurisprudencial que se genera por las autoridades jurisdiccionales 
y administrativas con el criterio de ese caso, al hacerse constantes 
referencias en las resoluciones analizadas.

Respecto de la Corte Constitucional colombiana se analiza 
directamente si la resolución del caso Costeja es una medida idó-
nea o no, y se concluye que es ajena a ello por dos razones: 1) aun 

Medida errónea                 Medida idónea                       No aplicable
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cuando se desindexe un resultado, se puede seguir accediendo a 
su contenido, y 2) debe garantizarse el derecho a la libertad de 
expresión en Internet, señalando que incluso es más grave desin-
dexar información que eliminar el contenido, pues debe prevale-
cer el principio de neutralidad de la red.304

Por su parte, resulta relevante que la Corte Suprema de Chi-
le refiere expresamente que el caso Costeja sólo es vinculante 
para los Estados de la Unión Europea, por lo que el criterio no 
debe aplicarse en dicho país.305

En otro orden de ideas, la Dirección General de Protección 
de Datos Personales de Perú refiere al caso Costeja y 0094/14 
resuelto en México por el Instituto Federal de Acceso a la Infor-
mación Pública y Protección de Datos,306 y aclara que al tratarse 
de casos extranjeros similares de tratamiento e infracciones el 
análisis permite afirmar que se despliega una estrategia global de 
empresas como Google, no sólo de defensa, sino para eludir nor-
mas nacionales de los países en que tienen presencia comercial, 
por lo que resulta importante observar lo dicho por los órganos 
de otros Estados.307

Cabe aclarar que en el caso mexicano el Instituto Federal de 
Acceso a la Información Pública y Protección de Datos replicó 
el criterio del caso Costeja en atención al principio pro persona, y 
señaló que no desindexar datos puede afectar los derechos hu-
manos a la vida privada y a la protección de datos personales; sin 
embargo, dicha resolución fue revocada posteriormente por un 
tribunal colegiado.308

304		 Cfr. resolución T-277 del 12 de mayo de 2015, Corte Constitucional de 
Colombia.

305		 Cfr. resolución Rol N 54-2020 del 10 de junio del 2020, Corte Suprema 
de Chile, Tercera Sala.

306		 Cfr. resolución PPD.0094/14 del 26 de enero de 2015, Instituto Federal 
de Acceso a la Información y Protección de Datos de México.

307		 Cfr. resolución 012-2015-PTT del 11 de marzo de 2016, Dirección Gene-
ral de Protección de Datos Personales de Perú.

308		 Cfr. Red en Defensa de los Derechos Digitales, “¡Ganamos! Tribunal anu-
la resolución del INAI sobre el falso «derecho al olvido»”, 24 de agosto de 2016, 
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Seguidamente, la Primera Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación determinó que los argumentos del caso Costeja 
no pueden ser aplicados en México, dado lo establecido por la 
Constitución respecto de la libertad de expresión y el derecho a 
la información,309 y dio como resultado de un ejercicio de pon-
deración una maximización absoluta y generalizada de dichos 
derechos sobre la privacidad, la autodeterminación informativa 
y la protección de datos personales.

Asimismo, resulta relevante lo señalado por la Corte Supre-
ma de Canadá en 2017, en un caso contra Google en el que una 
empresa utiliza el buscador como vehículo para vender ilegal-
mente propiedad intelectual de otra empresa, y resalta que Inter-
net no tiene fronteras, su hábitat natural es global, por lo que sólo 
pueden ser efectivas las resoluciones en los lugares donde opera 
Google, es decir, en todo el mundo.310

Debido a lo anterior, debemos reparar en la importancia 
de analizar de forma colectiva la respuesta de distintos Estados 
y jurisdicciones ante empresas como Google, que cuentan con 
presencia mundial. Limitarse a negar la vigencia de un criterio 
orientador de otro Estado en apoyo a la resolución de algún con-
flicto similar en otro sería negar la universalidad de los derechos 
humanos, aunque este ejercicio siempre debe tener límites claros 
y analizar la propia cultura jurídica nacional y la vigencia o no 
de los criterios discutidos.

Resulta igual de relevante recordar que existe una referencia 
constante, principalmente por la Corte Constitucional de Co-
lombia, al principio de neutralidad de la red, criterio que se ha 
desarrollado principalmente en Estados Unidos de América, en 
contraposición al derecho al olvido, desarrollado en sede euro-

disponible en: https://r3d.mx/2016/08/24/amparo-inai-derecho-olvido/, consulta-
do el 2 de octubre de 2022.

309		 Cfr. resolución de amparo en revisión 341/2022 del 23 de noviembre de 
2022, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, México.

310		 Cfr. resolución 2017 SCC 34, S.C.R. 824 del 28 de junio de 2017, Corte 
Suprema de Canadá.
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pea, por lo que aun cuando sea difícil lograr un acuerdo inter-
nacional que armonice las distintas posturas, no podemos negar 
que Internet y las empresas que se desarrollan en su entorno tie-
nen presencia en cada vez más rincones del planeta, por lo que 
pensar en soluciones locales es ajeno a la realidad de nuestro 
hábitat actual.

Resulta interesante la postura de la Primera Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación de México, que otorga un 
valor preponderante a la libertad de expresión y de información 
conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y al artículo 19.17 del Tratado entre México, Estados Uni-
dos y Canadá que prevé la imposibilidad de las partes para res-
ponsabilizar a proveedores de servicios informáticos por poner 
información a disposición de terceros, con el fin de proteger la 
promoción de servicios informáticos como elementos que permi-
ten el crecimiento del comercio digital.311

En contraposición, no debemos olvidar que México suscri-
bió312 de igual forma y con anterioridad a estas resoluciones el 
Convenio 108 del Consejo de Europa para la Protección de las 
Personas con respecto al Tratamiento Automatizado de Datos 
de Carácter Personal, que tiene como fin la protección de la vida 
privada. Ello significa un compromiso internacional suscrito por 
el Estado mexicano y que, conforme a la interpretación de la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sería 
desconocido e inaplicado.

En conclusión, el análisis de las distintas resoluciones eviden-
cia el interés que se ha desatado en distintos sistemas jurídicos 
por el criterio adoptado en la Unión Europea respecto del dere-
cho al olvido, y resalta las distintas posturas teóricas que ha gene-
rado el debate respecto de su implementación y alcances.

311		 Cfr. artículo 19.17, Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá (T-
MEC).

312		 Cfr. Decreto Promulgatorio del Convenio para la Protección de las Perso-
nas con respecto al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal, 
hecho en Estrasburgo, Francia, el 28 de enero de 1981, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación, 28 de septiembre de 2018.
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No escapa a los argumentos de los jueces nacionales la dife-
rencia de posiciones y teorías desarrollados en dos sistemas he-
gemónicos occidentales, es decir, la de la Unión Europea y la de 
Estados Unidos, ya que ambas difieren y se encuentran en extre-
mos distintos, al ponderar la protección de datos personales y la 
privacidad con la libertad de expresión.

Lo anterior reafirma, en primer lugar, que la figura del de-
recho al olvido, así como de otras teorías como la de neutralidad 
de la red, ha traspasado las fronteras y se discute en la globalidad 
que implica Internet.

Se puede concluir del análisis realizado que no existe una uni-
formidad de criterio en América Latina respecto a la postura que 
debe adoptarse ante un fenómeno internacional como Internet, ya 
que cada sistema, aunque existen posturas coincidentes, ha gene-
rado sus propios argumentos para reconocer o negar la existencia 
del derecho al olvido, como es el caso particular de la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación de Argentina, que limita su aplica-
ción a la ilegalidad del contenido, en analogía con el de la Corte 
Constitucional de Colombia, donde su reconocimiento preocupa 
en relación con la vulneración de la neutralidad de la red, o el de 
la Corte Suprema de Chile, en la que inquietan a los jueces las im-
plicaciones de adoptar un criterio extranjero.

Ante estas particularidades, podemos observar que en los 
propios márgenes de apreciación cultural de cada Estado, la ten-
dencia actual en América Latina no se acerca al reconocimiento 
del derecho al olvido, pero los argumentos refieren constante-
mente a la importancia de que exista un balance y ponderación 
de derechos, por lo que es probable que, atendiendo caso por 
caso, su vigencia se haga presente si se exige su ejercicio.

Un aspecto que no debemos obviar es que en la mayoría 
de los casos de América Latina los interesados en ejercerlo son 
personajes públicos o famosos; por mencionar algunos ejemplos, 
Xuxa,313 en el caso resuelto por el Tribunal Superior de Justicia 

313		 Cantante y actriz brasileña que buscaba ejercer el derecho al olvido para 
que se eliminarán de las listas de resultados de Google aquellos que contenían 
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de Brasil; Natalia Denegri,314 en el caso resuelto por la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación de Argentina, y Carlos Sán-
chez de la Peña,315 en el caso resuelto por el Instituto Federal de 
Acceso a la Información Pública y Protección de Datos de Mé-
xico, que tienen un estatus distinto en cuanto a los alcances de 
protección de su privacidad por la naturaleza de sus actividades, 
y que, aunado a ello, han causado una mayor audiencia atenta 
al resultado de los fallos. Esta condición evidentemente puede 
incidir en la ratio decidendi y tiene un peso específico en el senti-
do de las decisiones adoptadas, por lo que sólo con la exigencia 
ciudadana de respeto a su privacidad, autodeterminación infor-
mativa y protección de datos personales es como podremos ver 
su verdadera implementación en los distintos sistemas jurídicos, 
ajeno a la presión mediática que puedan generar ciertos actores 
que exijan su ejercicio.

III. Implementación y alcances en los marcos 
legislativo y administrativo

El primer ejemplo de implementación en el marco legislativo del 
derecho al olvido y que ya ha sido referido anteriormente es el Re-
glamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
del 27 de abril de 2016, que se refiere expresamente, en el consi-
derando 66, al derecho de supresión (derecho al olvido):

A fin de reforzar el “derecho al olvido” en el entorno en línea, el 
derecho de supresión debe ampliarse de tal forma que el respon-

clips de una película en la que participó en su juventud y en la que seducía a 
un adolescente.

314		 Productora de cine, actriz y activistas social que buscaba ejercer el dere-
cho al olvido en relación con notas de su nexo con el caso Coppola, que implica-
ba actividades de narcotráfico.

315		 Empresario mexicano acusado de fraude y corrupción en un artículo pu-
blicado por la revista Fortuna y que solicitó el ejercicio del derecho al olvido, 
que en primer momento fue otorgado por el Instituto Federal de Acceso a la 
Información y Protección de Datos.
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sable del tratamiento que haya hecho públicos datos personales 
esté obligado a indicar a los responsables del tratamiento que es-
tén tratando tales datos personales que supriman todo enlace a 
ellos, o las copias o réplicas de tales datos. Al proceder así, dicho 
responsable debe tomar medidas razonables, teniendo en cuenta 
la tecnología y los medios a su disposición, incluidas las medidas 
técnicas, para informar de la solicitud del interesado a los respon-
sables que estén tratando los datos personales.316

Respecto al derecho de supresión o derecho al olvido,317 en 
el artículo 17 establece que el “interesado tendrá derecho a ob-
tener sin dilación indebida del responsable del tratamiento la su-
presión de los datos personales que le conciernan, el cual estará 
obligado a suprimir sin dilación indebida los datos personales 
cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes”:318 a) 
los datos personales ya no sean necesarios; b) el interesado retire 
el consentimiento en que se basa el tratamiento; c) el interesado 
se oponga al tratamiento y no prevalezcan otros motivos legí-
timos para el tratamiento; d) “los datos personales hayan sido 
tratados ilícitamente”; e) “los datos personales deban suprimirse 
para el cumplimiento de una obligación legal establecida en el 
derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al 
responsable del tratamiento”, y f) “los datos personales se hayan 
obtenido en relación con la oferta de servicios de la sociedad de 
la información...”.

Niega el ejercicio del derecho de supresión, o derecho al ol-
vido, cuando el tratamiento sea necesario

a) para ejercer el derecho a la libertad de expresión e información;

316		 Considerando 66 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Euro-
peo y del Consejo, 27 de abril de 2016.

317		 Es fundamental aclarar que se refiere al derecho de supresión y dere-
cho al olvido, únicamente porque así lo refiere el propio Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo.

318		 Artículo 17 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, 27 de abril de 2016.
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b) para el cumplimiento de una obligación legal que requiera 
el tratamiento de datos impuesta por el derecho de la Unión o 
de los Estados miembros que se aplique al responsable del trata-
miento, o para el cumplimiento de una misión realizada en in-
terés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al 
responsable;

c) por razones de interés público en el ámbito de la salud pú-
blica…;

d) con fines de archivo en interés público, fines de investigación 
científica o histórica o fines estadísticos…, o

e) para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclama-
ciones.

Sin duda, esta regulación posterior a la resolución del caso 
Costeja incorpora y delimita los alcances y restricciones del dere-
cho al olvido en la Unión Europea.

En Estados Unidos, si bien ya se ha señalado que no existe 
un reconocimiento expreso del derecho al olvido, resulta relevan-
te hacer mención del Acta de Privacidad de Consumidores de 
California (California Consumer Privacy Act o CCPA, por sus 
siglas en inglés), aprobada en 2018, que busca otorgar a los usua-
rios control sobre sus datos personales, incluida la posibilidad de 
que en ciertos casos sean eliminados cuando no exista una obli-
gación legal de guardar la información.319 Pero a diferencia del 
RGPD, más que la protección de la privacidad como derecho hu-
mano, busca establecer límites para las empresas y prerrogativas 
para los usuarios desde un enfoque de protección de derechos de 
consumidores. Actas similares se han aprobado en otros estados, 
como Nevada y Virginia.

Por su parte, en América Latina no se identificaron países 
donde efectivamente se encuentre regulado el derecho al olvido, 
pero sí declaraciones de funcionarios ante su posible inclusión en 
los marcos normativos vigentes.

319		 Cfr. Bonta, Roba, California Consumer Privacy Act (CCPA), 13 de mar-
zo de 2024, disponible en: https://oag.ca.gov/privacy/ccpa, consultado el 29 de 
marzo de 2024.
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En el caso mexicano, en 2016, el entonces presidente del Ins-
tituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Pro-
tección de Datos Personales y Rendición de Cuentas de la Ciu-
dad de México, Mauricio Israel Hernández, hizo declaraciones 
sobre la posible inclusión en la Constitución de la Ciudad de 
México;320 posteriormente, en 2020, el senador Ricardo Mon-
real propuso una iniciativa de reforma para legislar el derecho al 
olvido;321 ninguna de las dos propuestas fue aprobada.

Asimismo, se identificó otra del gobierno de Uruguay en 
2020, en la cual a través de una propuesta de Ley de Urgente 
Consideración se pretendía incluir en la legislación al derecho al 
olvido, pero fue descartada.322

Como se puede observar, existen distintas iniciativas para in-
cluir en la legislación el derecho al olvido; sin embargo, actual-
mente sólo se encuentra regulado expresamente por el RGPD.

Existen otros alcances de autoridades administrativas que 
han dictado medidas en contra de Google Inc. con el objetivo 
de limitar su poder y regular sus actividades, como es el caso de 
la opinión de la Comisión Federal de Comercio y el Fiscal Ge-
neral de Nueva York, Estados Unidos, de 2019, que les ordenó 
a Google LLC y a su subsidiaria YouTube pagar la suma de US 
$170,000,000.00 (ciento setenta millones de dólares) por reco-
lectar de forma ilegal información personal de niños, al haber 
violado la regla establecida por la Ley de Protección de la Priva-

320		  Cfr. Ríos, Valeria, “El derecho al olvido podría formar parte de la Cons-
titución de la Ciudad de México”, hipertextual, 14 de julio de 2016, disponible 
en: https://hipertextual.com/2016/07/derecho-al-olvido-mexico, consultado el 2 de 
octubre de 2022.

321		 Cfr. Yangali, Marcial, “Iniciativa de Monreal para legislar derecho al olvi-
do atenta contra el derecho humano a saber”, 9 de febrero de 2020, disponible 
en: https://contralinea.com.mx/portada/iniciativa-de-monreal-para-legislar-derecho-al-
olvido-atenta-contra-el-derecho-humano-a-saber/, consultado el 2 de octubre de 2022.

322		 Cfr. Alimonti, Veridiana et al., “Uruguay se apura a entrar en la polémi-
ca del derecho al olvido”, 11 de febrero de 2020, Electronic Frontier Foundation, 
disponible en: https://www.eff.org/about?language=es&page=53, consultado el 2 de 
octubre de 2022.
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cidad en Línea para Niños (COPPA, por sus siglas en inglés), que 
implica la obligación de informar y obtener el consentimiento de 
los padres de menores de trece años antes de recolectar su infor-
mación.323

Asimismo, en 2020 el director de Investigación de Protec-
ción de Datos Personales de la Superintendencia de Industria y 
Comercio del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo del 
Gobierno de la República de Colombia, resolvió, en referencia 
a la resolución de la antes mencionada Comisión Federal de Co-
mercio de los Estados Unidos de América y las investigaciones en 
contra de Google en 2013 por parte de la Agencia Española de 
Protección de Datos (en relación con el caso Costeja), que Google 
recolecta información personal de mayores y menores de diecio-
cho años de edad, por lo que conforme a la legislación nacional 
debe crear una política de tratamiento de información y hacerla 
del conocimiento de los titulares de datos residentes en el terri-
torio colombiano, así como implementar mecanismos o procedi-
mientos apropiados, efectivos y demostrables para la recolección 
de datos personales de menores de dieciocho años.324

Estos dos antecedentes resultan altamente relevantes por dos 
aspectos trascendentales, el primero es que evidencian que si bien 
en Estados Unidos no se reconoce el derecho al olvido, existe una 
preocupación por limitar la recolección y uso indiscriminado de 
datos personales por parte de las grandes empresas como Goo-
gle, y se busca imponer límites sobre sus actividades comerciales 
en el contexto de una economía de datos.

En segundo lugar, porque demuestra que los alcances de In-
ternet y sus empresas son globales, y que los distintos actores 
están atentos a las respuestas estatales de los países referentes, 
ya sean del continente europeo o americano, para replicar sus 

323		 Cfr. resolución 1:19-cv2642 del 4 de septiembre de 2019, Comisión Fede-
ral de Comercio y Fiscal General del Estado de Nueva York.

324		 Cfr. resolución 53593 del 3 de septiembre de 2020, director de Investiga-
ción de Protección de Datos Personales, perteneciente a la Superintendencia de 
Industria y Comercio del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.
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criterios y decisiones, buscando limitar la influencia y campo de 
actuación de las empresas transnacionales que se han enriqueci-
do al utilizar como capital los datos personales de los usuarios.

Ante estos ejemplos, podemos concretar que existe una preo-
cupación entre los distintos gobiernos y autoridades de limitar el 
poder e influencia de las grandes empresas transnacionales de la 
era digital como Google. Han existido distintos tipos de respues-
ta, una de las primeras fue de la Unión Europea, que después de 
contemplar protecciones en la vía jurisdiccional, lo hizo de forma 
legislativa confirmando el reconocimiento, la vigencia y los lími-
tes del derecho al olvido.

No obstante, en países distintos a la Unión Europea se han 
impuesto límites a través de otras medidas administrativas, sin 
que a la fecha exista una regulación expresa que delimite al de-
recho al olvido, pero es un criterio que comienza a debatirse y 
podríamos observar su implementación normativa en el corto 
plazo en algunos países de América Latina, especialmente en 
Perú, donde la reiteración jurisprudencial en favor de ese dere-
cho es una constante que pronto podría tener cabida en el orden 
jurídico nacional.

En suma, si bien no existe uniformidad en los criterios del 
reconocimiento o no del derecho al olvido, sí vemos esfuerzos 
distintos por su implementación para buscar la protección del de-
recho a la privacidad, confrontándolo con otros valores, como la 
libertad de expresión y la memoria histórica, lo cual se abordará 
en el capítulo subsecuente.
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Capítulo quinto

INTEGRACIÓN Y LÍMITES DEL DERECHO 
AL OLVIDO

Para comenzar, debemos señalar que existe una estrecha relación 
entre el derecho al olvido y la protección de datos personales, así 
como los derechos ARCO, al materializarse en éstos la protección 
que se busca alcanzar con el derecho al olvido.

En ese sentido, el derecho al olvido tiene también una inter-
dependencia con otros derechos reconocidos, como es en concre-
to la libertad de expresión; pero la armonización de ambos en un 
sistema jurídico solo puede lograrse a través de ejercicios de pon-
deración325 caso por caso, identificando los límites del ejercicio 
de un derecho en el ejercicio del derecho contrario. Sin embargo, 
una confusión común es generalizar la vigencia o prevalencia de 
un derecho sobre otro, sin considerar el contexto y elementos 
particulares del caso concreto. Si bien un derecho puede ser lími-
te del otro, es también un derecho independiente que sólo puede 
restringirse en condiciones establecidas y no de forma generaliza-
da. Podemos observar esta misma confusión en la propia Consti-
tución mexicana, en la cual la protección de datos personales se 
refiere en el artículo 6 como un límite al derecho de acceso a la 
información, y en el artículo 16 se reconoce como un derecho 
humano. En ese sentido, si bien en ocasiones se tiene que pon-

325		 Para efectos de claridad de los ejercicios de ponderación desarrollados en 
el presente capítulo, se precisa que éstos se apegan a las leyes de la ponderación 
de Robert Alexy, buscando exponer razonamientos y, en la medida de lo posible, 
casos reales de estudio, mostrando la relación y afectación de los principios con-
trarios, para buscar responder a la posibilidad de armonización de los derechos 
reconocidos con el derecho al olvido.

Libro completo en https://tinyurl.com/d33kth2r
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas,  
https://www.juridicas.unam.mx/  
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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derar entre la maximización y minimización de dos derechos, no 
es posible emitir juicios y resoluciones absolutas en las que se de-
termine de forma generalizada que un derecho debe prevalecer 
sobre otro, sin atender a las condiciones del caso concreto.

Por ello, el objetivo de este capítulo es dar a entender el dere-
cho al olvido y su relación con otras áreas del derecho, así como 
observar los posibles escenarios en los que aquel sea un límite 
que debe minimizar otros derechos y aquellos en los que, a su 
vez, deba ser limitado por otros, así como los casos en que ambos 
derechos podrían coexistir, sin realmente representar ningún tipo 
de conflicto o antinomia.

I. Derecho al olvido y su integración 
con otras áreas del derecho

En muchas ocasiones el derecho al olvido no encuentra, ni se con-
vierte, en un límite natural de ciertos derechos, sino que simple-
mente se relaciona con ellos. Se entiende que forman parte del 
mismo ordenamiento jurídico, y que aun cuando persiguen obje-
tivos distintos, pueden tener puntos en común en pro de la protec-
ción de los derechos humanos.

1. Derecho al olvido y propiedad intelectual

Debemos referir que existe una relación estrecha entre el de-
recho al olvido y la propiedad intelectual, sin que necesariamente 
busquen proteger lo mismo.

El derecho al olvido busca proteger el libre desarrollo de la 
personalidad y la identidad digital de las personas. Mientras que 
la propiedad intelectual busca proteger aquello que desarrollan las 
personas conforme a su actividad inventiva y talento artístico.326

326		 Cfr. Schmidt, Luis C., Propiedad intelectual y sus fronteras: protección de arte 
e industria, México, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 1998, p. 31.



DERECHO AL OLVIDO... 165

Uno va ligado a la esencia de la persona y su forma de re-
lacionarse con el mundo, y el otro, en sus variantes (propiedad 
industrial y derecho de autor), busca proteger el resultado del 
esfuerzo intelectual y la inversión económica que se plasma en 
una obra o elemento que otorga una ventaja competitiva en un 
sector económico.

El derecho de propiedad intelectual se reconoce en distintos 
tratados internacionales, a partir del Convenio de Berna para la 
Protección de Obras Literarias y Artísticas. En México es en el 
párrafo noveno del artículo 28 constitucional, la Ley Federal del 
Derecho de Autor y la Ley Federal de Protección a la Propiedad 
Industrial.327

No obstante, su mayor punto de contacto se da justamente 
en la modernidad.

En el caso de la propiedad intelectual, podríamos decir que 
el derecho de autor siempre ha estado en conflicto con la moder-
nidad y los avances tecnológicos. En un principio copiar un libro 
era algo muy costoso y lento; sin embargo, cada vez se ha vuelto 
más sencillo sacar múltiples copias de cualquier documento.328

Los cambios tecnológicos han tardado en encontrar respues-
tas jurídicas adecuadas para la protección de sus creadores. Po-
demos ver un ejemplo de respuesta legal a estos cambios con el 
desarrollo de las tecnologías que grababan y reproducían sonido, 
lo que representaba un riesgo para los compositores y significó 
el reconocimiento para que recibieran regalías por el uso de sus 
grabaciones.

Con el desarrollo de Internet surgieron nuevos problemas e 
interrogantes para la protección de la propiedad intelectual, que 
en parte fueron resueltas por la Digital Millenium Copyright Act 
de 1998, que buscaba dar medidas adecuadas de protección y 

327		 Cfr. Fernández Delpech, Horacio, “Propiedad intelectual y nuevas tec-
nologías. Una perspectiva desde las legislaciones de México y Argentina”, en 
Ibarra Sánchez, Ernesto y Romero Flores, Rodolfo (coords.), Estudios en homenaje 
a Julio Téllez Valdés por sus 30 años de labor académica en el derecho informático, Nuevo 
León, Universidad Autónoma de Nuevo León, 2010, p. 12.

328		 Cfr. Lessig, Lawrence, op. cit., p. 172.
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recursos legales efectivos para los autores en relación con el uso 
de nuevas tecnologías.329

Por su parte, Lessig refiere que debemos considerar como 
un cambio fundamental en esta historia el uso del código en la 
protección de la propiedad intelectual, ya que los programadores 
han buscado desarrollar medidas tecnológicas de protección que 
eviten el uso de propiedad intelectual de terceros.330

No podemos limitarnos al uso de los medios de protección 
tradicionales, sino que se han implementado medidas tecnológi-
cas, que son sistemas informáticos que buscan controlar y, en su 
caso, impedir o restringir el uso en Internet de obras intelectuales 
protegidas por derechos de propiedad intelectual.331

Estas medidas son enumeradas por la Organización Mundial 
de la Propiedad Intelectual (OMPI) en cuatro clasificaciones:

1) Medidas que protegen efectivamente un acto sujeto al de-
recho exclusivo de los autores: dispositivos que buscan im-
pedir actos de violación de derechos de propiedad intelec-
tual, como imprimir o copiar una obra.

2) Sistemas de acceso condicionado: técnicas que condicio-
nan el acceso a sitios u obra particulares a cumplir alguna 
condición preestablecida, como contraseñas o firmas di-
gitales.

3) Dispositivos de marcado e identificación de las obras: téc-
nicas para demostrar que una obra protegida ha sido utili-
zada de forma indebida, como una marca de agua u otro 
tipo de marcado que evidencie su utilización indebida.

4) Sistemas de gestión de derechos digitales DRM (digital right 
management): tecnologías utilizadas para la gestión de de-
rechos que identifican y describen las obras, y establecen 
las reglas para utilizarlas y certificar los contenidos, con el 
objetivo de que se cumplan las reglas.

329		 Cfr. The Digital Millenium Copyright Act of  1998, p. 3, disponible en: 
https://www.copyright.gov/ legislation/dmca.pdf, consultado el 3 de marzo de 2024.

330		 Cfr. Lessig, Lawrence, op. cit., p. 174.
331		 Cfr. Fernández Delpech, Horacio, op. cit., p. 26.
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Estas medidas pueden ponernos a pensar en cómo se ha bus-
cado responder a los nuevos retos, en pro de la protección de los 
creadores, lo que podríamos comparar con el derecho al olvido 
como respuesta a la violación de derechos en contra del libre de-
sarrollo de la personalidad y la privacidad, y cómo pueden existir 
más medidas de protección que desindexar resultados de los mo-
tores de búsqueda.

En general, la tecnología de protección del derecho de au-
tor se ha desarrollado para proteger los intereses de las grandes 
compañías que han invertido millones de dólares en crear conte-
nidos como películas y canciones, pero no debe pasar inadvertido 
el tema de las redes sociales, ya que día con día se crea distinto 
contenido sujeto a la protección de la propiedad intelectual, que 
a falta de regulación expresa ha sido regulada por los propios 
términos y condiciones de las redes sociales.

Puede presentarse una pregunta interesante, el derecho al 
olvido se ha materializado principalmente en los motores de bús-
queda como Google, ¿pero podrían presentarse casos en los que 
sea exigible a las redes sociales?

En primer lugar, los propios usuarios, generalmente, tienen la 
opción de controlar el contenido disponible en las redes sociales, 
así como su posibilidad de visualización y eliminación, pero ¿qué 
sucedería con la información personal compartida por terceros? 
Aun cuando en principio los términos y condiciones de cada pá-
gina pueden responder esta interrogante, podemos dimensionar 
y pensar el uso que pueda darse posteriormente a nuestros datos 
y por medio de qué herramientas.

En el caso de compañías como Facebook no existe una obli-
gación de respeto al derecho al olvido, lo que puede colocar a 
los usuarios en un estado de indefensión, al no poder establecer 
claramente los límites para la eliminación de la información.332

332		 Cfr. Aguirre Soriano, David Andrés, “Problemática del ʻderecho al olvidoʼ 
frente a las licencias de propiedad intelectual en Facebook: retos y propuesta”, 
Revista de Derecho, Comunicaciones y Nuevas Tecnologías, Bogotá, núm. 8, diciembre 
de 2012, pp. 5-19.



EDUARDO KANAHUATI FARES168

La protección de datos personales ha vivido un proceso si-
milar al de la propiedad intelectual, antes no era prioritaria, ya 
que como mucho podrían llegarnos catálogos o correo postal no 
solicitado a nuestro domicilio, pero hoy en día el uso y riesgo de 
que se filtren nuestra información y datos es mucho mayor.

Antes, una opinión en un periódico podía contextualizarse y 
repercutir inmediatamente en nuestra vida, pero ello podía des-
pués ser superado por el propio paso del tiempo y permitirnos 
seguir adelante, pero ahora se queda ahí eternamente, detenido 
y disponible a unos cuantos clics para cualquiera. Probablemente 
sea momento de repensar el papel y los alcances de ambos dere-
chos, buscar soluciones reales y modernas, que puedan adaptarse 
y ser eficaces, sin intentar frenar el desarrollo tecnológico, pero 
protegiendo nuestro patrimonio e identidad a la par de ello.

En otro caso, para divulgar una obra se requiere autorización 
previa y expresa de su creador o del titular de los derechos patri-
moniales, entonces, ¿podría solicitarse la no divulgación de una 
obra?, ¿podría ello considerarse un tipo de derecho al olvido?

Al respecto, la Ley Federal del Derecho de Autor establece 
que la divulgación es “el acto de hacer accesible una obra litera-
ria y artística por cualquier medio al público, por primera vez, 
con lo cual deja de ser inédita”,333 y que es facultad del titular de 
los derechos patrimoniales la comunicación pública de la obra, 
entre otros, “por medio de la telecomunicación, incluida la ban-
da ancha e Internet”.334

Asimismo, se le impondrá una multa de mil a veinte mil ve-
ces el valor de la unidad de medida y actualización a quien sin 
autorización

produzca, reproduzca, publique, edite, fije, comunique, transmi-
ta, distribuya, importe, comercialice, arriende, almacene, trans-
porte, divulgue o ponga a disposición del público copias de obras, 

333		 Artículo 16, Ley Federal del Derecho de Autor, 1996.
334		 Ibidem, artículo 27, fracción II, inciso c.
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interpretaciones o ejecuciones, o fonogramas, sabiendo que la in-
formación sobre la gestión de derechos ha sido suprimida, altera-
da, modificada u omitida sin autorización.335

Lo anterior se traduce en la facultad exclusiva del titular de 
los derechos patrimoniales de una obra protegida por el derecho 
de autor de comunicarla por los medios que considere oportunos, 
así como la prohibición a terceros de compartirla.

Además de lo anterior, tenemos la figura del derecho de re-
tracto o retiro, que es parte del derecho moral de un autor, e im-
plica la facultad de poder retirar la obra aun después de haberla 
comunicado, prevista por la fracción V del artículo 21 de la Ley 
Federal del Derecho de Autor, como la facultad de “retirar su 
obra del comercio”.336

Estos derechos son distintos al objeto de la protección del de-
recho al olvido, ya que el interés jurídico nace del titular de un 
derecho patrimonial o moral por ser autor, creador o dueño de 
una obra, en el caso del derecho objeto de estudio de este trabajo 
los textos son aquellos que contienen información referente a una 
persona en particular.

No obstante, existen casos de uso abusivo del derecho al ol-
vido, como el de Eliminalia.337 No debemos confundir los fines y 
alcances de cada derecho; uno busca proteger la obra creada y su 
divulgación, el otro busca evitar que se divulgue cierta informa-
ción, ya que atenta contra la persona y el libre desarrollo de su 
personalidad.

En el caso de Eliminalia es importante señalar que el perio-
dista mexicano Daniel Sánchez denunció que recibió comuni-
caciones de un abogado que le pedía eliminar un artículo de su 
autoría consultable en la página web Página 66.338 Al rehusarse, 

335		 Ibidem, artículo 232 quater, fracción III.
336		 Ibidem, artículo 21, fracción V.
337		 Empresa española que se define cómo especializada en la gestión de la 

reputación.
338		 Pá66ina es un sitio electrónico de periodismo de investigación, disponible 

en: https://www.pagina66.mx/, consultado el 17 de mayo de 2025.
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el abogado comenzó a presionarlo e interpuso una queja relacio-
nada con el derecho de autor ante la empresa Digital Ocean, un 
proveedor de servicios de alojamiento web con sede en Estados 
Unidos, alegando violaciones de terceros. Para ello, envió el en-
lace de un artículo apócrifo idéntico al suyo publicado en otra 
fecha y por otro autor, en una página web creada ex profeso para 
ello. La estrategia resultó efectiva y se ordenó a Sánchez que eli-
minara su artículo, advirtiéndole que de no hacerlo darían de 
baja Página 66.339 En este caso, la empresa Eliminalia se vale del 
uso indebido y manipulado de recursos legales para protección 
de derechos autor, a efecto de cumplir su cometido de limpiar la 
reputación de sus clientes, sin importar la fabricación de pruebas 
o evidencias para probar su dicho.

Aquí tenemos un mal entendimiento del derecho de autor, y 
su utilización indebida como argumento para obligar a terceros 
a detener la comunicación de información, lo cual es ajeno al 
objetivo legítimo que persiguen ambos derechos.

Debemos considerar cuál es la forma en que ambos derechos 
pueden ser ponderados y coexistir sin que se utilicen como argu-
mentos indiscriminados para limitarse mutuamente.

Un criterio relevante es el del caso Promusicae del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea de 2008, en el que se pronunció so-
bre la relación entre la protección del derecho de autor y la pro-
tección de datos personales, y resolvió que los Estados miembros 
de la Unión Europea deben garantizar un justo equilibro entre 
todos los derechos fundamentales protegidos por el ordenamien-
to jurídico.340

El derecho a la protección de datos no es absoluto, y es ne-
cesario ponderarlo en relación con otros derechos, como el de 

339		 Cfr. Rueckert, Phineas, “The Gravediggers: How Eliminalia, a Spanish 
Reputation Management Firm, Buries the Truth”, Forbidden Stories, 17 de 
febrero de 2023.

340		 Cfr. González Fuster, Gloria, “Equilibrio entre propiedad intelectual y 
protección de datos: el peso oscilante de un nuevo derecho”, Revista de Internet, 
Derecho y Política, Barcelona, núm. 14, mayo de 2012, pp. 47-60.
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propiedad intelectual, buscando un equilibrio en caso de con-
flicto.341

Ante esta situación debemos atender a un ejercicio pondera-
do; sin embargo, no parece existir inicialmente un conflicto entre 
ambos derechos, ya que difícilmente un autor querría evitar que 
su obra sea eliminada por afectar el libre desarrollo de la perso-
nalidad, sino por ser distribuida, comunicada o publicada sin su 
consentimiento y en detrimento de su derecho de autor, y aunque 
ambos derechos requieren una mayor regulación y adecuación 
a los contextos tecnológicos actuales, no debemos confundir un 
caso con otro.

En conclusión, podemos señalar que el derecho al olvido y 
la protección de la propiedad intelectual buscan proteger distin-
tos bienes jurídicos tutelados, y aunque pueden tener puntos de 
contacto, no debemos confundir su posible relación con conflic-
tos entre derechos, ya que realmente no se observan casos par-
ticulares en que deban ser ponderados, sino que los dos pueden 
coexistir. No debemos alimentar el aprovechamiento indebido y 
malicioso de terceros para confundir y agotar herramientas que 
permitan la censura y eliminación indebida de contenidos.

2. Derecho al olvido y derecho penal

Podemos observar la relación del derecho al olvido con el 
derecho penal desde dos perspectivas: primero, como un antece-
dente de la figura del droit à l´oubli, y en segundo lugar, respecto 
a los delitos en los que pueden incurrir los responsables al negar 
su ejercicio.

A. Droit à l´oubli, un antecedente del derecho al olvido

El droit à l´oubli, puntualizado en el capítulo segundo, refie-
re al supuesto en el cual el sentenciado por cometer un delito 

341		 Cfr. González Gozalo, Alfonso, “El conflicto entre la propiedad intelec-
tual y el derecho a la protección de datos de carácter personal en las redes peer 
to peer”, Revista de Propiedad Intelectual, Madrid, núm. 28, 2008, pp. 13-68.
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ha cumplido su pena, ha sido indultado o declarado inocente, y 
tiene el derecho a continuar con su vida y formar parte de la so-
ciedad, sin que en todo momento se recuerde el delito por el que 
fue sentenciado.

En ese sentido, en la tradición normativa, principalmente la 
europea, se observó como antecedente un derecho al olvido que, 
lejos de ser autónomo, buscaba hacer efectiva la caducidad de 
ciertas situaciones que producían efectos jurídicos diversos para 
la persona.342

Lo anterior también se ha visto afectado y potencializado 
por los motores de búsqueda que facilitan el acceso inmediato a 
los resultados sobre antecedentes penales; sin embargo, no debe-
mos cometer el error de dar calificativos absolutos a la informa-
ción, su relevancia social o impacto en la privacidad y desarrollo 
de la personalidad deben ser ponderados en el caso concreto, y 
se debe determinar si pudiera o no existir un derecho al olvido 
sobre información tan sensible como los antecedentes penales, ya 
que no podríamos calificar de forma general hacia qué lado debe 
inclinarse la balanza.

Probablemente, la mayoría coincidiríamos en que el culpa-
ble de un genocidio nunca debería volver a la vida pública por 
la trascendencia social de sus acciones, pero quien realizó un 
robo famélico, ¿debería tenerlo tatuado? Por ello, no se omite la 
consideración, aunque sin duda las reglas de aplicación y pon-
deración de estas situaciones no difieren de lo referido en otros 
capítulos de la presente investigación.

Otro punto para reflexionar es el que pone de manifiesto 
Juan Pablo Escobar en su libro Pablo Escobar, mi padre, en el que 
invita a considerar el estigma social que puede implicar para los 
familiares el parentesco con un criminal de fama internacional, 
así como las dificultades para desarrollar su propia historia.343 

342		 Cfr. Jiménez-Castellanos, Inmaculada, El derecho al olvido digital del pasado 
penal, Valencia, Tirant lo Blanch, 2021, p. 270.

343		 Cfr. Escobar, Juan Pablo, Pablo Escobar, mi padre, México, Planeta, 2014, 
p. 16.
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Nadie abogaría por olvidar los crímenes y atrocidades que hi-
cieron a Colombia prisionera de la violencia desmedida de un 
narcotraficante, pero pone en duda el derecho de Juan Pablo Es-
cobar, como víctima de su propio padre, a desarrollar su propia 
identidad sin el estigma de la violencia que también sufrió de 
forma directa e indirecta.

En ese sentido, evidencia los derechos de los familiares afec-
tados directa o indirectamente, que en algunos casos deben res-
ponder socialmente por los estigmas generados por las acciones 
de su familiar, afectando el derecho a su propia identidad y al li-
bre desarrollo de la personalidad por los obstáculos que significa 
tal parentesco.

B. Delitos

Existen diversos posicionamientos sobre la finalidad del de-
recho penal, ya sea el control social, la protección de bienes ju-
rídicos tutelados, lograr la convivencia pacífica de la sociedad, el 
acceso a la justicia, la reparación del daño, o una doble función 
preventiva, tanto de los delitos como de las penas.344

No obstante, en relación con el derecho al olvido, el punto 
de contacto está en la ilegalidad y el efecto de la información que 
puede difundirse por un responsable, es decir, en primer lugar, 
la legitimidad o facultad legal para publicar la información, y en 
segundo, la responsabilidad sobre el daño que puede causar.

Por ejemplo, en el referido caso de Urlich Richter, el aboga-
do denunció al autor material del blog que lo difamaba por el 
delito de usurpación de identidad digital, solicitando a la policía 

344		 Cfr. Márquez Gómez, Daniel, “Los medios alternativos de solución de 
controversias (MASC) de cara a la legislación penal: circunstancia y perspec-
tivas”, en Sánchez-Castañeda, Alfredo; Márquez Gómez, Daniel y Camarillo 
Cruz, Beatriz (coords.), Desafíos de los medios alternativos de solución de controversias 
en el derecho mexicano contemporáneo, México, UNAM, Defensoría de los derechos 
Universitarios, 2020, pp. 157-159.
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cibernética que rastreara la dirección IP para encontrar el origen 
de la publicación.345

En esa argumentación, encontramos una acusación de uso 
indebido de la identidad de otra persona; sin embargo, es más 
claro el vínculo de las sanciones establecidas con la regulación de 
protección de datos personales.

La LFPDPPP establecía delitos en materia de tratamiento 
indebido, que correspondían a las siguientes conductas.346

	— Provocar vulneraciones de seguridad a bases de datos de 
las que sean responsables.

	— Tratar datos personales mediante engaño, transmitién-
dolos sin el consentimiento informado del titular para 
buscar un lucro indebido.

Las conductas anteriores encuentran un agravante cuando se 
trate de datos personales sensibles.347

En ese sentido, las penas se relacionan principalmente con 
el uso indebido de datos personales, ya que actualmente su pro-
tección es un pilar esencial para las sociedades de la información 
como verdaderas sociedades democráticas.348

No se identifican, no obstante, penas para el caso particu-
lar de negativa de ejercicio del derecho al olvido, pero en un 
momento dado podría existir una repercusión penal para quien 
vulnere o impida el acceso y ejercicio de dicho derecho. Especial-
mente si se lucra con la difusión de la información que el titular 
pretende suprimir.

El derecho penal se relaciona con el derecho al olvido como 
lo hace con otros derechos, buscando sanciones para quienes los 
violentan y trasgreden a través de la descripción de conductas es-
pecíficas y supuestos delictivos que implican para el responsable 
una sanción.

345		 Cfr. Richter Morales, Ulrich, op. cit., p. 132.
346		 Cfr. artículos 67 y 68, LFPDPPP, 2010.
347		 Ibidem, artículo 69.
348		 Cfr. Jiménez-Castellanos, Inmaculada, op. cit., p. 270.
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C. Las víctimas del delito

Otro tema importante a considerar es el de las víctimas del 
delito, muchas veces olvidadas ante la comisión de estos actos, 
tras los que principalmente se busca sancionar y prevenir la re-
petición de conductas, sin detenernos a observar la mejor forma 
de reparar el daño.

En muchas ocasiones “los efectos de la victimización no son 
siempre tan visibles”349 y la legislación penal tiende a confundir 
las necesidades de las víctimas con las del sistema de justicia pe-
nal y de seguridad pública, sin detenerse a conseguir una verda-
dera reparación del daño para los afectados.

Podemos pensar en una dualidad de premisas que podrían 
entrar en un posible conflicto ante el derecho de las víctimas a su 
reconocimiento como tales por parte del Estado, y al derecho de 
controlar o mediar el impacto que puede tener en sus vidas priva-
das estar relacionadas o ser identificadas como víctimas de un de-
lito que pudiera tener una importante trascendencia mediática.

Si bien los actores centrales y principales protagonistas me-
diáticos en la comisión de un delito suelen ser los propios delin-
cuentes, también las víctimas pueden ser parte de la circulación 
de información a gran escala, y el recuerdo público de su in-
formación puede perdurar “a un costo personal para ellas y sus 
familias”.350

En ese escenario, podríamos pensar en una de las utilidades 
primordiales de contar con un derecho y mecanismo de ejercicio 
claro, como el del derecho al olvido, para evitar considerar a la 
víctima y continuar afectándola ante la circulación de la infor-
mación.

Lo anterior, claro, sin menoscabo de que el Estado tiene la 
obligación de reconocerla como víctima de un delito y, ante tal 

349		 Waller, Irvin, Derechos para las víctimas del delito. Equilibrar la justicia, México, 
Inacipe, 2013, p. 42.

350		 Ibidem, p. 47.
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circunstancia, protegerla y buscar otorgar una adecuada repara-
ción del daño.

En el caso de México, podemos mencionar el caso de Ingrid 
Escamilla, quien lamentablemente fue víctima de feminicidio en 
Ciudad de México, y quien posteriormente fue revictimizada 
cuando circularon las imágenes de su asesinato en redes sociales.351

Lo anterior derivó en la Ley Ingrid, que implicó la reforma 
del artículo 293 quater del Código Penal para el Distrito Federal, 
que impone de dos a seis años de prisión al servidor público que

de forma indebida difunda, entregue, revele, publique, transmita, 
exponga, remita, distribuya, videograbe, audiograbe, fotografíe, 
filme, reproduzca, comercialice, oferte, intercambie o comparta 
imágenes, audios, videos, información reservada, documentos del 
lugar de los hechos o del hallazgo, indicios, evidencias, objetos, 
instrumentos relacionados con el procedimiento penal o produc-
tos con uno o varios hechos, señalados por la Ley como delitos.352

Casos como el de Ingrid nos llevan a reflexionar acerca de la 
revictimización y el daño a los familiares, y a considerar que si 
bien la sanción penal implica una reparación del daño, lo ideal 
sería contar con otros medios que permitieran la supresión de los 
contenidos difundidos.

3. Derecho al olvido y derecho civil

En este caso podemos observar dos temas fundamentales, el 
derecho a la identidad, en particular en el mundo digital, y la 
reparación de daño como elemento fundamental para no sólo 
exigir el ejercicio del derecho al olvido, sino para responsabili-

351		 Cfr. Capital 21, “Aprueban ‘Ley Ingrid’, darán cárcel a quien filtre imá-
genes de víctimas de agresiones”, 26 de febrero de 2021, disponible en: https://
www.capital21.cdmx.gob.mx/noticias/?p=12385, consultado el 3 de marzo de 2024.

352		 Artículo 293 quater, Código Penal para el Distrito Federal.
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zar a los intermediarios en el tratamiento de datos personales en 
Internet.

A. Derecho a la identidad

Al hablar de las nuevas tecnologías y nuestra participación 
cotidiana en ellas no podemos obviar un tema fundamental: el 
desarrollo de nuestra identidad a través de la red.

La identidad de una persona tiene que ver tanto con elemen-
tos de su origen como con la forma en que puede ser identificada 
y, como se ha señalado en capítulos anteriores, con el desarro-
llo de su personalidad. El documento tradicional en México que 
hace identificable a una persona y que constituye una primera 
forma de reconocerla es el acta de nacimiento, que da certeza a 
los individuos y a la sociedad del nacimiento de una persona.353

De igual forma, en el párrafo octavo del artículo cuarto de 
la Constitución se reconoce el derecho a la identidad: “Toda 
persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado de ma-
nera inmediata a su nacimiento. El Estado garantizará el cum-
plimiento de estos derechos. La autoridad competente expedirá 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de 
nacimiento”.354 Se reconoce el derecho a la identidad y se insti-
tucionaliza su cumplimiento al emitirse un acta de nacimiento.

Por su parte, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños 
y Adolescentes refiere como elementos del derecho a la identidad 
los siguientes:355

	— Contar con nombre y apellido.
	— Contar con nacionalidad.

353		 Cfr. Cásares García, Leonel, “Nociones básicas del derecho a la identidad 
en México”, Hechos y Derechos, núm. 27, mayo-junio de 2015.

354		 Artículo 4, párrafo 8, Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

355		 Cfr. artículo 19, Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, 2014.
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	— Conocer su filiación y origen.
	— Preservar su identidad, pertenencia cultural y relaciones 

familiares.

De éstos se desprenden los primeros elementos que nos de-
finen e identifican en la sociedad, partiendo de nuestro origen, 
pero no así, como puede ser posteriormente, con otros elementos 
que nos identifican y que vamos definiendo o detallando.

Del mismo modo, el Código Civil para el Distrito Federal 
(ahora Ciudad de México), en sus artículos 135 y 135 bis, refiere 
el derecho a la identidad a través de la rectificación del acta de 
nacimiento, particularmente en el caso de la identidad de géne-
ro: “la convicción personal e interna, tal como cada persona se 
percibe así misma, la cual puede corresponder o no, al sexo asig-
nado en el acta primigenia”.356

Con este elemento se incorpora un aspecto de la identidad 
relacionado no con el origen de la persona o sus familiares, sino 
con el desarrollo de la personalidad del individuo y la forma en 
que él mismo se percibe.

En ese sentido, el derecho a la identidad se ejerce de forma 
continua en nuestra vida diaria; encontramos en nuestra acta de 
nacimiento una primera manifestación que se va extendiendo a 
otros documentos oficiales que dan prueba de nuestra existencia, 
pero también se vuelve un elemento fundamental para desarro-
llar nuestra vida en sociedad y ejercer un sinfín de derechos que, 
como primer requisito, necesitan que acreditemos nuestra pro-
pia identidad. Por ejemplo, no podríamos inscribirnos a ningún 
programa de estudios, abrir una cuenta bancaria o promover un 
juicio sin demostrar quiénes somos y dar prueba de nuestra iden-
tidad.

Además de lo anterior, nuestra identidad encuentra su pri-
mer reconocimiento y ejercicio al nacer y tener la posibilidad de 
ser registrados, obteniendo un acta de nacimiento, pero ¿con ello 
se agota nuestro derecho a la identidad?; es decir, al tener datos 

356		 Artículo 135 bis, párrafo tercero, Código Civil para el Distrito Federal.
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de nuestro origen y poder identificarnos en la sociedad, ¿se limita 
el ejercicio de este derecho?

Manuel Castells en referencia a Giddens, señala que “las identi-
dades son fuentes de sentido para los propios actores y por ellos mis-
mo son construidas mediante un proceso de individualización”.357 
Lo que nos lleva a observar la identidad no sólo como un elemento 
de identificación, sino como de sentido vital que se relaciona con 
el derecho de los individuos al libre desarrollo de la personalidad.

En México, este derecho al libre desarrollo de la personali-
dad se menciona en el artículo 19 constitucional, segundo párra-
fo, sólo como un delito que obliga al juez ordenar prisión preven-
tiva oficiosa,358 sin ahondar en su definición o alcances.

Dicho derecho no se encuentra reconocido ni definido ex-
presamente por el orden normativo mexicano, pero ha sido re-
conocido por el Poder Judicial federal al resolver, entre otros 
temas, sobre la constitucionalidad del divorcio incausado, el uso 
lúdico de la marihuana y la reasignación sexual, al señalar que 
este derecho se relaciona con la libertad y protege la autonomía 
y decisión de cada persona para realizar su propio proyecto de 
vida, lo que implica el reconocimiento de derechos que no están 
referidos de forma expresa en la Constitución, pero que permi-
ten a las personas desarrollarse y actuar en su espacio vital, dán-
doles la oportunidad de sentirse identificadas y ser reconocidas 
por la sociedad.359

La identidad no se agota con el registro del nacimiento, sino 
que las personas tienen el derecho y la facultad de irla definien-
do a lo largo de su vida, en relación con el libre desarrollo de su 
personalidad, así como al manifestar estos aspectos a través de 
su desarrollo e identificación como parte de la sociedad.

357		 Castells, Manuel, La era de la información: economía, sociedad y cultura, vol. II, 
El poder de la identidad, trad. de Carmen Martínez Gimeno, México, Siglo Vein-
tiuno Editores, 2009, p. 29.

358		 Cfr. artículo 19, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
359		 Cfr. tesis XVII.1o.C.T.2 C (11a.), Tribunales Colegiados de Circuito, 

agosto de 2022.
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Luego entonces, el aspecto fundamental de la relación entre 
el derecho a la identidad y el derecho al olvido surge de una pre-
gunta fundamental: ¿existe una identidad digital y un derecho a 
que se reconozca y desarrolle esa identidad?

La identidad digital tiene una relación directa en el desarro-
llo del individuo con el entorno tecnológico, a través de la infor-
mación que se comparte mediante las herramientas de comuni-
cación digital, entre otros ejemplos, con la definición de perfiles 
en redes sociales y publicaciones.360

En ese sentido, algunos autores distinguen entre dos concep-
tos, la identidad digital como la referencia y percepción que se 
genera de una persona y como se manifiesta en Internet, y la re-
putación digital como la dualidad entre lo que se manifiesta vo-
luntariamente y la valoración que otros usuarios puedan tener de 
esa información; es decir, las opinión o comentarios que pueden 
generarse de terceros respecto de una persona.361

Todo ello forma parte de nuestra interacción diaria con las 
nuevas tecnologías. Constantemente estamos haciendo distin-
tas acciones o emitiendo opiniones en redes, que van perfilan-
do nuestra actividad y que se relacionan con nuestra identidad. 
Además es fácil para terceros acceder a la información disponi-
ble, lo que tiene un impacto inmediato en la percepción que se 
genera de nosotros.

Por ello es importante entender que existe una identidad que 
vamos desarrollando toda nuestra vida, así como ahora existe 
también una identidad digital, y que el derecho al olvido se re-
laciona inevitablemente con ella, al buscar un equilibrio entre 
la libertad informática y el derecho a la identidad, así como un 
correcto uso y gestión de nuestros datos personales.362

360		 Cfr. Morales Sandoval, Miguel Ángel, “Nuestra identidad digital después 
de la muerte”, Hechos y Derechos, México, núm. 58, julio-agosto de 2020.

361		 Cfr. Díaz Limón, Jaime Alberto, Abogado digital. Estudios sobre derecho ciberné-
tico, informático y digital, México, v-lex-Universidad Ius Semper, 2019, pp. 1-17.

362		 Cfr. Aguilar Sandoval, Emiliano, op. cit., pp. 55-63.
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En México no está regulada la identidad como un derecho 
en sede digital; sin embargo, sí han existido iniciativas legislativas 
para regularla, relacionándola principalmente con la protección 
de datos personales, en el entendido de que la identidad digital 
puede estar conformada por un sinfín de datos, que pueden ir 
desde el correo electrónico hasta los datos biométricos.363

Existe un aspecto interesante y controversial resuelto recien-
temente por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en re-
lación con lo dispuesto por el artículo 1392 bis del Código Ci-
vil para el Distrito Federal, al establecer que “el legado puede 
consistir en la titularidad sobre bienes o derechos digitales alma-
cenados en algún equipo de cómputo, servidor, plataforma de 
resguardo digital, dispositivo electrónico, redes sociales o disposi-
tivos físicos”;364 distingue en particular:365

a) Cuentas de correo electrónico, sitios, dominios y direccio-
nes electrónicas de Internet, archivos electrónicos tales 
como imágenes, fotografías, videos, textos.

b) Claves y contraseñas de cuentas bancarias o de valores, apli-
caciones de empresas de tecnología financiera de los que el 
testador sea titular o usuario y para cuyo acceso se requiera 
de un nombre o clave de usuario, clave y contraseña.

Además de lo anterior, resulta interesante observar si los 
elementos que constituyen parte de cierta identidad, como una 
cuenta de correo o de una red social, también pueden ser consi-
derados parte del patrimonio digital.

Resultan relevantes las Directrices para la Preservación del 
Patrimonio Digital de la UNESCO, que en su artículo 5.2.1 defi-

363		 Cfr. Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Pro-
tección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, “Identidad 
digital pone a prueba privacidad de las personas”, 16 de abril de 2021, disponi-
ble en: https://www.infoem.org.mx/es/contenido/noticias/identidad-digital-pone-prueba-
privacidad-de-las-personas, consultado el 9 de abril de 2023.

364		 Artículo 1392 bis, Código Civil para el Distrito Federal.
365		 Idem.
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ne que el patrimonio digital está constituido únicamente por los 
objetos digitales que poseen un valor permanente.366 Por lo que 
es clave analizar si dichos datos o elementos pueden tener o no 
un valor permanente, considerando así la importancia de qué 
información personal perdure en el tiempo.

En ese rubro, el Código Civil para el Distrito Federal dispo-
ne, en el último párrafo del artículo 1392 bis, la posibilidad de 
que en caso de que el testador no dispusiera sobre el tratamiento 
de información personal almacenada, entre otros registros, en 
métodos de búsqueda en Internet, u ordenara su eliminación, 
el albacea puede solicitarla a entes privados o gubernamentales 
que la conserven, para proteger el derecho al olvido del autor de 
la sucesión.367

Dicha disposición resulta de gran valor para la presente in-
vestigación; en primer lugar, al reconocer la preexistencia del 
derecho al olvido al fenecer el titular de los datos personales, 
y en segundo lugar, porque por primera vez observamos en el 
ordenamiento mexicano una referencia al derecho al olvido sin 
apegarse estrictamente o referir directamente a la regulación de 
protección de datos personales o a los derechos ARCO. Además, 
infiere la posibilidad de que los elementos de identidad digital 
formen parte de un posible legado de su titular, otorgando con-
trol y propiedad sobre ellos.

No obstante, como se señaló en el capítulo anterior, la Pri-
mera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la re-
solución del amparo en revisión 341/2022, señaló que la citada 
disposición del Código Civil para el Distrito Federal es incom-
patible con la Constitución, acorde con lo dispuesto en materia 
de libertad de expresión y el derecho al libre acceso a la infor-
mación.

366		 Cfr. Directrices para la preservación del patrimonio digital, marzo de 
2003, Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura, disponible en: https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000130071_spa, 
consultado el 9 de abril de 2023.

367		 Cfr. artículo 1392 bis, Código Civil para el Distrito Federal.
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Ergo, actualmente, no podría ejercerse de forma clara la dis-
posición de eliminar los datos personales post mortem, pero las in-
terrogantes sobre su vigencia e importancia siguen vigentes, por 
lo que sin duda el manejo de nuestra información y desarrollo de 
identidad dará mucho de qué hablar, incluso después de nuestra 
muerte.

Finalmente, no debemos pasar por alto la opinión de algunos 
autores en el sentido de que la identidad puede evolucionar sig-
nificativamente, incluso de forma radical, con el paso del tiempo, 
por lo que el derecho al olvido es necesario.368

Es innegable que el derecho civil tiene aún que determinar 
muchas interrogantes en el mundo digital, iniciando por la deter-
minación de la propiedad y sus límites, así como de la identidad, 
y es clave el derecho al olvido para entender y comenzar a definir 
la interrelación entre distintas ramas del derecho para poder ga-
rantizar el ejercicio de derechos en sede digital.

B. Reparación del daño

Otro punto de comparación que debemos observar tiene que 
ver directamente con la reparación del daño y el derecho al ol-
vido. Resulta necesario referenciar de nueva cuenta el caso de 
Ulrich Richter, abogado mexicano que demandó y obtuvo una 
sentencia condenatoria en contra de Google por daño moral al 
haber permitido que un sitio de blogs administrado por dicha 
empresa publicara y compartiera información que causó daño 
a sus sentimientos, decoro, honor, reputación y consideración de 
su persona por terceros, tanto social como profesionalmente.369

El artículo 1916 del Código Civil para el Distrito Federal de-
fine al daño moral como “la afectación que una persona sufre en 
sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, 

368		 Cfr. Tavani, Herman T., op. cit., pp. 26-46.
369		 Cfr. Richter Morales, Ulrich, op. cit., p. 136.
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vida privada, configuración y aspecto físicos, o bien en la consi-
deración que de sí misma tienen los demás”.370

La disposición normativa citada dispone que cuando se de-
termine que un hecho u omisión ilícito producen un daño moral 
el responsable deberá indemnizar con dinero, conforme a la can-
tidad que sea determinada por la autoridad judicial, así como la 
posibilidad de que sea publicada la sentencia o extractos de ésta 
en medios informativos.

Por lo tanto, al demostrarse el daño moral por un hecho u 
omisión ilícito puede darse una reparación del daño cuantifica-
ble en un monto de dinero, así como en la comunicación pública 
de la sentencia, buscando revertir la errónea o negativa percep-
ción social que pudiera relacionarse con un individuo.

Esta figura tiene una importante relación con el derecho al 
olvido; sin embargo, también algunas distinciones que debemos 
identificar:

	— Respecto a su naturaleza, el daño moral busca reparar 
un daño ocasionado, mientras que el derecho al olvido 
busca el control sobre la información disponible respecto 
a uno mismo.
No obstante, el efecto de ambas figuras jurídicas busca 
influir en la percepción que terceros puedan tener de una 
persona.

	— Para poder determinar que existe daño moral y por ende 
repararlo se parte del presupuesto de un hecho u omisión 
ilícita, factor que, como se ha analizado, no siempre es 
determinante ni constituye un requisito previo para el 
ejercicio del derecho al olvido.

	— La responsabilidad de los intermediarios es mucho ma-
yor al recurrir a esta figura, ya que si se determina que 
son responsables deben indemnizar al afectado, mientras 
que, en el ejercicio del derecho al olvido, en caso de ne-

370		 Artículo 1916, Código Civil para el Distrito Federal.
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gativa, la consecuencia puede ser una multa o sanción 
administrativa, que implicaría una carga económica 
para el responsable, pero no beneficiaría al afectado.

En ese sentido, no debemos olvidar que una figura no exclu-
ye a la otra; es decir, al sancionar la autoridad administrativa a 
un intermediario por negarse a permitir el ejercicio del derecho 
al olvido, posteriormente una autoridad judicial podría determi-
nar que existió daño moral y la reparación del daño, ruta que en 
México suele agotarse por abogados litigantes en ramas como la 
propiedad intelectual.

En conclusión, si bien resulta interesante observar esta po-
sibilidad y, en particular, el caso de Ulrich Richter, así como los 
distintos alcances que puede tener respecto a la responsabilidad 
de los intermediarios o quienes ponen a disposición la informa-
ción, la reparación del daño a través de la determinación de una 
indemnización por daño moral es una ruta judicial distinta al 
reconocimiento del derecho al olvido, pero que sigue siendo una 
herramienta disponible para la búsqueda de justicia por parte de 
cualquier afectado.

En suma, el derecho civil tiene que responder a preguntas 
pendientes sobre el mundo digital, que tienen una relación es-
trecha con el derecho al olvido, desde su fundamento y vínculo 
natural con la identidad, como con la forma de indemnizar y 
reparar a los afectados por el uso indiscriminado y en ocasiones 
ilegal de la información.

II. Derecho al olvido y sus límites

En este apartado se busca explorar la tensión existente entre el 
derecho al olvido y otros derechos que colisionan, o por lo menos 
parecen entrar en un conflicto conceptual, como son la libertad 
de expresión, la memoria histórica y la responsabilidad contrac-
tual.
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1. Derecho al olvido vs. libertad de expresión

Hablar de libertad de expresión resulta tan extenso y com-
plicado como hablar de la privacidad y su evolución, ya que su 
reconocimiento y validez son clave en cualquier sociedad demo-
crática. Generalmente tiene una primera asociación directa con 
la libertad de pensamiento, al ser una consecuencia de ésta,371 
por ello resulta un derecho humano de gran relevancia en nues-
tros tiempos.

De igual forma, en Estados Unidos de América el reconoci-
miento de la libertad de expresión ha constituido un elemento 
fundamental para la conformación de su sociedad. Existe el pre-
cedente del caso Crown vs. Zenger, en el cual un diario de Nueva 
York, el New York Weekly Journal, criticó a un gobernador del es-
tado.372

En el juicio, el jurado declaro inocente a Zenger, al señalar el 
abogado que su cliente había impreso la nota, pero era respon-
sabilidad de la Corona probar que las declaraciones eran falaces, 
señalando que la verdad es el mejor elemento contra la difama-
ción.373

Este caso es considerado un pilar fundamental en la for-
mación del criterio estadounidense respecto a la libertad de 
expresión,374 antes y después de la adopción de la Primera En-
mienda, el 15 de diciembre de 1791, que señala a la letra lo si-

371		 Cfr. Carmona Díaz de León, Eugenia Paola, El derecho de rectificación y la 
libertad de expresión en México, México, Tirant lo Blanch-Universidad Nacional 
Autónoma de México, Facultad de Derecho, 2021, p. 53.

372		 Cfr. Gershberg, Zac e Illing, Sean, The Paradox of  Democracy, Chicago, The 
University of  Chicago Press, 2022, p. 3.

373		 Cfr. Bomboy, Scott, “On this Day, an Early Victory for the Free Press”, 
Centro Constitucional Nacional de los Estados Unidos, 4 de agosto de 2022, 
disponible en: https://constitutioncenter.org/blog/a-huge-free-press-victory-by-the-origi-
nal-philadelphia-lawyer, consultado el 9 de abril de 2023.

374		 Cfr. Vile, John R., “John Peter Zenger”, Enciclopedia de la Primera Enmienda, 
disponible en: https://www.mtsu.edu/first-amendment/article/1235/john-peter-zenger, 
consultado el 9 de abril de 2023.
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guiente: “El Congreso no aprobará ninguna ley respecto al esta-
blecimiento de una religión, o que prohíba el libre ejercicio de 
ésta; o que coarte la libertad de expresión o de prensa; o el dere-
cho del pueblo a reunirse pacíficamente y a solicitar al gobierno 
la reparación de agravios”.375

En ese texto podemos observar la importancia de la libertad 
de expresión y de prensa para dicho país, que busca garantizar 
el ejercicio de dicho derecho para sus ciudadanos, postura que, 
como hemos referido en este trabajo, perdura en la actualidad y 
hace incompatible el reconocimiento de un derecho al olvido con 
lo establecido por dicha enmienda y su interpretación judicial.

No pasa desapercibido que en el continente europeo se re-
conocía de igual forma en el artículo 11 de la Declaración de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano, aprobada por la Asam-
blea Nacional Constituyente francesa el 26 de agosto de 1789, 
que “la libre comunicación de pensamientos y opiniones es uno 
de los derechos más valiosos del hombre; por consiguiente, cual-
quier ciudadano puede hablar, escribir e imprimir libremente, 
siempre y cuando responda del abuso de esta libertad en los casos 
determinados por Ley”.376

La libertad de expresión es un derecho humano reconocido 
en el ámbito internacional por el artículo 19 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, aprobada por la Asamblea Ge-
neral de las Naciones Unidas en París el 10 de diciembre de 1948: 
“Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de ex-
presión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus 
opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y 
el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio 
de expresión”.377 Se reconoce una doble dimensión del derecho a 

375		 Primera Enmienda, Constitución de los Estados Unidos, disponible en: 
https://constitution.congress.gov/constitution/amendment-1, consultado el 9 de abril de 
2023.

376		 Artículo 11, Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano.
377		 Artículo 19, Declaración Universal de Derechos Humanos.



EDUARDO KANAHUATI FARES188

libertad de expresión, partiendo de la libertad de pensamiento a 
la de divulgación de sus ideas.

A su vez, el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, aprobado por la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas el 16 de diciembre de 1966, al cual México se 
adhirió el 24 de marzo de 1981, establece a la letra lo siguiente:

1) Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones.
2) Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este 

derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difun-
dir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración 
de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma im-
presa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su 
elección.

3) El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este ar-
tículo entraña deberes y responsabilidades especiales. Por 
consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones, que 
deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la 
ley y ser necesarias para:
a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de 

los demás;
b) La protección de la seguridad nacional, el orden públi-

co o la salud o la moral públicas.378

En forma más amplia que la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, establece los supuestos de limitación y res-
tricción del ejercicio de la libertad de expresión: el respeto a la 
reputación de otros y la seguridad de la nación, el orden público, 
la salud y la moral pública como bienes jurídicamente tutelados, 
sin establecer otra causa de censura o limitación.

En el continente americano, el artículo 4 de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre aprobada en 
la Novena Conferencia Internacional Americana en Bogotá, Co-
lombia, el 30 de abril de 1948, refiere la libertad de expresión 

378		 Artículo 19, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
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como un derecho universal, en conjunto con las libertades de 
investigación, opinión y difusión del pensamiento.379

Por su parte, el artículo 13 de la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos, adoptada en San José, Costa Rica el 22 
de noviembre de 1969 en el contexto de la Conferencia Especia-
lizada Interamericana sobre Derechos Humanos, a la cual Mé-
xico se adhirió el 2 de marzo de 1981, ahonda en la descripción 
del derecho en su doble dimensión; reitera, como el Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos, los límites a la libertad 
de expresión, que deben consistir en responsabilidades ulteriores, 
evitando la censura previa, a efecto de proteger el respeto a los 
derechos o a la reputación de los demás y la protección de la se-
guridad de la nación, el orden público, la salud y la moral públi-
cas. Aunado a ello, se hace hincapié en evitar la censura oficial 
por cualquier medio, permitiendo la comunicación y circulación 
de ideas y opiniones.380

Finalmente, el artículo 4 de la Carta Democrática Interame-
ricana, adoptada por la Asamblea General de la Organización 
de Estados Americanos el 11 de septiembre de 2001, considera 
la libertad de expresión como un eje fundamental para una socie-
dad democrática: “Son componentes fundamentales del ejercicio 
de la democracia la transparencia de las actividades guberna-
mentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la 
gestión pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad 
de expresión y de prensa”.381

En suma, la normativa citada reitera la importancia y trans-
cendencia de la libertad de expresión como una libertad fun-
damental que permite el funcionamiento de las sociedades de-
mocráticas, y se limitan de forma expresa las restricciones a ese 
derecho.

379		 Cfr. artículo 4, Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre.

380		 Cfr. artículo 13, Convención Americana sobre Derechos Humanos.
381		 Artículo 4, Carta Democrática Interamericana.
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En contraposición con la privacidad, el artículo 10 de la De-
claración de Principios sobre la Libertad de Expresión señala 
que las leyes de privacidad no deben “inhibir ni restringir la in-
vestigación y difusión de información de interés público”,382 re-
conociendo ambos derechos, el de protección de privacidad y de 
libertad de expresión, pero abogando por la ponderación y ba-
lance de investigar y difundir información que resulte de interés 
público.

Es importante señalar que, en la región, la Corte Interame-
ricana ha emitido pronunciamientos respecto a los alcances del 
derecho a la libertad de expresión, y ha definido que consta de 
los siguientes elementos:

	— El derecho a expresar ideas, opiniones y emitir informa-
ción de toda índole.

	— El derecho a acceder, buscar y recibir información.
	— El derecho a difundir informaciones e ideas sin consi-

deración de fronteras y por cualquier medio de expre-
sión.383

En México tal derecho es reconocido por los artículos 6 y 7 
de la Constitución Política, en sus diferentes dimensiones, y de 
igual forma establece la prohibición de restricción por controles 
oficiales o particulares, señalando que sus límites consisten úni-
camente en aquellos que impliquen un ataque a la moral, la vida 
privada o lo derechos de terceros y puedan constituir un delito o 
perturbar el orden público.384

No cabe duda de la trascendencia e importancia del reco-
nocimiento y tutela de la libertad de expresión para el correcto 
funcionamiento de un Estado democrático; sin embargo, como 

382		 Artículo 10, Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión.
383		 Chocarro, Silvia, Estándares internacionales de libertad de expresión: Guía básica 

para operadores de justicia en América Latina, Center for International Media Assis-
tance (CIMA), agosto 2017, p. 6.

384		 Cfr. artículos 6 y 7, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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pudimos constatar en las resoluciones analizadas en el capítulo 
tercero, se da en ocasiones un peso definitivo y absoluto a su 
maximización sobre el derecho al olvido de forma casi absoluta y 
generalizada, sin observar que, como cualquier otro derecho, su 
ejercicio tiene límites.

La Corte Interamericana ha señalado que las limitaciones a 
la libertad de expresión deben ser necesarias y se debe demos-
trar que no existe otro medio menos restrictivo; además, esas 
limitaciones deben ser proporcionales y ajustadas al fin plan-
teado.385

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 
que la libertad de expresión tiene una dimensión individual con-
sistente en expresar el pensamiento propio, y una dimensión co-
lectiva, consistente en buscar, recibir y difundir información. Por 
lo que la libertad de expresión garantiza el intercambio de infor-
mación entre los individuos.386

La Suprema Corte ha señalado que la libertad de expresión 
sí tiene límites, pese a la prohibición de censura previa. Dichos 
límites están referidos en el artículo sexto constitucional:387 “a la 
moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún 
delito, o perturbe el orden público”.388

Conforme a la resolución del amparo en revisión 341/2022, 
del 23 de noviembre de 2022, de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, se ha maximizado el derecho a la 
información y el derecho a la libertad de expresión sobre la auto-
determinación informativa, la privacidad y la protección de da-
tos personales de una forma categórica y generalizada, señalan-

385		 Cfr. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la com-
patibilidad entre las leyes de desacato y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
capítulo V, disponible en: http://www.cidh.oas.org/annualrep/94span/cap.V.htm, 
consultado el 9 de abril de 2023.

386		 Cfr. tesis P./J. 25/2007, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, mayo de 2007.

387		 Ibidem, tesis P./J. 26/2007.
388		 Artículo 6, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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do que tienen un principio de acción preponderante y primordial 
para el funcionamiento de la democracia mexicana.389

En concordancia, es importante que las autoridades esta-
blezcan de forma clara los límites a la libertad de expresión, ya 
que como pilar fundamental de una sociedad democrática, en 
opinión de Santiago Vázquez, pocas veces otros derechos o bie-
nes jurídicos tutelados tendrán un peso igual o mayor al de este 
derecho.390

Resulta relevante la opinión de Andrew Doyle, quien señala 
que lo establecido por la Primera Enmienda es una libertad ne-
gativa, al impedir las injerencias del Estado, pero no se extiende 
a los particulares, como son las empresas privadas que controlan 
actualmente las redes sociales, razón por la que detentan un gran 
poder y control sobre la información que se comunica en ellas.391

En efecto, las empresas privadas como Google detentan un 
gran poder respecto de la información disponible en Internet, al 
tener en sus manos la capacidad de determinar la procedencia o 
no del ejercicio de un derecho humano y posibilitar abusos y ex-
cesos en su contra, al afirmarse casi de forma contundente que, 
al ser empresas de Internet, actúan en pro de la neutralidad de la 
red, sin tener ningún interés individual que puede incidir de for-
ma negativa en su actuar.

Consecuentemente, debemos pensar que la libertad de expre-
sión ha cambiado de forma definitiva con el uso de las nuevas tec-
nologías, y que puede encontrar nuevos límites, siempre de forma 
razonada y ponderada, pero considerando los alcances de la in-
formación en la actualidad. El caso Costeja en particular presenta 
la necesidad de ponderar entre la vida privada del individuo y el 

389		 Amparo en revisión 341/2022 del 23 de noviembre de 2022, Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala.

390	 	Cfr. Vázquez Camacho, Santiago, “Presentación”, en Vázquez Cama-
cho, Santiago (comp.), Libertad de expresión, análisis de casos judiciales, México, 
2007, p. XX.

391		 Cfr. Doyle, Andrew, La libertad de expresión y por qué es tan importante, trad. de 
Alejandra Pradera, Madrid, Alianza Editorial, 2021, pp. 29 y 30.
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interés legítimo de la sociedad a saber.392 En ese orden de ideas, la 
libertad de expresión puede encontrar un límite claro en la vida 
privada, por lo que deben analizarse estos aspectos caso por caso, 
con ejercicios de ponderación, para determinar qué derecho pue-
de y debe maximizarse.

2. Derecho al olvido vs. memoria histórica

Debemos referir al papel del olvido como antagónico indis-
cutible de la memoria, entender la memoria histórica como ele-
mento de cohesión social y analizar el olvido, la ausencia del re-
cuerdo, tanto en su nivel individual como social, particularmente 
en el entorno digital.

A. Memoria colectiva

Para una primera aproximación debemos definir qué en-
tendemos por memoria: “La capacidad de almacenar y re-
cordar información sobre objetos, sucedidos, experiencias e 
impresiones”.393

Algunos distinguen entre la memoria a corto plazo, la cual 
nos proporciona información que resulta útil para un momento 
en específico, como un número de teléfono; la memoria a largo 
plazo, que se compone de los recuerdos y vivencias de nuestra 
vida, y la memoria sensorial, que viene de lo que percibimos a 
través de los sentidos.394

392		 Cfr. Thouvenin, Florent et al., op. cit., p. 51.
393		 Quijano, Manuel, “La memoria”, Revista de la Facultad de Medicina, Mé-

xico, vol. 49, núm. 5, septiembre-octubre de 2006, disponible en: http://www.
ejournal.unam.mx/rfm/no49-5/RFM049000500.pdf/, consultado el 9 de abril de 
2023.

394		 Cfr. “La memoria: un disco duro irremplazable”, Fundación UNAM, 8 
de julio de 2019, disponible en: https://www.fundacionunam.org.mx/unam-al-dia/
la-memoria-un-disco-duro-irremplazable/, consultado el 9 de abril de 2023.
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La memoria ha sido concebida de forma clásica como un 
depósito o registro que nos permite recuperar los recuerdos de 
nuestras vivencias en distintos momentos, ya sea de forma volun-
taria o involuntaria.395

Como acto individual, la memoria tiene fallas que, como ex-
periencia temporal, se van modificando y moldeando de acuerdo 
con distintos factores, sobre los cuales en muchas ocasiones influ-
ye la huella de las emociones que confluyeron en ese momento 
específico y las actuales, ya que generalmente tenemos un recuer-
do que se va reescribiendo y trazando con nuestra propia reinter-
pretación de la acción, lo que sucede principalmente con eventos 
clave o traumáticos de nuestra historia personal.

Esto se complica cuando agregamos otro elemento a la ecua-
ción: la reinterpretación del recuerdo por la colectividad; es de-
cir, la memoria colectiva, que surge como un campo de estudio a 
raíz de investigaciones sobre ciencias sociales en la década de los 
setenta del siglo veinte y que se refiere a la “memoria compar-
tida de un acontecimiento del pasado vivido en común por una 
colectividad”.396

De esto deviene para algunos autores que aceptar la existen-
cia de una memoria colectiva implica reconocer que nuestros re-
cuerdos tienen aspectos tanto individuales como sociales, lo cual 
los convierte en una construcción social.

Así, la memoria colectiva tiene un papel determinante en 
el sentido de pertenencia y de búsqueda de identidad de los in-
dividuos, en la que un recuerdo colectivo puede ser impulso su-
ficiente para buscar justicia social por una causa, o motivar el 

395		 Cfr. Belvedresi, Rosa E., “¿Puede la memoria del pasado decir algo sobre 
el futuro?”, en Mudrovcic, María Inés y Rabotnikof, Nora (coords.), En busca del 
pasado perdido. Temporalidad, historia y memoria, México, Siglo Veintiuno Editores, 
2013, p. 145.

396		 Leal Vázquez, Nubia Aldonza y Ortiz Hernández, Georgina, “Memoria 
y olvido colectivo”, en Ortiz Hernández, Georgina (coord.), Memoria y olvido 
colectivo. Una perspectiva dentro del ámbito político, México, Universidad Nacional 
Autónoma de México, p. 22.
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reconocimiento formal de la existencia de un derecho humano 
en particular.

B. Derecho a la memoria histórica y derecho a la verdad

Cuando hablamos de derecho a la memoria histórica habla-
mos de una lucha por defender la memoria colectiva que impul-
sa y motiva cambios sociales y jurídicos, así como de no olvidar 
aquellos hechos trascendentales que marcan la vida e identidad 
de una sociedad o cultura en específico.

Así, sin pretender analizar el cuerpo normativo a fondo, un 
ejemplo es la normativa de España, con la Ley de la Memoria 
Histórica del 26 de diciembre de 2007:

La presente Ley tiene por objeto reconocer y ampliar derechos a 
favor de quienes padecieron persecución o violencia, por razones 
políticas, ideológicas, o de creencia religiosa, durante la Guerra 
Civil y la Dictadura, promover su reparación moral y la recu-
peración de su memoria personal y familiar, y adoptar medidas 
complementarias destinadas a suprimir elementos de división en-
tre los ciudadanos, todo ello con el fin de fomentar la cohesión y 
solidaridad entre las diversas generaciones de españoles en torno 
a los principios, valores y libertades constitucionales.397

La Ley referida aboga por el reconocimiento de un derecho 
individual a la memoria histórica, que permite proteger los dere-
chos al honor, a la propia biografía y al recuerdo, en relación con 
la dignidad de la persona y el reconocimiento de su personalidad, 
sin dejar de lado la relación entre el individuo y la sociedad.398

397		 Artículo 1, Ley 52/2007 del 26 de diciembre, BOE, núm. 310, disponible 
en: https://www.boe.es/boe/dias/2007/12/27/pdfs/A53410-53416.pdf, consulta-
do el 9 de abril de 2023.

398		 Cfr. Sauca Cano, José María, “El derecho ciudadano a la memoria histó-
rica: concepto y contenido”, en Martín Pallín, José Antonio y Escudero Alday, 
Rafael (eds.), Derecho y memoria histórica, Madrid, Trotta, 2008, pp. 84 y 85.
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También en España existe la Ley de Memoria Democrática,399 
que busca permitir a los descendientes de españoles que renun-
ciaron a la nacionalidad española, o huyeron de ese país, tener 
acceso a la nacionalidad, al señalar que son descendientes de na-
cionales:

	— Personas exiliadas por razones políticas, ideológicas, de 
creencia o de orientación o de identidad sexual.

	— Quienes perdieran su nacionalidad por casarse con ex-
tranjeros antes de la entrada en vigor de la Constitución 
de 1978.

	— Quienes padecieron persecución o violencia durante la 
Guerra Civil y la Dictadura.400

Como podemos observar, los hechos referidos están en la ca-
tegoría de la memoria colectiva de hechos trascendentales vivi-
dos por una sociedad, que marcaron el destino de sus nacionales 
y de su propia democracia y gobernabilidad.

De igual forma, en el preámbulo de la Ley de Memoria De-
mocrática se señala que “las políticas de memoria democrática se 
han convertido en un deber moral que es indispensable fortalecer 
para neutralizar el olvido y evitar la repetición de los episodios 
más trágicos de la historia”.401

Es decir, se busca implementar políticas de memoria para 
crear identidad, poniendo un límite al olvido con el fin de conso-
lidar una identidad común y fortalecer el sentido de un gobierno 
democrático que no repita las atrocidades del pasado.

399		 Cfr. Ley 20/2022 del 19 de octubre, BOE, núm. 252, disponible en: https://
www.boe.es/eli/es/l/2022/10/19/20/con, consultado el 9 de abril de 2023.

400		 Cfr. Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, 
“Nacionalidad española por la Ley de Memoria Democrática”, disponible en: 
https://www.exteriores.gob.es/Consulados/mexico/es/Comunicacion/Noticias/Paginas/
Articulos/LeydeMemoriaDemocratica.aspx, consultado el 9 de abril de 2023.

401		 Ley 20/2022 del 19 de octubre, BOE, núm. 252, disponible en: www.boe.
es/buscar/pdf/2022/BOE-A-2022-17099-consolidado.pdf, consultado el 9 de abril 
de 2023.
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También se busca reconocer y hacer eficaces, entre otros, los 
siguientes:402

	— Derecho a la reparación moral de las víctimas y sus fa-
milias.

	— Derecho a la recuperación de la memoria personal y fa-
miliar.

	— Derecho a la declaración general de ilegitimidad de la 
represión.

	— Derechos patrimoniales e indemnizatorios.
	— Derecho de las víctimas a saber.

En algunos países, como México, el derecho a la memoria 
histórica es conocido como derecho a la verdad, sobre el cual el 
secretario general de las Naciones Unidas señaló: “59. El dere-
cho a la verdad entraña tener un conocimiento pleno y completo 
de los actos que se produjeron, las personas que participaron en 
ellos y las circunstancias específicas, en particular de las violacio-
nes perpetradas y su motivación”.403

En la región, el primer caso resuelto por la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos sobre el tema tenía que ver con 
desaparición forzada. En Velázquez Rodríguez vs. Honduras del 29 
de julio de 1998, se reconoció la existencia del derecho de los 
familiares de la víctima de conocer cuál fue su destino y dónde 
estaban sus restos, así como que los hechos sean investigados y los 
criminales, procesados; lo anterior fue el primer acercamiento a 
la configuración jurisprudencial del derecho a la verdad, tanto en 
su dimensión individual como colectiva.404

402		 Cfr. Sauca Cano, José María, op. cit., pp. 90-98.
403		 Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Dere-

chos Humanos, E/CN.4/2006/91, 9 de enero de 2006, disponible en: https://
ap.ohchr.org/documents/dpage_e.aspx?si=E/CN.4/2006/91, consultado el 9 de abril 
de 2023, p. 23.

404		 Cfr. Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, “El derecho a la verdad (a propósito 
del caso Desaparecidos del palacio de justicia vs. Colombia)”, en Carbonell, Miguel y 
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Si bien el derecho a la verdad ha tenido un desarrollo im-
portante en la jurisprudencia de la Corte Interamericana, resul-
ta relevante para este trabajo el caso Anzualdo Castro vs. Perú de 
2009, en el que se estableció que el derecho a la verdad no sólo 
se relaciona con las víctimas directas o familiares, sino que “tiene 
un efecto necesario que en una sociedad democrática se conoz-
ca la verdad sobre los hechos de graves violaciones de derechos 
humanos”.405

Es decir, se sientan las bases de que el derecho a la verdad no 
tiene sólo relación con el derecho de las víctimas y sus familiares 
a saber, sino de toda la sociedad en relación con la tutela y respe-
to de los derechos humanos.

De igual forma, en el caso Gelman vs. Uruguay señala que

192. La satisfacción de la dimensión colectiva del derecho a la ver-
dad exige la determinación procesal de la más completa verdad 
histórica posible, lo cual incluye la determinación judicial de los 
patrones de actuación conjunta y de todas las personas que de di-
versas formas participaron en dichas violaciones y sus correspon-
dientes responsabilidades.406

Lo que lleva a decir que cuando ocurre una violación grave 
de derechos humanos no sólo afecta a la víctima y a sus familia-
res, sino a la sociedad en su conjunto, al no existir garantías de 
no repetición y demostrar la falla de los órganos estatales encar-
gados de proteger y tutelar dichos derechos.

Cruz Barney, Oscar (coords.), Historia y Constitución. Homenaje a José Luis Soberanes 
Fernández, México, Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 2015, t. I, pp. 157-159.

405		 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Anzualdo Castro vs. 
Perú, sentencia del 22 de septiembre de 2009, Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas, p. 39.

406		 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Gelman vs. Uruguay, 
sentencia del 24 de febrero de 2011, Excepciones Preliminares, Fondo, Repara-
ciones y Costas, p. 56.
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En concordancia, la Ley General de Víctimas de México pre-
vé, en el título segundo, capítulo V “Del derecho a la verdad”,407 
el derecho de las víctimas, sus familiares y la sociedad a conocer 
la verdad y a recibir información sobre violaciones de derechos 
humanos, así como a participar en la búsqueda de la verdad; el 
alcance de este derecho está enfocado a los estándares interame-
ricanos referidos.

C. Memoria y olvido

Se arguye de lo expuesto que el derecho a la memoria histó-
rica, o el derecho a la verdad, tiene una gran trascendencia en la 
formación de una identidad social y el funcionamiento de los ór-
ganos democráticos; no obstante, se relaciona crucialmente con 
el derecho al olvido, por lo que resulta relevante analizar en un 
primer momento esta relación.

Paul Ricoeur recuerda la metáfora de la cera de Sócrates, 
que une la memoria y el olvido:

Concédeme entonces, en atención al razonamiento, que hay en 
nuestras almas un bloque maleable de cera: mayor en unas per-
sonas, menor en otras; de una cera más pura para unos y más 
adulterada para otros; unas veces más dura, otras, más blanda, y 
en algunos, en el término medio.

Teeteto: Lo concedo.
Sócrates: Pues bien, digamos que es un don de Memoria, la 

madre de las Musas: aquello de que queremos acordarnos de 
entre lo que vivimos, oímos o pensamos, lo imprimimos en este 
bloque como si imprimiéramos el cuño de un anillo. Y lo que se 
imprimió, lo recordamos y lo sabemos en tanto su imagen (eidolon) 
permanezca ahí; pero lo que se borre o no se pudo imprimir lo 
olvidamos (epilelesthai) es decir, no lo conocemos.408

407		 Cfr. artículos 22 a 29, Ley General de Víctimas.
408		 “Platón, diálogo con Teeteto”, citado por Ricoeur, Paul, La memoria, la 

historia, el olvido, trad. de Agustín Nera, Buenos Aires, Editorial Docencia, 2019, 
p. 25.



EDUARDO KANAHUATI FARES200

Podemos observar el principio de la dualidad de la memoria 
como símbolo de lo que permanece, y el olvido, como aquello que 
no fue registrado y que por ende se pierde en su consumación.

Lo anterior deviene fundamental para hablar del reconoci-
miento del derecho a la memoria y a la verdad. Si la violación a 
derechos humanos no existe en los registros, no ocurrió y puede 
perderse en su consumación atroz, pero la lucha es por recordar-
la y reconocerla, por imprimirla en las calles y en los monumen-
tos, para evitar que vuelva a ocurrir y en la historia los perpetua-
dores queden impunes, e incluso idealizados como héroes.

Como lo señala Paul Ricoeur al referir el mito de la cera, la 
dualidad entre memoria y olvido se escapará a la temporalidad 
de las sociedades modernas, y ha producido, como lo refiere el 
mismo autor, los abusos de la memoria, pudiendo ser manipula-
da para generar cierta falsa identidad, trucando la propia historia 
y los recuerdos públicos, y buscando la manipulación de grupos 
sociales para fines determinados.409 Para Lledó la memoria y el 
olvido nacen en la antigua Grecia, la memoria como un espacio 
para el aprendizaje y la experiencia, y el olvido, más parecido a 
la muerte.410

Luego entonces, la memoria tampoco resulta absoluta, como 
tampoco lo es el olvido; ambos requieren de límites para la fun-
ción social, ya que, como se ha referido en el capítulo segundo, el 
olvido también tiene una función propia en la integración social 
como acto de superación.

Las sociedades modernas desprecian y temen al olvido, al exis-
tir una tendencia por recordarlo todo y registrarlo, sin dejar que 
nada se pierda; sin embargo, en su relación dual no podría existir 
el olvido sin memoria, como tampoco la memoria sin olvido.

El olvido es necesario, pero ya no surge de forma natural en 
el proceso de memorización y recuerdo del individuo, sino que 
se vuelve de igual manera una construcción social por la que te-

409		 Ibidem, p. 111.
410		 Cfr. Leal Vázquez, Nubia Aldonza y Ortiz Hernández, Georgina, op. cit., 

p. 44.
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nemos que pasar primero por la memoria, a efecto de llegar al 
olvido.

La relación metafórica y de contrapeso entre memoria y ol-
vido ha sido un tema tratado a lo largo de la historia filosófica, 
pero la intención de exponerlo en este documento versa sobre 
reconocer que su interrelación no es nueva, pero sí ha enfrentado 
un escenario totalmente distinto, ante el recuerdo eterno y atem-
poral al que Internet nos permite acceder a todos en cualquier 
momento.

D. Memoria digital

En ese orden de ideas, ¿en qué se diferencia la memoria digi-
tal de la memoria humana de la que ya hablaba Sócrates, y cómo 
incide en nuestra actualidad?

Al hablar de memoria colectiva, la comunicación juega un 
papel vinculante, ya que permite intercomunicar a los individuos 
y la sociedad, que a la par del desarrollo de los medios de comu-
nicación masiva permite transmitir un sinfín de mensajes, y con 
la llegada de Internet, permite que cualquiera pueda tener acce-
so a ellos de forma inmediata, atemporal y descontextualizada.

Respecto a la memoria en la modernidad y el uso de orde-
nadores, podemos entenderla como aquella parte en la que se 
almacenan los datos;411 sin embargo, el registro en las computa-
doras no tiene una base tan distinta de la mente humana, o de 
los archivos o acervos de papel; la diferencia radical se da en la 
resolución de una problemática tradicional: entre más datos se 
tengan, más difícil es acceder a ellos.412

La diferencia reside en que sería una tarea prácticamente 
imposible para una persona relacionar con una búsqueda inter-

411		 Cfr. Ceruzzi, Paul E., Breve historia de la computación, trad. de Ix-Nic Irue-
gas, México, Fondo de Cultura Económica-Instituto Politécnico Nacional, 
2018, p. 171.

412		 Cfr. Viana Castrillón, Laura, Memoria natural y artificial, 3a. ed., México, 
Fondo de Cultura Económica, 1998, p. 56.
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na todos los conocimientos adquiridos o registrados, pero a las 
herramientas tecnológicas se les puede programar para listar la 
información almacenada.

Entonces, el punto fundamental es qué criterio determinar 
para esas listas, que puede ser, por ejemplo, alfabético o cronoló-
gico; empero, el éxito innegable de Google como buscador es que 
el criterio para listar se basa en las citas, replicando el método 
científico desarrollado por Eugene Garfield.

Lo anterior permite acceder a una memoria colectiva que va 
dando a cualquiera que realice una búsqueda acceso al mismo 
resultado; con ello se construye una fuente innegable de informa-
ción a la que muchos tendrán acceso, sin importar su veracidad 
o intencionalidad.

En ese sentido, todos nos volvemos vulnerables, al no tener 
un control sobre la memoria colectiva y nuestra identidad, que 
es accesible a todos. Ya señalaba Lucas Marín en 2000 que la 
existencia de los ordenadores y su capacidad de almacenaje e 
interrelación representaban un peligro para la intimidad, pues 
podían hacer públicas referencias sobre los individuos que se uti-
lizarían en su contra.413

Por ende, no se busca criticar la memoria y registro absoluto, 
ni exaltar los atributos o beneficios sociales del olvido, sino pro-
poner un balance entre ambas figuras, en beneficio de los indi-
viduos, pero siempre ponderando aquella información a la que 
para su correcto funcionamiento deben conocer y acceder las 
sociedades democráticas.

De igual forma, en la obra Linchamientos digitales, Ana Ma-
ría Olabuenaga expone el caso de una joven italiana que buscó 
ocultar del ojo público parte de su vida más íntima, la cual fue 
captada en diversos videos por un exnovio, y que obtuvo una sen-
tencia favorable en cuanto al ejercicio de su derecho al olvido; sin 
embargo, su victoria generó aún mayor interés en su caso y nun-

413		 Cfr. Lucas Marín, Antonio, La nueva sociedad de la información. Una perspectiva 
desde Silicon Valley, Madrid, Trotta, 2000, p. 101.
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ca pudo escapar del ojo público, por lo que finalizó con su propia 
vida; pero su pasado siguió presente en el mundo digital.414

Lo anterior nos hace reflexionar acerca de los alcances de la 
memoria desmedida: ¿tenía un efecto útil para una sociedad de-
mocrática conocer los videos íntimos de una ciudadana sin perfil 
político o público?, ¿todos tienen derecho de acceder a la infor-
mación?

E. Derecho al olvido y derecho a la memoria histórica

En consecuencia, se puede colegir que la memoria y el ol-
vido coexisten desde el inicio de los registros de la historia y la 
organización del hombre en sociedad. En la modernidad tienen 
una nueva relación, con un sinfín de consecuencias en la vida de 
todos y cada uno de quienes formamos parte del ente social.

No debemos olvidar, y la memoria debe persistir, sobre todo 
en aquellos casos de violaciones graves de derechos humanos, sin 
dejar de cuestionar si deben existir o no mecanismos que per-
mitan limitar su uso desmedido y la afectación a la vida de los 
individuos.

No se trata, de nuevo, de imponer una figura respecto de la 
otra, ni de hablar de una memoria absoluta o un olvido inevita-
ble y programable, pero sí de un balance, para poder ejercer el 
derecho al olvido en beneficio del libre desarrollo de la persona-
lidad; su ejercicio será posible “si no conlleva complicidad con los 
perpetuadores que convirtieron a otros en sus víctimas”.415

Ya que en ninguna circunstancia podríamos llegar al caso 
extremo de pedir a una víctima de violación grave de derechos 
humanos, ni a sus familiares o al ente social, que se olvide en be-
neficio del libre desarrollo de la personalidad de un criminal, son 
casos extremos en los que sin duda la balanza se inclinaría por 

414		 Cfr. Olabuenaga, Ana María, Linchamientos digitales, México, Paidós, 2019, 
pp. 23-31.

415		 Belvedresi, Rosa E., op. cit., p. 155.
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favorecer la libertad de información de la sociedad, el derecho a 
la memoria y a la verdad, pero no debemos cometer el error de 
categorizar ambos sin pensar en su propios límites y ponderación 
individual caso por caso.

3. Derecho al olvido vs. responsabilidad contractual

En este apartado se intentará dar a entender la responsabili-
dad contractual y el alcance e importancia de los términos y con-
diciones que pueden tener un punto de contacto con el derecho 
al olvido.

En la actualidad cobra gran relevancia, particularmente ante 
el uso de las redes sociales, la aceptación y consentimiento de 
los términos y condiciones para compartir información personal 
con terceros, lo que nos lleva a analizar y considerar si puede 
existir o no un derecho al olvido ante tal situación, cuando en la 
mayoría de los casos y a diferencia de otros emblemáticos, como 
el caso Costeja, la información no es compartida por terceros, sino 
que en muchas ocasiones la fuente primigenia es su propio titular.

En primer lugar, debemos aclarar que aunque la aceptación 
de los términos y condiciones tiene relación con muchos otros 
servicios que se ofrecen a través de sitios web, desde aerolíneas 
hasta hoteles y compras en línea, en los que el tratamiento de los 
datos personales que se recaben con fines comerciales debe cum-
plir con la normatividad de protección de datos personales reca-
bados para tal fin, sin embargo resulta relevante hablar de redes 
sociales, ya que tienen como fin compartir información personal, 
lo que permite asumir que mucha más información personal es 
compartida con el auge de estos servicios a grandes audiencias y 
en muchos casos sin limitaciones.416

Inclusive, en algunos casos podría señalarse que las redes 
sociales sirven como un archivo sociológico que registra expe-
riencias, opiniones y emociones de individuos y grupos en varios 

416		 Cfr. Thouvenin, Florent et al., op. cit., p. 81.
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momentos;417 es decir, se relacionan directamente con nuestra 
identidad y el desarrollo de ésta ante otros usuarios de las redes 
sociales.

Al hablar de redes sociales no existe una definición particular 
consensuada, pero al referirnos a ellas podemos dar varios ejem-
plos, como Facebook, Instagram, YouTube, TikTok, Twitter o X, 
entre otros.418 Una característica relevante de éstas es que permi-
ten compartir información en segundos a través de todo Internet, 
ya que la tecnología y la conectividad móvil permiten compartir 
actividades en tiempo real con todo el mundo;419 en la mayoría 
de los casos se trata de información personal, desde nuestra ima-
gen hasta nuestra ubicación geográfica, entre muchos otros datos 
que revelan parte de nuestra identidad.

Aunque estas líneas se acercan más a consideraciones sobre el 
impacto del uso de las redes sociales en nuestra vida diría en sede 
digital, a continuación se analizarán las pautas jurídicas que regu-
lan esta interacción y sus implicaciones para el derecho al olvido.

A. Términos y condiciones

Al utilizar servicios en Internet debemos aceptar las pautas 
del portal o sitio electrónico, dando una autorización que se con-
tractualiza al aceptar los términos y condiciones impuestos para 
su uso.420

En realidad, aceptar los términos y condiciones de un pro-
veedor específico no es exclusivo de Internet y del desarrollo tec-
nológico, de hecho está presente en nuestra vida diaria: entrar a 
un cierto establecimiento comercial, utilizar un medio de trans-

417		 Ibidem, p. 81.
418		 Ibidem, p. 72.
419		 Ibidem, p. 79.
420		 Cfr. Maza Gazmuri, Iñigo de la y Momberg Uribe, Rodrigo, “Términos 

y condiciones: acerca del supuesto carácter contractual de las autorizaciones 
para el tratamiento de datos personales en sitios web”, Revista Chilena de Derecho 
y Tecnología, Santiago de Chile, vol. 6, núm. 2, 2017, pp. 25-55.
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porte público o circular por alguna carretera o avenida de cir-
culación privatizada, presupone la aceptación de los términos y 
condiciones del servicio, que pueden ser tan simples como respe-
tar cierto límite de velocidad.

Estas pautas se han vuelto más complejas con el auge de la 
economía electrónica en la que uno de los presupuestos esencia-
les es la publicidad dirigida. Los proveedores requieren nuestros 
datos personales para poder ofrecer sus servicios, incluidos nom-
bre, dirección, correo electrónico y número de teléfono, entre 
otros. Esta situación también podría darse en espacios de comer-
cio físico, pero no siempre resultan indispensables para poder ob-
tener un servicio. Ante ello, se ha desarrollado un marco norma-
tivo de protección de datos personales, que implica obligaciones 
en el tratamiento que deben cumplir y respetar los proveedores.

En ese tenor, la discusión en cuanto a los términos y condi-
ciones de un proveedor de servicios de Internet se ha centrado en 
la forma de otorgar el consentimiento por los usuarios, al tratarse 
datos personales de gran valor para la vida privada de las perso-
nas, y que además se convierten cada vez en un mayor negocio 
lucrativo para las empresas que los recaban.421

Generalmente se presentan en formas de contrato de adhe-
sión que el usuario debe aceptar para poder utilizar un tipo de 
software, página de comercio electrónico, red social o sitio web 
de otra naturaleza. Este tipo de contratos, sin embargo, no están 
regulados en México por ninguna autoridad, como sí lo están los 
contratos de adhesión en las leyes de protección al consumidor.

Según la autora Nancy Kim podemos hablar de tres tipos de 
contratos de adhesión en cuanto a su aceptación.422

421		 Cfr. Momberg Uribe, Rodrigo y Morales Ortiz, María Elisa, “Las cláusu-
las relativas al uso y tratamiento de datos personales y el artículo 16, letra g), de 
la Ley 19.496 sobre Protección de los Derechos de los Consumidores”, Revista 
Chilena de Derecho y Tecnología, Santiago de Chile, vol. 8, núm. 2, 2019, pp. 157-
180.

422		 Cfr. Kim, Nancy S., Wrap Contracts, Oxford, Oxford University Press, 
2013, p. 35.
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1) Shrinkwrap. Son contratos envueltos en plástico con un dis-
co compacto que contiene algún software o programa de cómputo. 
Este tipo de aceptación, conforme a lo resuelto en el caso ProCD 
vs. Zeidenberg por la Corte de Apelaciones del Séptimo Circuito de 
los Estados Unidos, implica que al simplemente comprar un pro-
ducto y salir con él de una tienda se aceptan los términos y con-
diciones de uso, ya que están dentro de la caja. Resuelve que ello 
implica una carga para el consumidor de negar la aceptación de 
los términos y condiciones al devolver el programa comprado.423

Debemos ser cuidadosos, ya que no existe en realidad una 
aceptación expresa, sólo implícita, de que otorgamos nuestros 
datos personales, como puede ser el caso de comprar una cámara 
de seguridad para nuestro hogar y que con ello pudiéramos es-
tar aceptando ser videograbados por un tercero. Como veremos 
posteriormente, este tipo de aceptación es contraria a las leyes de 
protección de datos personales.

2) Clickwrap. Posterior a la resolución del caso ProCD vs. Zei-
denberg y las dudas sembradas en cuanto a la aceptación de los 
términos y condiciones en Estados Unidos, se desarrolló esta fi-
gura, que implica no permitir a un usuario utilizar un programa 
o servicio hasta que acepte expresamente con un clic en una caja 
de texto o similar los términos y condiciones impuestos.

Si bien en este tipo de aceptación existe un consentimiento 
explícito, es importante considerar otros aspectos al declarar váli-
da dicha manifestación de la voluntad, que van desde la longitud 
del documento hasta la viabilidad del usuario de comprender el 
lenguaje empleado en su redacción y la posibilidad de hacer al-
guna modificación o no a los términos.

3) Browsewrap. Alude a los términos y condiciones de un sitio 
web, ya que éstos generalmente son accesibles por medio de un 
hipervínculo con títulos como “Términos de uso” o “Condicio-
nes de uso”. Este tipo de aceptación no se limita a marcar un 
cuadro de texto, sino que advierten al usuario que al continuar 

423		 Cfr. Caso ProCd, Incorporated vs. Zeidenberg, Estados Unidos, 86 F.3d 1447 
(7th Cir. 1996).
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navegando o al descargar información acepta los términos y con-
diciones del sitio.

De igual manera, aunque esta advertencia presupone una 
aceptación expresa, existen casos como Pollstar vs. Gigmania Ltd.,424 
resuelto por la Corte del Distrito Este de California, Estados 
Unidos, en el que no respaldó la aceptación de los términos y 
condiciones de un sitio web, al no ser fáciles de leer por presentar 
un formato de colores grises y letras pequeñas.

Es innegable que la mayor parte de los usuarios de software o 
páginas de Internet aceptan formalmente y sin analizar los tér-
minos y condiciones para acceder a la información o uso del ser-
vicio, por lo que podemos cuestionar que exista un consentimien-
to libre e informado.

En palabras de Nancy Kim, “los contratos en línea se vuel-
ven mucho más ubicuos”;425 es decir, están en todas partes y los 
usuarios generalmente tienen muy poca conciencia de lo que han 
aceptado. Lo que nos lleva a plantear una pregunta fundamental, 
¿el consentimiento otorgado por los usuarios en las formas antes 
descritas resulta válido o suficiente para tratar datos o informa-
ción personal?

Duda que resulta relevante, ya que, en muchas ocasiones, 
particularmente en el uso de redes sociales, no existe una contra-
prestación económica por ello, y al aceptar los términos y condi-
ciones de forma automática otorgamos nuestros propios datos e 
información como pago por el uso de dichos servicios, permitien-
do formalmente un lucro y beneficio con su uso, sin saber a cien-
cia cierta cómo son tratados.426 Por ello, se vuelve relevante no 
sólo un consentimiento de las condiciones del sitio, sino también 
del tratamiento de nuestra información personal. Al respecto, el 
RGPD en sus considerandos establece:

424		 Cfr. Caso Pollstar vs. Gigmania, Ltd., Estados Unidos, 170 F. Supp. 2d 974 
(E. D. Cal. 2000).

425		 Cfr. Kim, Nancy S., op. cit., p. 59.
426		 Cfr. Momberg Uribe, Rodrigo y Morales Ortiz, María Elisa, op. cit.
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El consentimiento debe darse mediante un acto afirmativo claro 
que refleje una manifestación de voluntad libre, específica, infor-
mada, e inequívoca del interesado de aceptar el tratamiento de 
datos de carácter personal que le conciernen, como una declara-
ción por escrito, inclusive por medios electrónicos, o una decla-
ración verbal. Esto podría incluir marcar una casilla de un sitio 
web en Internet, escoger parámetros técnicos para la utilización 
de servicios de la sociedad de la información, o cualquier otra 
declaración o conducta que indique claramente en este contexto 
que el interesado acepta la propuesta de tratamiento de sus datos 
personales.427

En el caso de la legislación mexicana, el consentimiento se 
observa como un principio fundamental y condición necesaria 
para poder recabar y tratar datos personales por el gobierno y 
particulares.428

En conclusión, la aceptación de los términos y condiciones 
de un sitio web o software se vuelve fundamental para utilizarlo 
en la era moderna, pero ello se complica al recabarse y tratarse 
datos personales, por lo que los usuarios deben ser informados 
de forma clara y precisa de ello, a efecto de proteger en todo mo-
mento la privacidad y derechos conexos de los usuarios.

B. Eliminación de contenidos por parte del usuario

Como hemos analizado, el derecho al olvido busca prote-
ger el derecho a la autodeterminación informativa del usuario, 
lo que se materializa en la posibilidad de eliminar o archivar la 
información compartida por él mismo o por terceros, pero que 
el titular no quiera que esté disponible para consulta del público 
en general.

427		 Considerandos del Reglamento (UE) 2022/2065, Parlamento Europeo y 
del Consejo, 19 de octubre de 2022.

428		 Cfr. artículos 6 y 8 de la LFPDPPP; artículos 7 y 16 de la LGPDPPSO.
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Para ello, como ejercicio comparativo, analizaremos breve-
mente los términos y condiciones de cuatro redes sociales princi-
pales, para ver si permiten o no al usuario hacer ese tratamiento 
respecto a los contenidos compartidos.

Cuadro 4 
Términos y condiciones de las redes 

sociales

Red social Términos y condiciones sobre eliminación 
de contenidos por el usuario

Facebook 
(ahora 
Meta)

Permite eliminar contenido individual, así como la 
cuenta personal creada. No permite borrar contenido 
cuando a) otras personas lo han usado; b) existen limita-
ciones técnicas; c) si la eliminación limita la posibilidad 
de Facebook de investigar o detectar prácticas ilegales o 
infracciones de las condiciones y políticas; promover la 
seguridad, la integridad y la protección de sus produc-
tos, sistemas, servicios, empleados y usuarios; cumplir con 
obligaciones legales de conservación de pruebas o con los 
requerimientos de las autoridades judiciales o adminis-
trativas, las fuerzas del orden y los organismos guberna-
mentales.*

Instagram
(propiedad 
de Meta)

Se pueden eliminar piezas de contenido concretas o todo 
el contenido al eliminar la cuenta. La licencia se extingui-
rá cuando el contenido se elimine de los sistemas. No se 
podrá eliminar cuando otras personas han usado el con-
tenido y no lo han eliminado.**

 *		 Facebook, “Condiciones del servicio”, disponible en: https://es-es.facebook.
com/legal/terms, consultado el 3 de marzo de 2024.

**		 Instagram, “Condiciones de uso”, disponible en: https://help.instagram.
com/581066165581870/?locale=es_ES, consultado el 3 de marzo de 2024.
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Red social Términos y condiciones sobre eliminación 
de contenidos por el usuario

X
(antes 
Twitter)

Clasifica en distintas categorías los datos almacenados: 
a) datos y contenido de perfil, mientras la cuenta perma-
nezca activa, y b) se conservan otros datos personales al 
utilizar productos o servicios por un máximo de diecio-
cho meses. Permite eliminar la cuenta o publicaciones 
en cualquier momento, pero sólo aquellos hechos por el 
usuario. Al eliminar una publicación se quita de la cuenta 
del usuario y de la cronología de cuentas que lo sigan y 
de los resultados de búsqueda de X en Twitter.com, para 
iOS y para Android. De igual forma, los reposts del post eli-
minado se eliminan en dichas fuentes. La eliminación no 
incluye sitios externos ni los que pudieron copiar o pegar 
como parte del post otros usuarios.***

YouTube
(propiedad 
de Google)

Se puede retirar contenido, salvo que el funcionamiento 
del servicio, el uso permitido del contenido antes de ser 
retirado o la ley exijan lo contrario. YouTube no está obli-
gado si se retira contenido a recuperar el usado por otros 
usuarios, o eliminar las copias que se conserven con fines 
legales.****

TikTok

No se prevé de forma clara la posibilidad de eliminar con-
tenido, por el contrario, al compartir se otorga licencia in-
condicional e irrevocable, perpetua y mundial para utilizar, 
modificar, adaptar, reproducir, realizar obras derivadas, pu-
blicar y/o transmitir y/o distribuir y autorizar a otros usua-
rios que tengan acceso, utilicen, descarguen, modifiquen, 
adapten, en cualquier medio o plataforma actual o futura 
dicho contenido. Además, se otorga licencia para utilizar 
nombre de usuario, imagen, voz y similitud para identificar 
al usuario como fuente del contenido.*****

Fuente: Elaboración propia.

 ***		 “Términos de servicio”, disponible en: https://twitter.com/es/tos, consulta-
do el 3 de marzo de 2024.

****		 YouTube, “¿Qué hay en estos Términos?”, disponible en: https://www.you-
tube.com/static?gl=ES&template=terms &hl=es, consultado el 3 de marzo de 2024.
 *****		 TikTok, “Términos de servicio”, disponible en: https://www.tiktok.com/
legal/page/row/terms-of-service/es, consultado el 3 de marzo de 2024.
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Como podemos observar, las condiciones de Facebook e Ins-
tagram, al formar parte del mismo grupo, son similares, y en nin-
gún caso se establece de manera clara qué pasa con información 
compartida y difundida por terceros a través de las mismas redes 
sociales.

Caso contrario a X, en el que se refieren particularmente los 
supuestos de eliminación y los alcances respecto a dicha elimina-
ción por contenido compartido por terceros.

Por cuanto hace a YouTube, los términos son ambiguos y no 
refieren de forma clara si es posible o no eliminar la información.

Finalmente, resulta contraria la postura de TikTok, que de 
forma implícita prevé la imposibilidad de remover contenidos y 
apuesta por la perpetuidad de éstos dentro y fuera de la plata-
forma.

En todos los casos resulta poco preciso saber qué pasaría con 
la información que se solicita eliminar, y los supuestos consideran 
la posibilidad de eliminarla al ser compartida por un usuario con 
cuenta activa.

Otra opción que parece ausente es la posibilidad de autoeli-
minación, que permitiría un control automático sobre la vigen-
cia y disponibilidad del contenido a elección del propio usuario. 
Cabe señalar que de origen sólo Snapchat tenía eliminación au-
tomática por default,429 pero otras redes, como Instagram, Fa-
cebook, WhatsApp o Telegram, han desarrollado nuevas herra-
mientas para compartir información con sujeción a una cierta 
temporalidad de disponibilidad de consulta para usuarios.

C. Remoción de contenidos por parte de redes sociales

En otro sentido, nos encontramos con un tema trascenden-
tal y polémico respecto a las facultades de las redes sociales en 
particular: la posibilidad de remover contenidos. La remoción 

429		 Cfr. Thouvenin, Florent et al., op. cit., p. 81.
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de contenidos implica la posibilidad del sitio web de retirar de su 
plataforma contenidos que puedan ser contrarios a la ley, o sim-
plemente a los términos y condiciones suscritos.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha re-
ferido que la remoción de contenidos tiene un “impacto evidente 
en el derecho a la libertad de expresión, tanto en su dimensión 
individual como social, y en el derecho de acceso a la informa-
ción por parte del público”,430 lo que se relaciona también con 
la desindexación de contenidos y puede afectar el derecho a la 
verdad y la memoria. Por ello, señala que toda remoción de con-
tenidos debe considerar un límite a la libertad de expresión, por 
lo que debe estar establecido en una ley, ser necesaria, idónea y 
proporcional.

De igual forma, debe considerarse que las empresas privadas 
de Internet tienen sus propios intereses, que no necesariamente 
son la tutela y protección de derechos humanos, por lo que no se 
les deben otorgar facultades de realizar ejercicios de ponderación 
de derechos, y debe ser en todo momento transparente la remo-
ción de cualquier contenido.

Al respecto, las cinco principales redes sociales analizadas es-
tablecen lo siguiente.

430		 Lanza, Edison, Estándares para una Internet libre, abierta e incluyente, Relatoría 
Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos, 15 de marzo de 2017, disponible en: http://www.oas.org/es/
cidh/expresion/docs/publicaciones/internet_2016_esp.pdf, consultado el 3 de marzo 
de 2024.
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Cuadro 5 
Términos y condiciones de remoción 

de contenidos

Red social Términos y condiciones de remoción de contenidos

Facebook

Prevé la facultad de restringir el acceso, suspender o in-
habilitar la cuenta de usuarios o eliminar contenido que 
infrinja condiciones o política de forma notoria, grave 
o reiterada. De igual forma, si se infringen derechos de 
propiedad intelectual o industrial de terceros, o si es un 
imperativo legal.*

Instagram

Prevé la facultad de eliminar contenido o información 
si infringe condiciones de uso o políticas, o si es un re-
querimiento o facultad legal. También puede eliminarse 
para proteger derechos de propiedad intelectual de ter-
ceros, o si resulta necesario para evitar o minimizar conse-
cuencias legales o normativas adversas para la empresa.**

X (antes 
Twitter)

Cuenta con amplios derechos de ejecución, por lo que 
puede tomar medidas si se incumplen los términos, como 
puede ser eliminar contenido, limitar la visibilidad, inter-
rumpir el acceso o emprender acciones legales.***

YouTube

Prevé la opción de retirar contenido si se infringe el con-
trato celebrado con YouTube o puede causar daños a la 
empresa, usuarios o terceros. Establece la obligación de in-
formar al usuario las causas de la remoción, salvo que de 
hacerlo se infringiera la ley, se incumplan las normas de las 
fuerzas de seguridad o supusiera un riesgo de responsabili-
dad legal, se pusiera en riesgo una investigación o la inte-

 *		 Facebook, “Condiciones del servicio”, disponible en: https://es-es.facebook.
com/legal/terms, consultado el 3 de marzo de 2024.

**		 Instagram, “Condiciones de uso”, disponible en: https://help.instagram.
com/581066165581870/?locale=es_ES, consultado el 3 de marzo de 2024.

***		 “Términos de servicio”, disponible en: https://twitter.com/es/tos, consulta-
do el 3 de marzo de 2024.
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Red social Términos y condiciones de remoción de contenidos

YouTube gridad o el funcionamiento del servicio; tuviera un impacto 
negativo en otros usuarios, terceros, YouTube o entidades 
asociadas.**** 

TikTok Se reserva el derecho a cortar, recortar, editar o negarse 
a publicar contenido a su absoluta discreción. Así como 
a quitar, bloquear o eliminar cualquier publicación si, 
a su criterio, no cumple con los estándares establecidos.  
Además, tienen derecho —mas no la obligación—, a su ab-
soluta discreción, a quitar, deshabilitar, bloquear o eliminar 
cualquier contenido de usuario que viola los términos o en 
respuesta a quejas de otros usuarios o terceros, con o sin 
notificación y sin responsabilidad frente a los usuarios.*****

Fuente: Elaboración propia.

En estos casos, las empresas tienen una similitud genérica de 
contar con la facultad discrecional de eliminar contenidos que 
consideren, principalmente, ajenos a sus términos y condiciones, 
señalando también otras causas de ley y la propiedad intelectual 
de terceros, pero centrándose en proteger sus intereses como em-
presas privadas.

Esta herramienta constituye un cuestionable y posible uso 
como método de censura previa por otro tipo de beneficios; sin 
embargo, en relación con el tema de investigación de este traba-
jo, constituye generalmente una fuente de confusión con el objeto 
y alcances del derecho al olvido, que busca proteger la privacidad 
y libre autodeterminación informativa de la persona mediante la 
desindexación y no un tipo de censura contra contenidos.

En la materialización del derecho al olvido no es posible so-
licitar la remoción de contenidos como particular, sino que está 

 ****		 YouTube, “¿Qué hay en estos Términos?”, disponible en: https://www.you-
tube.com/static?gl=ES&template=terms &hl=es, consultado el 3 de marzo de 2024.
 *****		 TikTok, “Términos de servicio”, disponible en: https://www.tiktok.com/
legal/page/row/terms-of-service/es, consultado el 3 de marzo de 2024.
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sujeto a un criterio arbitrario de las empresas e intermediarios 
que pueden considerarlo conforme a sus propios beneficios.

En todo caso, deben seguirse los criterios señalados por la 
propia Comisión Interamericana de Derechos Humanos y bus-
car un balance en la justificación de la remoción de contenidos, 
o de la desindexación por parte de operadores jurídicos capaci-
tados, y no optar por una facultad discrecional de los portales de 
Internet.

En conclusión, la contratación y aceptación de condiciones 
y políticas de los proveedores de empresas que operan en Inter-
net, principalmente las que tienen como eje compartir nuestros 
datos personales, tienen límites y dudas que continúan tendientes 
a considerar las obligaciones e implicaciones de aceptarlas volun-
tariamente, pero la existencia de ello sólo presupone la condición 
de analizar los supuestos y buscar la solución menos lesiva para 
los derechos en conflicto, reiterando que realizar juicios genera-
les de valor sobre una postura genérica puede causar detrimento 
de las personas usuarias al compartir y consultar los contenidos 
disponibles en redes sociales.

III. Derecho al olvido y niñas, niños 
y adolescentes

En este apartado se expone la condición especial de vulnerabili-
dad de niñas, niños y adolescentes y su relación con el derecho al 
olvido.

Las niñas, niños y adolescentes tienen derechos como todas 
las personas, y debido a su condición especial de vulnerabilidad 
—como se señala en el preámbulo de la Convención Sobre los 
Derechos del Niño del 20 de noviembre de 1989— la infancia, 
entendida como la etapa de cualquier ser humano menor de die-
ciocho años,431 tiene derecho a cuidados y asistencias especiales.432 

431		 Cfr. artículo 1, Convención sobre los Derechos del Niño.
432		 Ibidem, “Preámbulo”.
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La Convención reconoce en su artículo 16 la protección de la 
infancia en contra de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida 
privada.433

En México, el artículo 4 constitucional reconoce el princi-
pio de interés superior de la niñez, buscando protegerla y que se 
tome esta consideración en todas las políticas públicas enfocadas 
en la infancia.434

Sin duda, la vulnerabilidad de la infancia no escapa a los 
avances tecnológicos, también desde inicios de la era digital y el 
uso de Internet se reconoció que existían problemas de protec-
ción de la infancia.

El Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos 
del Niño relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la 
Utilización de Niños en la Pornografía, aprobado el 25 de mayo 
de 2000, refiere una preocupación por la disponibilidad de por-
nografía infantil en Internet, apuntando a una colaboración más 
estrecha entre los gobiernos y el sector de Internet para prevenir 
y erradicar esa práctica.435

Sin duda, los riesgos en línea para los infantes son muchos 
y se relacionan con prácticas que pueden afectar su integridad y 
convertirlos en víctima de delitos a través del acoso, la manipula-
ción o la obtención de imágenes indebidas.

En este apartado se busca reflexionar sobre la participación 
de los menores en Internet y la afectación que ello puede impli-
car para el goce y disfrute de su infancia, pero de igual forma 
puede perdurar en el desarrollo de su personalidad a lo largo de 
toda su vida.

En la mayoría de los casos, la infancia no tiene presente el 
efecto de eternidad de la memoria electrónica;436 es decir, actúan 

433		 Ibidem, artículo 16.
434		 Cfr. artículo 4, Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
435		 Cfr. Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño 

relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en 
la Pornografía.

436		 Cfr. Van der Hof, Simone et al., Minding Minors Wandering the Web: Regulating 
Online Child Safety, Nueva York, Springer, 2014, p. 158.
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compartiendo imágenes o videos ellos mismos, sus padres o fami-
liares, sin que exista una conciencia de los efectos permanentes 
que ello puede tener, ya que como hemos señalado anteriormen-
te la vocación de Internet es la de recordar y almacenar la infor-
mación al alcance y acceso de los usuarios.

Así las cosas, una reputación electrónica negativa puede ge-
nerar muchos problemas para las niñas, niños y adolescentes que 
no ejercen un control correcto en el uso de sus redes sociales.

Por ejemplo, un menor puede ser grabado opinando sobre 
cualquier tema, y sus palabras pueden perdurar a lo largo de su 
vida, teniendo consecuencias que afecten su reputación y poste-
riormente puede ser rechazado en alguna escuela, universidad o 
trabajo.

De igual forma, el acceso a Internet es cada vez más recu-
rrente en la infancia, e incluso sus interacciones sociales y de 
comunicación se dan cada vez más a través de dispositivos tec-
nológicos.437

El uso de las redes sociales constituye una de las activida-
des principales de la juventud, que puede significar beneficios o 
amenazas,438 dependiendo del enfoque, acompañamiento y utili-
dad con que la empleen.

Ante ello, y el uso generalizado, se vuelve mucho más presen-
te la existencia de registros fotográficos, audiovisuales o tipográ-
ficos de su propio crecimiento y desarrollo, que va madurando y 
transformándose en las distintas etapas de su crecimiento.

Por ello, el derecho a eliminar información o derecho al ol-
vido es principalmente relevante para la infancia, ya que en mu-
chos casos se ven involucrados en comportamiento en línea de 

437		 Cfr. Cano Vásquez, Lina María, Diagnóstico de riesgos asociados al uso de In-
ternet en niños: un camino para la prevención a través de narrativas transmedia, Medellín, 
Universidad Pontificia Bolivariana, 2021, p. 20.

438		 Cfr. Garmendia, Maialen et al., “Riesgos y seguridad en Internet: los 
menores españoles en el contexto europeo, resultados de la encuesta de EU 
Kids Online a menores de entre 9 y 16 años y a sus padres y madres”, marzo 
de 2011, disponible en: https://www.observatoriodelainfancia.es/oia/esp/descargar.
aspx?id=3155&tipo=documento, consultado el 3 de marzo de 2024.
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ellos o de sus padres, por el cual no quieren ser recordados de 
adultos, y pueden no estar conscientes de las consecuencias a lar-
go término de su comportamiento.439

La identidad digital de los infantes se va conformando desde 
que sus padres comienzan a compartir fotografías o imágenes en 
las que van captando su desarrollo. Muchas plataformas inclusi-
ve permiten ir creando perfiles de infantes asociados a los de sus 
padres o tutores, perfilando y registrando desde pequeñas edades 
un gran cúmulo de información sobre ellos.

Pero no debemos obviar que los infantes también tienen de-
recho a la privacidad, y que inclusive en su condición vulnerable 
tienen derecho a recibir una asistencia especial que busque su 
protección también en esta esfera.

Como ejemplo, en el caso K.U. vs. Finlandia,440 la Corte Eu-
ropea de Derechos Humanos formuló una obligación positiva de 
los Estados de proteger a la infancia en línea,441 precisando que 
los gobiernos deben establecer programas que la cuiden para evi-
tar ser objeto de acercamiento con fines de pedofilia a través de 
Internet.

En dicho caso, relacionado con un anuncio con una fotogra-
fía de un menor de doce años en un sitio de citas para adultos, la 
Corte determinó que existía una violación al artículo 8 del Con-
venio Europeo de Derechos Humanos, referente al respeto a la 
vida privada y familiar.

Por su parte, el artículo 28 del Reglamento (UE) 2022/2065 
del Parlamento Europeo y del Consejo, del 19 de octubre de 
2022, establece la obligación de los prestadores de plataformas 
de implementar medidas adecuadas y proporcionadas para ga-
rantizar la privacidad.442

439		 Cfr. Van der Hof, Simone et al., op. cit., p. 136.
440		 Cfr. resolución 2872/02 del 2 de diciembre de 2008, Corte Europea de 

Derechos Humanos.
441		 Cfr. Van der Hof, Simone et al., op. cit., p. 146.
442		 Cfr. artículo 28 del Reglamento (UE) 2022/2065, Parlamento Europeo y 

del Consejo, 19 de octubre de 2022.
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Lo anterior resulta relevante porque no podemos pensar en 
los niños como ajenos a problemas de injerencia en su vida priva-
da, y al contemplar derechos relacionados con el uso del Internet 
y las herramientas tecnológicas debemos considerar las medidas 
especiales de protección que se les deben otorgar para garantizar 
sus derechos.

Conjuntamente, existe una amenaza especialmente dañina 
en relación con el libre desarrollo de su personalidad, ya que aun 
cuando la información sea compartida por ellos mismos, no son 
conscientes de las consecuencias y afectaciones que puedan ge-
nerarse, por lo que sin duda debemos considerar que el derecho 
al olvido es relevante para este grupo en situación de vulnerabi-
lidad.

IV. Otros alcances

Finalmente, se observarán otros alcances que pueden existir del 
derecho al olvido, como su influencia en la asignación de crédito 
o becas o inclusive en los procesos de reclutamiento laboral de 
diversas empresas.

1. Asignación de crédito

En la actualidad resulta complicado pensar en una vida aje-
na al crédito, porque es una herramienta fundamental para po-
der desarrollar el proyecto de vida de algunos individuos.

Comprar una casa o un automóvil de contado es una tarea 
en muchos casos imposible para la mayoría de la población en 
México, por lo que el crédito es una opción que puede permitirle 
acceder a ello. De acuerdo con los resultados de la Encuesta Na-
cional de Vivienda 2020, el motivo principal de renta de vivien-
da en lugar de la adquisición de una propiedad en México, con 
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51.4% de encuestados, corresponde a la falta de acceso a créditos 
o recursos suficientes para adquirir una casa propia.443

La realidad es que al momento de solicitar un crédito lo pri-
mero con lo que nos encontraremos es con una búsqueda de an-
tecedentes que permitan determinar si una persona es sujeta a 
recibirlo, y en México pedirán una autorización para realizar 
una consulta a una sociedad de información crediticia, general-
mente el Buró de Crédito, o el Círculo de Crédito.

Las sociedades de información crediticia son empresas pri-
vadas que prestan servicios de recopilación, manejo y entrega 
del historial crediticio de personas físicas o morales con otras en-
tidades financieras, empresas y sociedades financieras de objeto 
múltiple, entidades no reguladas.444 Si bien las sociedades de in-
formación crediticia contribuyen al correcto funcionamiento del 
mercado crediticio, ya que disminuyen los riesgos de incobrabili-
dad para los otorgantes y facilitan el acceso a estas oportunidades 
para los individuos,445 el objetivo de análisis en este documento se 
centra en el uso que hacen de la información de los ciudadanos.

Estas instituciones, en específico el Buró de Crédito, están 
facultadas conforme a lo señalado por el Segundo Tribunal Co-
legiado en Materia Civil del Segundo Circuito,

para prestar sus servicios relativos a la calificación de créditos y 
riesgos, el de verificación o confirmación de identidad o datos 
generales, así como la integración de una base de datos integra-
da con la información sobre operaciones crediticias y otras de 

443		 Cfr. INEGI, Encuesta Nacional de Vivienda (ENVI), Subsistema de In-
formación Demográfica y Social, 2020, disponible en: https://www.inegi.org.mx/
programas/envi/2020/, consultado el 3 de marzo de 2024.

444		 Cfr. artículo 5, Ley para Regular las Sociedades de Información Crediticia.
445		 Cfr. Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de 

Servicios Financieros, “El no consultar a los burós de créditos es contraprodu-
cente”, sin fecha, disponible en: https://www.condusef.gob.mx/?p=contenido&idc=
1034&idcat=1#:~:text=Bur%C3%B3s%20de%20Cr%C3%A9dito%3F%2C%20
y%20es,de%20las%20personas%20y%20empresas, consultado el 17 de mayo de 
2025.
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naturaleza análoga sobre los clientes y cuya información le es 
proporcionada por los usuarios (entidades financieras, empresas 
comerciales y Sofomes E. R. N.), todo ello conforme al contrato 
celebrado entre éstos y las sociedades.446

En ese sentido, las sociedades crediticias administran la in-
formación y registran un expediente con los datos que tendrán 
injerencia directa sobre el otorgamiento o no de un crédito a los 
usuarios de servicios financieros, pero por su naturaleza y opera-
ción las dudas surgen cuando se cuenta con un registro negativo, 
ya sea por el incumplimiento de pago registrado ante la sociedad 
crediticia o por información falsa que pueda generarse.

Las sociedades crediticias manejan información que puede 
afectar a los usuarios e individuos en una decisión trascendental, 
como la aceptación o negativa de un crédito para un proyecto 
de vida.

Si bien la Ley para Regular las Sociedades de Información 
Crediticia establece las formas para eliminar información en estos 
supuestos y una relación del periodo que una persona puede apa-
recer en el registro, es un camino largo y tortuoso que puede gene-
rar afectaciones irreparables para la consumación del proyecto de 
vida del afectado.

Por ello, debemos cuestionarnos si el derecho al olvido apli-
cado a estas sociedades pudiera prever una forma más sencilla y 
pronta de evitar la afectación a los usuarios.

Por otro lado, tenemos declaraciones como la propuesta con 
punto de acuerdo que presentó la senadora Dulce María Sau-
ri Riancho, del grupo parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, respecto a la aplicación del derecho al olvido 
incluido en el artículo 23 de la Ley para Regular las Sociedades 
de Información Crediticia, en la cual refiere que se incorporó el 
derecho al olvido para apoyar a mexicanos que sufrieron dificul-

446		 Tesis aislada II.2o.C.15 C (10a.), Segundo Tribunal Colegiado en Mate-
ria Civil del Segundo Circuito, 19 de junio de 2015.
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tades económicas entre 1994 y 1997, consistente en el borrado 
obligatorio del registro transcurridos siete años.447

Si bien es una aproximación interesante, que consiste en la 
supresión de la información por el paso del tiempo, no es como 
tal un derecho al olvido, sino la caducidad de un registro.

A la par, si bien las sociedades de información crediticia no 
son responsables de la información que les proporcionan otras 
entidades, sí “está obligado a responder por los daños causados a 
los clientes (público en general), cuando exista culpa grave, dolo 
o mala fe en el manejo de la base de datos”.448 Ello considerando 
que al tener conocimiento de la ilicitud de la información o la 
afectación a derechos de terceros debe actuar de forma diligente 
para retirar los datos o información.

En general, la postura del Buró de Crédito es neutral y señala 
que establece mecanismos para una reclamación, pero quien le 
otorga la información es quien debe resolver sobre su veracidad.449

Asimismo, existe preocupación sobre la falta de observancia 
de la protección de datos personales en la prestación de servi-
cios por parte de las sociedades de información crediticia, ya que 
acorde con la fracción I del artículo 2 de la abrogada LFPDPPP, 
las sociedades de información crediticia no eran sujetos regula-
dos por dicha Ley.

Cabe señalar que la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación señaló textualmente en la resolución del am-
paro en revisión 179/2021, en relación con el Círculo de Crédito, 
que “no es posible que las instituciones de crédito sean excluidas 

447		 Cfr. Propuesta con punto de acuerdo que presenta la senadora Dulce Ma-
ría Sauri Riancho del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional respecto a la aplicación del denominado “derecho al olvido” incluido en 
el artículo 23 de la Ley para Regular las Sociedades de Información Crediticia, 
Gaceta del Senado, 6 de abril de 2004, LIX, 1SPO-44-36/986, disponible en: 
https://www.senado.gob.mx/65/gaceta_del_senado/documento/986, consultado el 3 
de marzo de 2024.

448		 Tesis aislada I.4o.C.325 C (9a.), Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito, enero de 2012.

449		 Cfr. Buró de crédito, “Preguntas frecuentes”, disponible en: https://www.
burodecredito.com.mx/faq.html, consultado el 3 de marzo de 2024.
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del régimen de protección de datos personales que complementa 
y robustece el correlativo derecho de acceso a la información”.450

En el caso señalado anteriormente en lo particular, la resolu-
ción concluye que el extinto INAI debía tramitar la solicitud de 
protección de derechos ARCO presentada por el particular.

Los argumentos de dicha resolución fueron retomados re-
cientemente en una iniciativa de ley presentada en marzo de 
2024 por senadores integrantes del grupo parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional, que buscaba derogar la frac-
ción primera del artículo 2 de la LFPDPPP, para efecto de que las 
sociedades de información crediticia deban cumplir con los prin-
cipios de protección de datos personales en vía administrativa.451

Luego entonces, podríamos pensar en el grado de responsa-
bilidad de la sociedad crediticia y en la posibilidad de otros meca-
nismos que permiten la supresión de los resultados de búsqueda 
negativos ilícitos o erróneos que puedan afectar a los usuarios, 
ya que antes de la resolución de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación las únicas posibilidades constituyen acudir ante la 
Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios 
de Servicios Financieros y la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, lo que puede constituir procesos largos que impidan a 
las personas vulneradas detener la afectación. Si bien la informa-
ción no se encuentra en fuentes de acceso público y no se puede 
acceder a ella mediante un motor de búsqueda, podemos consi-
derar este caso como otro de los alcances de un derecho al olvido 

450		 Amparo en revisión 179/2021 de 2021, Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, Segunda Sala.

451		 Cfr. Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se Deroga la Frac-
ción I del Artículo 2 de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en 
Posesión de los Particulares, de las senadoras y los senadores Claudia Esther 
Balderas Espinoza, Manuel Añorve Baños, Carlos H. Aceves del Olmo, Án-
gel García Yáñez, Verónica Martínez García, Cecilia Sánchez García, Mario 
Zamora Gastélum y de las senadoras y los senadores del Grupo Parlamentario 
del Partido Revolucionario Institucional, Gaceta del Senado, 6 de marzo de 2024, 
LXV, 3SPO-102-3368/141164, disponible en: https://www.senado.gob.mx/65/
gaceta_del_senado/documento/141164, consultado el 3 de marzo de 2024.
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que busque la menor afectación para los individuos que quieran 
controlar de forma lícita y proporcional su información.

2. Reclutamiento laboral

No debemos olvidar que el caso Costeja surge de la imposi-
bilidad del afectado de conseguir trabajo por un resultado de la 
búsqueda de Google vinculado con una nota descontextualizada 
sobre una deuda superada.

En ese tenor, es una realidad que los reclutadores y personal 
de recursos humanos de las empresas recurren a buscar en línea 
información sobre los interesados como parte de los procesos for-
males o informales de selección de candidatos. Lo anterior, en 
muchas ocasiones puede ser con buenas intenciones, al buscar al 
candidato idóneo para una vacante; sin embargo, segregar a un 
candidato en específico por la información podría constituir un 
acto de discriminación.

La comunidad internacional ha adoptado el compromiso de 
no discriminación, como se recoge en el Convenio sobre la Dis-
criminación (empleo y ocupación) de 1958, que establece:

1. A los efectos de este Convenio, el término discriminación com-
prende:

(a) cualquier distinción, exclusión o preferencia basada en mo-
tivos de raza, color, sexo, religión, opinión política, ascendencia 
nacional u origen social que tenga por efecto anular o alterar la 
igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación;

(b) cualquier otra distinción, exclusión o preferencia que ten-
ga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de 
trato en el empleo u ocupación que podrá ser especificada por el 
miembro interesado previa consulta con las organizaciones re-
presentativas de empleadores y de trabajadores, cuando dichas 
organizaciones existan, y con otros organismos apropiados.452

452		 Artículo 1, Convenio sobre la Discriminación (Empleo y Ocupación) de 
1958 (núm. 111).
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De igual forma lo señala la Ley Federal del Trabajo en el úl-
timo párrafo del artículo 331 ter:

Queda prohibida todo tipo de discriminación, en términos de 
los artículos 1o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y 1, fracción III, de la Ley Federal para Prevenir 
y Eliminar la Discriminación, en todas las etapas de la relación 
laboral y en el establecimiento de las condiciones laborales, así 
como cualquier trato que vulnere la dignidad de las personas tra-
bajadoras del hogar.453

Considerar este tipo de información podría constituir discri-
minación que imposibilite a un candidato ocupar una vacante; 
por ello, algunos señalan que el problema de la segregación en 
empleos por información en línea no se relaciona con el acceso a 
la información, sino con el mal uso que pudieran darle terceros.

Si bien es innegable que emplear esta información de tal for-
ma puede constituir un acto discriminatorio, también es cierto 
que no existe un elemento objetivo que lleve en la mayoría de los 
casos a comprobar un nexo entre el acceso a ella y la negativa de 
selección o contratación de un candidato, por lo que buscar una 
legislación que de forma clara y precisa impida que la informa-
ción disponible públicamente en Internet sea considerada en los 
procesos de selección laboral sería una tarea complicada, al tener 
también las empresas y los patrones derecho al acceso a la infor-
mación y libertad para elegir a un candidato u otro para ocupar 
una vacante sin tener que dar razones precisas de la negativa a 
los candidatos rechazados.

Debemos recordar que el derecho al olvido aplicado como 
la desindexación de resultados de búsqueda puede ser una op-
ción cuestionable por los aspectos ya considerados en este tra-
bajo, pero busca un efecto útil en la protección de la autodeter-
minación informativa y libre desarrollo de la personalidad de los 
afectados.

453		 Artículo 331 ter, Ley Federal del Trabajo.
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3. Inteligencia artificial

La implementación de la inteligencia artificial es un tema 
en auge, y las consecuencias de su uso merecen un gran análisis 
jurídico, pero en relación con el derecho al olvido es importan-
te considerar que los desarrolladores no siempre presentan de 
forma transparente los procesos de sus algoritmos y el proceso 
generado para emitir una decisión ni los datos que se recaban 
o los fines precisos para ello. Por ello, sin pretender realizar un 
análisis exhaustivo del concepto e implicaciones de la inteligen-
cia artificial, a continuación se exponen algunas consideraciones 
generales respecto a la posibilidad del ejercicio de un derecho al 
olvido frente a las herramientas actuales y su desarrollo.

Como afirma Yeung,454 existe un reto claro con el uso de al-
goritmos que generen inteligencia artificial y la privacidad de la 
información, ya que en muchos casos se maximiza la vocación 
inicial no regulada y de intercambio abierto de información en 
la web en busca de innovación, sin considerar la privacidad y la 
protección de datos de los usuarios. Más que una ponderación 
abstracta de derechos, el diseño del algoritmo debe contemplar 
desde su inicio la necesidad de maximizar el ejercicio de los dere-
chos, y, si eso sucede, tal vez con el tiempo podría incluso compa-
rarse su proceso de decisión con el juicio humano.455

En ese orden, se puede proteger la privacidad y permitir la 
innovación, y podemos encontrar un equilibrio entre innovación 
y regulación.456 Para conseguirlo, los programadores deben te-
ner límites previamente establecidos y los objetivos del algoritmo 

454		 Cfr. Yeung, Karen, “Algorithmic Regulation: A Critical Interrogation”, 
Regulation and Governance, núm. 12(4), 2017, pp. 505-523.

455		 Cfr. Ziyaad, Bohrat, “Do We Still Need Human Judges in the Age of  Ar-
tificial Intelligence?”, disponible en: https://www.opendemocracy.net/en/transforma-
tion/do-we-still-need-human-judges-in-age-of-artificial-intelligence/, consultado el 3 de 
marzo de 2024.

456		 Cfr. Wu, J., “Who Are the Lawyers Who Understand ai Algorithms?”, 
disponible en: https://web.archive.org/web/20191217044049/ https:/towardsda 
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basados principalmente en beneficios de la economía de datos 
deben cambiar para poner al frente la necesidad de maximizar 
derechos humanos.

Una vez identificados los riesgos y retos de la toma de de-
cisiones algorítmica, es importante establecer un marco más 
adecuado para abordarlos. Es necesaria una regulación que im-
ponga límites a los programadores sin frenar la innovación, una 
tecnología que permita implementar cambios en los algoritmos, 
y los diseñadores de los algoritmos deben tender a respuestas éti-
cas para evitar vulnerar los derechos de los usuarios sólo para 
obtener un beneficio económico.

En este sentido, la regulación debe establecerse mediante 
procesos democráticos que busquen el equilibrio entre la protec-
ción de los derechos fundamentales, los intereses económicos y la 
innovación, y sean conscientes de que una regulación estricta y 
restrictiva podría ser un obstáculo para la innovación, que limita-
ría el desarrollo económico y tecnológico; además, los legislado-
res podrían cometer errores, ya que no entienden completamen-
te cómo funcionan los algoritmos y la programación.

Por otro lado, la falta de regulación podría implicar viola-
ciones masivas de los derechos de las personas, y el uso y trans-
ferencia indiscriminada de datos personales. Una regulación 
equilibrada y cooperativa que tenga en cuenta el derecho y la 
tecnología podría traducirse en un desarrollo algorítmico más 
seguro, abierto e inclusivo que considere los valores y objetivos 
comunes de nuestra sociedad. Del mismo modo, los desarrolla-
dores deben seguir normas al crear algoritmos o unilateralmente 
podrían adjudicar derechos fundamentales a sus usuarios o negar 
su ejercicio.

Cuando debatimos las ventajas e inconvenientes de la regu-
lación cibernética, la gente suele argumentar que la regulación 
sería un obstáculo para la innovación, pero esta idea como gene-

tascience.com/who-are-the-lawyers-who-understand-ai-algorithms-c612de1e2981?gi= 
80b6518c715, consultado el 3 de marzo de 2024.
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ralización no puede ser suficiente para permitir a los desarrolla-
dores crear algoritmos sin límites ni normas.

Cristie Ford afirma que la sociedad necesita marcos legales 
que otorguen a los gobiernos y actores privados el uso de las 
mejores prácticas para la innovación, tomando en cuenta otros 
hechos, como la igualdad y la justicia.457

En ese orden, es necesario considerar que otorgar a los de-
sarrolladores la libertad de crear algoritmos sin regulación legal 
para permitir la innovación es una falacia, ya que seguir reglas 
sobre su trabajo no implica un obstáculo para obtener y crear los 
algoritmos.

Un marco legal establecido puede otorgar a los usuarios y 
posibles sujetos del proceso de decisión del algoritmo, ex ante, la 
confianza y el conocimiento de que el tratamiento de los datos 
personales sería justo y bajo la ley de la norma, así como que ex 
post puede permitir que las personas afectadas por el algoritmo 
puedan apelar a la decisión y ser juzgadas por supuestos justos. 
En el último caso, las posibles correcciones de las decisiones del 
algoritmo podrían beneficiarlo, al aprender de sus propios erro-
res en la búsqueda de la justicia.

Podríamos cuestionarnos si debiera existir o no la posibili-
dad de eliminar o suprimir información nuestra que contenga 
previamente un algoritmo; sin embargo, el riesgo claro es que si 
su diseño no lo contempla desde un inicio, difícilmente se pudie-
ra actuar en consecuencia, al no existir claridad y transparencia 
de los procesos autónomos de decisión que el algoritmo puede 
generar, así como de los alcances en que pudiera almacenarse la 
información que recaba y ayuda a desarrollar la toma de decisio-
nes autónomas.

En el caso de la Unión Europea fue aprobada una propues-
ta de regulación de la inteligencia artificial; está en proceso de 
adopción y traducción oficial, pero reitera a lo largo del texto 

457		 Cfr. Ford, Cristie, “The Regulatory Review”, disponible en: https://www.
theregreview.org/2018/03/12/ford-innovation-regulation/, consultado el 3 de marzo 
de 2024.
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la importancia de buscar la protección de la privacidad de la 
información de los usuarios, y señala inclusive en el texto norma-
tivo propuesto que cuando sea necesario evitar sesgos asociados 
con los sistemas de inteligencia artificial se podrán tratar datos 
personales, pero buscando salvaguardarlos para proteger la pri-
vacidad, incluidas medidas como la seudonimización o la ano-
nimización cuando sea posible;458 es decir, se busca garantizar la 
protección de la privacidad, armonizándola con los objetivos de 
los sistemas de inteligencia artificial.

En suma, el derecho al olvido encuentra límites en otros de-
rechos humanos y su ejercicio debe darse de forma ponderada, 
sin maximizar ni minimizar los derechos de forma generaliza-
da, sino mediante análisis caso por caso, buscando un equilibrio 
si hay conflicto, para encontrar la interpretación más favorable 
para los derechos de la persona.

Asimismo, su integración con otras áreas del derecho es via-
ble, pues su reconocimiento no implica la inestabilidad del siste-
ma jurídico, sino que, por el contrario, complementa un verda-
dero estado de protección de derechos humanos, progresivo y 
contextualizado a los retos de las vulneraciones en sede digital.

458		 Cfr. artículo 10, punto quinto, de la Propuesta de Reglamento del Parla-
mento Europeo y del Consejo por el que se establecen Normas Armonizadas en 
Materia de Inteligencia Artificial (Ley de Inteligencia Artificial) y se Modifican 
Determinados Actos Legislativos de la Unión, disponible en: https://eur-lex.euro-
pa.eu/legalcontent/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:52021PC0206, consultado el 8 
de junio de 2024.
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REFLEXIONES FINALES

I. ¿Qué es y cómo se delimita el llamado 
derecho al olvido y cuál es su interrelación 

con el derecho a la privacidad, 
la autodeterminación informativa 

y la protección de datos personales?

Hemos de concluir que el derecho al olvido es un derecho re-
conocido recientemente en vía judicial y que tiene una estrecha 
relación con el derecho a la privacidad y la autodeterminación 
informativa, pero no está estrictamente ligado con la protección 
de datos personales.

En la actualidad, la protección de derechos en Internet bus-
ca relacionarse constantemente con la protección de datos per-
sonales, al ser el camino desarrollado y explorado, lo cual es ló-
gico ante una economía de datos en la que se ha vuelto común 
buscar regular las empresas que han encontrado nichos de mer-
cado y negocios exitosos a través del uso y cambio de datos de 
sus usuarios.

Además de lo anterior, debemos señalar que la protección de 
datos personales es relevante en la actualidad, pero que no todos 
los derechos en sede digital pueden ser únicamente protegidos 
por esa vía. En palabras del autor Gallo Sallent:

La protección de datos pues, no fue diseñada para prevenir o limi-
tar el uso de la tecnología informática, sino que se diseñó con la 
convicción de que la tecnología informática cada vez funcionaría 
de manera más extensiva y que ese funcionamiento tendría efec-
tos sobre los derechos e intereses de las personas. En otras pala-

Libro completo en https://tinyurl.com/d33kth2r
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas,  
https://www.juridicas.unam.mx/  
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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bras, la protección de datos se refiere a los derechos e intereses de 
las personas y no a los datos concretos sobre dichas personas.459

Ello significa que la protección de datos personales tiene un 
papel preponderante en la actualidad y una relación estrecha con 
la protección de otros derechos de la persona, e inclusive, conti-
núa el autor, “el derecho al olvido tiene el corpus del derecho a 
la protección de datos y el ánima del derecho a la intimidad”.460

Por su parte, el derecho a la autodeterminación informativa 
busca proteger la forma en que el individuo controla su informa-
ción ante terceros; no obstante, debemos reiterar que el olvido 
como derecho tiene una relación más profunda con el desarrollo 
de la identidad y personalidad del individuo; no se agota en el 
tratamiento o difusión de su información, sino que está íntima-
mente ligado al individuo.

Por ello, su interrelación con estos derechos se da de forma 
independiente al de cancelación, a la protección de datos perso-
nales y a la autodeterminación informativa, relacionado directa-
mente con la privacidad y el derecho a la privacidad.

459		 Gallo Sallent, Juan Antonio, El derecho al olvido en Internet. Una propuesta de 
solución. Del caso Google al Big Data, California, Createspace Independent Publis-
hing Platform, 2015, p. 9.

460		 Ibidem, p. 10.
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En el presente libro se aboga por esta esquematización del 
derecho al olvido, al darle una posición autónoma frente a los 
otros derechos expuestos, lo que amplía su campo de validez y la 
posibilidad de protección de los individuos, para buscar una so-
lución con efecto útil para la protección de los derechos en sede 
digital.

En consecuencia, debemos recordar que, como señala Car-
men Quijano, el concepto de privacidad es dinámico y se en-
cuentra en constante evolución, y puede ser clasificado en los 
siguientes rubros:461

a. El derecho a ser dejado solo.
b. El ámbito de acceso limitado a uno mismo.
c. La facultad de secrecía o de ocultar ciertos asuntos.
d. El control de información personal.
e. La protección de personalidad, individualidad y la dignidad.
f. El derecho a la intimidad o el control sobre las relaciones 

íntimas o sobre ciertos aspectos de la vida.

El derecho al olvido tiene una relación con el control de 
información personal y la intimidad, pero también con la pro-
tección de personalidad, individualidad y dignidad; tiene una 
estrecha relación con el libre desarrollo de la personalidad del 
individuo y la continuidad de su proyecto de vida.

De igual forma, las afectaciones a la vida de las personas en 
sede digital nos llevan a cuestionar qué otros derechos deberían 
analizarse para la protección de la persona, lo cual tiene una re-
lación profunda con la ética en el entorno digital. Hace casi dos-
cientos cincuenta años Kant señaló que las cuatro preguntas prin-
cipales en la filosofía eran: ¿qué puedo saber?, ¿qué debo hacer?, 
¿qué puedo esperar?, y ¿qué es lo humano? El análisis de una éti-
ca digital busca acercarse a responder esas mismas preguntas.462

461		 Cfr. Quijano Decanini, Carmen, Derecho a la privacidad en Internet, cit., p. 63.
462		 Cfr. Müller, Vincent C., “The History of  Digital Ethics”, en Véliz, Ca-

rissa (ed.), Oxford Handbook of  Digital Ethics, Oxford, Oxford Handbooks, 2021, 
pp. 3-19.
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Es relevante la opinión de Müller respecto a la evolución del 
tema de la privacidad que inició en 1890 con las discusiones de 
Warren y Brandeis, que en 1968 con Westin se convirtió en un 
campo de estudio, y actualmente es un tema central en relación 
con la vigilancia, la gobernanza y el activismo, con Véliz. A la 
fecha, el derecho no ha alcanzado a la tecnología, y en algunos 
casos ni siquiera es claro que los actores políticos y económicos 
aspiren a que el derecho regule estos rubros.

Realmente nos encontramos ante una interrogante del mun-
do digital en la que el derecho se ha visto rebasado, y vuelve a ser 
fundamental considerar los principios éticos en los que se basa el 
actuar de los particulares e instancias gubernamentales en el en-
torno digital, al igual que analizar los casos reales de violaciones 
a derechos a través de Internet y nuevas tecnologías, para bus-
car soluciones reales que no tiendan a encuadrar una respuesta 
inexistente en las regulaciones prexistentes.

En suma, hablar de la dignidad de la persona se vuelve fun-
damental. Parece que la red desliga los derechos humanos de la 
identidad digital, cuando puede ser más vulnerada que nunca.

II. ¿Cómo regular el derecho al olvido?, 
¿son suficientes los mecanismos utilizados 

para su implementación en los Estados, 
principalmente en el mexicano?

Una vez establecidas la importancia y la relevancia de reconocer 
un derecho al olvido para poder otorgar a los ciudadanos una 
mínima posibilidad de defensa en contra de las violaciones a sus 
derechos humanos, debemos referir que su reconocimiento puede 
darse en tres vías.

1) El reconocimiento del derecho al olvido en las leyes de 
protección de datos personales se asimila al derecho de cancela-
ción y establece la obligación de los agentes públicos y privados 
de suprimirla a solicitud de los usuarios, así como de los interme-
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diarios de limitar el acceso a contenidos disponibles a través de 
ellos que puedan vulnerar a las personas.

Aunado a la existencia de procedimientos administrativos 
de protección que puedan ser tutelados por un órgano garante, 
como lo fue el INAI. De igual forma, esta vía podría enriquecerse 
con otro tipo de regulaciones y controles en contra de las grandes 
empresas que permiten y sistematizan el acceso a la información, 
como pueden ser procedimientos encaminados a evitar prácticas 
monopólicas o de protección de derechos de consumidores.

En este caso, existiría una herramienta reconocida para li-
mitar los abusos e imponer medidas en contra de prácticas irre-
gulares de empresas que traten datos personales, pero como se 
ha expuesto, limitaría los alcances del derecho al olvido para in-
troducirlo en lo ya establecido, sin otorgar una protección que 
alcance a subsanar el riesgo de vulneración del derecho a la pri-
vacidad y la autodeterminación informativa.

2) El reconocimiento del derecho al olvido en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, incluido un apartado 
específico en el artículo 16. El derecho al olvido se refiere de for-
ma específica en su contenido, y se establece la obligación de las 
autoridades de respetar, proteger, promover y garantizar ese de-
recho humano.

En el artículo 16 constitucional se reconoce en el primer pá-
rrafo uno de los aspectos fundamentales de la privacidad, y en el 
segundo, la protección de datos personales.

Sin duda, ello sería un gran avance para esclarecer los alcan-
ces del derecho a la privacidad, de la autodeterminación infor-
mativa e inclusive del derecho al libre desarrollo de la personali-
dad, ya que no están referidos y delimitados actualmente.

Este escenario ayudaría a comprender la delimitación de la 
esfera de derechos relacionados con la intimidad en el marco ju-
rídico nacional; no obstante, resulta improbable por las tenden-
cias actuales y la falta de uniformidad de criterios en cuanto a sus 
alcances y límites.
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De esta manera, podría formar parte de un parámetro de 
control de convencionalidad y por lo tanto tener cabida como 
derecho fundamental, pero de igual forma, la falta de uniformi-
dad internacional sobre el rubro parece dificultar la celebración 
de algún documento internacional que pugne por su reconoci-
miento más allá de la protección de datos personales.

3) El reconocimiento del derecho al olvido en la jurispruden-
cia. Este apartado sería el más conveniente y viable, pues inclu-
sive el derecho al olvido fue reconocido en vía judicial en el caso 
Costeja. Esta vía puede permitir a través del amparo, fungiendo 
como un habeas data, la construcción de una línea jurisprudencial 
que permita delimitar su contenido y alcances.

Tenemos ejemplos similares, como el ya referido derecho al 
libre desarrollo de la personalidad, que en la Constitución sólo se 
encuentra mencionado en el artículo 19 como tipo de delito grave 
que puede permitir al juez ordenar la prisión preventiva oficiosa; 
no obstante, existen criterios del Poder Judicial de la Federación 
que han ido delimitando los alcances y límites de ese derecho hu-
mano.

Aquí nos encontramos ante interrogantes que no son senci-
llas de responder. Como podemos recordar con base en los apar-
tados analizados anteriormente, el derecho al olvido se reconoció 
en vía judicial en el caso Costeja y posteriormente fue regulado en 
la Unión Europea a través del RGPD. Por su parte, en el conti-
nente americano no vemos una uniformidad de criterio en cuan-
to a su reconocimiento, pero sí un análisis constante en los tri-
bunales del continente, que se pronuncian en pro de realizar un 
balance y ponderación de derechos caso por caso.

De igual forma, se ha puntualizado que existe una dualidad 
de tendencias globales: la europea, que busca regular el derecho 
al olvido como un derecho humano relacionado con el desarrollo 
de la personalidad del individuo, y la americana, que busca acer-
carse a regular las obligaciones y responsabilidades comerciales 
de quienes participan en la economía de datos, pero maximizan-
do la libertad de expresión.
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Ante este escenario, la lógica apuntaría a que la mejor op-
ción sería buscar una uniformidad internacional ante la natura-
leza global de la red, pero la realidad es que no existen condicio-
nes que permitan igualar los criterios actuales, ni en Europa ni en 
Estados Unidos ni en los casos analizados del continente ameri-
cano, por lo que parece inviable llegar a tal condición en el con-
texto actual, por lo menos respecto al reconocimiento y ejercicio 
de un derecho al olvido. A esta iniciativa se le conoce como one-
stop-shops, o existencia de una ventanilla única, que implica tomar 
en consideración que Internet es una red global y establecer un 
tribunal internacional para éste;463 pero, como se ha señalado, no 
existe consenso global para ello.

Por otro lado, en las legislaciones locales debemos cuestionar 
si el derecho al olvido debe regularse en conjunto con la pro-
tección de datos personales, como ocurrió ya en el continente 
europeo, o si debemos considerar que tenga un reconocimiento 
distinto. Limitar el derecho al olvido al de cancelación y oposi-
ción resulta ajeno a la línea jurisprudencial europea que busca 
una protección real para la vulneración de los derechos de las 
personas por la masificación e inmediatez de la difusión descon-
textualizada de su información. Por ello, no basta con incluir su 
reconocimiento como parte de los derechos de protección de da-
tos personales y establecer recursos en vía administrativa para 
su tutela, sino que deben garantizarse a través de un auténtico 
habeas data, que permita a los individuos tener una legítima pro-
tección de sus privacidad y autodeterminación informativa, res-
pecto de la información que fluctúa en Internet.

En el caso de México, el habeas data debe darse a través del 
amparo, que otorgue a los individuos una auténtica garantía de 
protección, ya que los recursos dispuestos por las leyes de protec-
ción de datos actuales resultan insuficientes para una protección 
de los derechos de las personas, más allá del manejo adecuado o 
inadecuado de sus datos personales.

463		 Cfr. Gallo Sallent, Juan Antonio, op. cit., p. 69.
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De inicio, para una tutela efectiva de protección de datos 
personales, ante su masificación e incremento de manejo por 
agentes públicos y privados, sería adecuado pensar en la existen-
cia de un órgano especializado cuya misión principal sea la pro-
tección de esa información, ya que el órgano garante anterior, 
el INAI, tenía la responsabilidad de tutela y ejercicio de varios 
derechos humanos, lo que resulta ajeno a los modelos propuestos 
en otros países, donde se han creado instancias garantes exclu-
sivas para la protección de datos personales, dada la relevancia 
para los ciudadanos de estos derechos en la actualidad, en la que 
prácticamente resulta imposible no otorgar el uso de datos perso-
nales para el correcto desarrollo de nuestras vidas.

En fechas recientes, dicho organismo garante fue extinguido 
y tendremos que esperar al inicio de los trabajos de las nuevas 
entidades responsables, que parecen tener una visión administra-
tiva y centralizada, lo que podría suponer una disminución de la 
efectividad del ejercicio y la garantía del derecho a la protección 
de datos personales.

Igualmente, resulta extremo el criterio anteriormente cita-
do de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación de México, en referencia a que el derecho al olvido es 
incompatible con la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, al ser contrario su ejercicio con la libertad de 
expresión y de información, principios básicos de una sociedad 
democrática.464 Conclusión que resulta ajena a lo expuesto en 
el presente libro, y que conllevaría a afirmar la supremacía ab-
soluta de un derecho sobre otro, sin ejercicios de ponderación 
caso por caso, lo cual maximiza derechos solo por su nombre y 
no por su contenido en favor de las personas.

Se debe recordar de nueva cuenta que México suscribió el 
Convenio 108 del Consejo de Europa para la Protección de las 
Personas con respecto al Tratamiento Automatizado de Datos de 
Carácter Personal, cuyo fin es la protección de la vida privada, lo 

464		 Cfr. resolución de amparo en revisión 341/2022 del 23 de noviembre de 
2022, Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
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cual significa un compromiso internacional suscrito por el Estado 
mexicano y que, conforme a la interpretación de la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sería desconocido 
e inaplicado.

Sucintamente, la correcta protección del derecho al olvido y 
su inclusión en los sistemas jurídicos escapa de su regulación en 
las leyes de protección de datos personales, pues tiene relación 
con el reconocimiento como derechos fundamentales del dere-
cho a la privacidad, la autodeterminación informativa y el mis-
mo derecho al olvido, por lo cual es el desarrollo jurisprudencial 
la vía para plantear los criterios y parámetros de reconocimiento, 
respeto y protección de éstos.

El caso Costeja se ha vuelto muy relevante por traducir al 
mundo jurídico un esfuerzo real de protección de los derechos de 
la persona ante el crecimiento veloz y desregulado de la tecnolo-
gía, y al poner al derecho al olvido en el mapa, se expone un de-
recho que debe perfeccionarse y delimitarse por los operadores 
jurídicos, pero que sin duda busca resolver una interrogante que 
supera al tratamiento de los datos personales y que responde a 
una afectación real e inmediata en la vida de las personas.

El derecho al olvido debe encontrar los caminos judiciales 
para hacerse válido en los casos concretos y ser determinado por 
autoridades competentes que entiendan las afectaciones que su 
desconocimiento puede tener en la vida de las personas.

Permitir su regulación a los intermediarios o buscadores 
constituye delegar el ejercicio y determinación de un derecho 
humano a empresas privadas que sin duda tienen intereses pre-
ponderantemente económicos que se verán implícitos en los ses-
gos de sus resoluciones.

El caso Costeja expuso una realidad que en la práctica legis-
lativa ha buscado refugiarse en las leyes de protección de datos 
personales, pero que de fondo implicaba una acción concreta 
con un efecto útil para limitar la disponibilidad y acceso de la 
información con su desindexación, y así evitar la continuidad del 
daño para el individuo afectado. No obstante, es evidente que la 
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responsabilidad no es sólo de los motores de búsqueda, pero sí 
tienen una responsabilidad latente al circular la información en 
un modelo creado justamente por esas empresas, y del cual se 
han beneficiado económicamente. Por ello, se vuelve fundamen-
tal que la regulación haga responsable a los intermediarios de 
detener la continuidad de la afectación, pero con un equilibrio 
en el que se determine de forma concreta cómo proceder para 
garantizar los derechos humanos en vilo, pero sin delegar la im-
partición de justicia a agentes privados.

Para encontrar una verdadera solución se debe involucrar a 
las empresas de Internet y gobiernos, así como a los propios usua-
rios, quienes deben estar conscientes de los riesgos que hay en 
Internet y actuar con medidas de seguridad que los protejan, ha-
ciendo valer su derecho a la privacidad, a la autodeterminación 
informativa y, cuando existan los elementos, al derecho al olvido.

Por ello, la vía inmediata para un reconocimiento y protec-
ción del derecho al olvido sigue siendo la judicial, en tanto los 
operadores jurídicos podemos encontrar la manera de regular 
adecuadamente el mundo digital sin detrimento de la innovación 
y el ejercicio de las libertades que la web nos ha entregado.

En dicha línea jurisprudencial deben considerarse de inicio 
los siguientes principios:

a) El derecho al olvido tiene que ver con información sobre 
el individuo, independiente de los datos personales que lo 
identifiquen o hagan identificable, por lo que la informa-
ción debe considerarse en un contexto amplio.

b) El efecto útil del derecho al olvido se encuentra en limitar 
el acceso a la información, no en eliminar el contenido, 
ya que la lógica e infraestructura de la red dificulta y, en 
muchos casos, imposibilita suprimir la información. Los 
buscadores pueden implementar esos cambios y detener 
la afectación, principalmente Google.

c) El debate sobre la veracidad o falsedad de la información 
escapa a los requisitos para ejercer ese derecho; demostrar 
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en todo caso que la información es verdadera o falsa re-
vierte la carga de la prueba para la víctima de violación de 
sus derechos, y en muchos casos puede ser certera, pero se 
encuentra superada o es consultada de forma descontex-
tualizada por cualquiera.
Por el contrario, cuando la información sea tendenciosa-
mente falsa y busque crear una afectación directa e inten-
cionada de la reputación del individuo, deben existir otras 
herramientas legales de protección que busquen perseguir 
a los infractores y complementen la posibilidad de restrin-
gir el acceso a dichos contenidos, con una verdadera acción 
de investigación y sanción, siempre enfocada a buscar las 
formas de reparar el daño de las víctimas de tales acciones.

d) Siempre debe considerarse que el derecho al olvido en-
contrará límites en otros derechos, por lo que se debe to-
mar en cuenta la pertinencia del derecho de la sociedad 
a conocer la información y el beneficio de ello, atendien-
do a razonamientos caso por caso que permitan delimitar 
cuándo es procedente y cuándo no el ejercicio de este de-
recho humano.

e) Los tribunales deben establecer parámetros claros para 
maximizar o minimizar el derecho al olvido, con obliga-
ciones claras para los intermediarios, quienes se benefi-
cian de la existencia y circulación del contenido, pero sin 
caer en los extremos de delegar las obligaciones de respe-
to, protección, garantía y promoción de los derechos hu-
manos a empresas privadas ni de desligarlos de cualquier 
obligación al respecto cuando el eje central de su actividad 
económica se centra en la información y datos de los pro-
pios individuos.

f) El reconocimiento del derecho al olvido debe buscar un 
efecto útil, mediante formas de anonimizar su ejercicio, 
para evitar revictimizar a las víctimas de violaciones de 
derechos humanos y crear una mayor publicidad o divul-
gación de su propio caso.
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g) Las empresas deben responder de forma tecnológica a las 
obligaciones legales que les sean impuestas por los opera-
dores jurídicos, atendiendo a la globalidad de la red y no 
buscando escudarse en temas de jurisdicción, o resolver 
con medidas impropias como bloquear con geolocaliza-
dores para que el contenido no sea accesible en alguna re-
gión determinada, ya que ello es sencillamente superable 
por cualquier usuario.

Entonces, en los distintos desenlaces deben involucrarse ele-
mentos jurídicos y técnicos que permitan verdaderas soluciones, 
sin pretender que el derecho al olvido resuelva todos los proble-
mas legales de la red global, pero que abra el debate a buscar 
otros caminos y analizar su viabilidad, como puede ser la privaci-
dad por diseño, la caducidad de información descontextualizada, 
la contextualización de información, entre muchas otras expues-
tas en estas páginas. A la fecha no se identifica una única solución 
tecnológica que permita resolver estos problemas.

El derecho al olvido debe construirse como una herramienta 
para asegurar una protección mínima de la dignidad de las per-
sonas en sede digital, que otorgue un verdadero control razonado 
y equilibrado de la información referente a las personas.

Los problemas actuales representan un estado constante de 
riesgo e incertidumbre para las personas con la falta de regula-
ción de la red. Todos estamos expuestos a ser víctimas de fraude, 
estafas o robo de identidad, a que nuestros datos personales se 
filtren en nuestro detrimento, a que las grandes empresas violen 
nuestros derechos como consumidores de forma arbitraria, o que 
seamos manipulados para orientar nuestras decisiones electora-
les, por mencionar sólo algunos ejemplos, ya que el derecho al 
olvido responde y empodera al individuo desde la protección de 
su privacidad en alguno de estos aspectos, pero sin duda para 
muchos queda corto y ajeno, por lo que los ciudadanos requieren 
más que nunca formas de proteger sus derechos en sede digital.
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III. ¿Es vigente o relevante en la actualidad?

Existencia virtual: Se buscó en 
Google. No encontró nada. Sus 
manos comenzaron a evaporar-
se sobre el teclado. Pronto desa-
pareció por completo.465

En el contexto actual el derecho al olvido tiene un papel relevante, 
ya que el individuo tiene cada vez menos control de su propia infor-
mación, que es generada y usada sin conocer los alcances de ello.

El olvido siempre ha sido un tema controversial, la historia 
de la humanidad ha estado ligada a la forma de perdurar, de de-
jar registros para la posteridad, y de buscar la manera de recor-
dar y dejar huella del paso de las distintas culturas y civilizacio-
nes. Ante ello, el olvido parece un antivalor, un camino contrario 
a la vocación de la humanidad, una desviación en la misión del 
recuerdo eterno.

Todos hemos escuchado la frase erróneamente adjudicada a 
George Santayana, “Un pueblo que no conoce su historia, está 
condenado a repetirla”,466 la cual reconoce un valor social indis-
cutible del recuerdo, un acercamiento a la naturaleza humana de 
aprender de los errores, en lo colectivo y en lo individual.

En principio, el recuerdo evita la repetición de actos de viola-
ción de derechos humanos, como refiere Octavio Gallardo:

El derecho y la necesidad de no olvidar ha sido, en el escenario 
de la historia y los genocidios devenidos de la violencia política, 

465		 Muñoz Valenzuela, Diego, Universos imposibles. Ciencia y minificción, México, 
La Tinta del Silencio, 2023. p. 14.

466		 Cfr. Fatás, Guillermo, “«Los pueblos que no conocen su historia están 
condenados a repetirla», nunca lo dijo Santayana”, 20 minutos, 31 de julio de 
2027, disponible en: https://www.20minutos.es/opiniones/guillermo-fatas-pueblos-
conocen-historia-condenados-repetirla -santayana-3103182/, consultado el 3 de marzo 
de 2024.
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el argumento primario para que se impida la repetición de estos 
actos y para que las nuevas o provenientes generaciones sigan el 
ejemplo de no expulsar de la vida o dañar a personas con el obje-
to de cumplir sus propósitos.467

La memoria por sí sola no es suficiente. En el cuento “Funes, 
el memorioso”, de Borges, encontramos una historia ejemplifica-
tiva de una persona con la capacidad de recordarlo todo, al gra-
do de poder acordarse de un día entero, pero para poder hacerlo 
requería a su vez de otro día entero. En esa capacidad extraordi-
naria de memoria absoluta, Borges señala de Funes:

Éste, no lo olvidemos, era casi incapaz de ideas generales, platóni-
cas. No sólo le costaba comprender que el símbolo genérico perro 
abarcara tantos individuos dispares de diversos tamaños y diversa 
forma; le molestaba que el perro de las tres y catorce (visto de 
perfil) tuviera el mismo nombre que el perro de las tres y cuarto 
(visto de frente).468

Así, la memoria sin interpretación, sin capacidad de contex-
tualizar y discernir entre conceptos, nos lleva a la imposibilidad 
de distinguir. Continúa Borges refiriendo a Funes que “Había 
aprendido sin esfuerzo el inglés, el francés, el portugués, el latín. 
Sospecho, sin embargo, que no era muy capaz de pensar. Pensar 
es olvidar diferencias, es generalizar, abstraer. En el abarrotado 
mundo de Funes no había sino detalles, casi inmediatos”.469

Entonces, vemos en Funes, el memorioso, prácticamente la 
función de un buscador, de encontrar el recuerdo y representarlo 
inmediatamente de forma descontextualizada, pero sin la capa-
cidad de dar un uso práctico a ello y entendiéndose a vivir en la 
proyección sin utilidad del recuerdo preciso.

467		 Gallardo, Octavio, op. cit., p. 1.
468		 Borges, Jorge Luis, “Funes, el memorioso”, Borges esencial, Madrid, Real 

Academia Española, 2017, p. 84.
469		 Ibidem, p. 85.
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En relación con la memoria, el propio Platón en su carta VII 
señalaba que

de modo que quienes no sean aptos por naturaleza ni afines a la 
justicia ni a las otras cosas bellas, por mucha memoria y facili-
dad para el aprendizaje que tengan en unas cosas u en otras, ni 
tampoco cuantos sí posean esa afinidad, pero sean lentos y no 
retengan nada de su memoria: ninguno de ellos logrará aprender 
jamás, llegado el caso, la verdad de la virtud o del mal.470

Podemos ver esa valoración antigua por el recuerdo, pero no 
del recuerdo en sí, sino de su valor social en relación con el indi-
viduo que lo invoca, aprender y memorizar en relación con un 
bien ulterior, la distinción entre el bien y el mal.

En ese contexto, expone Nicole Loraux un escenario en la 
polis griega en el año 403 a. C., en donde los ciudadanos de Ate-
nas proponían el olvido como una vía para superar la devasta-
ción y el dolor de una guerra civil, al evitar recordar los males del 
pasado, “como si la memoria de la ciudad se fundara en el olvido 
de lo político como tal”,471 y “como si al jurar no recordar el pa-
sado, la ciudad ateniense hubiera fundado otra vez su existencia 
política en una pérdida de memoria”.472

En el caso propuesto se llega al extremo, por los atenienses, 
de inclinar de nuevo la balanza de forma absoluta, a satanizar un 
valor sobre el otro, cuando en realidad la memoria y el olvido tie-
nen una dualidad en la vida del individuo en sociedad. Continúa 
exponiendo en su obra que:

Como si sólo se pudiera pensar el presente en términos de pasado 
y con la condición, pese a todo, de que cuando se lo evoque, el pa-
sado liberado de todo valor virtualmente subversivo pueda servir 

470		 Platón, Carta VII, trad. de Jorge Cano Cuenca, Madrid, Ediciones Cáte-
dra, 2014, p. 105.

471		 Loraux, Nicole, La ciudad dividida. El olvido en la memoria de Atenas, trad. de 
Sara Vassallo, Madrid, Katz Editores, 2008, p. 42.

472		 Ibidem, p. 42.
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de modelo edificante. Esta bella operación de memoria política 
consistía en desactivar mutuamente el presente y el pasado lejano, 
para olvidar el pasado más reciente.473

Esto significa controlar al pasado a través del presente, en el 
que un olvido selectivo permite superar diferencias y reunificar 
a una nación.

La historia que expone Loraux me resulta relevante e íntima-
mente relacionada con los descubrimientos de esta investigación. 
En el caso expuesto, Atenas eligió el olvido sin considerar el valor 
de la memoria. En los párrafos de este documento he citado opi-
niones extremistas, en las que se elige la memoria sin considerar 
al olvido.

En vista de ello, debemos reiterar que no se debe caer en el 
juego de conclusiones extremistas, y entender que el derecho al ol-
vido, como derecho humano, tiene una relevancia para la perso-
na, pero también se delimita en su relación con los otros derechos 
humanos con los que pueda entrar en conflicto. A lo largo del 
capítulo anterior se buscó confrontar y relacionar posibles casos 
de conflicto del derecho al olvido con otros bienes jurídicos tutela-
dos. En todos era posible coexistir, con determinación de análisis 
caso por caso, así como reconocer que, en muchos de ellos, el de-
recho a saber o a recordar debía minimizar el derecho a olvidar.

En su famoso libro 1984, George Orwell decía que “quien 
controla el pasado —dice el slogan del partido— controla el fu-
turo: quien controla el presente controla el pasado”.474 Parece 
recordar los principios de la decisión de la polis griega, pero en 
un escenario futurista donde el partido busca el control absoluto 
de la vida de los individuos.

Respecto de 1984, Octavio Gallardo contextualiza que “Lo 
allí descrito ocurría más de tres décadas después, en una sociedad 
bajo la omnipresencia del Gran Hermano, que vigila toda forma 

473		 Ibidem, p. 268.
474		 Orwell, George, 1984, Boston, Massachusetts, Houghton Mifflin Har-

court, 2021, p. 36. La traducción de las citas es mía.
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de pensamiento, a tal extremo que reescribe la historia, reinven-
ta el léxico, impone una neolengua, en la cual, lo que no forma 
parte de ella, no puede ocurrir ni ser pensado”.475

En la novela de George Orwell sólo existe la memoria de 
aquello que deciden quienes controlan al Estado, y el olvido no 
tiene un valor democrático, sino que es una herramienta de con-
trol e imposición estatal.

Resulta relevante reflexionar sobre el olvido, entonces, como 
estrategia de Estado y como elección popular; por ejemplo: ¿pue-
de el Estado decidir que se olvide lo que sucedió con los cuarenta 
y tres normalistas desaparecidos en Ayotzinapa?, o ¿puede una 
ley de amnistía aprobada democráticamente evitar la investiga-
ción de delitos cometidos en algún momento histórico, como a 
la que hace referencia el caso Gelman vs. Uruguay, resuelto por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos?476

La tensión entre olvido y memoria existe desde hace mucho, 
la vemos reflejada en la literatura y documentos políticos, siem-
pre preocupados por encontrar el límite de una y de la otra —ex-
pusimos sobre ello en otros apartados de este documento—, pero 
sin duda no debemos de nuevo radicalizar la prevalencia de uno 
sobre otro, sino recordar la relevancia de contextualizar y resol-
ver las tensiones caso por caso.

En la actualidad, las políticas de la memoria, producto de 
violaciones a derechos humanos y grandes crímenes cometidos, 
han llevado a minimizar la utilidad del olvido, a visualizarlo como 
un sinónimo de borrar, de exonerar y de perdonar crímenes, lo 
cual sin duda ha resultado no sólo loable, sino también necesario, 
pero debemos equilibrar y encontrar las respuestas éticas, legales 
y sociales que establezcan un balance entre la necesidad y bene-
ficio social de saber y recordar por sobre la posible afectación 
al proyecto de vida de un individuo. Como ejemplo, sería difícil 

475		 Gallardo Octavio, op. cit., p. 78.
476		 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Gelman vs. Uru-

guay, sentencia del 24 de febrero de 2011, Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas, p. 56.
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negar la importancia de conocer los actos y responsabilidad del 
autor intelectual de un genocidio, y nadie daría pie a considerar 
perdonarlo por sus actos, pero ¿podemos poner en el mismo aná-
lisis al deudor de un crédito ya pagado, como en el caso Costeja? 
Reitero que podemos encontrar la respuesta en ejercicios de pon-
deración caso por caso, sin saltar a conclusiones generalizadas de 
la prevalencia inmutable de un valor sobre otro.

Existe otro elemento relevante en la historia de la humani-
dad que cobra una nueva relevancia en la actualidad: la frontera 
entre la vida pública y la vida privada. En las antiguas civiliza-
ciones griegas, por ejemplo, la vida privada y la pública estaban 
íntimamente ligadas, parecía difícil dividir una de la otra y el ho-
nor siempre se reflejaba al exterior. En ese tenor, desde tiempos 
remotos, en opinión de Duby: “En lo privado se encuentra ence-
rrado lo que poseemos de más precioso, lo que sólo le pertenece 
a uno mismo, lo que no concierne a los demás, lo que no cabe 
divulgar, ni mostrar, porque es algo demasiado diferente de las 
apariencias cuya salvaguarda pública exige el honor”.477

Por ello en lo privado existe una frontera de lo que es de cada 
uno, una línea que separa de lo público; sin embargo, las nuevas 
tecnologías la han desdibujado, la una ha invadido a la otra. Paul 
Veyne señala:

¿No comprende lo urgente que resulta en la actualidad ingeniár-
selas a fin de salvaguardar la misma esencia de la persona, una vez 
que el fulgurante progreso de las técnicas, al tiempo que arruina 
los últimos reductos de la vida privada, está desarrollando unas 
formas de control estatal que, si no nos prevenimos frente a ellas, 
reducirán muy pronto al individuo a no ser más que un número 
sumido en un inmenso y terrorífico banco de datos?478

477		 Duby, Georges, “Prefacio”, en Duby, George y Ariés, Philippe (dirs.), His-
toria de la vida privada, trad. de Francisco Pérez Gutiérrez, Madrid, Taurus, 2023, 
vol. 1, pp. 12 y 13.

478		 Veyne, Paul, “El imperio romano”, en Duby, George y Ariés, Philippe 
(dirs.), Historia de la vida privada, trad. de Francisco Pérez Gutiérrez, Madrid, 
Taurus, 2023, vol. 1, p. 145.
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En otros términos, sin la posibilidad de controlar su vida pri-
vada, manteniéndola ajena de la vida pública, respecto a todo 
aquello que no es relevante, la persona pierde su dignidad, y se 
expone ya sea al propio control estatal, o al reducto inverosímil 
de dejar de ser él mismo, para convertirse en el resumen de su 
historia.

IV. La respuesta social al olvido

La raíz del pasado se encuentra 
en el futuro.

Heiddeger479

Con la llegada de las nuevas tecnologías y la postura dominante 
del valor intrínseco de la memoria absoluta, la falta de olvido co-
mienza a afectar la vida de los individuos, y al estar ausente en la 
sociedad Mayer-Schönberger propone las siguientes posibles res-
puestas sociales.480

Cuadro 6 
Respuestas potenciales a la desaparición 

del olvido

Poder de la información (incluida 
la privacidad de la información)

Cognición, 
toma de decisiones y tiempo

Individuos Abstinencia digital Ajuste cognitivo

Ley Derechos de privacidad Ecología de la información

Tecnología Infraestructura para derechos 
de privacidad digital

Contextualización 
completa

Fuente: Elaboración propia.

479		 Ibidem, p. 165.
480		 Cfr. Mayer-Schönberger, Viktor, op. cit., p. 168.
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Ante estas posibles respuestas, cabe señalar respecto a la 
esfera individual que el ajuste cognitivo tardaría años en llegar 
y depende de la percepción de los propios individuos, sin accio-
nes de otros.

En relación con la abstinencia digital, en 1987, Wendell Be-
rry, en su ensayo Por qué no voy a comprar una computadora, ya abo-
gaba por la abstinencia digital: “Finalmente, parece que ninguno 
de mis corresponsales reconoce lo novedoso de mi ensayo. Si el 
uso de una computadora ordenador es una idea nueva, entonces 
una idea más nueva es no usarla”.481

Ello, principalmente argumentando que “los objetivos supe-
riores del progreso tecnológico son el dinero y la facilidad”.482 
“Pero en general, aparte de sus propios estándares altamente es-
pecializados de cantidad y eficiencia, el progreso tecnológico ha 
producido un declive social y ecológico”.483

La idea de la abstinencia digital ha permeado desde el surgi-
miento de la masificación de posibilidad de acceso a las compu-
tadoras y herramientas digitales, pero prácticamente se ha vuelto 
imposible continuar accediendo a iguales oportunidades y dere-
chos sin estos medios. La abstinencia digital voluntaria es cada 
vez más difícil para los individuos.

Por su parte, hablar de la ecología de la información sólo se-
ría posible de igual forma que un ajuste cognitivo cuando como 
sociedad comprendamos realmente el valor y fin de los datos y 
la información, limitándonos a utilizar aquellos que sean necesa-
rios. También, tiene una relación igual de directa la contextuali-
zación completa, que si bien es una buena aspiración, se vuelve 
difícil al buscar en una red inmediata y diversa, que pretende 
posicionar la información de forma veloz, en la que los creadores 
de contenido difícilmente se darían a la tarea de siempre con-

481		 Berry, Wendell, Why I Am not Going to Buy a Computer, Londres, Penguin 
Random House, 2018, p. 14. La traducción de las citas es mía.

482		 Ibidem, p. 33.
483		 Ibidem, p. 31.
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textualizar completamente los rubros divulgados, y tampoco los 
receptores de la información lo harían.

Una de las principales críticas del derecho al olvido es res-
ponsabilizar a los buscadores y no a quienes crean el contenido, 
aunque es verdad que su posibilidad de acceso y, por tanto, ca-
pacidad de maximizar el daño causado al individuo se da a tra-
vés de éstos, que permiten vincular al usuario de Internet con la 
información.

Otra posible solución que se ha propuesto es conocida como 
guiding Google’s choice, lo cual implica reubicar enlaces por los bus-
cadores cuando el afectado busca que el creador del contenido 
retire la información y obtiene una negativa.484 Si bien es una 
propuesta interesante, de igual manera deja de lado el tema de 
la inmediatez, por lo que la afectación continuaría por un mayor 
tiempo, permitiendo la continuidad del daño. Si bien lo ideal 
sería una contextualización completa o un control con la fuente, 
la realidad es que la lógica de Internet es distinta, y quienes tie-
nen el control del acceso a la información para la mayoría de los 
usuarios son los buscadores y, además, son quienes más se bene-
fician de ese modelo; por ello reitero que deben ser responsables 
de permitir los medios para evitar una mayor afectación.

Otros se han pronunciado por limitar la conexión de datos 
del individuo, para evitar la interconexión entre ellos y desligar-
los de la persona para minimizar su afectación e interconexión.485 
De igual forma parece complicado, ya que la tendencia es crear 
cada vez más tecnologías y plataformas interconectadas que van 
generando una mayor cantidad de datos interrelacionados del in-
dividuo, por lo que de origen podría dificultarse esta herramienta 
en la actualidad, pero sí de forma efectiva e inmediata su accesi-
bilidad a través de buscadores como Google.

484		 Cfr. Gallo Sallent, Juan Antonio, op. cit., p. 69.
485		 Cfr. Jaramillo, Óscar y Castellón, Lucía, “El derecho al olvido en Internet 

y el efecto Streisand: aplicabilidad y soluciones”, en Labrador, María José y 
Carter, Edward (coords.), Google: derecho al olvido y desafíos éticos en el escenario mediá-
tico digital, Santiago de Chile, Universidad Mayor y RIL Editores, 2018, p. 196.
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La tecnología puede dar soluciones diversas al problema 
planteado, pero sin parámetros legales y éticos para los desarro-
lladores, sus sesgos e intereses económicos o de otra índole, pero 
ajenos a la protección de derechos humanos, continuarían gene-
rando la afectación. Al hablar de privacidad por diseño podemos 
encontrar un mundo de opciones para proteger la información 
de los individuos, pero sin parámetros claros prestablecidos e in-
volucrando distintas visiones del desarrollo de las herramientas 
tecnológicas estaríamos entregando nuestra identidad a los tér-
minos y condiciones establecidos por ellos.

Atendiendo a la dimensión legal, en la que se sitúa lo expues-
to en este documento, los derechos de privacidad (y no sólo de 
datos personales), como es el derecho al olvido, deben encontrar 
un reconocimiento en nuestras sociedades, ya sea en vía legal o 
judicial, para hacer efectiva su protección y poder encontrar una 
correcta ponderación con los otros bienes jurídicos tutelados. Al 
respecto, resulta relevante la opinión de Margarita Padilla:

Internet ha cambiado la arquitectura de la realidad, y toda ar-
quitectura es una política. La red es ingobernable y ésta hecha 
de nodos inteligentes y autónomos. De la interconexión de estos 
nodos surge una nueva esfera público-privada en la que, solo por 
estar —publicar un post, comentarlo, enlazarlo, reenviarlo tuitear-
lo y retuitearlo, menearlo, compartirlo…—, ya se hace política. 
Pero ¿qué política? Es el sueño de la participación elevado a la 
máxima potencia, solo que esta participación es irrepresentable 
e ingobernable. Irrepresentable e ingobernable significa que no 
funciona exactamente según las reglas de las viejas democracias 
capitalistas.486

Esta opinión pone sobre la mesa que los abogados debemos 
olvidar las reglas tradicionales y dejar de encasillar los nuevos 
derechos en regulaciones ya establecidas, como la protección de 

486		 Padilla, Margarita, El kit de la lucha en Internet, Madrid, Traficantes de 
Sueños, 2012, p. 123.
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datos personales, y debemos buscar nuevas esferas y recursos, 
como un verdadero habeas data que nos lleve a hacer garantes y 
vigentes los derechos de privacidad en la época actual.

Lo anterior tiene una relación directa con la esfera de la tec-
nología, en la que, como ya se ha señalado, debe estudiarse y ex-
pandirse una ética digital, en la cual la arquitectura que confor-
ma a las herramientas digitales prevea en su diseño la protección 
y delimitación de estos derechos en favor de la persona humana 
y no de los intereses económicos o políticos de quienes controlan 
el mercado.

En el capítulo cuarto se buscó atender y resolver dudas que 
puede haber en la coexistencia del derecho al olvido con otros 
derechos y bienes jurídicos, así como de su relevancia ante el 
desarrollo de la inteligencia artificial. Quedan abiertas otras in-
terrogantes, como las relacionadas con la creación de deepfakes o 
de fakenews, con la intención de generar confusión o manipular 
decisiones u opiniones sobre algún tema en especial, en las que el 
contenido se escapa del control de la información del individuo, 
al ser una estrategia generalizada de ataque y afectación.

Este ejemplo pone de manifiesto que no se cuenta con todas 
las respuestas, pero sólo con un enfoque multidisciplinario cen-
trado en la protección del individuo pueden desarrollarse vías, 
herramientas y formas para detener las afectaciones del mundo 
digital.

En suma, ante el escenario caótico de información disponi-
ble, esperar una solución cognitiva está lejano a las afectaciones 
que sufren millones de personas día con día, sin tener control al-
guno de su esfera íntima y del alcance de la afectación que todo 
esto representa para su vida privada.

Por ello, pugnar de nuevo por el reconocimiento y la garantía 
de la privacidad, la autodeterminación informativa y el derecho 
al olvido se vuelve indispensable, para poder desarrollarnos en el 
mundo actual, que es un mundo digital.
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V. Límites de la investigación 
y nuevas preguntas

Adentrarme en este tema ha resultado un trabajo gratificante y re-
tador. Inicié la investigación con una postura que buscaba aclarar 
que en realidad el derecho al olvido era en sí el derecho de cance-
lación relacionado con la protección de datos personales.

Inclusive, originalmente formaba parte del título de la obra: 
Análisis crítico del derecho de cancelación en materia de protección de datos 
personales. Alcances del llamado “derecho al olvido”. La labor de cuatro 
años de investigación me llevó a concluir que cuando hablamos 
de derecho al olvido hablamos de algo distinto, de un derecho 
innovador que busca proteger al individuo frente al Leviatán que 
representa la tecnología en la actualidad.

En las páginas de este libro se expone qué es el derecho al 
olvido, su relación estrecha con otros derechos, sus alcances y el 
resultado de los ejercicios que han buscado su reconocimiento e 
implementación, particularmente en América Latina, así como 
consideraciones sobre el mundo digital, la memoria y el olvido, y 
su posible conflicto con otros derechos.

Lo anterior ha dejado abierta la puerta a otras dudas que no 
son resueltas, pero que definitivamente no debo omitir, e insto a 
cualquier lector a indagar en estos cuestionamientos para cons-
truir un mundo de protección de derechos en sede digital.

Inicio con la necesidad de resolver cuáles podrían ser los me-
jores mecanismos y formas de establecer un consenso interna-
cional que permita un trabajo coordinado de regulación y pro-
tección de derechos en una red global. ¿Sería la respuesta un 
tribunal de Internet o juzgados especializados en protección de 
derechos digitales?

Esto nos lleva a otro cuestionamiento: los derechos huma-
nos son los mismos reconocidos actualmente, ¿sólo que deben 
protegerse en sede digital? o, por el contrario, ¿nos encontramos 
ante nuevos derechos que debemos repensar cómo proteger y 
garantizar?
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Ya se ha expuesto que una de las dificultades es que, ante la 
negativa a imaginar nuevas formas de protección, buscamos en-
casillar la tecnología en las normas prexistentes, pero la realidad 
es que esta respuesta está implicando la violación desregulada 
de derechos humanos en tiempo real y muchos individuos no 
tendrán tiempo de encontrar mecanismos para solventar dicha 
afectación antes de que la violación se vuelva irreparable.

Conjuntamente, existen otros tipos de afectaciones, como los 
referidos deepfakes, o el robo de identidad, que se vuelven cada 
vez más complejos de resolver y entender, pero que son come-
tidos con intención criminal por autores que quedan impunes 
ante la imposibilidad de las autoridades de dar una respuesta 
real y efectiva contra esas acciones, sin dejar de lado los retos que 
representará la inteligencia artificial que apenas comenzamos a 
comprender.

En un mundo cada vez más digital e interconectado, se vuelve 
indispensable que los operadores jurídicos comiencen a cuestio-
narse cómo afrontar estos retos, siendo aliados de la innovación y 
no negando sus beneficios o buscando adecuar la tecnología a las 
formalidades del pasado, pero sí buscando encontrar un balance 
que respete los derechos humanos y la dignidad de los individuos.

Socialmente existe un llamado, una invitación a los ciudada-
nos a exigir el respeto a su privacidad, que exijan a los gobiernos 
una actuación clara y transparente, así como el establecimiento 
de límites a las empresas, para que cambien la forma de desa-
rrollar la tecnología y no sean los desarrolladores los únicos que 
pongan las reglas y pautas, sino que existan claros estándares éti-
cos, filosóficos y jurídicos que permitan un desarrollo tecnológico 
para todos, libre, informado y actual, cuya propia arquitectura 
tenga como fin empoderar y facilitar el ejercicio de otros dere-
chos, no facilitar las maneras de engañarlo, manipularlo, defrau-
darlo o explotarlo.

Finalmente, en México existen cuestiones por resolver, como 
cumplir realmente con los compromisos internacionales adqui-
ridos para proteger el derecho a la privacidad, la autodetermi-
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nación informativa y, en su caso, el derecho al olvido, cuando 
tenemos otros retos como la creación de un órgano garante de 
protección de datos personales y la necesidad de atención inme-
diata a delitos que se cometen diariamente y afectan de forma 
importante el desarrollo de la vida de las personas, la difusión de 
imágenes sexuales sin consentimiento, el robo de identidad para 
la contratación de créditos fraudulentos, el secuestro virtual o las 
llamadas y mensajes de extorsión, que ya son parte normalizada 
de nuestra vida diaria.

Se requieren respuestas que sumen actores y enfoques multi-
disciplinarios, pero que tengan como eje la protección de la dig-
nidad de la persona y el respeto, protección, promoción y garan-
tía de sus derechos humanos. No basta con coincidir en que el 
desarrollo tecnológico impone retos y beneficios a los Estados y 
ciudadanos, sino que debemos encontrar respuestas y formas de 
pasar de espectadores a actores en el desarrollo preciso de esas 
herramientas.
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CONCLUSIONES

El derecho al olvido es un derecho humano autónomo e indepen-
diente que se relaciona directamente con el derecho a la privaci-
dad y que no se agota con el ejercicio del derecho a la protección 
de datos personales y los derechos ARCO, en particular, el dere-
cho de cancelación.

El derecho al olvido se relaciona con el derecho a la auto-
determinación informativa, pero de igual forma es un derecho 
humano autónomo e independiente; el ejercicio de uno no se 
agota en el reconocimiento y vigencia del otro, ya que la auto-
determinación informativa tiene que ver con la posibilidad del 
individuo de controlar la información que da a conocer a otros, y 
el derecho al olvido, con la posibilidad de eliminar o restringir el 
acceso a información descontextualizada previamente divulgada 
que pueda afectar el libre desarrollo del individuo.

El reconocimiento del derecho al olvido se vuelve necesario 
ante la indefensión de los individuos frente a los avances tecno-
lógicos y la capacidad de acceso generalizado a información des-
contextualizada.

El derecho al olvido ha causado controversia por el nombre 
con el que fue identificado en el caso Costeja; sin embargo, su 
contenido no debe calificarse sólo por su nombre. Ante ello, en la 
sede digital de protección de derechos se vuelve importante uni-
versalizar y acordar los vocablos empleados en la comunidad in-
ternacional, ya que pese a la falta de un consenso internacional, 
Internet es una red global.

El derecho al olvido se ha reconocido inicialmente en vía ju-
dicial y posteriormente en sede legislativa y administrativa, prin-
cipalmente en la Unión Europea. No existe un consenso global 
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sobre su vigencia, principalmente porque la corriente del sistema 
estadounidense se ha pronunciado por favorecer la libertad de 
expresión por sobre el derecho a la vida privada.

No existe acuerdo en el continente americano respecto a la 
posición del derecho al olvido, pero resulta interesante observar 
los esfuerzos y posicionamientos en sede judicial, legislativa y ad-
ministrativa para reconocerlo e incluirlo en el catálogo de dere-
chos fundamentales de los Estados.

Es posible la vigencia e integración del derecho al olvido con 
otras áreas del derecho, ya que se complementan la protección y 
el ejercicio de los derechos humanos reconocidos.

El derecho al olvido tiene límites; los encontramos en el ejer-
cicio de otros derechos; sin embargo, no debemos realizar pon-
deraciones generalizadas y sí hacer un ejercicio equilibrado caso 
por caso para decidir sobre la necesidad de minimizar o maxi-
mizar tal derecho humano. En ningún caso podría aceptarse el 
olvido sobre hechos trascedentes y graves que trastoquen a la 
sociedad por su gravedad o relevancia en la comunidad.

Los retos normativos y el contexto actual en México apuntan 
a que la posibilidad de un ejercicio del derecho al olvido a corto 
plazo sólo sería posible a través de un juicio de amparo, con lo 
cual se lograría su reconocimiento a través de la vía jurispruden-
cial. No obstante, lo ideal sería su inclusión y reconocimiento 
expreso en la Constitución, con la aclaración de sus alcances y 
límites, así como los del derecho a la privacidad, ya que los crite-
rios jurisprudenciales actuales no dejan claras las formas de ga-
rantizar, proteger y respetar tales derechos humanos.

Los cambios tecnológicos han sido una constante en la vida 
de las personas, implican un gran número de beneficios que inci-
den en la calidad de vida, pero también retos para su adaptación 
social e individual. Por ello se vuelve importante cambiar el rum-
bo y no buscar encasillar en la normatividad vigente los nuevos 
retos para la protección de los derechos humanos, y considerar 
con apertura nuevas formas y herramientas que permitan la pro-
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tección de derechos humanos en sede digital. Así, encasillar el 
derecho al olvido como un sinónimo del derecho de cancelación 
representa una resistencia de los operadores jurídicos a conside-
rar una nueva forma de proteger, respetar y garantizar los dere-
chos humanos.
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